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Juan Carlos I, 
Rey de España 
A todos los que la presente vieren y entendieren. Sabed: 
Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la 

siguiente Ley. 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS  
La Constitución en su artículo 20 garantiza valores de pluralismo, 

veracidad y accesibilidad con el fin de contribuir a la formación de una opinión 
pública informada y prevé la regulación por ley de la organización y el control 
parlamentario de los medios de comunicación social dependientes del Estado. 

La actividad de los medios de comunicación de titularidad pública ha de 
regirse por un criterio de servicio público, lo que delimita su organización y 
financiación, los controles a los que quedan sujetos, así como los contenidos 
de sus emisiones y las garantías del derecho de acceso. 

El fin de la presente Ley es, por una parte, dotar a la radio y a la televisión 
de titularidad estatal de un régimen jurídico que garantice su independencia, 
neutralidad y objetividad y que establezca estructuras organizativas y un 
modelo de financiación que les permita cumplir su tarea de servicio público con 
eficacia, calidad y reconocimiento público. Por otra, refuerza la intervención del 
Parlamento y prevé la supervisión de su actividad por una autoridad audiovisual 
independiente. 

La Ley recoge las principales propuestas del informe elaborado por el 
Consejo para la reforma de los medios de comunicación de titularidad del 
Estado creado por el Real Decreto 744/2004, de 23 de abril. Asume la 
necesidad de una reforma, para elevar las exigencias de neutralidad, 
transparencia y calidad; superar una regulación insuficiente y anticuada; y 
establecer un mecanismo de financiación estable y sostenido para adecuarse a 
los principios comunitarios de proporcionalidad y transparencia en la gestión 
del servicio público de radio y televisión, evitando un proceso de financiación 
de déficit corrientes mediante el recurso al endeudamiento. 

La reforma resulta inevitable en un contexto de desarrollo tecnológico, la 
aparición de nuevos operadores públicos autonómicos y privados, la difusión 
de estos servicios mediante el satélite y el cable, su coexistencia con los 



servicios de la Sociedad de la Información y la evolución hacia sistemas de 
transmisión digital. 

La Ley desarrolla los siguientes principios básicos inspirados en las 
propuestas del informe del Consejo para la reforma de los medios de 
comunicación de titularidad del Estado. 

En primer lugar, mantiene la titularidad pública de la radio y la televisión 
estatales. 

En segundo lugar, refuerza y garantiza su independencia, mediante un 
estatuto y órganos de control adecuados. Esta última tarea se confía a las 
Cortes Generales y a un organismo supervisor que se configura como 
autoridad independiente que actúa con autonomía respecto de las 
Administraciones públicas. 

En tercer lugar, confirma su carácter de servicio público, con el objetivo de 
conciliar la rentabilidad social que debe inspirar su actividad, con la necesidad 
de dirigirse a la más amplia audiencia en su programación, atendiendo 
asimismo a fines sociales, educativos e integradores. 

En cuarto lugar, establece un sistema que garantice una gestión 
económica ordenada y viable, basada en una financiación mixta, con una 
subvención pública dentro de los límites marcados por las normas y los criterios 
de transparencia y proporcionalidad que establece la Unión Europea y unos 
ingresos derivados de su actividad comercial sujetos a principios de mercado. 
Asimismo, se establece la posibilidad de incorporar reglas adicionales sobre las 
limitaciones de emisiones publicitarias a las previstas para los operadores 
privados de televisión, a concretar en los contratos-programa. 

La Ley define la función del servicio público estatal de televisión y radio, 
con una programación de calidad y el fomento de la producción española y 
europea, que incorpora la oferta de servicios conexos e interactivos. 
Encomienda dicha función a la Corporación RTVE y a sus sociedades filiales 
encargadas de la prestación directa del servicio público. 

La Ley prevé otras garantías de independencia para los profesionales de 
los medios públicos, como el Consejo de Informativos, órgano de participación 
de los profesionales para asegurar la neutralidad y la objetividad de los 
contenidos informativos. Asimismo, establece un Consejo Asesor que encauce 
la participación de los grupos sociales significativos. 

La Ley crea la Corporación RTVE, una sociedad mercantil estatal dotada 
de especial autonomía, sujeta en lo esencial a la legislación reguladora de las 
sociedades anónimas y cuyo capital social será íntegramente estatal. La 
Corporación dispone de dos sociedades filiales mercantiles encargadas de la 
prestación directa del servicio público: la Sociedad Mercantil Estatal Televisión 
Española, en el ámbito de los servicios de televisión, conexos e interactivos; y 
la Sociedad Mercantil Estatal Radio Nacional de España, en el ámbito de los 
servicios de radio, conexos e interactivos. 

La organización de la Corporación se rige por la regulación societaria y las 
especialidades que recoge la presente Ley. Sus bienes y derechos serán en 
todo caso de dominio privado o patrimoniales y su personal se regirá por 
relaciones laborales, comunes o especiales, sujetas a los derechos y deberes 
contenidos en el Estatuto de los Trabajadores. 

Su gestión corresponde a un Consejo de Administración integrado por 
doce miembros de designación parlamentaria: cuatro por el Senado y ocho por 
el Congreso, de los cuales dos serán propuestos por las centrales sindicales 



más representativas a nivel estatal y con representación en la Corporación y en 
sus sociedades. Los miembros del Consejo de Administración deberán contar 
con suficiente cualificación y experiencia para un desempeño profesional de 
sus responsabilidades; su mandato será de seis años, salvo en su primera 
formación, con renovaciones trienales por mitades; quedan sometidos al 
régimen mercantil, con determinadas especialidades que detalla la presente 
Ley; y a reglas especiales de responsabilidad, comprendida la posibilidad del 
cese del Consejo en caso de gestión económica gravemente perjudicial para la 
Corporación. 

Asimismo el Congreso, de entre los consejeros designados, designará al 
Presidente de la Corporación y del Consejo de Administración, el cual 
desempeñará la dirección ejecutiva ordinaria de la misma, actuando conforme 
a los criterios, objetivos generales o instrucciones que establezca el referido 
Consejo. 

La Ley establece los principios que deben regir la producción y 
programación de sus contenidos, comprendida la garantía del derecho de 
acceso de los grupos sociales y políticos significativos. 

Para el cumplimiento de la misión de servicio público se establecen los 
siguientes instrumentos: un mandatomarco que aprobarán las Cortes 
concretando los objetivos generales de dicha función de servicio público, con 
una vigencia de nueve años; un contrato-programa trienal, que suscribirán el 
Gobierno y la Corporación RTVE fijando los objetivos específicos a desarrollar 
en el ejercicio de la función de servicio público y los medios presupuestarios 
para atender dichas necesidades, previo informe de la autoridad audiovisual y 
una vez informadas las Cortes Generales; un sistema de contabilidad analítica, 
que garantice la transparencia financiera y permita determinar el coste neto de 
las obligaciones de servicio público impuestas; y un control económico-
financiero a cargo de la Intervención General de la Administración del Estado y 
del Tribunal de Cuentas. 

El contrato-programa, en particular, determinará las aportaciones anuales 
con cargo a los Presupuestos Generales del Estado para cada ejercicio; el 
modo de adaptar los objetivos acordados a las variaciones del entorno 
económico; los efectos derivados de posibles incumplimientos; y el control de 
su ejecución y de los resultados derivados de su aplicación. 

Por último, para preservar la continuidad del servicio público estatal de 
radio y televisión, la Ley establece un régimen transitorio hasta la disolución del 
Ente Público RTVE y la entrada en funcionamiento de la Corporación RTVE y 
de sus sociedades prestadoras del servicio público de radio y televisión. 

TÍTULO I. 
Principios generales.  
Artículo 1. Objeto. 
La presente Ley tiene por objeto regular el servicio público de radio y de 

televisión de titularidad del Estado y establecer el régimen jurídico de las 
entidades a las que se encomienda la prestación de dichos servicios públicos. 

Artículo 2. Servicio público de radio y televisión del Estado. 
1. El servicio público de radio y televisión de titularidad del Estado es un 

servicio esencial para la comunidad y la cohesión de las sociedades 
democráticas que tiene por objeto la producción, edición y difusión de un 
conjunto de canales de radio y televisión con programaciones diversas y 
equilibradas para todo tipo de público, cubriendo todos los géneros y 



destinadas a satisfacer necesidades de información, cultura, educación y 
entretenimiento de la sociedad española; difundir su identidad y diversidad 
culturales; impulsar la sociedad de la información; promover el pluralismo, la 
participación y los demás valores constitucionales, garantizando el acceso de 
los grupos sociales y políticos significativos. 

2. La función de servicio público comprende la producción de contenidos y 
la edición y difusión de canales generalistas y temáticos, en abierto o 
codificados, en el ámbito nacional e internacional, así como la oferta de 
servicios conexos o interactivos, orientados a los fines mencionados en el 
apartado anterior. 

3. Sus servicios de difusión de radio y televisión tendrán por objetivo 
alcanzar una cobertura universal, entendiendo por tal la mayor cobertura 
posible dentro del territorio nacional. 

Artículo 3. Encomienda del servicio público de radio y televisión. 
1. Se atribuye a la Corporación de Radio y Televisión Española, S. A., 

Corporación RTVE, la gestión del servicio público de radio y televisión en los 
términos que se definen en esta Ley, para ser ejercido directamente por las 
sociedades filiales de la Corporación prestadoras de los servicios de radio y 
televisión. 

2. En el ejercicio de su función de servicio público, la Corporación RTVE 
deberá: 

a. Promover el conocimiento y difusión de los principios 
constitucionales y los valores cívicos. 

b. Garantizar la información objetiva, veraz y plural, que se deberá 
ajustar plenamente al criterio de independencia profesional y al pluralismo 
político, social e ideológico presente en nuestra sociedad, así como a la norma 
de distinguir y separar, de forma perceptible, la información de la opinión. 

c. Facilitar el debate democrático y la libre expresión de opiniones. 
d. Promover la participación democrática mediante el ejercicio del 

derecho de acceso. 
e. Promover la cohesión territorial, la pluralidad y la diversidad 

lingüística y cultural de España. 
f. Impulsar el intercambio de la información y el conocimiento mutuo entre 

los ciudadanos de los Estados miembros de la Unión Europea como espacio 
común de convivencia. 

g. Editar y difundir canales radiofónicos y de televisión de cobertura 
internacional que coadyuven a la proyección hacia el exterior de las lenguas y 
culturas españolas y a la adecuada atención a los ciudadanos españoles 
residentes o desplazados en el extranjero. 

h. Ofrecer acceso a los distintos géneros de programación y a los 
acontecimientos institucionales, sociales, culturales y deportivos, dirigidos a 
todos los sectores de la audiencia, prestando atención a aquellos temas de 
especial interés público. 

i. Promover la difusión y conocimiento de las producciones culturales 
españolas, particularmente las audiovisuales. 

j. Apoyar la integración social de las minorías y atender a grupos sociales 
con necesidades específicas. 

k. Fomentar la protección y salvaguarda de la igualdad entre hombre 
y mujer, evitando toda discriminación entre ellos. 

l. Promover el conocimiento de las artes, la ciencia, la historia y la cultura. 



m. Difundir el conocimiento de los derechos de los consumidores y 
usuarios, así como desarrollar procedimientos que garanticen el derecho de 
réplica. 

n. Fomentar la producción de contenidos audiovisuales europeos y 
en lenguas originarias españolas y promover la creación digital y multimedia, 
como contribución al desarrollo de las industrias culturales españolas y 
europeas. 

o. Velar por la conservación de los archivos históricos audiovisuales. 
p. Tener por objetivo atender a la más amplia audiencia, asegurando 

la máxima continuidad y cobertura geográfica y social, con el compromiso de 
ofrecer calidad, diversidad, innovación y exigencia ética. 

q. Promoción de los valores de la paz. 
r. La promoción del conocimiento, la salvaguarda y el respeto de los 

valores ecológicos y de protección del medio ambiente. 
s. Preservar los derechos de los menores. 
3. Forma parte de la función de servicio público de radio y televisión 

contribuir al desarrollo de la Sociedad de la Información. Para ello participarán 
en el progreso tecnológico, utilizando las diferentes tecnologías y vías de 
difusión, y desarrollarán nuevos servicios conexos o interactivos, susceptibles 
de enriquecer o completar su oferta de programación, y de acercar las 
diferentes Administraciones Públicas a los ciudadanos. Igualmente se 
promoverán medidas que eviten cualquier forma de discriminación por causa 
de discapacidad. 

4. El conjunto de las producciones y emisiones de radio y televisión 
efectuadas por las sociedades prestadoras del servicio público de la 
Corporación RTVE deberán cumplir con las obligaciones integradas en la 
función de servicio público definida en la presente Ley. 

5. La Corporación dispondrá de los medios para la integración de su 
servicio dentro de los planes de emergencia y catástrofes que se establezcan 
por los diferentes ámbitos territoriales. 

Artículo 4. Mandato-marco a la Corporación RTVE. 
Las Cortes Generales aprobarán mandatos-marco a la Corporación RTVE 

en los que se concretarán los objetivos generales de la función de servicio 
público que tiene encomendados. Los mandatos-marco tendrán una vigencia 
de nueve años. 

Los objetivos aprobados en el mandato-marco serán desarrollados cada 
tres años en los contratos-programa acordados por el Gobierno con la 
Corporación RTVE. 

TÍTULO II. 
La corporación de radio y televisión española. 
CAPÍTULO I. 
Naturaleza y régimen jurídico.  
Artículo 5. Naturaleza jurídica. 
1. La Corporación de Radio y Televisión Española es una sociedad 

mercantil estatal con especial autonomía, prevista en el apartado 3 de la 
disposición adicional duodécima de la Ley 6/1997, de 14 de abril, de 
Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado, 
dotada de personalidad jurídica y plena capacidad. 

2. La Corporación RTVE tendrá la forma de sociedad anónima, cuyo 
capital social será de titularidad íntegramente estatal. 



3. La Corporación RTVE gozará de autonomía en su gestión y actuará con 
independencia funcional respecto del Gobierno y de la Administración General 
del Estado. 

Artículo 6. Régimen jurídico. 
1. La Corporación RTVE se regirá en primer lugar por la presente Ley y 

sus estatutos sociales; en segundo lugar por la legislación audiovisual y por las 
normas reguladoras de las sociedades mercantiles estatales en lo que le sea 
de aplicación, y, en defecto de la anterior normativa, por la legislación 
mercantil. 

2. Los estatutos sociales de la Corporación RTVE se ajustarán a lo 
dispuesto en esta Ley; en su defecto, a la legislación especial que le sea 
aplicable, y, a falta de normas especiales, a la legislación mercantil. Los 
estatutos sociales de la Corporación RTVE y sus modificaciones serán 
aprobados por su Junta general de accionistas previo acuerdo favorable del 
Consejo de Ministros y se inscribirán en el Registro Mercantil. 

3. Las funciones que se atribuyen a la Corporación RTVE, se entenderán 
sin perjuicio de las atribuidas en esta Ley al Gobierno, a las Cortes Generales, 
o a la autoridad audiovisual y de las que en período electoral desempeñe la 
Administración electoral. 

Artículo 7. Estructura de la Corporación RTVE. 
1. La Corporación RTVE ejercerá la función de servicio público a través de 

las siguientes sociedades mercantiles: 
• Sociedad Mercantil Estatal Televisión Española, en el ámbito de los 

servicios de televisión, conexos e interactivos. 
• Sociedad Mercantil Estatal Radio Nacional de España, en el ámbito de 

los servicios de radio, conexos e interactivos. 
La Corporación RTVE será titular de la totalidad de las acciones de la 

Sociedad Mercantil Estatal Televisión Española y de la Sociedad Mercantil 
Estatal Radio Nacional de España. 

2. Asimismo, la Corporación RTVE podrá constituir o participar en el 
capital de toda clase de entidades que adopten la forma de sociedad mercantil 
y cuyo objeto social este vinculado con las actividades y funciones de aquélla, 
incluidas las de servicio público. La adquisición o pérdida de la participación 
mayoritaria, directa o indirecta, de la Corporación RTVE en el capital social de 
dichas sociedades requerirá la previa autorización del Consejo de Ministros. 

3. La Corporación RTVE incluirá en su objeto social además de las 
actividades necesarias para el ejercicio de sus funciones de servicio público, 
cualesquiera otras relacionadas con la radiodifusión, y entre ellas, las de 
formación e investigación audiovisual. 

Las sociedades previstas en el apartado 1 de este artículo incluirán en sus 
objetos sociales respectivos, entre otras, las tareas de comercialización 
publicitaria y de sus productos o servicios. 

4. La Corporación RTVE contará con la estructura territorial necesaria 
para atender la adecuada prestación de sus funciones de servicio público, 
proveer de contenidos regionalizados a la realidad estatal, contribuir al 
desarrollo de la cohesión interterritorial, atendiendo el hecho insular y las 
condiciones de regiones ultraperiféricas. 

Las desconexiones se harán en la lengua propia de las CC.AA. 



5. La Corporación RTVE y sus sociedades prestadoras de servicio público 
no podrán ceder a terceros la producción y edición de los programas 
informativos y de aquellos que expresamente determine el mandado marco. 

La Corporación RTVE impulsará la producción propia de su programación 
de forma que ésta abarque la mayoría de los programas difundidos en las 
cadenas generalistas. 

6. La Corporación RTVE podrá crear fundaciones para coadyuvar a las 
actividades relacionadas con su objeto social, así como con las funciones de 
servicio público encomendadas. 

Artículo 8. Cooperación. 
Para la mejor consecución de las funciones de servicio público 

encomendadas, la Corporación RTVE podrá celebrar convenios de 
colaboración con otras entidades de servicio público de radio, de televisión y de 
noticias. Asimismo podrá suscribir convenios u otros acuerdos con las 
Administraciones públicas y sus organismos y con otras entidades nacionales o 
internacionales. 

CAPÍTULO II. 
Organización de la corporación RTVE.  
Artículo 9. Órganos de la Corporación. 
1. La organización de la Corporación RTVE se regirá de conformidad con 

lo dispuesto en la legislación mercantil para las sociedades anónimas, con las 
especialidades establecidas en la presente Ley. 

2. La administración y gobierno de la Corporación RTVE corresponderá al 
Consejo de Administración, que desarrollará sus funciones de dirección 
ejecutiva ordinaria a través de su Presidente, que presidirá la Corporación 
RTVE. 

3. Para el mejor cumplimiento de las funciones públicas encomendadas, la 
Corporación RTVE constituirá un Consejo Asesor y Consejos de Informativos. 
Asimismo, se podrán crear por el Consejo de Administración otros órganos de 
participación o asesoramiento que se estimen necesarios, de acuerdo con lo 
establecido en esta Ley y en sus estatutos. 

SECCIÓN I.  
Consejo de administración.  
Artículo 10. Composición. 
1. El Consejo de Administración de la Corporación RTVE estará 

compuesto por doce miembros, todos ellos personas físicas con suficiente 
cualificación y experiencia profesional, procurando la paridad entre hombres y 
mujeres en su composición. 

2. Los acuerdos del Consejo de Administración se adoptarán por mayoría 
de sus miembros, salvo en los supuestos en que se exija mayoría cualificada 
por la presente Ley o por los estatutos sociales. 

Artículo 11. Elección. 
1. Los miembros del Consejo de Administración serán elegidos por las 

Cortes Generales, a razón de ocho por el Congreso de los Diputados y cuatro 
por el Senado, de entre personas de reconocida cualificación y experiencia 
profesional. 

2. Sin perjuicio de lo establecido en el número anterior, dos de los 
miembros del Consejo a elegir por el Congreso, lo serán a propuesta de los dos 
sindicatos más representativos a nivel estatal con implantación en la 
Corporación RTVE y sus sociedades. 



3. Los candidatos propuestos, incluyendo los previstos en al apartado 
anterior, deberán comparecer previamente en audiencia pública en el Congreso 
y el Senado, en la forma que reglamentariamente se determine, con el fin de 
que ambas Cámaras puedan informarse de su idoneidad para el cargo. Su 
elección requerirá una mayoría de dos tercios de la Cámara correspondiente. 

4. El Congreso de los Diputados designará, de entre los doce consejeros 
electos, al que desempeñará el cargo de Presidente de la Corporación RTVE y 
del Consejo. Tal designación requerirá una mayoría de dos tercios de la 
Cámara. 

5. No serán elegibles como miembros del Consejo de Administración de la 
Corporación RTVE, los cesados en los supuestos previstos en el artículo 13 de 
esta Ley. 

Artículo 12. Mandato. 
1. El mandato de los consejeros será de seis años contados desde su 

nombramiento. Este mandato no será renovable. Agotado el mandato, los 
consejeros salientes continuarán en sus funciones hasta el nombramiento de 
los nuevos. 

2. Las vacantes que se produzcan deberán ser cubiertas por las Cámaras, 
a propuesta de los grupos parlamentarios o de los sindicatos más 
representativos, según corresponda. 

3. El Consejo de Administración se renovará parcialmente por mitades, 
cada tres años, por cuotas iguales en razón del origen de su propuesta. 

Artículo 13. Cese. 
1. Los consejeros cesarán en su cargo por: 
a. Renuncia expresa notificada fehacientemente a la Corporación 

RTVE. 
b. Expiración del término de su mandato. 
c. Separación aprobada por el Congreso de los Diputados por 

mayoría de dos tercios, a propuesta del Consejo de Administración, por causa 
de incapacidad permanente para el ejercicio del cargo, condena firme por 
cualquier delito doloso, incompatibilidad sobrevenida, o por acuerdo motivado. 
La formulación de la propuesta por el Consejo de Administración requerirá una 
mayoría de dos tercios de sus miembros y exigirá la previa instrucción de un 
expediente. 

d. Decisión del Congreso de los Diputados por mayoría de dos 
tercios de sus miembros. 

2. Todos los miembros del Consejo de Administración cesarán en el caso 
de: 

a. Que concurra causa de reducción obligatoria del capital social por 
pérdidas de conformidad con lo establecido en el Real Decreto Legislativo 
1564/1989, de 22 de diciembre, por el que se aprueba el texto refundido de la 
Ley de Sociedades Anónimas. 

b. Que como consecuencia de pérdidas quede reducido el 
patrimonio a una cantidad inferior a la mitad del capital social. 

c. Que de la liquidación del presupuesto anual de la corporación 
RTVE se constate la concurrencia de las siguientes circunstancias: 

i. Un empeoramiento del resultado presupuestado con una 
desviación igual o superior al 10% de la compensación aprobada por la 
prestación del servicio público. 



ii. La existencia de una desviación presupuestaria por exceso igual 
o superior al 10 % de las cifras aprobadas para el total de las dotaciones tanto 
del presupuesto de explotación como del presupuesto de capital, excluidos del 
cómputo del primero los impuestos y los resultados, y del segundo la variación 
del capital circulante. 

En los supuestos de cese del Consejo de Administración previstos en este 
apartado, la Junta general de accionistas designará un administrador único que 
se hará cargo de la gestión ordinaria de la Corporación RTVE hasta el 
momento de la constitución de un nuevo Consejo de Administración elegido por 
las Cortes Generales. 

Artículo 14. Cualificación y experiencia profesional. 
A los efectos de lo previsto en el artículo 10, se presumirá que poseen 

cualificación y experiencia profesional suficiente para el desempeño del cargo 
de consejero, las personas con formación superior o de reconocida 
competencia que hayan desempeñado durante un plazo no inferior a cinco 
años funciones de administración, alta dirección, control o asesoramiento, o 
funciones de similar responsabilidad, en entidades públicas o privadas o de 
relevantes méritos en el ámbito de la comunicación, experiencia profesional, 
docente o investigadora. 

Artículo 15. Estatuto personal de los miembros del Consejo de 
Administración. 

1. Los miembros del Consejo de Administración tendrán dedicación 
exclusiva y estarán sujetos al régimen de incompatibilidades de los altos cargos 
de la Administración General del Estado, así como al establecido en la 
legislación mercantil para los administradores, siendo en todo caso 
incompatibles con el mandato parlamentario. 

2. Los miembros del Consejo de Administración no podrán tener intereses 
directos o indirectos en las empresas audiovisuales, discográficas, de cine, de 
video, de prensa, de publicidad, de informática, de telecomunicaciones, de 
servicios de la sociedad de la información o cualquier otro tipo de entidades 
relacionadas con el suministro, dotación de material o programas a la 
Corporación RTVE y sus filiales. En todo caso los deberes de lealtad 
establecidos en la legislación de sociedades mercantiles para los 
administradores se extenderán respecto a las anteriores empresas. 

3. Los miembros del Consejo de Administración tendrán la condición de 
cuentadantes a los efectos previstos en la legislación delTribunal de Cuentas. 

4. Los miembros del Consejo de Administración percibirán las 
retribuciones fijadas por el Ministro de Economía y Hacienda, de acuerdo con el 
procedimiento legalmente establecido para los altos cargos de entidades con 
independencia funcional. 

5. Los miembros del Consejo de Administración ejercerán su cargo con 
sujeción a los deberes de diligente administración, fidelidad, lealtad, secreto y 
responsabilidad establecidos en la legislación mercantil. Asimismo ajustarán su 
actuación a los principios de legalidad, objetividad y buen gobierno. 

6. En el ejercicio de sus funciones los consejeros actuarán con absoluta 
independencia, sin que puedan recibir instrucciones, directrices o cualquier 
clase de indicación imperativa del Gobierno ni de la Administración General del 
Estado u otras instituciones o entidades. 

Artículo 16. Competencias y funciones. 



1. El Consejo de Administración de la Corporación RTVE se constituirá en 
Junta general universal de las sociedades prestadoras del servicio público 
cuando fuera necesaria la intervención de dicho órgano en cada una de ellas y 
podrá ejercer todas las competencias que la Ley de Sociedades Anónimas 
atribuye a dicho órgano social. La administración de las sociedades 
prestadoras corresponderá a un administrador único designado por la Junta 
general de cada sociedad. 

2. El Consejo de Administración de la Corporación RTVE será el 
responsable del cumplimiento de los objetivos generales fijados a la 
Corporación, del cumplimiento de los principios de programación que se 
establezcan para la misma y de la buena administración y gobierno de la 
Corporación. 

3. Los estatutos sociales de la Corporación RTVE desarrollarán el 
funcionamiento interno del Consejo de Administración y las facultades que la 
presente Ley atribuye a su Presidente. 

El Consejo de Administración no podrá delegar con carácter permanente 
ninguna de sus facultades. 

4. El Consejo de Administración de la Corporación RTVE tendrá entre sus 
competencias las siguientes: 

a. La representación y administración de la Corporación RTVE y la 
dirección estratégica de su Grupo empresarial. 

b. Nombrar y cesar al equipo directivo de primer nivel de la 
Corporación RTVE y autorizar el nombramiento del de las sociedades filiales, a 
propuesta del Presidente de la Corporación. 

c. Aprobar la organización básica de la Corporación RTVE y sus 
modificaciones. 

d. Supervisar la labor de la dirección de la Corporación RTVE y de 
sus sociedades filiales, incluyendo la labor de sus administradores únicos. 

e. Cumplir y hacer cumplir los acuerdos y resoluciones de la 
autoridad audiovisual. 

f. Fijar las directrices generales de actuación de la Corporación RTVE en 
el cumplimiento de sus funciones y desarrollar los principios básicos en materia 
de producción, así como la publicidad y programación y producción en la radio 
y televisión estatales. 

g. Aprobar las directrices básicas en materia de personal. 
h. Conferir y revocar poderes. 
i. Promover, en su caso, ante la Junta de accionistas el ejercicio de la 

acción social de responsabilidad contra los administradores, así como sobre su 
transacción y renuncia. A estos efectos convocará a la Junta general de 
accionistas para que autorice con carácter previo su ejercicio. En todo caso 
este acuerdo no implicará por sí solo la destitución del administrador. 

j. Aprobar el reglamento interno y demás normas de funcionamiento del 
propio Consejo de Administración por mayoría de dos tercios y aprobar los 
procedimientos internos de funcionamiento de la Corporación RTVE y autorizar 
los de sus filiales. 

k. Aprobar aquellos contratos, convenios, acuerdos o negocios 
jurídicos que el propio Consejo de Administración determine que han de ser de 
su competencia en razón de su cuantía o importancia. El resto de contratos, 
convenios, acuerdos o negocios jurídicos de la Corporación RTVE serán 



aprobados por el Presidente. A efectos de su celebración y firma el Consejo de 
Administración otorgará los apoderamientos necesarios. 

l. Aprobar el informe anual sobre la gestión de la Corporación RTVE y sus 
filiales y sobre el cumplimiento de las misiones de servicio público 
encomendadas, suscribir el contrato programa con el Gobierno y las demás 
obligaciones de carácter económico-financiero asumidas por la Corporación 
RTVE en razón de su carácter público. 

m. Formular las cuentas anuales del ejercicio y proponer la aplicación 
de resultados. 

n. Aprobar el proyecto de los presupuestos anuales de explotación y 
capital de la Corporación RTVE y los de las sociedades participadas, directa o 
indirectamente, de forma mayoritaria, así como formular el programa de 
actuación plurianual de la Corporación RTVE y de las sociedades antes citadas 
en los términos establecidos en la Ley General Presupuestaria. 

o. Determinar el procedimiento interno aplicable por la Corporación 
RTVE y sus sociedades prestadoras del servicio público para el ejercicio del 
derecho de acceso reconocido en el artículo 20.3 de la Constitución. 

p. Aprobar cualesquiera informes que la Corporación RTVE deba 
elevar a las Cortes Generales, a la autoridad audiovisual y, en su caso, al 
Gobierno. 

q. Aprobar la creación, composición y funciones de los órganos 
destinados a garantizar el control interno y la independencia profesional de los 
servicios informativos, así como la participación de la sociedad civil para 
aquellos aspectos relacionados con la prestación del servicio público 
radiotelevisivo. 

r. Proponer el cese de un consejero al Congreso de los Diputados en los 
casos previstos en el artículo 13.1.c de esta Ley. 

Artículo 17. El Presidente del Consejo de Administración y de la 
Corporación RTVE. 

1. El Consejo de Administración de la Corporación nombrará como 
Presidente al consejero designado para tal cargo por el Congreso de los 
Diputados de conformidad con lo dispuesto en el artículo 11.4. 

Sin perjuicio de las especialidades que se establezcan, al Presidente le 
será aplicable el estatuto personal previsto en esta Ley para los consejeros. El 
cese del Presidente se regirá por lo dispuesto en el artículo 13. 

2. El Presidente del Consejo de Administración asumirá la representación 
institucional del Consejo y de la Corporación RTVE, además de las atribuciones 
que le confieran la presente Ley y los estatutos sociales. 

3. El Presidente convocará las reuniones del Consejo de Administración 
de conformidad con lo previsto en los estatutos sociales y tendrá voto dirimente 
en caso de empate. 

Artículo 18. El Secretario del Consejo de Administración. 
1. El Consejo de Administración tendrá un Secretario no consejero, 

licenciado en derecho, que actuará con voz, pero sin voto. 
2. La designación y el cese del Secretario corresponderá al Consejo de 

Administración, así como su sustitución temporal en supuestos de vacante, 
ausencia o enfermedad de conformidad con lo previsto en los estatutos 
sociales. 



3. El Secretario tendrá las funciones que le asignen los estatutos sociales 
y, en todo caso, las de levantar acta de las reuniones del Consejo de 
Administración, certificar sus acuerdos y asesorar al Consejo en derecho. 

SECCIÓN II.  
Funciones del presidente de la corporación RTVE.  
Artículo 19. Carácter ejecutivo de sus funciones. 
El Presidente ostentará con carácter permanente las funciones de 

administración y representación que le confieren la presente Ley y los estatutos 
sociales de la Corporación RTVE y actuará en ellas bajo la vigilancia del 
Consejo de Administración. 

Artículo 20. Competencia y funciones. 
1. El Presidente desempeñará la dirección ejecutiva ordinaria de la 

Corporación RTVE, que ejercerá con arreglo a los criterios, objetivos generales 
o instrucciones que establezca el Consejo de Administración. Asimismo 
ostentará la representación legal de la Corporación RTVE para la realización de 
cuantos actos sean necesarios en el desempeño de esa dirección ejecutiva 
ordinaria, pudiendo celebrar con terceros en el marco de sus atribuciones 
cuantos actos, contratos y negocios jurídicos sean necesarios para la 
realización del objeto social y la conclusión de los objetivos generales de la 
Corporación. 

2. Sin perjuicio de lo anterior, el Presidente de la Corporación RTVE 
tendrá entre sus competencias las siguientes: 

a. Ejecutar y hacer cumplir los acuerdos del Consejo de 
Administración. 

b. Preparar la formulación de las cuentas anuales de cada ejercicio 
económico de conformidad con la legislación mercantil. 

c. Elaborar el anteproyecto de presupuesto de explotación y capital 
de la Corporación RTVE. 

d. Elaborar el informe anual sobre la gestión de la Corporación 
RTVE y sus filiales y sobre el cumplimiento de las misiones de servicio público 
encomendadas, el contrato programa con el Estado y las demás obligaciones 
de carácter económico-financiero previstas en el artículo 129.3 de la Ley 
General Presupuestaria asumidas por la Corporación RTVE en razón de su 
carácter público. 

e. Ejecutar las directrices generales de actuación de la Corporación 
RTVE aprobadas por el Consejo de Administración, así como ejecutar los 
principios que dicho órgano apruebe sobre producción, publicidad y 
programación en la radio y televisión estatales. 

f. Aprobar y celebrar los actos, contratos y negocios jurídicos en las 
materias y cuantías que acuerde el Consejo de Administración. 

g. Proponer al Consejo de Administración la aprobación de la 
organización básica de la Corporación RTVE y de sus sociedades filiales. 

h. Proponer al Consejo de Administración el nombramiento y cese 
de la dirección de primer nivel de la Corporación RTVE. 

i. Dirigir y coordinar las actividades de los órganos directivos de la 
Corporación RTVE de conformidad con las directrices del Consejo. 

j. Proponer al Consejo de Administración el nombramiento y cese, en 
Junta general, de administradores de las sociedades filiales. 



k. La jefatura superior del personal y de los servicios de la 
Corporación RTVE bajo las directrices básicas que en esta materia establezca 
el Consejo de Administración. 

l. Será el responsable de los ficheros automatizados de la Corporación 
RTVE y velará por el cumplimiento de la legislación de protección de los datos 
personales. 

Artículo 21. De la delegación de otras funciones y competencias. 
El Consejo de Administración podrá delegar de modo permanente en el 

Presidente cualesquiera otras funciones del Consejo de Administración, lo que 
requerirá la mayoría de dos tercios de sus componentes. Serán indelegables 
las competencias señaladas en los apartados b, m, n, o, q y r del artículo 16.4. 

Artículo 22. Prohibición de ser nombrado administrador único tras cese 
forzoso. 

No podrá ser nombrado como administrador único en el caso previsto en 
el artículo 13.2 de esta Ley, el Presidente que deba cesar en el cargo como 
consecuencia de concurrir cualquiera de las causas de cese forzoso previstas 
en el mismo. 

SECCIÓN III. 
Otros órganos.  
Artículo 23. El Consejo Asesor. 
1. El Consejo Asesor es el órgano de participación de la sociedad en la 

Corporación RTVE. 
2. El Consejo Asesor estará compuesto por un total de quince miembros, 

designados de la siguiente forma: 
a. Tres consejeros por el Consejo Económico y Social. 
b. Dos consejeros por el Consejo de Consumidores y Usuarios. 
c. Un consejero por el Ministerio de Asuntos Exteriores. 
d. Un consejero por el Consejo de la Juventud de España. 
e. Un consejero por el Instituto de la Mujer. 
f. Un consejero por las entidades representativas de las personas con 

discapacidad. 
g. Un consejero por el Consejo General de la Emigración. 
h. Un consejero por la Academia de las Artes y las Ciencias 

Televisivas. 
i. Un consejero por la Academia de las Artes Cinematográficas. 
j. Un consejero designado por el Consejo de Coordinación Universitaria 

entre expertos del mundo académico en materias de Ciencias Sociales y 
Comunicación. 

k. Un consejero designado por las entidades representativas de los 
anunciantes. 

l. Un consejero por las entidades representativas de periodistas de ámbito 
estatal. 

3. Son competencias del Consejo Asesor las siguientes: 
a. Asesorar al Consejo de Administración de la Corporación RTVE 

en las orientaciones generales de la programación. 
b. Informar sobre los criterios y normas que garanticen el derecho de 

acceso de los grupos sociales significativos en función de su relevancia social, 
representatividad y ámbito de actuación. 



c. Informar sobre la propuesta de los contratos-programa con el 
Estado y de las líneas de programación, así como en el establecimiento de las 
normas de admisión de publicidad. 

d. Informar a petición del Consejo de Administración sobre 
cualesquiera asuntos que se sometan a su consideración. 

4. El Consejo Asesor será convocado por el Consejo de Administración, al 
menos cada tres meses, así como cuando sea preceptivo su pronunciamiento. 

5. La condición de miembro del Consejo Asesor no exigirá dedicación 
exclusiva ni dará derecho a remuneración. 

Artículo 24. Los Consejos de Informativos. 
1. Los Consejos de Informativos son los órganos internos de participación 

de los profesionales de la información de la Corporación RTVE para velar por 
su independencia y la objetividad y veracidad de los contenidos informativos 
difundidos por las sociedades prestadoras del servicio público correspondiente. 

2. Son funciones de los Consejos de Informativos: 
a. Velar por la independencia de los profesionales de la información 

ante la dirección de cada sociedad. 
b. Promover la independencia editorial de la Corporación RTVE, de 

acuerdo con lo previsto en la legislación general audiovisual y en esta Ley en lo 
referido a sus funciones de servicio público. 

c. Informar sobre la línea editorial y la programación informativa, así 
como participar en la elaboración de los libros de estilo. 

d. Informar con carácter no vinculante las propuestas de 
nombramiento de los directores de los servicios informativos de las sociedades 
de la Corporación RTVE prestadoras del servicio público de radio y televisión. 

3. Las normas de organización y funcionamiento de los Consejos de 
Informativos se aprobarán de acuerdo con los profesionales de la información 
de la Corporación RTVE, por el Consejo de Administración. 

CAPÍTULO III. 
Prestación del servicio público radiotelevisivo y programación.  
Artículo 25. Principios de producción y programación. 
1. La producción y programación de la Corporación RTVE y sus 

sociedades deberá ajustarse al cumplimiento de sus funciones de servicio 
público. 

2. El contrato-programa, de acuerdo con las líneas estratégicas del 
mandato marco establecerá los objetivos y obligaciones específicas que deben 
cumplir los diferentes canales de radio y televisión, y servicios conexos e 
interactivos así como sus programaciones. 

3. La programación del servicio público encomendado a la Corporación 
RTVE deberá atender especialmente a los colectivos sociales que requieran 
una atención específica hacia sus necesidades y demandas, como la infancia y 
la juventud. Esta tarea de servicio público debe extenderse a cuestiones de 
relevancia para la mayoría de la población o para determinados colectivos, al 
tiempo que se evitará cualquier forma de discriminación por causa de 
discapacidad. 

Artículo 26. Programación en procesos electorales. 
Durante los procesos electorales será de aplicación la legislación 

electoral. El órgano de comunicación con la Administración electoral será el 
Consejo de Administración de la Corporación RTVE a través de su Presidente. 

Artículo 27. Declaraciones y comunicaciones oficiales de interés público. 



El Gobierno podrá hacer que se programen y difundan declaraciones o 
comunicaciones oficiales de interés público, con indicación de su origen. 

Artículo 28. Pluralismo y derecho de acceso. 
1. La Corporación RTVE asegurará en su programación la expresión de la 

pluralidad social, ideológica, política y cultural de la sociedad española. 
2. El derecho de acceso a través de la Corporación RTVE se aplicará: 
a. De manera global, mediante la participación de los grupos 

sociales y políticos significativos, como fuentes y portadores de información y 
opinión, en el conjunto de la programación de RTVE. 

b. De manera directa, mediante espacios específicos en la radio y la 
televisión con formatos diversos, tiempos y horarios, fijados por el Consejo de 
Administración de la Corporación oído el Consejo Asesor y conforme a lo 
establecido en la legislación general audiovisual. 

3. Las sociedades de la Corporación prestadoras del servicio público de 
radio y televisión garantizarán la disponibilidad de los medios técnicos y 
humanos necesarios para la realización de los espacios para el ejercicio del 
derecho de acceso. 

4. El Consejo de Administración de la Corporación RTVE aprobará las 
directrices para el ejercicio del derecho de acceso, previo informe favorable de 
la autoridad audiovisual. 

CAPÍTULO IV. 
Régimen económico.  
Artículo 29. Patrimonio. 
1. La Corporación RTVE y las sociedades prestadoras del servicio público 

tendrán un patrimonio propio. Los bienes y derechos de la Corporación RTVE y 
de las sociedades prestadoras del servicio público serán en todo caso de 
dominio privado o patrimoniales. 

2. La gestión, administración, explotación y disposición de los bienes y 
derechos que integran el patrimonio de la Corporación RTVE y el de las 
sociedades prestadoras del servicio público se regirá por lo dispuesto en esta 
Ley sobre el mismo y, en su defecto, por el ordenamiento privado. 

Artículo 30. Principios y régimen de contratación. 
1. La Corporación RTVE, así como las sociedades en las que participe 

mayoritariamente, directa o indirectamente, en su capital social, ajustarán su 
actividad contractual a los principios de publicidad y concurrencia, salvo que la 
naturaleza de la operación a realizar sea incompatible con esos principios. 

2. Sin perjuicio de lo anterior, la actividad contractual de la Corporación 
RTVE y la de las sociedades prestadoras del servicio público se regirá por el 
ordenamiento jurídico privado. 

3. Los servicios prestados, en su caso, por la Corporación RTVE a sus 
sociedades filiales prestadoras estarán remunerados de forma adecuada según 
criterios de mercado, debiendo la Corporación RTVE establecer cuentas 
separadas a tal efecto. 

Artículo 31. Recurso al endeudamiento. 
La Corporación RTVE, sus sociedades prestadoras del servicio público y 

cualesquiera otras sociedades en las que posean, directa o indirectamente, la 
mayoría del capital social sólo podrán recurrir al endeudamiento para la 
financiación de sus inversiones en inmovilizado material e inmaterial y para 
atender desfases temporales de tesorería. 



Los límites de tal endeudamiento quedarán fijados, para cada ejercicio, en 
los correspondientes contratos-programa. 

Artículo 32. Contrato-programa con el Estado. 
1. El contrato-programa será suscrito por el Gobierno y la Corporación 

RTVE y determinará al menos los siguientes extremos: 
a. Los objetivos específicos a desarrollar por la Corporación en el 

ejercicio de la función de servicio público encomendada por el Estado para un 
período de tres años. 

b. Las aportaciones con cargo a los Presupuestos Generales del 
Estado destinadas a la prestación del servicio público de radio y televisión. 

c. Los medios a emplear para adaptar los objetivos acordados a las 
variaciones del entorno económico, garantizando siempre el cumplimiento del 
mandato marco. 

d. Los efectos que han de derivarse del incumplimiento de los 
compromisos acordados. 

e. El control de la ejecución del contrato-programa y de los 
resultados derivados de su aplicación. 

2. El contrato-programa deberá incorporar restricciones adicionales a las 
establecidas con carácter general en la Ley 25/1994, de 12 de julio, para la 
emisión de publicidad televisiva. 

3. La autoridad audiovisual deberá emitir un informe al Gobierno sobre el 
proyecto de contrato-programa, en relación con todas aquellas cuestiones 
relativas a su ámbito de competencia. 

4. Las Cortes Generales deberán ser informadas por el Gobierno, de 
forma previa a su aprobación, sobre el contenido del contrato-programa. 
Asimismo deberán ser informadas de su ejecución y resultados anualmente. 

Artículo 33. Compensación por servicio público. 
Las compensaciones por el cumplimiento de las obligaciones de servicio 

público se consignarán en los Presupuestos Generales del Estado de manera 
diferenciada para cada una de las sociedades prestadoras del servicio público. 
Estas compensaciones tendrán carácter anual y no podrán superar el coste 
neto del servicio público prestado en el correspondiente ejercicio 
presupuestario. A estos efectos, se considera coste neto la diferencia entre los 
costes totales de cada sociedad prestadora de servicio público y sus otros 
ingresos distintos de las compensaciones. 

Si al cierre de un ejercicio se constata que la compensación supera el 
coste neto incurrido en tal periodo, el montante en exceso se minorará de la 
compensación presupuestada para el ejercicio siguiente a aquel en que se 
hubiera producido tal exceso. 

Artículo 34. Presupuestos. 
1. La Corporación RTVE y cada una de las sociedades participadas, 

directa o indirectamente, de forma mayoritaria elaborará un presupuesto de 
explotación que detallará los recursos y dotaciones anuales correspondientes. 
Asimismo, formarán un presupuesto de capital con el mismo detalle. Los 
presupuestos de explotación y de capital de la Corporación RTVE y cada una 
de las sociedades participadas, directa o indirectamente, de forma mayoritaria 
se integrarán en los Presupuestos Generales del Estado. 

2. Los presupuestos de explotación y de capital de la Corporación RTVE y 
cada una de las sociedades participadas, directa o indirectamente, de forma 
mayoritaria estarán constituidos por una previsión de la cuenta de resultados y 



del cuadro de financiación del correspondiente ejercicio. Como anexo a dichos 
presupuestos se acompañará una previsión del balance de la entidad, así como 
la documentación complementaria que determine el Ministerio de Economía y 
Hacienda. 

3. La Corporación RTVE y cada una de las sociedades participadas, 
directa o indirectamente, de forma mayoritaria remitirán los estados financieros 
señalados en el apartado anterior referidos, además de al ejercicio relativo al 
proyecto de Presupuestos Generales del Estado, a la liquidación del último 
ejercicio cerrado y al avance de la liquidación del ejercicio corriente. 

4. Junto con los presupuestos de explotación y de capital, la Corporación 
RTVE y cada una de las sociedades participadas, directa o indirectamente, de 
forma mayoritaria remitirán una memoria explicativa de su contenido, de la 
ejecución del ejercicio anterior y de la previsión de la ejecución del ejercicio 
corriente. 

5. El presupuesto de la Corporación RTVE y de las sociedades en las que 
posea, directa o indirectamente, la mayoría del capital social, se ajustarán a lo 
previsto para las sociedades mercantiles estatales en la Ley General 
Presupuestaria sin perjuicio de las singularidades previstas en esta Ley. 

6. El régimen de variaciones presupuestarias de la Corporación RTVE y 
sus sociedades y cada una de las sociedades participadas, directa o 
indirectamente, de forma mayoritaria filiales se ajustará a lo establecido en la 
Ley General Presupuestaria. 

Artículo 35. Programa de actuación plurianual. 
1. La Corporación RTVE y las sociedades en las que posea, directa o 

indirectamente, la mayoría del capital social formularán, asimismo, anualmente 
sus correspondientes programas de actuación plurianual. 

2. El programa de actuación plurianual estará integrado por los estados 
financieros y documentación exigida por la Ley General Presupuestaria y 
reflejará los datos económico-financieros previstos para el ejercicio relativo al 
proyecto de Presupuestos Generales del Estado y a los dos ejercicios 
inmediatamente siguientes, según el contrato-programa conforme a las líneas 
estratégicas y objetivos definidos para la Corporación RTVE y cada una de las 
sociedades prestadoras del servicio público. 

Artículo 36. Presupuesto consolidado. 
Sin perjuicio de lo establecido anteriormente, la Corporación RTVE 

presentará además sus presupuestos de explotación y de capital y sus 
programas de actuación plurianual de forma consolidada con las sociedades en 
las que posea, directa o indirectamente, la mayoría del capital social de 
acuerdo con los procedimientos y trámites establecidos por la Ley General 
Presupuestaria. 

Artículo 37. Contabilidad y auditoría externa. 
1. Las cuentas anuales de la Corporación RTVE y las de las sociedades 

en las que participe, directa o indirectamente, de forma mayoritaria se regirán 
por los principios y normas de contabilidad recogidos en el Plan General de 
Contabilidad de la Empresa española, así como en sus adaptaciones y en las 
disposiciones que lo desarrollan. 

2. Las cuentas anuales de la Corporación RTVE y las de las sociedades 
en las que participe, directa o indirectamente, de forma mayoritaria deberán de 
ser revisadas por auditores de cuentas, de acuerdo con lo dispuesto en la 
legislación mercantil. 



3. La Intervención General de la Administración del Estado ejercerá las 
funciones de control previstas en el Título VI de la Ley 47/2003, de 26 de 
noviembre, General Presupuestaria, para las sociedades mercantiles estatales. 
En particular, llevará a cabo la revisión del informe anual relativo a la gestión de 
la Corporación RTVE y a la gestión de las sociedades en las que participe, 
directa o indirectamente, de forma mayoritaria, así como de los informes sobre 
cumplimiento de las misiones de servicio público encomendadas, el contrato 
programa con el Estado y las demás obligaciones de carácter económico-
financiero asumidas por la Corporación RTVE en razón de su carácter público. 

4. En todo caso las cuentas anuales serán formuladas por el Consejo de 
Administración y serán sometidas, junto con la propuesta de distribución de los 
resultados, a la aprobación de la Junta general de accionistas de conformidad 
con lo previsto en la legislación mercantil. Una vez aprobadas las cuentas 
anuales se remitirán a las Cortes Generales para su conocimiento. 

5. La Corporación RTVE y sus sociedades prestadoras de servicio público 
deberán llevar un sistema de contabilidad analítica que permita presentar 
cuentas separadas de las actividades de servicio público y del resto de 
actividades que realicen, con objeto de determinar el coste neto a que se 
refiere el artículo 33 de esta Ley. 

CAPÍTULO V. 
Régimen de personal.  
Artículo 38. Régimen de personal. 
1. El Presidente de la Corporación RTVE estará vinculado con la 

Corporación RTVE por una relación mercantil sin perjuicio de las 
especialidades establecidas en esta Ley. 

Estará sujeto a una relación laboral especial aquel personal directivo de la 
Corporación o de las sociedades prestadoras del servicio público cuyas 
funciones reúnan los requisitos exigidos por el ordenamiento para que su 
contrato sea calificado como de alta dirección. 

2. Los administradores únicos de las sociedades prestadoras del servicio 
público, así como el personal de alta dirección a que se refiere el apartado 
anterior estarán sujetos al mismo régimen de incompatibilidades previsto en el 
artículo 15 de esta Ley, para los consejeros de la Corporación RTVE. 

CAPÍTULO VI. 
Control externo.  
Artículo 39. Control por el Parlamento. 
Las Cortes Generales ejercerán el control parlamentario sobre la 

actuación de la Corporación y sus sociedades, velando especialmente por el 
cumplimiento de las funciones de servicio público encomendadas. 

A tal efecto, la Corporación RTVE remitirá con carácter anual a las Cortes 
Generales un informe referido a la ejecución del contrato-programa y del 
mandato-marco y una memoria sobre el cumplimiento de la función de servicio 
público encomendada, referido al conjunto de sus actividades, programaciones, 
servicios y emisiones. 

Artículo 40. La Corporación RTVE y la autoridad audiovisual. 
1. Corresponde a la autoridad audiovisual la supervisión del cumplimiento 

de la misión de servicio público de radio y televisión por parte de la Corporación 
RTVE, para lo que podrá adoptar las recomendaciones o resoluciones que 
prevea su regulación. 



2. La autoridad audiovisual podrá requerir a la Corporación RTVE y a sus 
sociedades los datos e informes necesarios para el ejercicio de sus funciones. 
La información así obtenida será confidencial y no podrá ser utilizada para fines 
distintos a los propios de sus competencias. 

Artículo 41. Del control por el Tribunal de Cuentas. 
Corresponde al Tribunal de Cuentas el control externo de la Corporación 

RTVE y el de las sociedades en que participe, directa o indirectamente, de 
forma mayoritaria, en los términos establecidos en su Ley Orgánica y en las 
demás leyes que regulan su competencia. 

CAPÍTULO VII. 
De la fusión, escisión y disolución social.  
Artículo 42. Operaciones de fusión, escisión y extinción. 
Las operaciones de fusión, escisión o extinción de la Corporación RTVE o 

de las sociedades prestadores del servicio público requerirán la previa 
autorización del Consejo de Ministros. Asimismo se requerirá dicha 
autorización previa para la disolución de las mismas por las causas 
enumeradas en los apartados 1, 3, 6 y 7 del artículo 260.1 del Real Decreto 
Legislativo 1564/1989, de 22 de diciembre, por el que se aprueba el texto 
refundido de la Ley de Sociedades Anónimas. 

DISPOSICIONES ADICIONALES  
Primera. Modificación de la disposición adicional duodécima de la 

LOFAGE. Corporación RTVE Sociedad Mercantil Estatal para la prestación de 
servicio público. 

Se adiciona un apartado 3 a la disposición adicional duodécima de la Ley 
6/1997, de 14 de abril, de Organización y Funcionamiento de la Administración 
General del Estado, con la siguiente redacción: 

3. La Corporación de Radio y Televisión Española, como sociedad 
anónima estatal dotada de especial autonomía respecto de la Administración 
General del Estado, se regirá en primer lugar por su Ley reguladora y sus 
estatutos sociales; en segundo lugar por su legislación sectorial y por las 
normas reguladoras de las sociedades mercantiles estatales en lo que le sean 
de aplicación, y, en defecto de la anterior normativa, por el ordenamiento 
privado. 

Segunda. Desafectación del dominio público y atribución del patrimonio 
adscrito. 

1. Quedan desafectados del domino público los bienes y derechos que a 
la entrada en vigor de esta Ley integran el patrimonio propio del Ente Público 
RTVE y el de las sociedades TVE, S. A., y RNE, S. A.Tales bienes y derechos 
tendrán la consideración de patrimoniales del Ente Público RTVE o de las 
sociedades TVE, S. A., o RNE, S. A., respectivamente. 

2. Mediante el Acuerdo del Consejo de Ministros que autorice la 
constitución de la Corporación RTVE, quedará desafectado y desadscrito el 
patrimonio titularidad de la Administración General del Estado adscrito, en el 
momento de entrada en vigor de esta Ley, al Ente Público RTVE y a TVE, S. 
A., y RNE, S. A. 

En dicho Acuerdo se incluirá una relación de los bienes inmuebles de 
titularidad de la Administración General del Estado que deban permanecer en 
su patrimonio. Los bienes y derechos no incluidos en esta relación quedarán 
incorporados, con la consideración de patrimoniales, al patrimonio propio del 
Ente Público RTVE. 



Tercera. Constitución del Consejo Asesor y de los Consejos de 
Informativos. 

Los Consejos previstos en la sección III del capítulo II del título II de la 
presente Ley, deberán crearse en el plazo de seis meses a contar desde la 
constitución del Consejo de Administración de la Corporación RTVE. 

Cuarta. Derecho de Acceso. 
Las directrices previstas en el artículo 28 de esta Ley deberán ser 

aprobadas por el Consejo de Administración de la Corporación RTVE en el 
plazo de seis meses a contar desde el momento de constitución del Consejo de 
Administración. 

Quinta. Conducta comercial. 
El Consejo de Administración de la Corporación RTVE adoptará unas 

directrices de conducta comercial para ésta y para sus sociedades filiales, que 
serán públicas, y elevará con carácter anual un informe a la autoridad 
audiovisual sobre el cumplimiento de las mismas. 

Corresponderá a la autoridad audiovisual el control externo del 
cumplimiento de las directrices de conducta comercial de la Corporación RTVE 
y de sus sociedades filiales. 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS 
Primera. De la constitución e inicio de la actividad ordinaria de la 

Corporación RTVE y las sociedades prestadoras del servicio público. 
1. El Gobierno procederá a la constitución de la Corporación RTVE y 

autorizará la de las sociedades prestadoras del servicio público. El capital 
social inicial se determinará en ambos casos por acuerdo del Consejo de 
Ministros. Posteriormente, la Corporación RTVE y las sociedades prestadoras 
del servicio público iniciarán su actividad ordinaria prevista en sus respectivos 
objetos sociales, que tendrá lugar al día siguiente del otorgamiento de la 
escritura de aportación por el Ente Público RTVE y las sociedades TVE, S. A., 
y RNE, S. A., de los activos y pasivos que se transfieren a la mencionada 
Corporación RTVE y a sus sociedades. En la consiguiente escritura de 
aumento de capital social deberán describirse las aportaciones no dinerarias, 
con sus datos registrales si existieran, la valoración en euros que se les 
atribuya, así como las acciones asignadas en pago. La aportación de los 
activos y pasivos mencionados no requerirá el informe de expertos 
independientes al que se refiere el artículo 38 de la Ley de Sociedades 
Anónimas. Asimismo, con ocasión de dicha aportación, el Gobierno podrá 
autorizar la realización de las aportaciones dinerarias que estime necesarias al 
capital social de las entidades citadas, para el comienzo de su actividad 
ordinaria prevista en su objeto social. 

2. Hasta tanto comience la actividad ordinaria prevista en el objeto social 
de la Corporación RTVE y de las sociedades prestadoras del servicio público, 
el Ente Público RTVE y las sociedades TVE, S. A., y RNE, S. A., continuarán 
rigiéndose por lo previsto en la Ley 4/1980, de 10 de enero, por la que se 
aprueba el Estatuto de la Radio y Televisión, y sus normas de desarrollo. 

3. El régimen fiscal especial establecido en el capítulo VIII del título VII del 
Real Decreto Legislativo 4/2004, de 5 de marzo, que aprueba el texto refundido 
de la Ley del Impuesto sobre Sociedades, será aplicable a la operación de 
aportación de los activos y pasivos por las sociedades TVE, S. A., y RNE, S. 
A., a las nuevas entidades. 



4. Todas las transmisiones patrimoniales, operaciones societarias y actos 
derivados, directa o indirectamente de la aplicación de estas disposiciones 
transitorias e, incluso, las aportaciones de fondos o ampliaciones de capital, 
que se ejecuten para la constitución y para el comienzo de la actividad de la 
Corporación RTVE y las sociedades prestadoras del servicio público, estarán 
exentos de cualquier tributo estatal, autonómico o local, sin que proceda, en 
este último caso, la compensación a que se refiere el artículo 9.2 del Real 
Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, que aprueba el texto refundido de la 
Ley reguladora de las Haciendas Locales. Igualmente todas las transmisiones, 
operaciones y actos antes mencionados gozarán de exención del pago de 
cualesquiera aranceles y honorarios profesionales devengados por la 
intervención de fedatarios públicos y de Registradores de la Propiedad y 
Mercantiles. 

Segunda. De la sucesión legal del Ente RTVE, las sociedades TVE, S. A., 
y RNE, S. A. 

1. La Corporación RTVE y las sociedades prestadoras del servicio público 
sucederán al Ente Público RTVE y a las sociedades TVE, S. A., y RNE, S. A., 
únicamente en los bienes, contratos y en general derechos y obligaciones 
objeto de la cesión de activos y pasivos a la que se refiere la disposición 
anterior. A este fin la Corporación RTVE y las sociedades prestadoras del 
servicio público quedarán subrogadas, respectivamente, en la misma posición 
jurídica que ostentaban las entidades cesionarias respecto de los bienes, 
derechos y obligaciones que les sean objeto de cesión a cada una de ellas. 

En el supuesto de inmuebles arrendados, y a los efectos previstos en el 
artículo 32 de la Ley 29/1994, de 24 de noviembre, de Arrendamientos 
Urbanos, las transferencias que se puedan realizar no se reputarán cesiones 
de los contratos de arrendamiento en vigor, ni los arrendadores tendrán 
derecho a ninguna clase de elevación de renta en razón de las mismas. 

2. La Corporación RTVE y las sociedades prestadoras del servicio público, 
respectivamente, se subrogarán en la misma posición jurídica que ostentaba el 
Ente Público RTVE y las sociedades TVE, S. A., y RNE, S. A., en las relaciones 
jurídicas, derechos y obligaciones de naturaleza laboral, convencional o 
extraconvencional, y de Seguridad Social de los trabajadores que se incorporen 
a las nuevas entidades. Se respetarán en todo caso la categoría profesional, la 
antigüedad y los derechos económicos adquiridos por el personal mencionado, 
así como sus derechos sociales. 

Tercera. De la constitución efectiva de la Corporación RTVE y las 
sociedades prestadoras del servicio público y de su administración provisional. 

1. La Corporación RTVE se constituirá mediante escritura pública que 
será otorgada en el plazo de 10 días desde que el Consejo de Ministros 
apruebe los estatutos sociales de la entidad. Dicha escritura deberá ser inscrita 
en el Registro Mercantil. Con la inscripción adquirirá la Corporación RTVE su 
personalidad jurídica. 

2. La escritura de constitución de la Corporación RTVE designará un 
administrador provisional único que se encargue de la administración y 
representación de la misma hasta el nombramiento como consejeros de las 
personas designadas por las Cortes Generales como miembros del Consejo de 
Administración de conformidad con lo previsto en los artículos 10 y 11 de esta 
Ley. El administrador provisional único será nombrado por la Junta general de 
accionistas de la Corporación RTVE y cesará en su cargo el día del 



nombramiento como consejeros de las personas designadas por las Cortes 
Generales, en los términos antes expuestos. 

3. Corresponderá al administrador provisional único la realización de todos 
los actos y actuaciones necesarias para el comienzo de la actividad ordinaria 
prevista en el objeto social de la Corporación RTVE, así como para la 
constitución de las sociedades prestadoras del servicio público encomendado. 

Cuarta. Primer mandato de los miembros del Consejo de Administración. 
No obstante lo dispuesto en el artículo 12 de esta Ley, el primer mandato 

de la mitad de los consejeros durará tres años. 
En la primera sesión del Consejo de Administración se determinará por 

sorteo qué consejeros cesarán transcurrido el plazo de tres años desde su 
nombramiento. 

En la primera designación de los consejeros y del presidente de la 
Corporación RTVE, si transcurridos dos meses desde la primera votación en 
cada Cámara no se alcanzare la mayoría que prevén los artículos 11.3 y 11.4, 
el Congreso podrá designar por mayoría absoluta a los doce consejeros y al 
presidente. 

Quinta. De la disolución, liquidación y extinción del Ente Público RTVE y 
las sociedades TVE, S. A., y RNE, S. A. 

1. Se acuerda la disolución del Ente Público RTVE y la de las sociedades 
TVE, S. A., y RNE, S. A., que se llevará a cabo en la forma establecida en 
estas disposiciones transitorias. 

2. El Ente Público RTVE y las sociedades TVE, S. A., y RNE, S. A., 
entrarán en estado de disolución-liquidación al día siguiente del otorgamiento 
por dichas entidades de la escritura de aportación de los activos y pasivos que 
se transfieran a la Corporación RTVE y a sus sociedades prestadoras, 
Sociedad Mercantil Estatal Televisión Española y Sociedad Mercantil Estatal 
Radio Nacional de España, respectivamente. 

El Ente Público RTVE en liquidación deberá proceder a la conclusión 
ordenada de cuantas relaciones jurídicas estén pendientes a la fecha de entrar 
en estado de disolución, así como a la liquidación, enajenación y extinción, 
según proceda, de los bienes, derechos y obligaciones que integren el 
patrimonio del Ente Público. 

En todo caso el Gobierno deberá proveer al Ente Público en liquidación y 
a sus sociedades de los fondos y recursos económicos necesarios para que se 
puedan desarrollar de manera ordenada el mencionado proceso de liquidación 
patrimonial y cumplir regularmente con todas las obligaciones contraídas 
exigibles. 

3. En esa misma fecha quedará suprimido el Consejo de Administración 
del Ente Público RTVE y la Dirección General del mismo. En su lugar se 
constituirá un Consejo de Liquidación del Ente, integrado por cinco miembros 
que serán nombrados y cesados por la Sociedad Estatal de Participaciones 
Industriales, que asumirá la gestión, dirección y representación del Ente 
Público en liquidación. Asimismo este Consejo procederá a la disolución y 
liquidación mercantil de las sociedades TVE, S. A., y RNE, S. A., designando 
un liquidador para cada una de ellas. 

4. Durante su liquidación y hasta su total extinción el Ente Público RTVE y 
la de las sociedades TVE, S. A., y RNE, S. A., conservarán su personalidad 
jurídica. 

Sexta. 



En el plazo de seis meses a partir de la constitución de la nueva 
Corporación de RTVE, el Consejo de Administración deberá elaborar un 
Reglamento del Derecho de Acceso que establezca las condiciones de 
solicitud, con respuesta obligatoria a las peticiones correspondientes. 

El Consejo Audiovisual informará la propuesta de este Reglamento y, una 
vez aprobado, su cumplimiento anual, actuando asimismo como instancia 
superior en caso de desacuerdo. 

DISPOSICIÓN DEROGATORIA ÚNICA. 
1. Se deroga la Ley 4/1980, de 10 de enero, por la que se aprueba el 

Estatuto de la Radio y la Televisión. No obstante dicha Ley seguirá siendo de 
aplicación a los efectos previstos en la Ley 46/1983, de 26 de diciembre, 
reguladora del Tercer Canal de Televisión, y en la Ley 10/1988, de 3 de mayo, 
de Televisión Privada. 

2. Asimismo, quedan derogadas cuantas otras disposiciones de igual o 
inferior rango se opongan, contradigan o resulten incompatibles con lo 
dispuesto en la presente Ley. 

DISPOSICIONES FINALES  
Primera. Habilitación normativa. 
El Gobierno, a propuesta del Ministerio de la Presidencia, dictará las 

disposiciones necesarias para el desarrollo y ejecución de la presente Ley. 
Primera. Entrada en vigor. 
La presente Ley entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el 

Boletín Oficial del Estado. 
Segunda. Entrada en vigor.  
Por tanto, Mando a todos los españoles, particulares y autoridades, que 

guarden y hagan guardar esta Ley. 
Madrid, 5 de junio de 2006. 
- Juan Carlos R. - 
  
El Presidente del Gobierno,  
José Luis Rodríguez Zapatero. 
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PREÁMBULO: 
La televisión, según la Ley 31/1987, de 18 de diciembre, de Ordenación 

de las Telecomunicaciones, tiene siempre la consideración de servicio de 
difusión, cualquiera que sea el medio técnico a través del cual se efectúa el 
transporte de la señal. 

A pesar de que esta consideración legal podría haber permitido una 
regulación unitaria de todos los servicios de televisión, lo cierto es que el 
resultado alcanzado ha sido diferente, al dedicarse a cada sistema técnico de 
transporte de la señal y a cada ámbito de cobertura del servicio una Ley 
particular. 

Así, las Leyes 4/1980, de 10 de enero, del Estatuto de la Radio y la 
Televisión; 46/1983, de 26 de diciembre, reguladora del Tercer Canal de 
Televisión, y 10/1988, de 3 de mayo, de Televisión Privada, regulan 
respectivamente la gestión directa de este servicio en el ámbito nacional y en el 
autonómico, y su gestión indirecta en el ámbito nacional, cuando el transporte 
de la señal se hace por ondas terrestres. 

Por su parte, si el transporte de las señales se hace utilizando un satélite 
de comunicaciones, la Ley 35/1992, de 22 de diciembre, de la Televisión por 
Satélite, regula la gestión directa e indirecta de este servicio con una cobertura 
nacional y comunitaria. 

Este conjunto de normas legales ha dejado fuera de la prestación del 
servicio de televisión por ondas hertzianas a los ámbitos territoriales de 
carácter estrictamente local, debido esencialmente a la organización de la 
televisión en España que ha partido de televisiones de ámbito nacional, para 
una vez consolidadas, organizar el servicio en el ámbito local. 

En consecuencia, esta Ley que tiene por objeto la determinación del 
régimen jurídico de la televisión local por ondas terrestres, se configura sobre 
los siguientes principios: 

El ámbito territorial de cobertura es, como regla general, el delimitado por 
el núcleo urbano principal de población del Municipio correspondiente. Este 
ámbito, sin embargo, puede extenderse a otros núcleos del mismo Municipio 
cuando así lo aconseje el número de habitantes y exista disponibilidad de 
espectro radioeléctrico.  

La gestión del servicio podrá realizarse por el propio Municipio o por 
particulares mediante concesión administrativa, reconociéndose a los propios 
Municipios, dentro del plazo señalado por las Comunidades Autónomas, la 
opción preferente de gestionar el servicio; en este caso, será también posible, 
siempre que concurran determinadas condiciones, su prestación en régimen de 
gestión directa mediante concesión, previo otorgamiento en uno y otro caso de 
los correspondientes títulos habilitantes para ello, cuya validez será por un 
plazo de cinco años prorrogables por otros cinco. El funcionamiento de las 
televisiones locales por ondas terrestres no podrá realizarse en cadena, si bien 
las Comunidades Autónomas podrán, previa petición de los plenos de los 
Municipios afectados, autorizar emisiones en cadena en atención a la 



proximidad territorial y a las características territoriales, sociales y culturales de 
los distintos ámbitos territoriales de cobertura siempre que se cuente con la 
conformidad de los gestores del servicio.  

El número de títulos habilitantes para la prestación del servicio se fija en 
uno por cada ámbito territorial de cobertura, aunque podrán otorgarse hasta un 
máximo de dos cuando ello no resulte incompatible con las disponibilidades del 
espectro radioeléctrico y siempre que uno de ellos sea gestionado por el 
Municipio. La competencia para otorgar las concesiones para la prestación del 
servicio corresponde a las Comunidades Autónomas. 

Cualquiera que sea el sistema de gestión para la prestación del servicio, 
será necesaria la previa asignación de frecuencia, que deberá realizarse por el 
Ministerio de Obras Públicas, Transportes y Medio Ambiente, que también 
determinará la potencia y demás características de las estaciones emisoras, 
aprobará los proyectos técnicos y verificará la inspección previa a su entrada 
en funcionamiento. La ausencia de frecuencias disponibles en una determinada 
población supondría la imposibilidad de organizar este servicio en dicha 
localidad. La planificación de las frecuencias debe dar prioridad a las 
necesarias para garantizar una cobertura adecuada de la población por parte 
de las televisiones estatal y autonómica y las televisiones privadas. 

Si la gestión del servicio se hiciera por el Municipio, la propia Ley asigna al 
pleno de la Corporación Municipal el control de las actuaciones de la entidad 
gestora del servicio.  

El tiempo de emisión, el contenido de la programación de este servicio de 
televisión local por ondas terrestres y otras cuestiones de la competencia de las 
Comunidades Autónomas podrá ser fijado por éstas, dictando al efecto las 
oportunas normas reguladoras. 

 
TÍTULO I. 
Disposiciones generales 
Artículo 1. Objeto.  
Esta Ley tiene por objeto la regulación del régimen jurídico del servicio de 

televisión local por ondas terrestres. Se entiende por tal exclusivamente a los 
efectos de Ley aquella modalidad de televisión consistente en la emisión o 
transmisión, con tecnología digital, de imágenes no permanentes dirigidas al 
público sin contraprestación económica directa por medio de ondas 
electromagnéticas propagadas por una estación transmisora terrenal en el 
ámbito territorial señalado en el artículo 3 de esta Ley. 

Artículo 2. Naturaleza y régimen jurídico. 
La televisión local por ondas terrestres como medio audiovisual de 

comunicación social tiene la naturaleza de servicio público y se regirá por lo 
dispuesto en esta Ley y por lo establecido en la Ley 31/1987, de 18 de 
diciembre, de Ordenación de las Telecomunicaciones, y sus respectivas 
normas de desarrollo; por la Ley 34/1988, de 11 de noviembre, General de 
Publicidad; por la Ley 25/1994, de 22 de julio, por la que se incorpora al 
ordenamiento jurídico español la Directiva 89/552/CEE, sobre la coordinación 
de disposiciones legales, reglamentarias y administrativas de los Estados 
miembros relativas al ejercicio de actividades de radiodifusión televisiva, en los 
términos resultantes de los artículos 6.8 y 16 de la presente Ley, así como por 
las normas que puedan dictar las Comunidades Autónomas en el ámbito de 
sus competencias. 



Artículo 3. Número de concesiones de cobertura local.  
1. Corresponderá al Gobierno la aprobación del Plan Técnico Nacional de 

la Televisión Digital Local, a la vista de las solicitudes presentadas por las 
Comunidades Autónomas y teniendo en cuenta las frecuencias disponibles, 
que se determinarán respetando el derecho al acceso equitativo de todas ellas 
a los recursos de espectro, la compatibilidad radioeléctrica entre Comunidades 
adyacentes, así como las limitaciones derivadas de la coordinación 
radioeléctrica internacional. 

El Plan Técnico Nacional de la Televisión Digital Local determinará los 
canales múltiples necesarios y los ámbitos de cobertura de dichos canales 
múltiples destinados a la difusión de los servicios de televisión local.  

2. El Plan reservará canales múltiples, con capacidad para la difusión de, 
al menos, cuatro programas de televisión digital, para atender las necesidades 
de cada una de las capitales de provincia y autonómicas, y de cada uno de los 
municipios con una población de derecho superior a 100.000 habitantes si la 
capacidad del espectro lo permite. 

Siempre que existan frecuencias disponibles el Plan Técnico Nacional de 
la Televisión Digital Local reservará canales múltiples con capacidad para la 
difusión de programas de televisión digital para atender las necesidades de 
cada una de las organizaciones territoriales insulares.  

3. Cuando la Comunidad Autónoma correspondiente hubiera solicitado 
coberturas para municipios de menor población, siempre que existan 
frecuencias disponibles, el Plan podrá reservar canales múltiples para atender 
conjuntamente las necesidades de varios municipios colindantes cuya 
población de derecho total sea superior a 25.000 habitantes o cuya cobertura 
incluya a todos los municipios en un radio de, al menos, 25 kilómetros. 

Artículo 4. Ámbito territorial de cobertura.  
El ámbito de cobertura de cada canal múltiple reservado para la cobertura 

local será el establecido en cada caso en el Plan Técnico Nacional de la 
Televisión Digital Local. 

Artículo 5. Gestión del servicio.  
El servicio de televisión local por ondas terrestres será gestionado por los 

municipios, y, en el caso de los canales reservados para las demarcaciones 
insulares, por los Cabildos o Consejos insulares, mediante alguna de las 
formas previstas en el artículo 85.3 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora 
de las Bases de Régimen Local, o por personas naturales o jurídicas, con o sin 
ánimo de lucro, previa la obtención en ambos casos de la correspondiente 
concesión.  

Artículo 6. Principios inspiradores. 
La prestación del servicio de televisión local por ondas terrestres se 

inspirará en los siguientes principios: 
La objetividad, veracidad e imparcialidad de las informaciones. 
La separación entre informaciones y opiniones, la identificación de 

quienes sustenten estas últimas y su libre expresión con los límites del 
apartado 4 del artículo 20 de la Constitución. 

El respeto al pluralismo político, religioso, social, cultural y lingüístico. 
El respeto al honor, la fama, la vida privada de las personas y cuantos 

derechos y libertades reconoce la Constitución. 
La protección de la juventud y de la infancia, de conformidad con lo 

establecido en el capítulo IV de la Ley 25/1994. 



El respeto de los valores de igualdad recogidos en el artículo 14 de la 
Constitución. 

La promoción de los intereses locales, impulsando para ello la 
participación de grupos sociales de tal carácter, con objeto de fomentar, 
promover y defender la cultura y la convivencia locales. 

Artículo 7. Prohibición de emisión en cadena. 
1. Las televisiones locales por ondas terrestres no podrán emitir o formar 

parte de una cadena de televisión. 
2. A estos efectos, se entenderá que forman parte de una cadena aquellas 

televisiones en las que exista una unidad de decisión, considerándose que esta 
unidad de decisión existe, en todo caso, cuando uno o varios socios, mediante 
la agrupación de acciones, ejerzan la administración de dos o más sociedades 
gestoras del servicio, posean en éstas la mayoría de los derechos de voto, o 
tengan derecho a nombrar o destituir a la mayoría de los miembros de sus 
respectivos consejos de administración. 

3. Se entenderá que emiten en cadena aquellas televisiones locales que 
emitan la misma programación durante más del 25 por 100 del tiempo total de 
emisión semanal, aunque sea en horario diferente. 

4. El control de la formación de cadenas y emisión en cadena en las 
televisiones locales por ondas terrestres corresponde a las Comunidades 
Autónomas, salvo en el supuesto de que la formación de cadenas o la emisión 
en cadena se realice en el territorio o en localidades de más de una Comunidad 
Autónoma, en cuyo caso, el control corresponderá a la Administración General 
del Estado.  

5. La Comunidad Autónoma competente y, en el supuesto de que se 
realice en el territorio o en localidades de más de una Comunidad Autónoma, la 
Administración General del Estado podrán autorizar, previa conformidad de los 
plenos de los Municipios afectados, y a solicitud de los gestores del servicio, 
emisiones en cadena en atención a características de proximidad territorial y de 
identidades sociales y culturales de dichos Municipios.  

Artículo 8. Régimen de publicidad. 
1. Las Comunidades Autónomas podrán establecer límites a la emisión de 

publicidad por los servicios de televisión local por ondas terrestres. 
2.  
 
TÍTULO II. 
De la gestión del servicio  
Artículo 9. Modo de gestión.  
1. Una vez aprobada en el Plan técnico nacional de la televisión digital 

local la reserva de frecuencias para la difusión de canales múltiples de 
televisión local en una determinada demarcación, los municipios incluidos 
dentro de ésta y, en su caso, los órganos de gobierno de la administración 
insular para las frecuencias reservadas para las Islas, podrán acordar la 
gestión directa de programas de televisión local con tecnología digital, dentro 
de los canales múltiples correspondientes a esta demarcación. 

La decisión de acordar la gestión directa de programas de televisión digital 
deberá haber sido adoptada por el pleno de la corporación municipal y, en el 
caso de las Islas, por el Cabildo o Consejo Insular. 

Las Comunidades Autónomas, una vez oídos los ayuntamientos incluidos 
en el ámbito territorial de la demarcación y a los órganos de gobierno de la 



administración insular para las frecuencias reservadas para las Islas, 
determinarán en cada una de ellas el número de programas que se reservan a 
las entidades locales para la gestión directa del servicio de televisión digital 
local. Se garantiza al menos un programa por demarcación, y en el caso de las 
administraciones insulares dos. 

Salvo en el caso de los canales reservados para las Islas, en el supuesto 
de que el ámbito de cobertura del canal múltiple comprenda varios términos 
municipales, el programa reservado para la gestión directa municipal será 
atribuido conjuntamente a los municipios incluidos en dicho ámbito de 
cobertura que así lo hubieran solicitado. 

Excepcionalmente las comunidades autónomas podrán reservar un 
segundo programa para ser gestionado de forma directa por los ayuntamientos. 

En el supuesto de que en el mismo ámbito de cobertura coincidan más de 
un canal múltiple, las comunidades autónomas podrán acordar que los 
programas reservados a los ayuntamientos para su gestión directa se sitúen 
todos ellos dentro de un mismo canal. 

2. Los restantes programas disponibles para la difusión del servicio de 
televisión local, serán adjudicados por las comunidades autónomas de acuerdo 
con lo previsto en el artículo 13 de esta Ley. 

3. En ambos casos corresponde a las comunidades autónomas el 
otorgamiento de las correspondientes concesiones para la prestación del 
servicio que, en cualquier caso podrán tener en cuenta como criterio positivo de 
valoración la experiencia demostrada en televisión local de proximidad por las 
compañías operadoras. 

Dicha experiencia se podrá acreditar, demostrando estar al amparo de la 
disposición transitoria primera de la Ley 41/1995, de 22 de diciembre, de 
televisión local por ondas terrestres. 

4. Aquellas corporaciones locales que inicialmente no hubieran acordado 
la gestión directa de programas de televisión digital local podrán, mediante 
acuerdo adoptado por el pleno de su corporación municipal solicitar su 
incorporación a la televisión digital local de gestión directa que le corresponda 
en su demarcación. 

La incorporación así como las condiciones de la misma, que deberán 
haber sido acordadas con el resto de corporaciones presentes en la gestión de 
ese programa, deberán ser autorizadas de forma previa por la comunidad 
autónoma correspondiente. 

Artículo 10. Frecuencias radioeléctricas. 
1. No podrá otorgarse concesión para la prestación del servicio por parte 

de las Comunidades Autónomas sin que previamente hayan obtenido de la 
Administración General del Estado la reserva provisional de frecuencias. 

Finalizado el proceso concesional por aquéllas, la Administración General 
del Estado, una vez cumplidos los requisitos establecidos en el artículo 11, 
efectuará la asignación definitiva de frecuencias a favor de quien hubiera 
obtenido la concesión del servicio. 

2. Los procedimientos de reserva y asignación de frecuencias se 
establecerán reglamentariamente por el Gobierno en función de las 
disponibilidades del espectro radioeléctrico. 

3. El pliego de explotación del respectivo servicio de televisión local por 
ondas terrestres deberá comprender el valor de la frecuencia reservada, la 
potencia y las restantes características técnicas a que habrá de ajustarse la 



instalación de la estación transmisora y, en su caso, de las estaciones 
repetidoras, no pudiendo publicarse el citado pliego hasta haberse obtenido de 
la Administración General del Estado la reserva provisional de frecuencia, y la 
determinación de la potencia y demás características de la estación 
transmisora. 

Artículo 11. Aprobación de proyectos técnicos e inspección. 
En cualquier caso, con carácter previo al comienzo de las emisiones, será 

requisito indispensable la aprobación por el Ministerio de Obras Públicas, 
Transportes y Medio Ambiente de los correspondientes proyectos o propuestas 
técnicas de las instalaciones y la inspección satisfactoria de las mismas. 

Artículo 12. Gestión del servicio por los Municipios.  
Cuando el servicio de televisión local por ondas terrestres se gestiona por 

los Municipios y, en su caso, las Islas, el control de las actuaciones se 
efectuará respectivamente por el Pleno de la Corporación Municipal, el cabildo 
en el caso de las Islas Canarias y el Consejo Insular en el de las Islas Baleares. 
Estos órganos velarán igualmente por el respeto a los principios enumerados 
en el artículo 6 de esta Ley.  

Artículo 13. Gestión del servicio por particulares. 
1. En el supuesto de que el servicio se gestione mediante concesión 

administrativa por particulares, ésta se otorgará por el procedimiento de 
concurso público. 

2. Podrán presentarse al concurso las personas naturales de nacionalidad 
española o de los demás Estados miembros de la Unión Europea, así como las 
sociedades españolas y las entidades sin ánimo de lucro de la misma 
nacionalidad. Las entidades sin ánimo de lucro que concurran para la gestión 
indirecta del servicio serán valoradas positivamente en la forma que 
establezcan las Comunidades Autónomas. 

3. Si se trata de sociedades, su objeto social deberá incluir la gestión 
indirecta de este servicio de televisión. Las acciones de estas sociedades serán 
nominativas y la participación en su capital de personas que no sean 
nacionales de algún Estado miembro de la Unión Europea no podrá superar 
directa o indirectamente el 25 por 100 de su cuantía. 

4. La concesión obliga a la explotación directa del servicio y será 
intransferible. 

En el supuesto de sociedades concesionarias, requerirán la previa 
autorización administrativa todos los actos y negocios jurídicos que impliquen la 
transmisión, disposición o gravamen de sus acciones. Será requisito 
constitutivo de los actos y negocios jurídicos mencionados, su formalización 
mediante documento autorizado por fedatario público, quien no intervendrá o 
autorizará documento alguno sin que se acredite la preceptiva autorización 
administrativa. La autorización a que se refiere el presente párrafo será 
acordada por la Administración competente para el otorgamiento de la 
concesión. 

Artículo 14. Duración de la prestación del servicio en sus distintas 
modalidades.  

La concesión para la prestación del servicio se otorgará por un período 
máximo de 10 años. Las nuevas concesiones otorgadas tras la entrada en 
vigor de esta Ley así como las adjudicadas con anterioridad, son prorrogables 
por las Comunidades Autónomas por períodos de 10 años a petición del 
concesionario, en función de las disponibilidades de espectro radioeléctrico, de 



otras necesidades y usos de éste y del desarrollo del sector audiovisual. Con 
carácter previo a la prórroga, corresponderá a la Administración General del 
Estado la valoración de estas circunstancias y la previa renovación de la 
asignación de frecuencia ya otorgada o, en su caso, la asignación de una 
nueva, y a las comunidades autónomas, valorar los aspectos de su 
competencia.  

Artículo 15. Extinción de la concesión. 
La concesión se extinguirá por cualquiera de las siguientes causas: 
Por transcurso del plazo, sin haberse otorgado su renovación. 
Por incumplimiento sobrevenido de los requisitos esenciales de la misma 

señalados en los artículos 5, 10 y 13. 
Por sanción firme, acordada por el órgano competente. 
Por las causas previstas en la legislación de contratos de las 

Administraciones públicas. 
Por las fijadas por las Comunidades Autónomas en el ámbito de sus 

competencias. 
Por no haber iniciado, sin causa justificada, las emisiones dentro del plazo 

fijado en la concesión. 
Por suspensión injustificada de las emisiones durante más de quince días 

en el plazo de un año. 
 
TÍTULO III. 
Régimen sancionador 
Artículo 16. Infracciones y sanciones. 
1. El régimen de infracciones y sanciones será el establecido en la Ley 

31/1987, de 18 de diciembre, de Ordenación de las Telecomunicaciones; en la 
Ley 25/1994, de 22 de julio, así como en las correspondientes normas de las 
Comunidades Autónomas, sin perjuicio de los efectos jurídicos y las 
responsabilidades que para el concesionario pudieran derivarse del 
incumplimiento de la legislación de contratos de las Administraciones Públicas. 

2. Además, se considerarán infracciones muy graves, que serán 
sancionadas con multa de hasta 10.000.000 de pesetas , las siguientes: 

El incumplimiento por el concesionario de los principios que inspiran la 
prestación del servicio de televisión local por ondas terrestres señalados en el 
artículo 6. 

La violación reiterada de la prohibición de emisión en cadena. 
La violación, declarada en resolución firme, de las normas vigentes sobre 

protección del derecho al honor, a la intimidad personal y a la propia imagen, 
campañas electorales y difusión de sondeos y ejercicio del derecho de 
rectificación. 

La transmisión de mensajes cifrados, convencionales o de carácter 
subliminal.  

Artículo 17. Ejercicio de las competencias sancionadoras.  
La Administración General del Estado ejercerá su competencia 

sancionadora de acuerdo con lo previsto en esta Ley en lo que se refiere a las 
infracciones cometidas por los operadores de televisión local por ondas 
terrestres cuyos efectos excedan del ámbito territorial de una Comunidad 
Autónoma, así como de acuerdo con lo previsto en el artículo 82 de la Ley 
General de Telecomunicaciones, en lo que se refiere a las infracciones que, en 



cualquier supuesto, puedan cometerse contra la normativa reguladora de 
aspectos técnicos y de protección del espectro radioeléctrico. 

 
TÍTULO IV. 
Criterios técnicos aplicables a las televisiones locales por ondas 

terrestres 
Artículo 18. Frecuencias. 
La gama de frecuencias a utilizar por las televisiones locales por ondas 

terrestres será la de UHF, dentro de las bandas atribuidas internacionalmente 
al servicio de televisión en el Reglamento de Radiocomunicaciones. 

Artículo 19. Prioridades de la asignación de frecuencias. 
La asignación de frecuencias en cada localidad se efectuará por el órgano 

competente de la Administración General del Estado en función de las 
disponibilidades del espectro radioeléctrico, debiendo quedar garantizada, en 
todo caso, la cobertura en aquella localidad de los distintos canales de la 
televisión estatal, de la televisión autonómica y de los canales de la televisión 
privada de ámbito nacional. 

Artículo 20. Número de estaciones transmisoras.  
Será precisa autorización previa del Secretario de Estado de 

Telecomunicaciones y para la Sociedad de la Información cuando, para obtener 
la cobertura completa de toda la zona de servicio, fuera necesaria la instalación 
de más de una estación. El plazo para otorgar la autorización a la que se 
refiere este apartado y para notificar la resolución será de tres meses. 

Artículo 21. Características técnicas.  
Corresponde a la Secretaría de Estado de Telecomunicaciones y para la 

Sociedad de la Información del Ministerio de Ciencia y Tecnología establecer 
las características técnicas de las estaciones de televisión local, así como 
aprobar los proyectos técnicos de las instalaciones. Los proyectos técnicos de 
las instalaciones, que deberán cumplir las características técnicas establecidas 
por la Secretaría de Estado de Telecomunicaciones y para la Sociedad de la 
Información, se presentarán ante el órgano competente de la Comunidad 
Autónoma, para su remisión por ésta a la Secretaría de Estado de 
Telecomunicaciones y para la Sociedad de la Información para su aprobación. 
Esta tendrá un plazo de tres meses para examinar el proyecto y notificar la 
resolución. 

Artículo 22. Equipos y aparatos de las instalaciones. 
Los equipos y aparatos componentes de las instalaciones de las 

televisiones locales por ondas terrestres deberán cumplir las especificaciones 
técnicas y condiciones de homologación establecidas reglamentariamente. 

Artículo 23. Normas de la asignación de frecuencias. 
La asignación de frecuencias estará sometida a las normas que 

establezcan las disposiciones nacionales e internacionales que en cada 
momento puedan obligar a la Administración española. 

En este sentido, para lograr una mayor eficacia en la gestión del espectro 
radioeléctrico, el Gobierno podrá disponer la modificación de las características 
técnicas de las asignaciones, sin perjuicio del normal funcionamiento de la 
concesión. 

DISPOSICIÓN ADICIONAL ÚNICA.  
Habilitación constitucional. 



Esta Ley se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1, cláusulas 
21. Y 27. De la Constitución. 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS  
Primera. Televisiones locales existentes. 
1. Las emisoras de televisión local, que estén emitiendo por ondas 

terrestres con anterioridad al 1 de enero de 1995, deberán obtener, para 
continuar con su actividad, la correspondiente concesión con arreglo a esta 
Ley. 

2. El otorgamiento de la concesión para la prestación del servicio se 
verificará previa la asignación de frecuencias y demás características técnicas 
que se determinen de acuerdo con lo dispuesto en esta Ley. 

3. La solicitud para el otorgamiento de la concesión se dirigirá por los 
respectivos Ayuntamientos, Cabildos o Consejos Insulares a la Comunidad 
Autónoma correspondiente 

4. En el caso de no obtenerse dicha concesión, tales emisoras dejarán de 
emitir en un plazo de seis meses contado desde la resolución del concurso o, 
en su defecto, en un plazo de seis meses desde que se agote el plazo para 
resolver la adjudicación a la que se refiere la disposición transitoria segunda, 
sin que esta previsión suponga derecho a indemnización a los efectos del 
artículo 139.3 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de 
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. En el 
caso de las emisoras afectadas por concursos públicos fallados con 
anterioridad a la fecha de publicación de esta norma, los plazos para dejar de 
emitir contarán a partir de la mencionada fecha.  

Segunda. Plan Nacional de la Televisión Digital Local y procedimiento de 
concesiones.  

1. El plazo para la presentación de solicitudes por las Comunidades 
Autónomas, a que se refiere el artículo 3.1, comenzará el 1 de enero de 2003, y 
finalizará el 31 de marzo de dicho año. 

2. Dentro de los siete meses siguientes al plazo de finalización de 
presentación de solicitudes, el Gobierno aprobará el Plan Nacional de la 
Televisión Digital Local. 

3. El plazo del que dispondrán las Comunidades Autónomas para la 
decisión del número de programas reservados a los ayuntamientos y a las 
administraciones insulares y su correspondiente concesión, así como para la 
convocatoria de los concursos y adjudicación de las concesiones en gestión 
indirecta, expira el 31 de diciembre de 2005.  

4. Los adjudicatarios de concesiones para la prestación de servicio público 
de televisión digital terrenal que hubieran efectuado emisiones al amparo de la 
disposición transitoria primera de la Ley 41/1995, podrán seguir utilizando 
tecnología analógica para la difusión de sus emisiones, siempre y cuando el 
ámbito territorial de las emisiones analógicas sea coincidente o esté incluido en 
el ámbito territorial correspondiente a la concesión digital adjudicada, durante 
dos años a contar desde el 1 de enero de 2006, siempre que así lo permitan las 
disponibilidades y la planificación del espectro establecida en los Planes 
Nacionales de Televisión, en el marco de la normativa reguladora del dominio 
público radioeléctrico. A dichos efectos, los concesionarios, presentarán ante la 
Secretaría de Estado de Telecomunicaciones y para la Sociedad de la 
Información las soluciones técnicas necesarias que permitan la emisión con 
tecnología analógica, sin que por ello se entiendan adquiridos derechos de uso 



del dominio público radioeléctrico distintos de los reconocidos en el 
correspondiente título concesional. Finalizado el plazo anteriormente señalado, 
aquéllas deberán emitir con tecnología digital y adaptarse a las previsiones 
contenidas en el Plan Técnico Nacional de la Televisión Digital Local.  

A dichos efectos, los concesionarios, presentarán ante la Secretaría de 
Estado de Telecomunicaciones y para la Sociedad de la Información las 
soluciones técnicas necesarias que permitan la emisión con tecnología 
analógica, sin que por ello se entiendan adquiridos derechos de uso del 
dominio público radioeléctrico distintos de los reconocidos en el 
correspondiente título concesional. Finalizado el plazo anteriormente señalado, 
aquéllas deberán emitir con tecnología digital y adaptarse a las previsiones 
contenidas en el Plan Técnico Nacional de la Televisión Digital Local. 

5. Se habilita al Gobierno para modificar el plazo a que se refiere el 
párrafo anterior a la vista del estado de desarrollo y penetración de la 
tecnología digital de difusión de televisión por ondas terrestres. 

DISPOSICIONES FINALES 
Primera. Facultades de desarrollo. 
Sin perjuicio de las facultades normativas que corresponden a las 

Comunidades Autónomas de acuerdo con sus respectivos Estatutos, se 
autoriza al Gobierno para dictar las disposiciones necesarias para el desarrollo 
y la aplicación de esta Ley. 

Segunda. Entrada en vigor. 
Esta Ley entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Boletín 

Oficial del Estado. 
  
Por tanto, mando a todos los españoles, particulares y autoridades que 

guarden y hagan guardar esta Ley. 
Madrid, 22 de diciembre de 1995. 
- Juan Carlos R. - 
  
El Presidente del Gobierno, 
FELIPE GONZÁLEZ MÁRQUEZ 



 
Ley General Telecomunicaciones-Televisión 
 
Ley 32/2003, de 3 de noviembre, General de Telecomunicaciones. 
 
(BOE nº 264, de 4 de noviembre de 2003) 
Séptima. Obligaciones en materia de acceso condicional, acceso a 

determinados servicios de radiodifusión y televisión, televisión de formato 
ancho y obligaciones de transmisión. 

 
1. Mediante reglamento se regularán las condiciones aplicables a los 

operadores de redes públicas de comunicaciones electrónicas en materia de 
acceso condicional a los servicios de televisión y radio digitales difundidos a los 
telespectadores y oyentes, con independencia del medio de transmisión 
utilizado. Asimismo, se regulará mediante real decreto el procedimiento de 
revisión de dichas condiciones por la Comisión del Mercado de las 
Telecomunicaciones, en el supuesto de que el operador obligado ya no tuviera 
poder significativo en el mercado en cuestión. 

 
2. En la medida que sea necesario para garantizar el acceso de los 

usuarios finales a determinados servicios digitales de radiodifusión y televisión, 
la Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones podrá imponer, en la 
forma y para los servicios que se determine reglamentariamente por el 
Gobierno, obligaciones a los operadores que dispongan de interfaces de 
programa de aplicaciones (API) y guías electrónicas de programación (EPG) 
para que faciliten el acceso a estos recursos en condiciones razonables, justas 
y no discriminatorias. 

 
3. Las redes públicas de comunicaciones electrónicas utilizadas para la 

distribución de servicios de televisión digital deberán disponer de capacidad 
para distribuir programas y servicios de televisión de formato ancho. Los 
operadores de dichas redes que reciban programas o servicios de televisión de 
formato ancho para su posterior distribución estarán obligados a mantener 
dicho formato. 

 
4. Mediante reglamento aprobado por el Gobierno podrán imponerse, 

como obligaciones de servicio público, exigencias razonables de transmisión de 
determinados canales y servicios de programas de radio y televisión a los 
operadores que exploten redes de comunicaciones electrónicas utilizadas para 
la distribución de programas de radio o televisión al público, si un número 
significativo de usuarios finales de dichas redes las utiliza como medio principal 
de recepción de programas de radio y televisión, cuando resulte necesario para 
alcanzar objetivos de interés general claramente definidos y de forma 
proporcionada, transparente y periódicamente revisable. 

 
Décima. Servicios de difusión por cable. 
 
Los servicios de difusión de radio y televisión por cable se prestarán en 

régimen de libre competencia, en las condiciones que se establezcan por el 
Gobierno mediante reglamento. Para su prestación en un ámbito territorial 



superior al de una comunidad autónoma será preceptiva la previa obtención de 
una autorización administrativa estatal y su inscripción en el registro que a tal 
efecto se llevará en la Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones. 

 
Los operadores cuyo ámbito territorial de actuación no exceda del 

correspondiente al de una comunidad autónoma deberán solicitar la 
autorización al órgano competente de la misma. Dichas autorizaciones se 
inscribirán en los registros establecidos al efecto por cada comunidad 
autónoma. Tales inscripciones deberán comunicarse al registro de la Comisión 
del Mercado de las Telecomunicaciones a efectos meramente informativos. 

 
El reglamento de los servicios de difusión de radio y televisión establecerá 

las obligaciones de los titulares de las autorizaciones y, en particular, las 
relativas a: 

 
Distribución de programas de titularidad de programadores 

independientes.  
Cumplimiento de la legislación aplicable en materia de contenidos de los 

servicios de radio y televisión.  
 
Sexta. Régimen transitorio de las obligaciones en materia de televisión. 
 
1. Seguirán siendo aplicables las disposiciones sobre el sistema de 

garantía de cobertura de los servicios soporte de los servicios de televisión, 
establecido actualmente en la Orden de 9 de marzo de 2000, por la que se 
aprueba el Reglamento de desarrollo de la Ley 11/1998, de 24 de abril, General 
de Telecomunicaciones, en lo relativo al uso del dominio público radioeléctrico, 
hasta tanto no se mantengan, modifiquen o eliminen a través del procedimiento 
de fijación de mercados de referencia y poder significativo en el mercado con 
obligaciones a los operadores que se designen establecido en esta ley o se 
impongan, en su caso, las correspondientes obligaciones de servicio público. 

 
2. Igualmente seguirán siendo aplicables las obligaciones contenidas en la 

Ley 17/1997, de 3 de mayo, por la que se incorpora al derecho español la 
Directiva 95/47/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 24 de octubre 
de 1995, sobre el uso de normas para la transmisión de señales de televisión y 
se aprueban medidas adicionales para la liberalización del sector, modificada 
por el Real Decreto-ley 16/1997, de 13 de septiembre, hasta tanto no se 
desarrollen reglamentariamente los apartados 1 y 2 de la disposición adicional 
séptima de esta Ley. 

 
Lo dispuesto en los dos apartados anteriores no perjudica la posibilidad de 

transformar las obligaciones referidas en ellos en otras obligaciones de servicio 
público conforme al artículo 25 de esta Ley. 

 
3. Asimismo, seguirán siendo aplicables las obligaciones de transmisión 

establecidas en los párrafos e, f y g del apartado 1 del artículo 11 de la Ley 
42/1995, de 22 de diciembre, de las Telecomunicaciones por Cable, hasta tanto 
no se supriman, modifiquen o sustituyan conforme a lo dispuesto en el 
apartado 4 de la disposición adicional séptima de esta Ley. 



 
Décima. Régimen de los servicios de difusión por cable.  
 
Los títulos habilitantes otorgados para los servicios de difusión de radio y 

televisión por cable y los que se encuentren en proceso de otorgamiento al 
amparo de la Ley 42/1995, de 22 de diciembre, de Telecomunicaciones por 
Cable, se transformarán de manera inmediata por la Comisión del Mercado de 
las Telecomunicaciones en la correspondiente autorización administrativa. Si el 
ámbito territorial de actuación del servicio no excediera del correspondiente a 
una comunidad autónoma, la Comisión del Mercado de las 
Telecomunicaciones comunicará al órgano competente de la comunidad 
autónoma la transformación en autorización administrativa. 

 
Hasta que se apruebe el reglamento a que se refiere la disposición 

adicional décima de esta Ley, a las autorizaciones que resulten de la 
transformación prevista en el párrafo anterior les serán de aplicación los 
artículos 10.1, 10.2 y 12 de la Ley 42/1995, de 22 de diciembre, de 
Telecomunicaciones por Cable. 

 
Una vez que haya entrado en vigor el reglamento previsto por la 

disposición adicional décima de esta Ley, podrán otorgarse nuevas 
autorizaciones para la prestación de los servicios de difusión de radio y 
televisión por cable. 

 
Las condiciones que se establezcan en dicho reglamento para la 

prestación de estos servicios de difusión serán aplicables tanto a las nuevas 
autorizaciones como a las que se refiere el párrafo segundo de esta disposición 
transitoria. 

 
Ley 32/2003, de 3 de noviembre, General de Telecomunicaciones. 
 
(BOE nº 264, de 4 de noviembre de 2003) 
 
Ley 25/1994, Directiva europea y régimen sancionador 
LEY 25/1994, DE 12 DE JULIO, POR LA QUE SE INCORPORA AL 

ORDENAMIENTO JURÍDICO ESPAÑOL LA DIRECTIVA 89/552/CEE, 
SOBRE LA COORDINACIÓN DE DISPOSICIONES LEGALES, 
REGLAMENTARIAS Y ADMINISTRATIVAS DE LOS ESTADOS MIEMBROS 
RELATIVAS AL EJERCICIO DE ACTIVIDADES DE RADIODIFUSIÓN 
TELEVISIVA. 

(BOE nº 166, de 13 de Julio de 1994) 
MODIFICADA POR LAS LEYES 22/1999 (BOE nº 136, 8-06-1999), 

15/2001 (BOE nº 164, 10-07-2001) Y 39/2002 (BOE nº 259, 29-10-2002) 
• PREÁMBULO.  
• CAPÍTULO I. DISPOSICIONES GENERALES (ARTS. 1-4)  
• CAPÍTULO II. DE LA PROMOCIÓN, DIFUSIÓN Y PRODUCCIÓN DE 

DETERMINADOS PROGRAMAS TELEVISIVOS (ARTS. 5-7)  
• CAPÍTULO III. DE LA PUBLICIDAD EN TELEVISIÓN, LA TELEVENTA 

Y EL PATROCINIO TELEVISIVO (ARTS. 8-15)  



• CAPÍTULO IV. DE LA PROTECCIÓN DE LOS MENORES (ARTS. 16-
17)  

• CAPÍTULO V. DERECHOS DE LOS ESPECTADORES A LA 
INFORMACIÓN (ART. 18)  

• CAPÍTULO VI. DEL RÉGIMEN SANCIONADOR (ARTS. 19-20)  
• CAPÍTULO VII. DE LA ACCIÓN DE CESACIÓN. (ARTS. 21- 22)  
• DISPOSICIONES ADICIONALES  
 PRIMERA. REQUERIMIENTOS DE INFORMACIÓN.  
 SEGUNDA. EJERCICIO DE LOS DERECHOS EXCLUSIVOS.  
 TERCERA. PROMOCIÓN DE LA AUTORREGULACIÓN.  
 CUARTA. MEDIDAS ADICIONALES DE PROTECCIÓN A LA 

JUVENTUD Y A LA INFANCIA.  
 QUINTA. OBLIGACIONES COMPLEMENTARIAS DE 

INFORMACIÓN.  
• DISPOSICIONES TRANSITORIAS  
 PRIMERA. PLAZO DE RESERVA DE OBRA EUROPEA.  
 SEGUNDA. PLAZO PARA RESERVA DE PRODUCCIÓN 

INDEPENDIENTE.  
 TERCERA. PERÍODO TRANSITORIO PARA INTERRUPCIONES 

PUBLICITARIAS.  
• DISPOSICIÓN DEROGATORIA ÚNICA.  
• DISPOSICIONES FINALES  
 PRIMERA. FUNDAMENTO CONSTITUCIONAL.  
 SEGUNDA. HABILITACIONES AL GOBIERNO.  
  
PREÁMBULO: 
I. El actual régimen jurídico de la televisión como medio de comunicación 

social arranca en España de la Ley 4/1980, de 10 de enero, del Estatuto de la 
Radio y la Televisión, que configura a la televisión, conforme al artículo 128.2 
de la Constitución, como un servicio público esencial de titularidad del Estado 
que se prestará en régimen de gestión directa por el Ente público RTVE, a 
través de una sociedad estatal denominada Televisión Española. 

Con posterioridad, y de acuerdo con el artículo 2 de la Ley anterior, la Ley 
46/1983, de 26 de diciembre, reguladora del Tercer Canal de Televisión, 
autorizó al Gobierno a tomar las medidas necesarias para la puesta en 
funcionamiento de un tercer canal de televisión de titularidad estatal y para 
otorgarlo en régimen de concesión en el ámbito territorial de cada Comunidad 
Autónoma, previa solicitud de sus órganos de Gobierno y en los términos 
previstos en sus respectivos Estatutos de Autonomía, en el Estatuto de la 
Radio y la Televisión, en sus disposiciones complementarias de orden técnico y 
en lo dispuesto en la propia Ley. 

Por su parte, la Ley 10/1988, de 3 de mayo, de Televisión Privada, regula 
la gestión indirecta del servicio público esencial de la televisión, que se 
realizará por sociedades anónimas en régimen de concesión administrativa de 
conformidad con lo dispuesto en dicha Ley y que se inspirará en los principios 
expresados en el artículo cuarto de la Ley reguladora del Estatuto de la Radio y 
la Televisión. 

Finalmente, la Ley 35/1992, de 22 de diciembre, de la Televisión por 
Satélite, establece el régimen específico de la prestación de este servicio 
público cuando para ello se utilicen satélites de comunicaciones acordes con 



los Tratados y Acuerdos internacionales suscritos por España y autorizados por 
el Gobierno para estos fines, a los que se acceda mediante un enlace 
ascendente con origen en territorio español. 

Estos textos legales, otros complementarios de menor rango y alguna Ley 
específica, como la Ley 34/1988, de 11 de noviembre, General de Publicidad, 
regulan el ámbito de la televisión como medio de comunicación social, sin 
perjuicio de sus aspectos técnicos, que aparecen establecidos en la Ley 
31/1987, de 18 de diciembre, de Ordenación de las Telecomunicaciones. 

II. El 3 de octubre de 1989, el Consejo de la Comunidad Europea adoptó 
la Directiva 89/552/CEE, sobre la coordinación de determinadas disposiciones 
legales, reglamentarias y administrativas de los Estados miembros relativas al 
ejercicio de actividades de radiodifusión televisiva. 

Esta Directiva, que tiene por antecedente inmediato el Convenio Europeo 
sobre Televisión Transfronteriza adoptado en el seno del Consejo de Europa el 
5 de mayo de 1989 y que se encuentra pendiente de ratificación por España, 
halla su fundamento en los artículos 57.2 y 66 del Tratado constitutivo de la 
Comunidad Económica Europea, al considerar - según expresa en su propio 
preámbulo - que la televisión constituye, en circunstancias normales, un 
servicio cuya libre circulación significa además una manifestación específica 
del principio más general de la libertad de expresión consagrada en el artículo 
10 del Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y 
Libertades Fundamentales celebrado en Roma el 4 de noviembre de 1950. 

III. La presente Ley incorpora al Derecho español las normas contenidas 
en la Directiva 89/552/CEE. Este procedimiento de aprobar una sola Ley para 
todas las materias recogidas en la Directiva se ha considerado más adecuado 
que el de insertar los preceptos de ésta en los varios textos legales, que 
podrían haberse visto afectados por las prescripciones de aquélla, o que el de 
dictar varios textos distintos en función de las diversas materias reguladas. Con 
ello se producirá una aplicación unificada y más coherente de las normas de la 
Directiva y se evitarán las cuestiones que se han suscitado en otros Estados 
miembros que han procedido a incorporaciones parciales a sus respectivos 
derechos internos o a la adopción de distintas disposiciones legales y 
reglamentarias. 

IV. La Ley se estructura en cinco capítulos, una disposición adicional, dos 
transitorias, una derogatoria y dos disposiciones finales. 

1. El capítulo I, dedicado a las disposiciones de general aplicación, recoge 
el objeto de la Ley, su ámbito territorial de aplicación, las definiciones de los 
principales términos empleados por la Ley y el principio capital, fundamento de 
toda la Directiva, de la libre recepción en el territorio español de las emisiones 
de televisión procedentes de otro Estado miembro de la Unión Europea. En 
relación con este capítulo deben destacarse ciertas cuestiones importantes: 

En primer término, la Ley será aplicable a las emisiones de televisión que 
se realicen desde el territorio español, quedando fuera de su ámbito las 
emisiones destinadas a ser captadas exclusivamente en los Estados que no 
sean miembros de la Unión Europea siempre que dichas emisiones no sean 
recibidas, de modo directo o indirecto, en el territorio español. 

En segundo lugar, es de significar que los conceptos de la Directiva se 
recogen en la Ley, si bien adaptados en lo posible a los del Derecho interno. En 
este sentido, la definición de la televisión que ofrecen la Directiva y la Ley no es 
coincidente con la contenida en el artículo 25.2 de la Ley de Ordenación de las 



Telecomunicaciones, diferencia que responde a que la definición que contiene 
esta última mira más al aspecto técnico y de las redes del servicio que a la 
televisión como medio de comunicación social y al mensaje que por ésta se 
emite y difunde. 

Por lo que se refiere a la libertad de recepción en España de las 
emisiones procedentes de otros Estados comunitarios, la Directiva considerada 
suficiente la acomodación de las emisiones a la legislación del Estado miembro 
de origen, tal como es coordinada por la Directiva, para garantizar la libre 
circulación de servicios en la Unión Europea, sin necesidad de un control 
secundario por parte del Estado receptor. Este control se permite, no obstante, 
por la Directiva, con la consiguiente facultad de suspensión de las emisiones, 
cuando se cumplan las condiciones exigidas por aquélla, y cuyo supuesto de 
hecho arranca de una infracción manifiesta, sería, grave y reiterada de las 
normas sobre protección de los menores. 

2. El capítulo II de la Ley regula la promoción y distribución de 
determinados programas televisivos. 

En este capítulo se establece con carácter general la reserva de un 50 por 
100 del tiempo de emisión anual de las entidades que presten el servicio 
público de televisión, a la difusión de obras europeas; reservándose a su vez la 
mitad de este tiempo de reserva a la emisión de obras europeas en expresión 
originaria española. 

Aparte de ello, se establece la reserva de un 10 por 100 de aquel tiempo 
de reserva mayoritaria a la emisión de obras europeas de productores 
independientes, de las cuales la mayoría deberán corresponder a obras 
producidas en los últimos cinco años. 

Por otro lado, conforme también con la Directiva, se excluye del cómputo 
como tiempo de emisión a los programas de información, las transmisiones 
deportivas, los concursos o juegos, la publicidad, los servicios de teletexto y las 
ofertas directas al público para la venta, compras, alquiler de productos o 
prestación de servicios; vedándose también, de acuerdo con aquélla, la 
difusión de obras cinematográficas antes de un plazo de dos años desde el 
comienzo de su exhibición en salas comerciales, salvo que se trate de películas 
específicamente realizadas para la televisión o para soportes distintos a los de 
su exhibición en salas de cine, que exista acuerdo en contrario entre el titular 
de la obra y la entidad difusora o que las citadas obras hayan sido 
coproducidas por estas entidades, caso este último en el que dicho plazo será 
de un año. 

3. El capítulo III versa sobre la publicidad por televisión y el patrocinio 
televisivo, estableciéndose las normas que regulan una y otro. 

Así, y además de lo dispuesto en la Ley General de Publicidad, se 
determinan los supuestos en los que la publicidad por televisión merecerá la 
calificación de publicidad ilícita, prohibiéndose también ciertos objetos 
publicitarios, como los cigarrillos y demás productos del tabaco, e incluyendo 
en la prohibición no sólo la publicidad directa, sino también la indirecta. 

La publicidad de bebidas alcohólicas se somete, de acuerdo con la 
Directiva, a unos criterios estrictos en función de las personas a las que no 
podrá ir dirigida (los menores de edad), de los mensajes que deberá evitar 
(éxito, mejora del rendimiento o de las relaciones personales, o propiedades 
beneficiosas), o de los fines que no ha de perseguir (fomentar el consumo 
inmoderado u ofrecer una imagen positiva del alcohol). 



Cuestión de capital importancia en la Ley son las reglas sobre la 
identificación de la publicidad, su diferenciación del resto de la programación y 
su difusión agrupada, permitiéndose tan sólo de modo excepcional los espacios 
publicitarios aislados; así como las establecidas en relación con los lugares de 
la programación en los que deberá insertarse la publicidad, los plazos y 
cadencias de interrupción de la programación para las emisiones publicitarias y 
los porcentajes máximos de tiempo de transmisión dedicado a la publicidad 
sobre el total de las emisiones. 

Respecto de esto último, la Ley establece dos reglas esenciales: de un 
lado, que el tiempo de transmisión dedicado a la publicidad no será superior al 
15 por 100 del tiempo diario de emisión, pudiéndose dedicar otro 5 por 100 de 
este tiempo a la publicidad en forma de ofertas al público realizadas 
directamente para vender, comprar, alquilar bienes o productos o prestar 
servicios, y, de otro, que el tiempo de transmisión publicitaria por hora de 
emisión no superará los doce minutos. 

Por último, este capítulo incorpora las normas relativas al patrocinio 
televisivo (en cuya definición se destaca su carácter contractual, como en la 
Ley General de Publicidad), evitando toda influencia del patrocinador que 
atente contra la independencia o responsabilidad de la entidad emisora, 
ordenando su identificación clara, impidiendo que el patrocinio se convierta en 
un modo de publicidad y vedando el patrocinio de personas que fabriquen o 
vendan productos o presten servicios cuya publicidad resulte prohibida por el 
ordenamiento vigente, así como que programas de información diaria o de 
actualidad política puedan ser objeto de aquél. 

4. El capítulo IV está destinado a la protección de los menores en la 
programación televisiva, tanto frente al contenido de la publicidad, para no 
explotar su inexperiencia, la confianza en sus padres o tutores o su credulidad 
sobre las características de los productos anunciados, como frente al resto de 
la programación, a fin de preservar su correcto desarrollo físico, mental y moral, 
estableciendo para ello la necesidad de advertir sobre el contenido de la 
programación que pueda atentar al desarrollo del menor. 

5. El capítulo V se ocupa del régimen sancionador, atribuyendo las 
competencias sancionadoras, según la gravedad de la infracción, al Consejo de 
Ministros y al Ministro de Obras Públicas, Transportes y Medio Ambiente. 

En cuanto a las infracciones y sanciones, la Ley, además de calificar 
como infracción grave o muy grave los actos que contravengan las 
obligaciones y prohibiciones que establece, se remite, en lo relativo a las 
sanciones, a la Ley de Televisión Privada. 

6. No contiene la Ley ninguna referencia al derecho de rectificación frente 
a programas televisivos, por entender que su contenido está ya suficientemente 
cubierto por la Ley Orgánica 2/1984, de 26 de marzo, reguladora del Derecho 
de Rectificación. 

7. La disposición adicional contiene la autorización al Gobierno para 
requerir a las entidades que presten el servicio de televisión los datos 
necesarios para el cumplimiento del deber de informar a la Comisión de la 
Comunidad Europea. 

8. Las disposiciones transitorias establecen las reglas para cumplir en el 
tiempo las reservas de emisión para obras europeas y para obras europeas de 
productores independientes. 



9. Por último, las disposiciones derogatoria y finales proceden a derogar 
expresamente los preceptos de la Ley de la Televisión Privada afectados por el 
nuevo régimen, a determinar los títulos constitucionales que habilitan al Estado 
para dictar la Ley (artículo 149.1, 1., 21. y 27.), a autorizar al Gobierno para 
adoptar las medidas que garanticen la conformidad con la Ley de las emisiones 
originarias de terceros países, que puedan ser recibidas en territorio español, y 
para dictar las normas de desarrollo y ejecución de la futura Ley. 

  
CAPÍTULO I. 
Disposiciones generales 
Artículo 1. Objeto.  
Esta Ley tiene por objeto: 
Establecer el régimen jurídico que garantice la libre difusión y recepción 

de las emisiones televisivas entre los Estados de la Unión Europea. 
Fomentar el desarrollo de determinadas producciones televisivas. 
Regular la publicidad televisiva, en todas sus formas. 
Regular el patrocinio televisivo. 
Defender los intereses legítimos de los usuarios y, en especial, de los 

menores para preservar su correcto desarrollo físico, mental y moral. 
Lo previsto en esta Ley no impide la aplicación de la legislación específica 

en materia de sanidad, medicamentos y productos sanitarios, de protección de 
los consumidores y usuarios y de publicidad. 

Artículo 2. Ámbito de aplicación.  
1. Esta Ley se aplica a las emisiones de televisión realizadas por los 

operadores de televisión establecidos en España o que, no estando bajo la 
jurisdicción de ningún país miembro de la Unión Europea, se encuentren en 
alguno de los supuestos contemplados en el apartado tercero. 

2. Se consideran establecidos en España los operadores de televisión que 
cumplan alguna de las condiciones siguientes: 

Que tengan su sede principal en España y las decisiones editoriales sobre 
la programación se adopten en territorio español o trabaje en él una parte 
significativa de su personal. 

Que, teniendo su sede principal en otro país miembro de la Unión 
Europea, sin que trabaje en él, sino en España, una parte significativa de su 
personal, las decisiones editoriales sobre programación se adopten en este 
último país. 

Que, teniendo su sede principal en España y adoptándose las decisiones 
editoriales sobre programación en otro país miembro de la Unión Europea, o 
viceversa, y no trabajando en España ni ese otro país una parte significativa de 
su personal, hayan comenzado a emitir por primera vez desde España y 
mantengan un vínculo estable y efectivo con la economía española. 

Que teniendo su sede principal en un país no miembro de la Unión 
Europea, las decisiones editoriales sobre programación se adopten en España 
y en este país trabaje una parte significativa de su personal. 

Para la aplicación de las previsiones contenidas en los precedentes 
apartados, sólo se considerará el personal del operador que específicamente 
se dedique a actividades de televisión, tal como se encuentran definidas éstas 
en la letra a) del artículo 3. 



3. A efectos de esta Ley, se consideran bajo jurisdicción española las 
emisiones de televisión realizadas por operadores de televisión establecidos en 
un país no miembro de la Unión Europea, en los siguientes supuestos: 

Cuando utilicen una frecuencia concedida por la Administración española. 
Cuando, sin utilizar una frecuencia concedida por la Administración 

española o de otro Estado miembro de la Unión Europea, utilicen la capacidad 
de satélite cuya explotación se haya reservado a España. 

Cuando, sin utilizar una frecuencia concedida por la Administración 
española, o por la de otro Estado miembro de la Unión Europea ni la capacidad 
de satélite reservada a cualquiera de estos países, utilicen, para su conexión 
con el referido satélite, un enlace ascendente situado en territorio español. 

4. A las emisiones de televisión destinadas exclusivamente a ser captadas 
en el territorio de Estados que no sean miembros de la Unión Europea y que no 
puedan ser recibidas, directa ni indirectamente, por el público en un Estado 
integrante de la Unión Europea, sólo les será de aplicación lo dispuesto en los 
artículos 8, 9, 10, y en el capítulo IV de esta Ley. 

5. El capítulo II de esta Ley no será de aplicación a las emisiones de 
televisión de cobertura local que no formen parte de una red nacional. 

No obstante lo anterior, las Comunidades Autónomas podrán introducir 
normas de contenido equivalente al de las previstas en ese capítulo, con objeto 
de promover la producción audiovisual en su lengua propia, en los servicios de 
televisión local bajo su competencia. 

Artículo 3. Definiciones.  
A los efectos de esta Ley, se entenderá por: 
Televisión, la emisión primaria, con o sin cable, por tierra o por satélite, 

codificada o no, de programas televisados destinados al público. 
Este concepto comprenderá la comunicación de programas entre 

personas físicas o jurídicas, públicas o privadas, que tengan por finalidad la 
emisión de televisión destinada al público. Por el contrario, no se incluyen en 
esta definición aquellos servicios de comunicaciones, prestados previa petición 
individual, cuya finalidad sea la aportación de elementos de información u otras 
prestaciones, como servicios de facsímil, bancos de datos electrónicos y otros 
servicios similares. 

Operador de televisión: la persona física o jurídica que asuma la 
responsabilidad editorial de la programación televisiva con arreglo a la letra a) y 
que la transmita o la haga transmitir por un tercero. 

Publicidad por televisión: cualquier forma de mensaje televisado emitido, 
mediante contraprestación y por encargo de una persona física o jurídica, 
pública o privada, en relación con una actividad comercial, industrial, artesanal 
o profesional, con el fin de promover la contratación de bienes muebles o 
inmuebles o de servicios de cualquier tipo. 

Los mensajes dedicados a la autopromoción tendrán, a efectos de esta 
Ley, la consideración de publicidad. 

También se considerará publicidad, cualquier forma de mensaje emitido 
por cuenta de terceros para promover determinadas actitudes o 
comportamientos entre los telespectadores. 

Publicidad encubierta: aquélla forma de publicidad que suponga la 
presentación verbal, visual o sonora, dentro de los programas, de los bienes, 
los servicios, el nombre, la marca, la actividad o los elementos comerciales 
propios de un empresario que ofrezca bienes y servicios y que tenga, por 



intención del operador de televisión, propósito publicitario y pueda inducir al 
público a error en cuanto a su naturaleza. 

En particular, la presentación de los bienes, los servicios, el nombre, la 
marca, las actividades o los elementos comerciales propios de un tercero se 
considerará intencionada y, por consiguiente, tendrá el carácter de publicidad 
encubierta, si se hiciese a cambio de una remuneración, cualquiera que sea la 
naturaleza de ésta. 

No tendrá esta consideración, la presentación que se haga en 
acontecimientos abiertos al público organizados por terceras personas y cuyos 
derechos de emisión televisiva se hayan cedido a un operador de televisión, 
cuando la participación de este último se limite a la mera retransmisión del 
evento y sin que se produzca una desviación intencionada para realzar el 
carácter publicitario. 

Publicidad indirecta, aquélla que sin mencionar directamente los 
productos, utilice marcas, símbolos u otros rasgos distintivos de tales productos 
o de empresas cuyas actividades principales o conocidas incluyan su 
producción o comercialización. 

Patrocinio publicitario por televisión, aquel contrato en virtud del cual una 
persona física o jurídica, denominada patrocinador, no vinculada a la 
producción, comercialización o difusión televisivas, contribuye a la financiación 
de programas de televisión realizados por otra persona, física o jurídica, 
llamada patrocinado, con la finalidad de promover el nombre, marca, imagen, 
actividades o realizaciones del patrocinador. 

Productor independiente, aquella persona física o jurídica que no sea 
objeto de influencia dominante por parte de las entidades de radiodifusión 
televisiva por razones de propiedad, participación financiera o de las normas 
que le rigen. 

Se entenderá que existe una influencia dominante, directa o indirecta, por 
razones de propiedad o participación financiera, cuando las entidades de 
televisión posean más del 50 por 100 del capital suscrito en la empresa 
productora, dispongan de la mayoría de los votos correspondientes a las 
participaciones emitidas por la misma, o puedan designar a más de la mitad de 
los órganos de administración o dirección. 

Televenta: la radiodifusión televisiva de ofertas directas al público para la 
adquisición o el arrendamiento de toda clase de bienes y derechos o la 
contratación de servicios, a cambio de una remuneración. 

Artículo 4. Libertad de recepción.  
Se garantiza la libertad de recepción y de retransmisión dentro del 

territorio nacional de las emisiones de televisión de operadores bajo la 
jurisdicción de otro Estado miembro de la Unión Europea, siempre que no 
interfieran técnicamente las que realicen regularmente las emisoras españolas 
ni vulneren les normas españolas relativas a materias distintas de las reguladas 
en esta Ley. 

El párrafo anterior no será de aplicación en el caso de emisiones que, 
durante un período de doce meses, hayan violado en más de dos ocasiones, y 
así se haya puesto de manifiesto en los correspondientes expedientes 
tramitados por el Ministerio de Fomento, lo dispuesto en los apartados 1 y 2 del 
artículo 17 de esta Ley. En dicho supuesto, el Estado español ejercerá, en su 
caso, las facultades que le otorga la normativa comunitaria aplicable. 

  



CAPÍTULO II. 
De la promoción, difusión y producción de determinados programas 

televisivos. 
Artículo 5. Obras europeas.  
1. Los operadores de televisión deberán reservar el 51 % de su tiempo de 

emisión anual a la difusión de obras audiovisuales europeas. 
Los operadores de televisión que tengan la responsabilidad editorial de 

canales de televisión en cuya programación se incluyan largometrajes 
cinematográficos de producción actual, es decir, con una antigüedad menor de 
siete años desde su fecha de producción, deberán destinar, como mínimo, 
cada año, el 5 % de la cifra total de ingresos devengados durante el ejercicio 
anterior, conforme a su cuenta de explotación, a la financiación anticipada de la 
producción de largometrajes y cortometrajes cinematográficos y películas para 
televisión europeos, incluidos los supuestos contemplados en el artículo 5.1 de 
la Ley de fomento y promoción de la cinematografía y del sector audiovisual. El 
60 % de esta financiación deberá destinarse a producciones cuya lengua 
original sea cualquiera de las oficiales en España. 

A estos efectos se entenderá por películas para televisión las obras 
audiovisuales de características similares a los largometrajes cinematográficos, 
es decir, obras unitarias de duración superior a sesenta minutos con desenlace 
final, con la singularidad de que su explotación comercial no incluye la 
exhibición en salas de cine; y por ingresos de explotación, los derivados de la 
programación y explotación del canal o canales de televisión que dan origen a 
la obligación, reflejados en sus cuentas de explotación auditadas. 

El Gobierno, previa consulta a todos los sectores interesados, podrá 
establecer reglamentariamente las duraciones exigibles para considerar una 
obra audiovisual como película para televisión. 

2. Más del 50 % del tiempo de reserva a que se refiere el número anterior, 
se dedicará, a su vez, a la emisión de obras europeas en expresión originaria 
en cualquier lengua española. 

3. Tendrán la consideración de obras europeas las obras originarias de 
Estados miembros de la Unión Europea o de Estados terceros europeos que 
sean parte del Convenio Europeo sobre la televisión transfronteriza del Consejo 
de Europa en las que un 51 % del total de autores, intérpretes, técnicos u otros 
trabajadores que participen en ellas residan en alguno de los Estados 
mencionados. 

Dichas obras deberán cumplir, además, alguna de las condiciones 
siguientes: 

Estar realizadas por uno o mas productores establecidos en uno o varios 
de dichos Estados. 

Tener una producción supervisada y controlada por uno o varios 
productores establecidos en alguno o algunos de los Estados citados. 

Financiar su coste total de producción mediante la contribución 
mayoritaria de productores establecidos en dichos Estados, en supuestos de 
coproducción, siempre que ésta no sea controlada por uno o varios productores 
establecidos fuera de los mismos. 

4. Igualmente, tendrán la consideración de obras europeas, las originarias 
de Estados terceros europeos, distintos de los mencionados en el apartado 
anterior, con los que la Unión europea haya celebrado acuerdos relativos al 
sector audiovisual, siempre que, al menos, un 51 % del total de autores, 



intérpretes, técnicos u otros trabajadores que participen en ellas, residan en 
alguno de los Estados aludidos en el apartado anterior. 

5. Los apartados 3 y 4 de este artículo sólo serán de aplicación a las 
obras originarias de terceros Estados, firmantes o no del Convenio europeo 
sobre la televisión transfronteriza, a condición de que las de los Estados 
miembros de la Unión Europea no sean objeto de medidas discriminatorias en 
aquéllos. 

6. Las obras que no sean consideradas europeas, de acuerdo con los 
apartados anteriores, pero que se hayan producido en el marco de tratados 
bilaterales de coproducción celebrados entre los Estados miembros de la Unión 
Europea y terceros países, se considerarán europeas, siempre que la 
participación de los coproductores comunitarios en la financiación del coste 
total de la producción sea mayoritaria y que dicha producción no esté 
controlada por uno o varios productores establecidos fuera del territorio de los 
primeros. 

7. Las obras que no sean europeas con arreglo a los números anteriores, 
pero en las que un 51 % del total de intérpretes, autores, técnicos u otros 
trabajadores que participen en ellas sean residentes en uno o varios Estados 
miembros de la Unión Europea, se considerarán obras europeas a razón de la 
proporción de la contribución de los coproductores comunitarios en el coste 
total de la producción. 

Artículo 6. Obras europeas de productores independientes.  
Los operadores de televisión, dentro del período de tiempo establecido en 

el apartado 1 del artículo anterior, reservarán un mínimo del 10 % de su tiempo 
total de emisión a obras europeas de productores independientes respecto de 
las entidades de televisión, de las que más de la mitad deberán haber sido 
producidas en los últimos cinco años. 

Artículo 7. Exclusión de cómputo.  
1. A los efectos de los artículos anteriores de este capítulo, no se 

computará como tiempo de emisión el dedicado a informaciones, transmisiones 
deportivas, concursos o juegos, publicidad, televenta y servicios de teletexto. 

2. A los mismos efectos, en los servicios de pago para las emisiones de 
televisión de un operador que se contraten de forma conjunta e inseparable 
dentro de una determinada oferta, las disposiciones de los citados artículos se 
aplicarán a su tiempo total de emisión. 

  
CAPÍTULO III.  
De la publicidad en televisión, la televenta y el patrocinio televisivo. 
Artículo 8. Publicidad y televenta ilícitas.  
1. Además de las formas de publicidad indicadas en el artículo 3 de la Ley 

34/1988, de 11 de noviembre, General de Publicidad, son ilícitas, en todo caso, 
la publicidad por televisión y la televenta que fomenten comportamientos 
perjudiciales para la salud o la seguridad humanas o para la protección del 
medio ambiente; atenten al debido respeto a la dignidad de las personas o a 
sus convicciones religiosas y políticas o las discriminen por motivos de 
nacimiento, raza, sexo, religión, nacionalidad, opinión, o cualquier otra 
circunstancia personal o social. 

Igualmente, son ilícitas la publicidad y la televenta que inciten a la 
violencia o a comportamientos antisociales, que apelen al miedo o a la 



superstición o que puedan fomentar abusos, imprudencias, negligencias o 
conductas agresivas. 

Tendrán la misma consideración la publicidad y la televenta que inciten a 
la crueldad o al maltrato a las personas o a los animales o a la destrucción de 
bienes de la naturaleza o culturales. 

2. La publicidad y la televenta no deberán utilizar técnicas subliminales, 
entendiendo por tales las que contienen los elementos que se recogen en la 
citada Ley General de Publicidad para definir la publicidad subliminal. 

Artículo 9. Publicidad y televenta prohibida.  
1. Además de lo que resulta de lo dispuesto en el artículo 8 de la Ley 

34/1988, de 11 de noviembre, General de Publicidad, queda prohibida por 
televisión: 

Cualquier forma directa o indirecta, de publicidad y de televenta de 
cigarrillos y demás productos del tabaco. 

Cualquier forma directa o indirecta de publicidad de medicamentos y 
tratamientos médicos que sólo puedan obtenerse por prescripción facultativa 
en el territorio nacional. 

La publicidad de contenido esencial o primordialmente político, o dirigida a 
la consecución de objetivos de tal naturaleza, sin perjuicio de lo establecido en 
la Ley Orgánica del Régimen Electoral General. 

La televenta de medicamentos, tratamientos médicos y productos 
sanitarios. 

2. Quedan prohibidas la publicidad y la televenta encubiertas. 
Artículo 10. Publicidad y televenta de bebidas alcohólicas.  
1. Queda prohibida cualquier forma directa o indirecta de publicidad y de 

televenta de bebidas con graduación alcohólica superior a veinte grados 
centesimales. 

2. La publicidad y la televenta de las restantes bebidas alcohólicas deberá 
respetar los siguientes principios: 

No podrán estar dirigidas específicamente a las personas menores de 
edad ni, en particular, presentar a los menores consumiendo dichas bebidas. 

No deberán asociar el consumo de alcohol a una mejora del rendimiento 
físico o de la conducción de vehículos ni dar impresión de que el consumo de 
alcohol contribuye al éxito social o sexual, sugerir que las bebidas alcohólicas 
tienen propiedades terapéuticas o un efecto estimulante o sedante, o que 
constituyen un medio para resolver conflictos. 

No deberán estimular el consumo inmoderado de bebidas alcohólicas u 
ofrecer una imagen negativa de la abstinencia o de la sobriedad ni subrayar 
como cualidad positiva de las bebidas su contenido alcohólico. 

Artículo 11. Identificación y colocación de la publicidad y los anuncios de 
televenta.  

1. La publicidad y la televenta deberán ser fácilmente identificables y 
diferenciarse claramente de los programas, a través de medios ópticos o 
acústicos. 

2. Los anuncios publicitarios y de televenta se emitirán de forma 
agrupada. Sólo excepcionalmente se emitirán anuncios publicitarios y de 
televenta aislados. 

3. La publicidad televisiva y los anuncios de televenta deberán insertarse 
entre los programas. 



No obstante, con arreglo a lo dispuesto en el artículo siguiente, también 
podrá insertarse publicidad y anuncios de televenta interrumpiendo los 
programas, siempre que no se perjudique su unidad ni se desmerezca el valor 
o la calidad de éstos y las interrupciones se realicen teniendo en cuenta las 
propias pausas naturales del programa, su duración y su naturaleza, y de modo 
que, en ningún caso, se perjudiquen los derechos de los titulares de los 
programas dentro de cuya emisión se produzcan. 

4. En la emisión de publirreportajes, telepromociones y, en general, de 
aquellas formas de publicidad distintas de los anuncios televisivos que, por las 
características de su emisión, podrían confundir al espectador sobre su 
carácter publicitario, deberá superponerse, permanentemente y de forma 
claramente legible, una transparencia con la indicación publicidad 

5. En las emisiones deportivas, podrán insertarse mensajes publicitarios y 
de televenta, utilizando transparencias o cualquier otro tratamiento de la 
imagen, únicamente en aquellos momentos en que el desarrollo del 
acontecimiento retransmitido se encuentre detenido y siempre que no se 
perturbe la visión del acontecimiento ni se empleen transparencias que ocupen 
más de una sexta parte de la pantalla. 

Estos mensajes consistirán, exclusivamente, en textos escritos y no 
podrán contener otras imágenes reales ni de animación que el logotipo estático 
de la marca. 

Artículo 12. Reglas especiales.  
1. En los programas compuestos de partes autónomas sólo podrá 

insertarse la publicidad y los anuncios de televenta entre aquellas partes 
autónomas. 

2. En las emisiones o programas deportivos o de acontecimientos o 
espectáculos de estructura similar, que cuenten con intervalos de tiempo entre 
cada una de las partes que los compongan, sólo podrá insertarse la publicidad 
y los anuncios de televenta durante estos intervalos. 

Para las emisiones deportivas a las que no sea de aplicación lo dispuesto 
en el párrafo anterior, regirá la regla fijada en el párrafo primero del apartado 3, 
con la salvedad de que no podrán interrumpirse para emitir publicidad y 
anuncios de televenta en los momentos de máximo interés del acontecimiento 
retransmitido. 

Podrán insertarse, igualmente, publicidad y anuncios de televenta en las 
emisiones deportivas en aquellos momentos en que el desarrollo del 
acontecimiento retransmitido se encuentre detenido, siempre que esta 
detención tenga una duración programada. 

3. En los programas de naturaleza distinta a la de los señalados en los 
apartados anteriores, las interrupciones sucesivas para la inserción de 
publicidad y anuncios de televenta dentro de los programas deberán estar 
separadas por períodos de tiempo de veinte minutos como mínimo, sin 
perjuicio de lo que se dispone en los apartados siguientes. 

El lapso de tiempo que transcurra entre a emisión de la publicidad y la 
televenta anterior o posterior a un programa y las primeras o últimas 
interrupciones para insertar publicidad y anuncios de televenta dentro de aquel, 
podrá ser inferior a veinte minutos. 

Por una sola vez dentro de cada programa, el lapso de tiempo entre dos 
períodos dedicados a la publicidad y los anuncios de televenta podrá también 



ser inferior a veinte minutos, pero no menor a quince minutos, para respetar las 
pausas naturales del mismo. 

4. Las obras audiovisuales, como largometrajes cinematográficos, cuya 
duración programada de transmisión sea superior a cuarenta y cinco minutos, 
podrán ser interrumpidas una vez por cada período completo de cuarenta y 
cinco minutos, autorizándose, además, otra interrupción si la duración total 
programada de la transmisión excede al menos en veinte minutos de dos o 
más de los períodos temporales iniciales citados. Estas interrupciones deberán 
respetar la integridad y el valor de la obra, de la que no podrán omitirse los 
títulos de crédito. 

Se exceptúan de lo dispuesto en este apartado las series, seriales y 
emisiones de entretenimiento, a las cuales será de aplicación, en su caso, lo 
dispuesto en los restantes apartados de este artículo. 

5. Los programas informativos, documentales, religiosos e infantiles no 
podrán ser interrumpidos por la publicidad ni la televenta, salvo cuando su 
duración programada sea superior a treinta minutos, en cuyo caso se aplicará 
lo establecido en los apartados 1, 2 y 3 de este artículo. 

6. No podrá insertarse publicidad ni televenta en la emisión de servicios 
religiosos. 

7. Se entiende como duración programada, a los efectos de este artículo, 
el lapso de tiempo total de duración del programa u obra incluidos los espacios 
publicitarios existentes dentro de la obra o programa. 

8. Durante los períodos dedicados a la publicidad y a los anuncios de 
televenta, las condiciones técnicas de emisión de la señal deberán, en todo 
caso, respetar los parámetros establecidos en la norma técnica aplicable al 
medio de transmisión de que se trate. Los operadores habilitados, para la 
difusión de la señal de televisión deberán adoptar las medidas necesarias para 
que, en ningún caso, los procesos de tratamiento de las señales originarias 
produzcan en e telespectador un efecto de incremento sonoro notoriamente 
perceptible, respecto de la emisión inmediatamente anterior. 

Por orden del Ministro de Fomento, se podrán establecer nuevos 
parámetros técnicos a los que deberán ajustarse los servicios de difusión de 
televisión, con objeto de desarrollar lo dispuesto en el párrafo anterior. 

Artículo 13. Tiempo de emisión dedicado a la publicidad y a la televenta. 
 

1. El tiempo total dedicado a la emisión de publicidad en todas sus formas 
y a la televenta, con exclusión de los programas de televenta regulados en el 
apartado 3 de este artículo, no será superior al 20 % del tiempo diario de 
emisión. 

El tiempo de emisión dedicado a anuncios publicitarios no podrá superar 
el 15 % del tiempo total diario de emisión. 

2. Durante cada una de las horas naturales en que se divide el día, el 
tiempo de emisión dedicado a la publicidad en todas sus formas y a los 
anuncios de televenta, no podrá ser superior a diecisiete minutos. 

Respetando el límite anterior, el tiempo dedicado a los anuncios 
publicitarios y de televenta, excluida la autopromoción, no podrá superar los 
doce minutos durante el mismo período. 

3. Cada canal de televisión podrá dedicar hasta tres horas al día a la 
emisión de programas de televenta. Estos programas tendrán una duración 



mínima ininterrumpida de quince minutos y deberán identificarse como tales, 
con toda claridad, por medios ópticos o acústicos. 

El número máximo diario de programas de televenta, difundidos por un 
canal de televisión no dedicado exclusivamente a esta actividad, será de ocho. 

4. A efectos del presente artículo, no tendrán la consideración de 
publicidad los anuncios de servicio público o de carácter benéfico, difundidos 
gratuitamente, ni los realizados por el operador de televisión en relación con 
sus propios programas. 

Artículo 14. Canales de televenta y autopromoción.  
. Las limitaciones temporales impuestas a la televenta en el artículo 13 no 

serán de aplicación a los canales de televisión dedicados exclusivamente a 
esta actividad. 

Dichos canales podrán emitir publicidad en las condiciones y dentro de los 
límites establecidos en la presente Ley. Sin embargo, no les será de aplicación 
lo previsto en el apartado 2 del artículo 13. 

Para que les resulte de aplicación el régimen previsto en este apartado, 
los canales citados no podrán emitir programas distintos de los de televenta y 
publicidad. 

2. Las limitaciones temporales impuestas a la publicidad en el artículo 13, 
no serán de aplicación a la relativa a la promoción de productos o servicios del 
titular del canal, en los canales de televisión dedicados exclusivamente a ello. 

Dichos canales podrán emitir publicidad ajena, en las condiciones y dentro 
de los límites establecidos en la presente Ley para la publicidad en general. 

Para poder acogerse a lo dispuesto en este apartado, los canales a los 
que se refiere no podrán emitir programas distintos de los destinados a la 
autopromoción y a la publicidad por cuenta de terceros. 

3. El capítulo II de la presente Ley no resultará de aplicación a los canales 
de televisión regulados en los dos apartados anteriores. 

Artículo 15. Patrocinio televisivo.  
1. Los programas de televisión patrocinados deberán cumplir los 

requisitos siguientes: 
La acción de patrocinio y el patrocinador habrán de estar claramente 

identificados como tales mediante el nombre, el logotipo la marca, u otros 
signos distintivos de aquél, al principio, al final de su emisión, o en los dos 
momentos. 

La acción de patrocinio y el patrocinador podrán identificarse también en 
las interrupciones publicitarias, así como en el transcurso del programa 
patrocinado siempre que ello se haga de forma esporádica y sin perturbar el 
desarrollo del programa. 

Esta identificación no podrá incluir mensajes publicitarios destinados a 
promover de forma directa o expresa, la compra o contratación de productos o 
servicios del patrocinador o de un tercero. 

El contenido y la programación de una emisión patrocinada no podrán, en 
ningún caso, ser influidos por el patrocinador de tal forma que se atente contra 
la independencia editorial del operador de televisión, ni contener mensajes que 
inciten a la compra o contratación de sus productos o servicios o de los de un 
tercero, mediante referencias concretas de promoción a dichos productos o 
servicios, excepto durante los períodos dedicados a la publicidad y a la 
televenta regulados en los artículos 11 y 12. 



2. Los programas de televisión no podrán ser patrocinados por personas 
físicas o jurídicas cuya actividad principal sea la fabricación o la venta de 
productos o la realización de servicios cuya publicidad esté prohibida, de 
conformidad con lo dispuesto en los artículos 8 y 9 de esta Ley. No obstante, 
se autoriza el patrocinio de programas televisivos por parte de entidades que 
fabriquen, distribuyan o vendan medicamentos, productos sanitarios o 
tratamientos médicos, siempre que sólo se haga mención al nombre de la 
entidad patrocinadora, sin referencia a los productos o servicios que ofrezca. 

3. No podrán patrocinarse programas diarios sobre noticias ni de 
actualidad política. Tampoco serán patrocinables las partes en que puedan 
dividirse los referidos programas, salvo las dedicadas a información deportiva y 
meteorológica. 

4. Los períodos de tiempo dedicados a identificar el patrocinio televisivo, a 
los que se hace referencia en el apartado 1.a) de este artículo, no se 
cuantificarán a los efectos de los tiempos máximos de publicidad previstos en 
el artículo 13. 

CAPÍTULO IV. 
De la protección de los menores 
Artículo 16. Protección de los menores frente a la publicidad y la televenta. 

 
1. La publicidad por televisión no contendrá imágenes o mensajes que 

puedan perjudicar moral o físicamente a los menores. A este efecto, deberá 
respetar los siguientes principios: 

No deberá incitar directamente a tales menores a la compra de un 
producto o de un servicio explotando su inexperiencia o su credulidad, ni a que 
persuadan a sus padres o tutores, o a los padres o tutores de terceros, para 
que compren los productos o servicios de que se trate. 

En ningún caso, deberá explotar la especial confianza de los niños en sus 
padres, en profesores o en otras personas, tales como profesionales de 
programas infantiles o, eventualmente, en personajes de ficción. 

No podrá, sin un motivo justificado, presentar a los niños en situaciones 
peligrosas. 

En el caso de publicidad o de televenta de juguetes, éstas no deberán 
inducir a error sobre las características de los mismos, ni sobre su seguridad, ni 
tampoco sobre la capacidad y aptitudes necesarias en el niño para utilizar 
dichos juguetes sin producir daño para sí o a terceros. 

2. La televenta deberá respetar los requisitos que se prevén en el 
apartado 1 y, además, no incitará a los menores a adquirir o arrendar 
directamente productos y bienes o a contratar la prestación de servicios. 

Artículo 17. Protección de los menores frente a la programación.  
1. Las emisiones de televisión no incluirán programas ni escenas o 

mensajes de cualquier tipo que puedan perjudicar seriamente el desarrollo 
físico, mental o moral de los menores, ni programas que fomenten el odio, el 
desprecio o la discriminación por motivos de nacimiento, raza, sexo, religión, 
nacionalidad, opinión o cualquier otra circunstancia personal o social. 

2. La emisión de programas susceptibles de perjudicar el desarrollo físico, 
mental o moral de los menores sólo podrá realizarse entre las veintidós horas 
del día y las seis horas del día siguiente, y deberá ser objeto de advertencia 
sobre su con tenido por medios acústicos y ópticos. 



Cuando tales programas se emitan sin codificar, deberán ser identificados 
mediante la presencia de un símbolo visual durante toda su duración. 

Lo aquí dispuesto será también de aplicación a las emisiones dedicadas a 
la publicidad, a la televenta y a la promoción de la propia programación. 

3. Al comienzo de la emisión de cada programa de televisión y al 
reanudarse la misma, después de cada interrupción para insertar publicidad y 
anuncios de televenta, una advertencia, realizada por medios ópticos y 
acústicos, y que contendrá una calificación orientativa, informará a los 
espectadores de su mayor o menor idoneidad para los menores de edad. 

En el caso de películas cinematográficas esta calificación será la que 
hayan recibido para su difusión en salas de cine o en el mercado del vídeo, de 
acuerdo con su regulación específica. Ello se entiende sin perjuicio de que los 
operadores de televisión puedan completar la calificación con indicaciones más 
detalladas para mejor información de los padres o responsables de los 
menores. En los restantes programas, corresponderá a los operadores, 
individualmente o de manera coordinada, la calificación de sus emisiones. 

En el supuesto de que en el plazo de tres meses desde la entrada en 
vigor de la Ley, los operadores de televisión no se hubieran puesto de acuerdo 
respecto de un sistema uniforme de presentación de estas calificaciones, el 
Gobierno dictará las normas precisas para asegurar su funcionamiento. 

4. En las emisiones realizadas por operadores de televisión bajo 
jurisdicción española, habrán de respetarse, en todo caso, los preceptos 
constitucionales. 

CAPÍTULO V. 
Del régimen sancionador 
Artículo 18. Derecho a la información.  
De acuerdo con lo previsto en el artículo 2.1.d) de la Ley 26/1984, de 19 

de julio, General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios, constituye 
un derecho de los telespectadores, en cuanto usuarios, el conocer, con 
antelación suficiente la programación de televisión, incluidas las películas 
cinematográficas y la retransmisión de espectáculos. El Gobierno y los órganos 
competentes de las Comunidades Autónomas, en sus respectivos ámbitos 
competenciales, desarrollaren reglamentariamente el procedimiento para hacer 
efectivo este derecho. 

Sólo serán posibles las modificaciones en la programación anunciada que 
sean consecuencia de sucesos ajenos a la voluntad del operador de televisión 
y que no hubieran podido ser razonablemente previstas, en el momento de 
hacerse pública su programación. 

  
CAPÍTULO VI. 
Del régimen sancionador. 
Artículo 19. Sujetos pasivos y competencias de control y sanción.  
1. El régimen sancionador establecido en este capítulo, será de aplicación 

a los operadores públicos o privados de televisión a los que se refieren los 
apartados 1, 2 y 3 del artículo 2 de la presente Ley. 

2. Las Comunidades Autónomas ejercerán el control y la inspección para 
garantizar el cumplimiento de lo previsto en esta Ley y, en su caso, tramitarán 
los correspondientes procedimientos sancionadores e impondrán las oportunas 
sanciones en relación con los servicios de televisión cuyos ámbitos de 
cobertura, cualquiera que sea el medio de transmisión empleado, no 



sobrepasen sus respectivos límites territoriales. También serán competentes en 
relación con los servicios de televisión cuya prestación se realice directamente 
por ellas o por entidades a las que hayan conferido un título habilitante dentro 
del correspondiente ámbito autonómico. 

Corresponden al Estado las competencias para garantizar el cumplimiento 
de las disposiciones de esta Ley, en los restantes servicios de televisión. 

Las funciones de inspección y control, en el caso de los servicios de 
televisión contemplados en el párrafo anterior, se ejercerán por el Ministerio de 
Fomento. En este supuesto, la imposición de las sanciones por el 
incumplimiento de lo dispuesto en esta Ley, corresponderá, en el caso de 
infracciones graves, al Ministro de Fomento y en el de infracciones muy graves, 
al Consejo de Ministros, a propuesta de aquél. 

3. Los órganos competentes para la inspección y el control podrán 
requerir de los operadores públicos o privados los datos que estimen 
necesarios para el ejercicio de sus funciones. 

A estos efectos, todos los operadores de televisión deberán archivar 
durante un plazo de seis meses a contar desde la fecha de su primera emisión, 
todos los programas emitidos, incluidas la publicidad y la televenta, y registrar 
los datos relativos a tales programas. 

La información así obtenida será confidencial, y no podrá utilizarse para 
fines distintos a los previstos en esta Ley. 

4. Cuando un tercero, incluidos los nacionales de otros Estados miembros 
de la Unión Europea, se considere perjudicado por el presunto incumplimiento 
por parte de un operador de televisión de alguna de las obligaciones previstas 
en esta Ley, podrá presentar denuncia motivada ante el órgano competente 
para la inspección y control de la entidad supuestamente infractora, el cual, tras 
la instrucción del correspondiente expediente, elevará, en su caso, propuesta 
razonada de resolución al órgano competente para la imposición de las 
correspondientes sanciones. 

La resolución que adopte este órgano pondrá fin a la vía administrativa. 
Artículo 20. Infracciones y sanciones.  
1. La potestad sancionadora regulada en esta Ley se ejercerá de 

conformidad con los principios establecidos en el Título IX de la Ley 30/1992, 
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común. 

2. Se considerará infracción grave, la contravención de las obligaciones y 
prohibiciones establecidas en los artículos 5, 6, 8 a 16, 17.2 y 3, 18, 19.3 y en 
la disposición adicional quinta de esta Ley. 

Se considerará infracción muy grave, la contravención de las obligaciones 
y prohibiciones impuestas en los apartados 1 y 4 del artículo 17 y en la 
disposición adicional segunda de esta Ley. 

Igualmente, se considerará infracción muy grave la comisión, en el plazo 
de un año, de dos o más infracciones graves sancionadas con carácter 
definitivo. 

3. Las infracciones graves a lo previsto en la presente Ley serán 
sancionadas con multa de hasta 50.000.000 de pesetas y las muy graves con 
multa desde 50.000.001 pesetas hasta 100.000.000 de pesetas. 

Las infracciones muy graves al apartado número 1 del artículo 17, en 
razón de sus circunstancias, podrán dar lugar a la suspensión de eficacia del 



título habilitante para la prestación del servicio de televisión y, en caso de 
reiteración, a la revocación del mismo. 

En todo caso, la cuantía de la sanción que se imponga, dentro de los 
límites indicados, se graduará teniendo en cuenta, además de lo previsto en el 
artículo 131.3 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de 
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, lo 
siguiente: 

La repercusión social de la infracción 
El beneficio que haya reportado al infractor la conducta sancionada 
La gravedad del incumplimiento. 
CAPÍTULO VII.  
De la acción de cesación. 
Artículo 21. Solicitud previa al ejercicio de la acción de cesación. 
1. Cuando cualquier persona física o jurídica infrinja lo establecido en la 

presente Ley, lesionando los intereses colectivos o difusos de los 
consumidores y usuarios, podrán solicitar a dicha persona que cese en su 
comportamiento ilícito: 

a. El Instituto Nacional del Consumo y los órganos o entidades 
correspondientes de las Comunidades Autónomas y de las Corporaciones 
locales competentes en materia de defensa de los consumidores.  

b. Las asociaciones de consumidores y usuarios que reúnan los 
requisitos establecidos en la Ley 26/1984, de 19 de julio, General para la 
Defensa de los Consumidores y Usuarios, o, en su caso, en la legislación 
autonómica en materia de defensa de los consumidores.  

c. Las entidades de otros Estados miembros de la Comunidad 
Europea a las que alude el artículo 22.  

d. Los titulares de un derecho o de un interés legítimo.  
2. La solicitud se hará por escrito, en forma que permita tener constancia 

fehaciente de su fecha, de su recepción y de su contenido. 
3. La cesación podrá ser solicitada desde el comienzo hasta el fin del 

comportamiento ilícito. 
4. Dentro de los quince días siguientes a la recepción de la solicitud, el 

requerido comunicará al requirente en forma fehaciente su voluntad de cesar 
en dicho comportamiento y procederá efectivamente a dicha cesación. 

5. En los casos de silencio o negativa, o cuando no hubiera tenido lugar la 
cesación, el requirente, previa justificación de haber efectuado la solicitud de 
cesación, podrá ejercitar la acción prevista en el artículo siguiente. 

Artículo 22. Acción de cesación. 
1. Podrá ejercitarse la acción de cesación contra las conductas contrarias 

a la presente Ley que lesionen los intereses tanto colectivos como difusos de 
los consumidores y usuarios, sin necesidad de haber cumplido lo establecido 
en el artículo anterior. 

2. La acción de cesación se dirige a obtener una sentencia que condene 
al demandado a cesar en la conducta contraria a la presente Ley y a prohibir su 
reiteración futura. Así mismo, la acción podrá ejercerse para prohibir la 
realización de una conducta cuando ésta haya finalizado al tiempo de ejercitar 
la acción, si existen indicios suficientes que hagan temer su reiteración de 
modo inmediato. 

3. Estarán legitimados para ejercitar la acción de cesación: 



a. El Instituto Nacional del Consumo y los órganos o entidades 
correspondientes de las Comunidades Autónomas y de las Corporaciones 
locales competentes en materia de defensa de los consumidores.  

b. Las asociaciones de consumidores y usuarios que reúnan los 
requisitos establecidos en la Ley 26/1984, de 19 de julio, General para la 
Defensa de los Consumidores y Usuarios, o, en su caso, en la legislación 
autonómica en materia de defensa de los consumidores.  

c. El Ministerio Fiscal.  
d. Las entidades de otros Estados miembros de la Comunidad 

Europea constituidas para la protección de los intereses colectivos y de los 
intereses difusos de los consumidores que estén habilitadas mediante su 
inclusión en la lista publicada a tal fin en el Diario Oficial de las Comunidades 
Europeas.  

Los Jueces y Tribunales aceptarán dicha lista como prueba de la 
capacidad de la entidad habilitada para ser parte, sin perjuicio de examinar si la 
finalidad de la misma y los intereses afectados legitiman el ejercicio de la 
acción.  

e. Los titulares de un derecho o de un interés legítimo.  
Todas las entidades citadas en este artículo podrán personarse en los 

procesos promovidos por otra cualquiera de ellas, si lo estiman oportuno para 
la defensa de los intereses que representan. 

DISPOSICIONES ADICIONALES 
Primera. Requerimientos de información.  
Las Comunidades Autónomas deberán remitir al Gobierno, a su 

requerimiento, los datos que resulten necesarios para informar a la Comisión 
Europea del grado de cumplimiento de lo dispuesto en los artículos 5 y 6 de 
esta Ley por parte de los servicios de televisión respecto de los que tengan 
competencia, de acuerdo con lo previsto en el apartado 2 del artículo 19 de 
esta Ley. 

En el caso de que de los datos se desprenda la existencia de 
incumplimientos por parte de operadores de televisión, el órgano competente 
del Estado y de las Comunidades Autónomas indicarán, dentro de sus 
respectivas competencias, las medidas adoptadas para corregirlos. 

Segunda. Ejercicio de los derechos exclusivos.  
Ningún operador de televisión podrá ejercer los derechos exclusivos de 

retransmisión de eventos que haya adquirido con posterioridad al 30 de julio de 
1997, de manera que restrinja los derechos de una parte sustancial del público 
de otro Estado miembro de la Unión Europea a su libre acceso por televisión, 
cuando hayan sido considerados de, interés general en dicho Estado. Estos 
derechos tendrán el alcance y el contenido que les reconozca la Comisión 
Europea, mediante cualquier acto o resolución publicado en el Diario Oficial de 
las Comunidades Europeas. 

Tercera. Promoción de la autorregulación.  
Con independencia de lo previsto en el capítulo VI de esta Ley los 

poderes públicos promoverán el desarrollo de organizaciones de 
autorregulación del sector, pudiendo acudir, también, a ellas cualesquiera 
personas o entidades que se consideren perjudicadas. 

Cuarta. Medidas adicionales de protección a la juventud y a la infancia.  
En la medida que el desarrollo tecnológico lo permita, el Gobierno, para la 

mejor protección de la juventud y de la infancia, podrá establecer la obligación 



de que los receptores incorporen mecanismos automáticos de desconexión y 
exigir a los servicios de televisión que incluyan en sus emisiones los códigos 
que permitan activar dichos mecanismos, a voluntad del receptor. 

Quinta. Obligaciones complementarias de información.  
Los operadores de servicios de acceso condicional o de redes de 

telecomunicaciones habilitados para prestar el servicio de difusión de televisión 
y, en general, todos aquellos que dispongan de título habilitante para la 
prestación del servicio de difusión de televisión, informarán preceptivamente 
sobre las características de cada uno de los canales de televisión que ofrezcan, 
identificando si dichos canales son propios o han sido suministrados por un 
tercero y, en este último caso, el responsable editorial de los mismos. Se 
informará, igualmente, de si se trata de la retransmisión de un canal cuya 
emisión primaria se está realizando por otra vía, indicando, en ese caso, si el 
responsable editorial del mismo se encuentra o no bajo la jurisdicción de un 
Estado miembro de la Unión Europea. 

Esta información deberá actualizarse en cada momento y será remitida al 
órgano administrativo que tiene atribuidas las competencias de inspección y 
control previstas en esta Ley. 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS  
Primera. Plazo de reserva de obra europea. 
La reserva establecida en el número 1 del artículo 5 para la difusión de 

obras europeas podrá alcanzarse por las entidades de televisión de forma 
gradual, de manera que al término del cuarto año contado a partir de la entrada 
en vigor de esta Ley o, en su caso, del comienzo de las emisiones, la reserva 
alcance el 40 por 100 del tiempo de emisión. No obstante, será preciso cubrir 
tal porcentaje gradualmente. 

Transcurrido el señalado plazo, la reserva deberá incrementarse 
anualmente hasta alcanzar la proporción de reserva determinada en el artículo 
5.1. 

Segunda. Plazo para reserva de producción independiente. 
La reserva establecida en el artículo 6 podrá alcanzarse de forma 

progresiva. A tal efecto, las entidades que presten el servicio público de 
televisión, constituidas antes de 1989, podrán mantener en el año de entrada 
en vigor de esta Ley la proporción de emisión de obras europeas comprobada 
por cada uno de ellos durante 1988, debiendo incrementar anualmente la 
reserva de emisión de tales obras hasta el logro de la proporción exigida en el 
citado artículo 6, en un máximo de cuatro años. 

Los organismos o entidades constituidos después del 31 de diciembre de 
1988 tomarán como año de referencia a los efectos del párrafo anterior el año 
de su constitución. 

Tercera. Período transitorio para interrupciones publicitarias. 
Las previsiones contenidas en el número 1 del artículo 13 comenzarán a 

aplicarse transcurridos seis meses desde la entrada en vigor de la presente 
Ley. 

Las previsiones contenidas en los números 2, 3 y 4 del citado artículo 
comenzarán a aplicarse transcurridos doce meses a contar desde la entrada en 
vigor de esta Ley. 

DISPOSICIÓN DEROGATORIA ÚNICA. 



Quedan derogados los apartados 3 y 4 del artículo 14 y el artículo 15 de la 
Ley 10/1988, de 3 de mayo, de Televisión Privada, y cuantas normas de igual o 
inferior rango se opongan a lo establecido en esta Ley. 

DISPOSICIONES FINALES  
Primera. Fundamento constitucional. 
Esta Ley se dicta al amparo de lo establecido por el artículo 149.1, 1., 21. 

y 27. de la Constitución, teniendo, por tanto, el carácter de norma básica. 
Segunda. Habilitaciones al Gobierno.  
1. Sin perjuicio de las obligaciones internacionales contraídas por España, 

se faculta al Gobierno para establecer, por vía reglamentaria, las medidas 
necesarias que garanticen que las emisiones de los operadores de televisión 
que no esten bajo la jurisdicción de ningún Estado miembro de la Unión 
Europea y puedan ser recibidas en territorio español, no resulten contrarias a lo 
dispuesto en el artículo 16 y en los apartados 1 y 2 del artículo 17. 

A efectos de lo previsto en el segundo párrafo del artículo 4, en el 
supuesto de recepción en España de emisiones de un operador de televisión 
bajo la jurisdicción de otro Estado miembro de la Unión Europea, si se 
detectara una posible infracción de lo dispuesto en los apartados 1 y 2 del 
artículo 17 de esta Ley, el Ministerio de Fomento abrirá expediente informativo 
para comprobar los hechos. Si, de las diligencias efectuadas, se dedujere que 
se ha producido una infracción manifiesta y grave de lo dispuesto en los 
apartados citados, se cursará notificación al operador extranjero, dando 
traslado de la misma al Estado miembro de la Unión Europea bajo cuya 
jurisdicción se encuentre y a los servicios correspondientes de la Comisión 
Europea. 

2. El Gobierno dictará las disposiciones que sean necesarias para el 
desarrollo y aplicación de esta Ley. 

3. Las cuantías señaladas en el primer párrafo del apartado 2 del artículo 
20, serán actualizadas periódicamente por el Gobierno teniendo en cuenta la 
variación de los índices de precios al consumo. 

4. La presente Ley entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el 
Boletín Oficial del Estado. 

  
Por tanto, mando a todos los españoles, particulares y autoridades que 

guarden y hagan guardar esta Ley. 
Madrid, 12 de julio de 1994. 
- Juan Carlos R. - 
  
El Presidente del Gobierno, 
FELIPE GONZÁLEZ MÁRQUEZ 
 
 
Clasificación contenidos estatal (RD 2002) 
REAL DECRETO 410/2002, DE 3 DE MAYO, POR EL QUE SE 

DESARROLLA EL APARTADO 3 DEL ARTÍCULO 17 DE LA LEY 25/1994, 
DE 12 DE JULIO, MODIFICADA POR LA LEY 22/1999, DE 7 DE JUNIO, Y SE 
ESTABLECEN CRITERIOS UNIFORMES DE CLASIFICACIÓN Y 
SEÑALIZACIÓN PARA LOS PROGRAMAS DE TELEVISIÓN.  

(BOE nº 123, de 23 de mayo de 2002) 
• PREÁMBULO  



• ARTÍCULO 1. ÁMBITO DE APLICACIÓN.  
• ARTÍCULO 2. CALIFICACIÓN DE LOS PROGRAMAS.  
• ARTÍCULO 3. CÓDIGO DE SEÑALES ÓPTICAS.  
• ARTÍCULO 4. CARACTERÍSTICAS TÉCNICAS DE LA SEÑAL ÓPTICA.  
• ARTÍCULO 5. ADVERTENCIA ACÚSTICA.  
• ARTÍCULO 6. INFORMACIÓN ADICIONAL POR LOS OPERADORES 

DE TELEVISIÓN.  
• DISPOSICIONES FINALES  
 PRIMERA. FUNDAMENTO CONSTITUCIONAL.  
 SEGUNDA. ENTRADA EN VIGOR.  
El apartado 3 del artículo 17 de la Ley 25/1994, de 12 de julio, por la que 

se incorpora al ordenamiento jurídico español la Directiva 89/552/CEE, sobre la 
coordinación de disposiciones legales, reglamentarias y administrativas de los 
Estados miembros relativas al ejercicio de actividades de radiodifusión 
televisiva, modificado por la Ley 22/1999, de 7 de junio, establece que al 
comienzo de la emisión de cada programa de televisión y al reanudarse la 
misma, después de cada interrupción para insertar publicidad y anuncios de 
televenta, una advertencia, realizada por medios ópticos y acústicos, y que 
contendrá una calificación orientativa, informará a los espectadores de su 
mayor o menor idoneidad para los menores de edad. 

En el caso de películas cinematográficas esta calificación será la que 
hayan recibido para su difusión en salas de cine o en el mercado del vídeo, de 
acuerdo con su regulación específica. Ello se entiende sin perjuicio de que los 
operadores de televisión puedan completar la calificación con indicaciones más 
detalladas para mejor información de los padres o responsables de los 
menores. En los restantes programas, corresponderá a los operadores, 
individualmente o de manera coordinada, la calificación de sus emisiones. 

En el supuesto de que en el plazo de tres meses desde la entrada en 
vigor de la Ley, los operadores de televisión no se hubieran puesto de acuerdo 
respecto de un sistema uniforme de presentación de estas calificaciones, el 
Gobierno dictará las normas precisas para asegurar su funcionamiento. 

El día 21 de octubre de 1999, diversos operadores de televisión, entre los 
que se encontraban todas las televisiones públicas y privadas de ámbito 
nacional y la mayoría de las televisiones públicas autonómicas, firmaron, en 
presencia del Secretario general de Comunicaciones, un convenio por el que 
se establece un sistema uniforme de señalización de la clasificación de 
programas de televisión. 

Por dicho convenio, los operadores firmantes se comprometían a utilizar 
una misma clasificación orientativa por edades y establecían un código de 
señales visuales y sonoras, fijando unos parámetros mínimos para su 
inteligibilidad, sin perjuicio de que los operadores pudieran proporcionar 
información adicional destinada a los padres o responsables de los menores. 

Transcurridos más de dos años desde la firma de aquel convenio, se ha 
comprobado que, pese a los esfuerzos de los operadores inicialmente 
adheridos al mismo y de la propia Administración para lograr la aceptación y 
aplicación generalizada de los criterios adoptados en aquel, existen operadores 
que no se han adherido al mismo, ni formal ni prácticamente, no aplicando total 
o parcialmente el sistema de señales uniforme establecido voluntariamente, de 
forma que se de el caso de que, mientras la mayoría de los operadores de 
televisión y, en particular, los de mayor audiencia, estén cumpliendo lo previsto 



en el apartado 3 del artículo 17 de la Ley, ciertos operadores, al amparo del 
carácter voluntario del convenio de autorregulación firmado por los restantes, 
pueden sustraerse del cumplimiento de las citadas obligaciones, con el 
evidente perjuicio de los intereses protegidos por la norma, que no eran otros 
que asegurar a padres y responsables una información orientativa sobre la 
idoneidad de los programas de televisión para los menores. 

Con objeto de salvar esta situación y ante la imposibilidad de imponer una 
autorregulación que es por esencia voluntaria, se hace necesaria la 
intervención del Gobierno prevista en el último párrafo del apartado 3 del 
artículo 17 ya citado, en orden a dictar las normas precisas para asegurar el 
funcionamiento de un sistema de señales uniforme para orientación de la 
infancia que será de aplicación, por obligación legal, en todos los servicios de 
televisión, tal como se expresa en el artículo 1. 

No obstante, desde el respeto al principio de autorregulación recogido en 
la disposición adicional tercera de la Ley 25/1994, modificada por la Ley 
22/1999, con objeto de aprovechar la experiencia del convenio, los artículos 2, 
3, 4 y 5 del presente Real Decreto recogen en su textualidad los criterios de 
clasificación y señalización adoptados en el convenio de autorregulación, que, 
de esta forma, se hacen aplicables a todos los operadores. 

El artículo 6, por su parte, aclara que la señalización establecida tiene el 
carácter de mínima, de forma que la misma será compatible con la que cada 
operador pueda decidir ofrecer con carácter complementario. 

El presente Real Decreto tiene el carácter de norma básica, debiendo 
entenderse que el sistema establecido posee un carácter de mínimo, 
confiriendo plena libertad a las Comunidades Autónomas para obligar a los 
operadores bajo su competencia a complementar la información que se exige 
con carácter nacional con aquellas otras informaciones adicionales que mejor 
puedan coadyuvar a alcanzar el objetivo perseguido por la Ley. 

Con objeto de permitir a los operadores de televisión que realicen las 
adaptaciones técnicas precisas para poder cumplir lo previsto en este Real 
Decreto, se demora la entrada en vigor del mismo durante treinta días desde su 
publicación en el Boletín Oficial del Estado. 

En su virtud, a propuesta de la Ministra de Ciencia y Tecnología, de 
acuerdo con el Consejo de Estado y previa deliberación del Consejo de 
Ministros en su reunión del día 3 de mayo de 2002, dispongo: 

Artículo 1. Ámbito de aplicación. 
Lo dispuesto en el presente Real Decreto es de aplicación a todos los 

servicios de televisión de los que sean responsables operadores de televisión 
bajo jurisdicción española, de acuerdo con lo previsto en los apartados 1, 2 y 3 
del artículo 2 de la Ley 25/1994, de 12 de julio, por la que se incorpora al 
ordenamiento jurídico español la Directiva 89/552/CEE, sobre la coordinación 
de disposiciones legales, reglamentarias y administrativas de los Estados 
miembros relativas al ejercicio de actividades de radiodifusión televisiva, 
modificada por la Ley 22/1999, de 7 de junio, exceptuados aquellos a los que 
sea de aplicación lo dispuesto en el apartado 4 del citado artículo. 

Artículo 2. Calificación de los programas. 
Al comienzo de la emisión de cada programa de televisión y al reanudarse 

la misma, después de cada interrupción para insertar publicidad y anuncios de 
televenta, una advertencia, realizada por medios ópticos y acústicos, informará 



a los espectadores de su mayor o menor idoneidad para los menores de edad, 
de acuerdo con las siguientes calificaciones orientadoras: 

1. Especialmente recomendada para la infancia (opcional).  
2. Para todos los públicos.  
3. No recomendada para menores de siete años.  
4. No recomendada para menores de trece años.  
5. No recomendada para menores de dieciocho años.  
6. Programa X.  
Artículo 3. Código de señales ópticas. 
Se establece el siguiente código de señales visuales asociado a la 

anterior clasificación: 
1. Símbolo de color verde: especialmente recomendado para la 

infancia.  
2. Ausencia de símbolo: para todos los públicos.  
3. Símbolo de color amarillo, dentro del cual aparece la cifra 7: no 

recomendado para menores de siete años.  
4. Símbolo de color amarillo, dentro del cual aparece la cifra 13: no 

recomendado para menores de trece años.  
5. Símbolo de color rojo, dentro del cual aparece la cifra 18: no 

recomendado para menores de dieciocho años.  
6. Símbolo de color rojo, dentro del cual aparece la letra X: programa 

o película X.  
Artículo 4. Características técnicas de la señal óptica. 
1. La forma y tamaño del icono que contenga el símbolo gráfico soporte 

de la información (color y cifra o letra) podrán ser decididos por cada operador 
de televisión de acuerdo con sus necesidades de diseño e imagen corporativa, 
siempre que aparezca en la pantalla de manera suficientemente perceptible 
para el telespectador medio y que las cifras o letras inscritas en su Interior sean 
perfectamente legibles. 

2. El símbolo gráfico permanecerá en pantalla al menos durante cinco 
segundos, al comienzo de la emisión de cada programa de televisión y al 
reanudarse ésta, después de cada interrupción para insertar publicidad y 
anuncios de televenta. 

Artículo 5. Advertencia acústica. 
Se establecen como medios acústicos de advertencia los siguientes: 
1. Ausencia de señal sonora: en todos los programas cuya 

clasificación los haga aceptables para menores de dieciocho años.  
2. Una señal sonora, homogénea para todos los operadores de 

televisión y de un segundo de duración, coincidente con el inicio de la emisión 
del símbolo gráfico: en todos los programas cuya clasificación no los haga 
recomendables para menores de dieciocho años o en programas o películas X.  

La señal sonora a utilizar será la que para este fin se encuentra 
depositada en la Secretaría de Estado de Telecomunicaciones y para la 
Sociedad de la Información. 

Artículo 6. Información adicional por los operadores de televisión. 
Los criterios de clasificación y señalización establecidos en este Real 

Decreto tienen el carácter de mínimos, por lo que no excluyen la posibilidad de 
que los operadores de televisión, de manera individual, puedan proporcionar 
información adicional destinada a los padres o responsables de los menores, o 



sistemas de control parental, siempre que respeten los citados criterios 
mínimos. 

DISPOSICIÓN FINAL  
Primera. Fundamento constitucional. 
Lo dispuesto en el presente Real Decreto tiene carácter de norma básica 

dictada al amparo del artículo 149.1.27 de la Constitución. 
Segunda. Entrada en vigor. 
El presente Real Decreto entrará en vigor transcurrido un mes desde su 

publicación en el Boletín Oficial del Estado. 
Dado en Madrid a 3 de mayo de 2002. 
- Juan Carlos R. - 
  
La Ministra de Ciencia y Tecnología, 
Anna M. Birulés i Bertran. 



 
Reglamento servicio de difusión de radio y televisión por cable 
 
REAL DECRETO 920/2006, DE 28 DE JULIO, POR EL QUE SE 

APRUEBA EL REGLAMENTO GENERAL DE PRESTACIÓN DEL SERVICIO 
DE DIFUSIÓN DE RADIO Y TELEVISIÓN POR CABLE. 

(BOE nº 210, de 2 de septiembre de 2006; corrección de errores BOE nº 
268, 9-11-2006)  

• ARTÍCULO ÚNICO. APROBACIÓN DEL REGLAMENTO GENERAL DE 
PRESTACIÓN DEL SERVICIO DE RADIO Y TELEVISIÓN POR CABLE.  

• DISPOSICIONES ADICIONALES  
 PRIMERA. OBLIGACIONES DE TRANSMISIÓN.  
 SEGUNDA. EXTENSIÓN DE LA COBERTURA DE LA 

TELEVISIÓN DIGITAL TERRESTRE.  
• DISPOSICIÓN DEROGATORIA ÚNICA. DEROGACIÓN NORMATIVA.  
• DISPOSICIONES FINALES  
 PRIMERA. MODIFICACIÓN DEL REGLAMENTO QUE REGULA 

EL DERECHO DE LOS USUARIOS DEL SERVICIO DE TELEVISIÓN A SER 
INFORMADOS DE LA PROGRAMACIÓN A EMITIR, Y SE DESARROLLAN 
OTROS ARTÍCULOS DE LA LEY 25/1994, DE 12 DE JULIO, MODIFICADA 
POR LEY 22/1999, DE 7 DE JUNIO, APROBADO POR EL REAL DECRETO 
1462/1999, DE 17 DE SEPTIEMBRE.  

 SEGUNDA. MODIFICACIÓN DEL REAL DECRETO 944/2005, 
DE 29 DE JULIO, POR EL QUE SE APRUEBA EL PLAN TÉCNICO 
NACIONAL DE LA TELEVISIÓN DIGITAL TERRESTRE.  

 TERCERA. DESARROLLO REGLAMENTARIO Y APLICACIÓN.  
 CUARTA. TÍTULO COMPETENCIAL.  
 QUINTA. ENTRADA EN VIGOR.  
• REGLAMENTO GENERAL DE PRESTACIÓN DEL SERVICIO DE 

RADIO Y TELEVISIÓN POR CABLE.  
 CAPÍTULO I. DISPOSICIONES GENERALES.  
• ARTÍCULO 1. OBJETO.  
• ARTÍCULO 2. FORMA DE PRESTACIÓN DEL SERVICIO 

DE RADIO Y TELEVISIÓN POR CABLE.  
• ARTÍCULO 3. RÉGIMEN JURÍDICO.  
• ARTÍCULO 4. TÍTULOS HABILITANTES.  
• ARTÍCULO 5. REPARTO COMPETENCIAL.  
 CAPÍTULO II. AUTORIZACIONES.  
• ARTÍCULO 6. REQUISITOS PARA SER TITULAR DE 

UNA AUTORIZACIÓN.  
• ARTÍCULO 7. PROCEDIMIENTO PARA OTORGAR LAS 

AUTORIZACIONES.  
• ARTÍCULO 8. DURACIÓN, TRANSMISIÓN Y 

CANCELACIÓN DE LA AUTORIZACIÓN.  
• ARTÍCULO 9. REGISTRO.  
 CAPÍTULO III. OBLIGACIONES.  
• ARTÍCULO 10. OBLIGACIONES.  
• ARTÍCULO 11. OFERTA DE CANALES.  
• ARTÍCULO 12. PROTECCIÓN DE MENORES Y OTRAS 

MEDIDAS DE ACCESO.  



• ARTÍCULO 13. OBLIGACIONES ADMINISTRATIVAS.  
• ARTÍCULO 14. DIFUSIÓN DE CANALES DE 

OPERADORES INDEPENDIENTES.  
 CAPÍTULO IV. REGISTRO ESTATAL DE AUTORIZACIONES 

PARA LA PRESTACIÓN DEL SERVICIO DE DIFUSIÓN DE RADIO Y 
TELEVISIÓN POR CABLE.  

• ARTÍCULO 15. OBJETO DEL REGISTRO.  
• ARTÍCULO 16. ACCESO AL REGISTRO Y EXPEDICIÓN 

DE CERTIFICACIONES.  
• ARTÍCULO 17. ESTRUCTURA DEL REGISTRO.  
• ARTÍCULO 18. INSCRIPCIÓN EN EL REGISTRO.  
 
 DISPOSICIONES TRANSITORIAS  
• PRIMERA. RÉGIMEN TRANSITORIO DE LAS 

OBLIGACIONES DE DIFUSIÓN.  
• SEGUNDA. REQUERIMIENTO PARA AMPLIAR LA 

INFORMACIÓN REGISTRAL.  
• TERCERA. INCORPORACIÓN DE FACILIDADES DE 

TRANSMISIÓN A LAS REDES DE CABLE.  
El marco general de las telecomunicaciones en España quedó constituido 

en 1987 por la Ley 31/1987, de 18 de diciembre, de Ordenación de las 
Telecomunicaciones, cuyo artículo 1 se refería someramente a las 
comunicaciones mediante cable y radiocomunicación. 

Las necesidades de desarrollo de este tipo de tecnología requirieron la 
aprobación de una ley específica, la Ley 42/1995, de 22 de diciembre, de las 
telecomunicaciones por cable, que vino a configurar de forma más detallada el 
marco legal aplicable a este sector de los servicios de telecomunicación, 
estableciendo unas normas de rango legal que regulaban, por primera vez en 
España, la prestación conjunta de servicios de telecomunicación y 
audiovisuales a través de las nuevas tecnologías del cable. La Ley 42/1995, de 
22 de diciembre, definía el servicio de telecomunicaciones por cable como un 
servicio público de titularidad estatal y determinaba que el título para prestarlo 
se obtendría mediante concurso público. A su vez la concesión del título para la 
prestación del servicio de telecomunicaciones llevaba aneja la concesión para 
la prestación del servicio público de televisión por cable. 

En su disposición transitoria tercera ordenaba al Gobierno la aprobación 
del correspondiente reglamento técnico y de prestación del servicio, que se 
llevó a cabo mediante el Real Decreto 2066/1996, de 13 de septiembre. 

La Ley 42/1995, de 22 de diciembre, de las telecomunicaciones por cable, 
fue derogada por la Ley 11/1998, de 24 de abril, General de 
Telecomunicaciones, a excepción de lo dispuesto para el régimen del servicio 
de difusión de televisión. En especial, según se señalaba en su disposición 
derogatoria, mantenían su vigencia el artículo 9.2, primer párrafo; el artículo 10; 
el artículo 11.1, e, f y g, el artículo 12, y los apartados 1 y 2 de la disposición 
adicional tercera de la referida Ley de telecomunicaciones por cable. 

El nuevo régimen obligó a transformar las anteriores concesiones en dos 
títulos habilitantes de características muy diferentes, uno de 
telecomunicaciones, que habilitaba para prestar servicios en este ámbito en un 
contexto ampliamente liberalizado, y otro de televisión, consistente en una 



concesión administrativa para la prestación de un servicio público mediante 
gestión indirecta. 

Durante los casi cinco años de vigencia de la Ley 11/1998, de 24 de abril, 
ello dio lugar al mantenimiento de una situación singular en la que la 
liberalización de las telecomunicaciones por cable se producía en paralelo al 
mantenimiento de las restricciones para prestar el servicio de difusión de 
televisión, restringido a aquéllos que hubieran obtenido la concesión para la 
gestión indirecta del servicio público en el correspondiente concurso. 

Finalmente, la Ley de las telecomunicaciones por cable fue derogada en 
su totalidad por la Ley 32/2003, de 3 de noviembre, General de 
Telecomunicaciones, que, en su disposición adicional décima, declaraba 
plenamente liberalizada la prestación del servicio de difusión de televisión por 
cable que dejaba de ser servicio público, si bien la disposición transitoria 
décima aplazaba la entrada en vigor de dicha liberalización hasta el 31 de 
diciembre de 2009. 

La misma disposición adicional décima disponía que el servicio se 
prestaría en régimen de libre competencia en las condiciones que se 
establecieran por el Gobierno mediante reglamento, que establecerá las 
obligaciones de los titulares de las autorizaciones. 

La Ley 10/2005, de 14 de junio, de Medidas Urgentes para el Impulso de 
la Televisión Digital Terrestre, de Liberalización de la Televisión por Cable y de 
Fomento del Pluralismo ha modificado la disposición transitoria décima de la 
citada Ley 32/2003, de 3 de noviembre, supeditando la entrada en vigor de la 
liberalización, no al cumplimiento de un plazo, sino a la publicación del 
Reglamento al que se refería la disposición adicional décima de la misma Ley. 

En consecuencia, el Reglamento que se aprueba por el presente Real 
Decreto viene a dar cumplimiento a las previsiones regulatorias de la 
disposición adicional décima de la Ley 32/2003, y, al mismo tiempo, pone en 
vigor la liberalización efectiva del servicio prevista en dicha disposición, en la 
redacción dada por la Ley 10/2005. 

Por otra parte, el apartado 3 de la disposición transitoria sexta de la Ley 
32/2003, de 3 de noviembre, General de Telecomunicaciones dispone que 
seguirán siendo aplicables determinadas obligaciones de transmisión 
establecidas en la referida Ley de las telecomunicaciones por cable, pero hasta 
tanto no se supriman, modifiquen o sustituyan mediante un nuevo reglamento, 
conforme a lo dispuesto en el apartado 4 de la disposición adicional séptima de 
dicha Ley 32/2003, de 3 de noviembre. Dicha supresión se realiza en la 
disposición adicional primera de este Real Decreto. 

Cabe hacer notar que el reglamento a que se refiere la disposición 
transitoria sexta antes citada es de aplicación a los operadores de 
telecomunicaciones titulares de redes de cable, por lo que se trata de una 
norma de telecomunicaciones cuya habilitación constitucional es distinta de la 
que corresponde al reglamento aprobado por la presente norma. 

Justamente por eso, la disposición transitoria primera del propio 
reglamento que se aprueba, introduce una obligación de transmisión, que 
afectará a los canales analógicos nacionales y a los gestionados directamente 
por las comunidades autónomas, pero que se exige, no a los operadores de 
telecomunicaciones por cable, sino a los titulares del servicio de difusión. 

La disposición adicional segunda, obliga a los operadores nacionales en 
analógico a presentar un calendario de implantación de la tecnología digital que 



permita adelantar en determinadas áreas la fecha del cierre definitivo de las 
emisiones en analógico dentro del objetivo de acelerar la migración de la 
televisión desde la tecnología analógica a la digital. 

Además, la disposición final primera del presente Real Decreto modifica el 
Reglamento que regula el derecho de los usuarios del servicio de televisión a 
ser informados de la programación a emitir, y se desarrollan otros artículos de 
la Ley 25/1994, de 12 de julio, modificada por Ley 22/1999, de 7 de junio, 
aprobado por el Real Decreto 1462/1999, de 17 de septiembre, reduciendo el 
plazo en el que debe hacerse pública la programación anunciada, de acuerdo 
con la evolución de la tecnología y el incremento de la oferta de canales de 
televisión a disposición de los usuarios. 

La modificación del reglamento aprobado por el Real Decreto 1462/1999, 
de 17 de septiembre, quiere reforzar además los mecanismos de 
autorregulación con objeto de que los operadores de televisión puedan llegar a 
acuerdos para facilitar a los medios interesados, con mayor anticipación de la 
exigida legalmente y evitando cualquier discriminación, la información sobre 
sus programas. 

La disposición final segunda del Real Decreto modifica el apartado 7 de la 
disposición adicional segunda del Real Decreto 944/2005, por el que se aprobó 
el Plan Técnico de Televisión Digital Terrestre, para incorporar con más 
precisión las previsiones sobre televisión a través de teléfonos móviles, 
Mientras que el Reglamento, en sí mismo, es una norma de carácter básico, las 
disposiciones adicionales primera y segunda y final segunda son preceptos que 
se dictan al amparo de la competencia exclusiva del Estado en materia de 
telecomunicaciones. En cuanto a la disposición final primera, viene a modificar 
una norma dictada por el Estado en el ejercicio de su potestad reglamentaria, 
en relación con los operadores de televisión bajo su competencia. 

En su virtud, a propuesta del Ministro de Industria, Turismo y Comercio, 
de acuerdo con el Consejo de Estado, y previa deliberación del Consejo de 
Ministros en su reunión del día 28 de julio de 2006, dispongo: 

Artículo único. Aprobación del Reglamento general de prestación del 
servicio de radio y televisión por cable. 

Se aprueba el Reglamento general de prestación del servicio de radio y 
televisión por cable, cuyo texto se inserta a continuación. 

DISPOSICIONES ADICIONALES  
Primera. Obligaciones de transmisión. 
A efectos de lo dispuesto en el apartado 3 de la disposición transitoria 

sexta de la Ley 32/2003, de 3 de noviembre, General de Telecomunicaciones, 
se suprimen mediante esta disposición las obligaciones previstas en las letras 
e, f y g del artículo 11.1 de la Ley 42/1995, de 22 de diciembre, de las 
telecomunicaciones por cable. 

Segunda. Extensión de la cobertura de la televisión digital terrestre. 
El Ente Público Radiotelevisión Española, las entidades públicas creadas 

de acuerdo con lo establecido en la Ley 46/1983, de 26 de diciembre, 
reguladora del tercer canal de televisión y las sociedades concesionarias del 
servicio público de televisión de ámbito estatal deberán presentar, con la 
debida coordinación entre las entidades y sociedades radiodifusoras, en su 
caso, ante la Secretaría de Estado de Telecomunicaciones y para la Sociedad 
de la Información, un plan para alcanzar progresivamente la cobertura del 
servicio de televisión digital terrestre prevista en el artículo 6 del Plan técnico 



nacional de la televisión digital terrestre, aprobado por el Real Decreto 
944/2005, de 29 de julio. 

El plan que se presente deberá ser tal que se alcance progresivamente la 
siguiente cobertura, en su respectivo ámbito territorial: 

a. 85 % de la población antes del 31 de julio de 2007. 
b. 88 % de la población antes del 31 de julio de 2008. 
c. 93 % de la población antes del 31 de julio de 2009. 
Dicho plan contendrá, al menos, la información relativa a las localidades a 

las que se dará cobertura de televisión digital terrestre y el calendario con las 
fechas de puesta en servicio de las estaciones con que puedan 
corresponderse. 

El plan se presentará en dos fases, la primera en el plazo de seis meses, 
contados desde la publicación del presente real decreto, para los porcentajes 
señalados en los puntos a y b anteriores y del 90 % y la segunda en el plazo de 
un año, contado desde la publicación del presente Real Decreto, para el 
porcentaje del punto c anterior y del 96 % o 98 % según corresponda. 

DISPOSICIÓN DEROGATORIA ÚNICA. 
Derogación normativa. 
Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se 

opongan a lo establecido en el presente Real Decreto. 
DISPOSICIONES FINALES  
Primera. Modificación del Reglamento que regula el derecho de los 

usuarios del servicio de televisión a ser informados de la programación a emitir, 
y se desarrollan otros artículos de la Ley 25/1994, de 12 de julio, modificada 
por Ley 22/1999, de 7 de junio, aprobado por el Real Decreto 1462/1999, de 17 
de septiembre. 

Los artículos 2 y 3 del Reglamento que regula el derecho de los usuarios 
del servicio de televisión a ser informados de la programación a emitir, y se 
desarrollan otros artículos de la Ley 25/1994, de 12 de julio, modificada por Ley 
22/1999, de 7 de junio, aprobado por Real Decreto 1462/1999, de 17 de 
septiembre, se modifican en los siguientes términos: 

• Uno. Se modifica el artículo 2 del Reglamento, que queda con la 
redacción siguiente: 

Artículo 2. Alcance del derecho de información. 
1. Para hacer efectivo el derecho de información regulado en el vigente 

artículo 18 de la Ley 25/1994, de 12 de julio, los operadores de televisión 
habrán de hacer pública su programación diaria con una antelación de, al 
menos, tres días respecto del día al que la citada programación se refiera. 

2. Se estimará cumplida la previsión establecida en el apartado anterior, 
desde el momento que el operador de televisión haga pública su programación 
en las páginas de teletexto, para la programación de sus emisiones en 
analógico y la Guía Electrónica de Programas, para la programación de sus 
emisiones en digital, o por cualquier otro medio, en el supuesto de que no 
hubiera sido posible hacerlo por alguno de los anteriores. 

3. Lo dispuesto en los apartados anteriores se entiende sin perjuicio de los 
acuerdos a los que puedan llegar los operadores de televisión para 
proporcionar, a cualquier persona interesada y sin discriminación, dicha 
programación con una antelación mayor. 

• Dos. Se modifica el artículo 3 del Reglamento, que queda redactado 
como sigue: 



Artículo 3. Contenido de la información. 
1. La programación a que se hace referencia en los apartados 1 y 2 del 

artículo anterior deberá informar, como mínimo, sobre el título y el tipo o el 
género de todos los programas que se prevé emitir, salvo los de duración 
inferior a quince minutos. En el caso de largometrajes cinematográficos, 
identificará concretamente el título, el director y el año de producción. En las 
restantes obras de ficción, como películas para televisión, series, telecomedias 
y novelas, se indicará el título de la obra o el episodio a emitir y, en el supuesto 
de retransmisiones, el espectáculo concreto y, si éste fuere musical, los 
principales participantes que intervendrán en él. 

2. Dicha programación no podrá ser modificada, salvo como consecuencia 
de sucesos ajenos a la voluntad del operador de televisión y que no hubieran 
podido ser razonablemente previstos, en el momento de hacerse pública. 

Segunda. Modificación del Real Decreto 944/2005, de 29 de julio, por el 
que se aprueba el Plan técnico nacional de la televisión digital terrestre. 

Se modifica el apartado 7 de la disposición adicional segunda del Real 
Decreto 944/2005, de 29 de julio, por el que se aprueba el Plan técnico 
nacional de la televisión digital terrestre, que queda redactado de la manera 
siguiente: 

7. Asimismo, en la medida que las disponibilidades del espectro 
radioeléctrico lo permitan, se planificará un múltiple digital para la prestación 
del servicio de televisión digital terrestre en movilidad. 

Tercera. Desarrollo reglamentario y aplicación. 
Sin perjuicio de las competencias que corresponden a las comunidades 

autónomas en sus respectivos ámbitos de competencia para el desarrollo y 
ejecución de lo dispuesto en el reglamento aprobado por este Real Decreto, 
corresponde al Ministro de Industria, Turismo y Comercio dictar, en el ámbito 
de sus competencias, cuantas disposiciones y medidas sean necesarias para 
el desarrollo y aplicación de lo establecido en el presente Real Decreto y en el 
reglamento que aprueba. 

Cuarta. Título competencial. 
1. El artículo único y la disposición final tercera de este Real Decreto y el 

reglamento que aprueba, excepto su capítulo IV, se dictan al amparo de lo 
dispuesto en el artículo 149.1.27 de la Constitución, que atribuye al Estado la 
competencia para establecer las normas básicas del régimen de prensa, radio 
y televisión. 

2. Las disposiciones adicionales primera y segunda, así como la 
disposición final segunda, de éste se dictan al amparo de la competencia 
exclusiva en materia de telecomunicaciones, que al Estado atribuye el artículo 
149.1.21 de la Constitución. 

Quinta. Entrada en vigor. 
El presente Real Decreto entrará en vigor un mes después de su 

publicación en el Boletín Oficial del Estado. 
Dado en Palma de Mallorca, el 28 de julio de 2006. 
- Juan Carlos R. - 
  
El Ministro de Industria, Turismo y Comercio,  
José Montilla Aguilera. 
REGLAMENTO GENERAL DE PRESTACIÓN DEL SERVICIO DE 

RADIO Y TELEVISIÓN POR CABLE. 



CAPÍTULO I. 
Disposiciones generales. 
Artículo 1. Objeto. 
Este reglamento tiene por objeto el establecimiento de las condiciones 

básicas para la prestación de los servicios de difusión de radio y televisión por 
cable, en aplicación de lo determinado en la disposición adicional décima de la 
Ley 32/2003, de 3 de noviembre, General de Telecomunicaciones. 

Artículo 2. Forma de prestación del servicio de radio y televisión por cable. 
La prestación del servicio de difusión de radio y televisión por cable se 

hará en régimen de libre competencia, en las condiciones establecidas en el 
presente reglamento. 

Artículo 3. Régimen jurídico. 
El régimen jurídico fundamental por el que se regirán las autorizaciones 

del servicio de radio y televisión por cable está constituido por lo dispuesto en 
la disposición adicional décima de la Ley 32/2003, de 3 de noviembre, General 
de Telecomunicaciones, en la Ley 31/1987, de 18 de diciembre, de Ordenación 
de las Telecomunicaciones, en la Ley 25/1994, de 12 de julio, por la que se 
incorpora al ordenamiento jurídico español la Directiva 89/552/CEE, sobre la 
coordinación de disposiciones legales, reglamentarias y administrativas de los 
Estados miembros relativas al ejercicio de actividades de radiodifusión 
televisiva y en la Ley 10/2005, de 14 de junio, de Medidas Urgentes para el 
Impulso de la Televisión Digital Terrestre, de Liberalización de la Televisión por 
Cable y de Fomento del Pluralismo, así como por lo establecido en el presente 
reglamento y en las normas de carácter reglamentario dictadas en desarrollo 
de las leyes citadas y en aquellas que puedan dictar las comunidades 
autónomas en el ejercicio de sus competencias. 

Artículo 4. Títulos habilitantes. 
1. Para la prestación del servicio de difusión de radio y televisión por cable 

será preceptiva la previa obtención de una autorización administrativa, que 
habilitará a su titular para difundir por redes de comunicaciones electrónicas 
terrestres que no utilicen de forma exclusiva o principalmente dominio público 
radioeléctrico en un determinado ámbito geográfico, bajo su responsabilidad, 
servicios de radio y televisión, cualquiera que sea el responsable editorial de 
éstos, componiendo una oferta de canales de radio y televisión dirigida a sus 
clientes y abonados. 

A estos efectos, de acuerdo con lo dispuesto en la Ley 31/1987, de 18 de 
diciembre, de Ordenación de las Telecomunicaciones, se consideran servicios 
de radio y televisión aquéllos en los que la comunicación se realiza en un solo 
sentido a varios puntos de recepción simultáneamente, con independencia de 
la forma de acceso previo a éstos. 

2. Esta autorización administrativa no habilitará para prestar el servicio de 
comunicaciones electrónicas de transporte de la señal por las redes de cable, 
que precisará la notificación fehaciente a la Comisión del Mercado de las 
telecomunicaciones antes del inicio de la actividad, tal y como establece el 
artículo 6.2 de la Ley 32/2003, de 3 de noviembre, General de 
Telecomunicaciones, y se regirá por lo dispuesto en dicha Ley General de 
Telecomunicaciones y sus normas de desarrollo. 

3. De la misma forma, la habilitación legal para prestar el servicio de 
comunicaciones electrónicas no habilitará por sí misma para prestar los 



servicios de difusión de radio y televisión por cable, que requerirán de la 
autorización a que se refiere el apartado 1. 

Artículo 5. Reparto competencial. 
1. La autorización administrativa para prestar el servicio de difusión de 

radio y televisión por cable en un ámbito territorial superior al de una 
comunidad autónoma será otorgada por el Ministerio de Industria, Turismo y 
Comercio. A este departamento ministerial corresponderán también las 
competencias en materia de inspección y control respecto del cumplimiento de 
las obligaciones previstas en el presente reglamento. 

El Ministerio de Industria, Turismo y Comercio remitirá a la Comisión del 
Mercado de las Telecomunicaciones, los expedientes con las autorizaciones 
otorgadas para la inscripción de éstas en el registro a que se refiere el capítulo 
IV. 

2. Corresponde a las comunidades autónomas el otorgamiento de las 
autorizaciones administrativas para la prestación de servicios de difusión de 
radio y televisión por cable cuyo ámbito territorial de actuación no sobrepase el 
territorio de una comunidad autónoma. La normativa autonómica designará los 
órganos responsables de la aplicación del régimen jurídico previsto en el 
presente reglamento y del control de su cumplimiento en sus respectivos 
ámbitos. 

3. Cuando a la vista de la documentación a que se refiere el artículo 7.1.g 
de este reglamento, se desprenda que el solicitante de una autorización de 
carácter estatal, tiene previsto realizar ofertas específicas de canales de radio y 
televisión para sus abonados de determinadas comunidades autónomas o de 
una parte de éstas, se remitirán de oficio a cada comunidad autónoma, para su 
tramitación como autorización para prestar el servicio en ese ámbito, los datos 
relativos al solicitante así como la relación de los canales de radio y televisión 
que serán difundidos exclusivamente en un ámbito territorial coincidente o 
comprendido en el territorio de esa comunidad autónoma. 

En cualquier caso, la difusión de canales de radio y televisión cuyo ámbito 
territorial no sobrepase el de una comunidad autónoma deberá contar con la 
preceptiva autorización del servicio por parte de ésta. 

En estos supuestos, las obligaciones previstas en este reglamento serán 
exigibles de forma independiente por la Administración competente en cada 
caso, para el conjunto de canales amparados por cada autorización, excepto 
en lo que respecta al cumplimiento de lo previsto en el apartado 1 de la 
disposición transitoria primera del presente reglamento que será 
exclusivamente exigible respecto de la autorización de ámbito estatal. 

CAPÍTULO II. 
Autorizaciones.  
Artículo 6. Requisitos para ser titular de una autorización. 
Podrán prestar el servicio de difusión de radio y televisión por cable, las 

personas que reúnan los siguientes requisitos: 
a. En el caso de personas físicas, tener la nacionalidad de un Estado 

miembro del Espacio Económico Europeo o la de cualquier Estado que, de 
acuerdo con su normativa interna, reconozca este derecho a los ciudadanos 
españoles. 

b. En el caso de personas jurídicas, tener establecido su domicilio 
social en un Estado miembro del Espacio Económico Europeo o en cualquier 



Estado que, de acuerdo con su normativa interna, reconozca este derecho a 
las empresas españolas. 

c. A efectos de notificaciones, cuando el solicitante no sea residente 
o no se encuentre establecido en España, deberá designar un representante 
con domicilio en territorio español. En cualquier caso, el domicilio a efectos de 
notificaciones siempre estará en territorio español. 

d. No haber sido sancionado, en los últimos tres años, por la 
comisión de una infracción que lleve aparejada la retirada de la autorización 
como prestador del servicio de difusión de radio y televisión por cable. 

Artículo 7. Procedimiento para otorgar las autorizaciones. 
1. Las personas físicas o jurídicas interesadas en obtener una 

autorización para prestar el servicio de difusión de radio y televisión por cable 
dirigirán sus solicitudes a la autoridad competente para su otorgamiento, 
conforme a lo previsto en el artículo 5, en función del ámbito territorial al que 
afecte, aportando la documentación que acredite fehacientemente los 
siguientes extremos: 

a. La personalidad física o jurídica del solicitante. 
b. El nombre y demás datos personales de su representante, en su 

caso. 
c. El domicilio a efectos de notificaciones. En el caso de sociedades 

o personas físicas extranjeras, se entenderá el domicilio del representante en 
España como domicilio a efectos de la sociedad representada. 

d. Cuando sus titulares adopten la forma de sociedades, su capital 
social, la identidad o denominación social de las personas y entidades que 
sean titulares de participaciones superiores al 5 % del capital o los derechos de 
voto y el porcentaje de capital que ostentaren. 

e. El ámbito de cobertura del servicio de difusión para el que se 
solicita autorización y la red de telecomunicaciones por cable que vaya a 
utilizar, así como los parámetros técnicos que reglamentariamente se 
determinen para permitir la identificación del servicio. 

f. El nombre comercial del servicio. 
g. El nombre comercial y las características esenciales de cada uno 

de los canales radiofónicos o de televisión que prevea incluir en su oferta, de 
acuerdo con lo dispuesto en el artículo 11.a. 

2. El órgano competente dispondrá de un plazo de treinta días naturales 
para dictar resolución otorgando o no la autorización solicitada. Las 
resoluciones denegatorias deberán ser siempre motivadas. Si se produjese el 
vencimiento del plazo máximo señalado sin haberse notificado resolución 
expresa, por causa no imputable al interesado, éste podrá instar la inscripción 
de su servicio de difusión, como autorizado, en el correspondiente registro. 

Artículo 8. Duración, transmisión y cancelación de la autorización. 
1. La autorización para la prestación del servicio de difusión por redes de 

cable se otorgará por plazo indefinido y será transmisible. 
2. El cambio de titular de una autorización para la prestación del servicio 

de difusión de radio y televisión por cable deberá ser notificado a la autoridad 
que la otorgó, antes de transcurridas 48 horas desde que se produjo la 
transmisión. 

Si la notificación presentara defectos u omisiones que no fueran 
subsanados en plazo o el nuevo titular no reuniere los requisitos a que se 
refiere el artículo 6, el órgano competente dispondrá de 15 días para dictar 



resolución motivada anulando la transmisión de la autorización e instando al 
nuevo titular al cese inmediato en la prestación del servicio desde la recepción 
de la mencionada resolución, si éste ya se hubiese iniciado. 

3. La autorización para prestar el servicio de radio y televisión por cable 
podrá cancelarse por la autoridad que la concedió, por los siguientes motivos: 

a. A petición de su titular, fehacientemente notificada. 
b. Por la pérdida de alguno de los requisitos exigidos para su 

otorgamiento. 
Artículo 9. Registro. 
1. Las autorizaciones para la prestación de difusión de radio y televisión 

por cable quedarán inscritas de oficio en el registro que a tal efecto se llevará 
en la Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones o las comunidades 
autónomas, de acuerdo con lo dispuesto en la disposición adicional décima de 
la Ley 32/2003, de 3 de noviembre, General de Telecomunicaciones. Dentro de 
cada autorización se inscribirán los datos declarados por el titular de la 
autorización a los que se refiere el artículo 7.1 de este reglamento. 

2. La inscripción de las autorizaciones y de los datos correspondientes en 
los registros establecidos al efecto por cada comunidad autónoma deberá 
comunicarse por su responsable al registro de la Comisión del Mercado de las 
Telecomunicaciones, a efectos meramente informativos. Telemáticamente se 
garantizará el acceso directo e inmediato a este registro estatal desde los 
registros existentes en las comunidades autónomas y viceversa. 

3. El registro de autorizaciones para la prestación del servicio de difusión 
de radio y televisión por cable será público. 

CAPÍTULO III. 
Obligaciones.  
Artículo 10. Obligaciones. 
1. Los titulares de una autorización para la prestación del servicio de 

difusión de radio y televisión por cable deberán cumplir las obligaciones 
previstas en este capítulo, y en las restantes normas de aplicación y las que, en 
uso de sus competencias, dicten las comunidades autónomas para los 
servicios bajo su jurisdicción. 

2. De acuerdo con lo previsto en la Ley 25/1994, de 12 de julio, los 
titulares de autorización para la prestación del servicio de difusión de radio y 
televisión por cable serán responsables directos del contenido de los canales 
de radio y televisión cuya responsabilidad editorial asuman y serán 
responsables subsidiarios cuando se limiten a la mera difusión de canales cuya 
titularidad corresponda a un tercero. 

Artículo 11. Oferta de canales. 
Los prestadores del servicio de difusión de radio y televisión por cable 

deberán cumplir las siguientes obligaciones en relación con su oferta de 
canales de televisión: 

a. De acuerdo con lo dispuesto en la disposición adicional quinta de 
la Ley 25/1994, de 12 de julio, deberán informar preceptivamente sobre las 
características de cada uno de los canales de televisión que ofrezcan, 
identificando si dichos canales son propios o han sido suministrados por un 
tercero y, en este último caso, el responsable editorial de éstos. Se informará, 
igualmente, de si se trata de la retransmisión de un canal cuya emisión primaria 
se está realizando por otra vía, indicando, en ese caso, si el responsable 



editorial del mismo se encuentra o no bajo la jurisdicción de un Estado miembro 
de la Unión Europea. 

En la información se precisará el ámbito territorial de cada canal dentro 
del servicio. 

b. A estos efectos podrán incluir dentro de su oferta: 
Cualquier canal de televisión cuyo responsable editorial se encuentre 

establecido o bajo la jurisdicción de un Estado miembro de la Unión Europea o 
que sea parte del Convenio Europeo de Televisión Transfronteriza. 

La retransmisión de canales no amparados por lo dispuesto en el párrafo 
anterior y cuya difusión primaria se esté realizando por otro medio, siempre que 
estos canales respeten los principios y valores del Convenio Europeo de 
Derechos Humanos y, en particular, no incluyan programas ni escenas o 
mensajes de cualquier tipo que puedan perjudicar seriamente el desarrollo 
físico, mental o moral de los menores, ni programas que fomenten el odio, el 
desprecio o la discriminación por motivos de nacimiento, raza, sexo, religión, 
nacionalidad, opinión o cualquier otra circunstancia personal o social. 

La difusión primaria de canales cuyo titular no se encuentre establecido o 
bajo la jurisdicción de un Estado miembro de la Unión Europea o que sea parte 
del Convenio Europeo de Televisión Transfronteriza, si bien en este caso 
vendrá obligado a que los contenidos de éste se ajusten a lo previsto en la Ley 
25/1994, de 12 de julio. 

c. Deberán suspender la difusión de aquellos canales de televisión 
cuya difusión haya sido prohibida por sentencia judicial o por infringir lo 
dispuesto en el artículo 17.1 de la Ley 25/1994, de 12 de julio, o en virtud de lo 
dispuesto en el apartado 1 de la disposición final segunda de esta norma legal, 
en un plazo máximo de 24 horas desde que les haya sido notificada esta 
circunstancia. 

d. Deberán organizar su oferta de canales de forma que aquellos 
destinados exclusivamente para adultos, por consistir en contenidos que 
puedan afectar a la protección de la juventud y de la infancia y a otros bienes o 
derechos, sean identificados como tales y ofrecidos de manera independiente, 
sin que la suscripción a esos canales pueda ser condición para el acceso o la 
mejora en las condiciones de acceso a otros canales de televisión. Estos 
canales no podrán ofrecerse nunca en abierto. 

e. Deberán adoptar las previsiones necesarias para permitir el 
acceso a los contenidos de los canales difundidos cuyos titulares no se 
encuentren establecidos o bajo la jurisdicción de un Estado miembro de la 
Unión Europea o que sea parte del Convenio Europeo de Televisión 
Transfronteriza, durante un plazo, como mínimo, de seis meses a contar desde 
la fecha de su difusión, a efectos de facilitar su inspección por las autoridades 
competentes. 

Durante el mismo plazo deberán conservar información escrita sobre la 
programación incluida en los restantes canales a efectos de las 
comprobaciones oportunas. 

Artículo 12. Protección de menores y otras medidas de acceso. 
1. De acuerdo con lo dispuesto en la disposición adicional cuarta de la Ley 

25/1994, de 12 de julio, los titulares de autorización para la prestación del 
servicio de difusión de radio y televisión por cable deberán adoptar las medidas 
necesarias de carácter físico o virtual para hacer posible bloquear en los 



equipos de recepción el acceso total o parcial a cualquiera de sus canales por 
iniciativa del usuario, de una manera fácil y cómoda. 

2. Cuando dichos titulares proporcionen, por sí mismos o a través de un 
tercero, servicios de Guía Electrónica de Programas, deberán asegurar que la 
información contenida en ésta advierta de manera suficiente y veraz del 
contenido del programa a efectos de la protección de los menores, de acuerdo 
con la información proporcionada por el titular del canal, en cumplimiento de lo 
dispuesto en el artículo 17.3 de la Ley 25/1994, de 12 de julio, por la que se 
incorpora al ordenamiento jurídico español la Directiva 89/552/CEE, sobre la 
coordinación de disposiciones legales, reglamentarias y administrativas de los 
Estados miembros, relativas al ejercicio de actividades de radiodifusión 
televisiva. 

3. Igualmente deberán asegurar que las redes de comunicaciones 
electrónicas que utilicen como servicio soporte del servicio de difusión, 
dispongan de los recursos técnicos necesarios para permitir la transmisión de 
los servicios de subtitulado, audiodescripción e interpretación en la lengua de 
signos, de apoyo para el acceso de personas con discapacidad o con 
necesidades especiales, cuando éstos vinieran incluidos en los canales 
difundidos. 

Artículo 13. Obligaciones administrativas. 
1. Los titulares de autorización para la prestación del servicio de difusión 

de radio y televisión por cable deberán facilitar a la Administración competente 
en cada caso el acceso regular, libre y gratuito a sus servicios, en un número 
no superior a cinco. Los costes específicos de despliegue de red en los que 
pueda incurrir el operador de telecomunicaciones para conectar el servicio de 
difusión con la administración que lo solicite serán por cuenta de esta última. 

2. Los titulares de autorización para la prestación del servicio de difusión 
de radio y televisión por cable deberán actualizar los datos a que se refiere el 
artículo 7.1, de la siguiente forma: 

a. Los correspondientes a las letras a, b, c y e, notificando al 
correspondiente registro los cambios que se produzcan en ellos, en el plazo de 
un mes desde que se produzcan. 

b. Los correspondientes a la letra d notificando al correspondiente 
registro los cambios producidos en dichos datos dentro de cada año, como muy 
tarde en los 15 primeros días de cada año natural siguiente. 

c. Los correspondientes a la letra g notificando al registro 
correspondiente los cambios previstos con carácter previo al inicio o fin de la 
difusión. 

Artículo 14. Difusión de canales de operadores independientes. 
1. Los servicios de difusión de radio y televisión por cable que distribuyan 

más de 30 canales de televisión, deberán asegurar que al menos el 30 % de 
los canales difundidos en una lengua española, correspondan a titulares de 
canales independientes, siempre que la oferta de éstos sea suficiente y de 
calidad adecuada, de acuerdo con lo establecido en el presente reglamento y 
en la normativa que las comunidades autónomas dicten en el ámbito de sus 
competencias. 

2. Con carácter supletorio, en el caso de ausencia de normativa específica 
de las comunidades autónomas, o cuando la competencia sea estatal, será de 
aplicación lo siguiente: 



a. El cómputo se efectuará sobre el número total de canales de 
televisión en una lengua española ofertados por el titular del servicio de 
difusión de radio y televisión por cable. 

b. Corresponderá al organismo competente de la comunidad 
autónoma afectada, o al Ministerio de Industria, Turismo y Comercio, si ésta 
hubiera sido el organismo que otorgó la autorización, resolver en los siguientes 
asuntos: 

• Las dudas sobre la forma de contabilizar la oferta total de canales 
o el carácter independiente de sus titulares. 

• Las alegaciones referidas a que la oferta de canales 
independientes es insuficiente o no reúne la calidad adecuada. 

c. La resolución del órgano competente agotará la vía administrativa. 
3. Se entenderá que el titular del canal es independiente del prestador del 

servicio de difusión cuando no se dé ninguna de las circunstancias siguientes: 
a. Que el titular del servicio de difusión y el titular del canal formen 

parte del mismo grupo de sociedades de acuerdo con lo dispuesto en el 
artículo 42 del Código de Comercio. 

b. Que el titular del servicio de difusión y el del canal de televisión 
tengan, directa o indirectamente, accionistas comunes o que pertenezcan al 
mismo grupo, siempre que representen, al menos, el 10 % de los derechos de 
voto en cada uno de ellos o hayan designado a un miembro del consejo de 
administración de ambos. 

c. Que entre el titular del servicio de difusión y el titular del canal 
existan acuerdos de exclusividad que limiten la autonomía de las partes, tanto 
en la capacidad del titular del servicio de difusión para contratar con terceros la 
comercialización de otros canales de televisión, como impidiendo al titular del 
canal negociar la difusión de sus canales por otros servicios de difusión o 
condicionando la misma a la previa aprobación del titular del servicio de 
difusión. 

d. Que el órgano competente, oídos los interesados y a la vista de 
otros antecedentes disponibles emita dictamen motivado estableciendo que 
entre el titular del servicio de difusión y el titular del canal se da una relación de 
dependencia. 

4. Cuando el servicio de difusión por cable incluya dentro de su oferta uno 
o más canales exclusivamente destinados a la información, el titular del canal o 
de al menos uno de los canales de información editado en una de las lenguas 
oficiales de España deberá cumplir la condición de independencia establecida 
en el apartado anterior, respecto del titular del servicio de difusión, siempre que 
exista una oferta de éstos de calidad adecuada. 

Se entienden por canales dedicados exclusivamente a la información, 
aquéllos cuya programación consista, en más de un 80 %, en noticias, 
entrevistas, reportajes de actualidad y debates. 

CAPÍTULO IV. 
Registro estatal de autorizaciones para la prestación del servicio de 

difusión de radio y televisión por cable.  
Artículo 15. Objeto del registro. 
1. El Registro estatal de autorizaciones para la prestación del servicio de 

difusión de radio y televisión por cable, de carácter público y administrativo, 
tiene por objeto la inscripción de las autorizaciones para la prestación del 
servicio de difusión de radio y televisión por cable y sus modificaciones, de 



acuerdo con lo dispuesto en la disposición adicional décima de la Ley 32/2003, 
de 3 de noviembre, General de Telecomunicaciones, cuando el otorgamiento 
de las mismas corresponda al Estado de acuerdo con lo previsto en el artículo 
5 de este reglamento. 

2. El registro estatal se llevará por la Comisión del Mercado de las 
Telecomunicaciones. 

Artículo 16. Acceso al registro y expedición de certificaciones. 
1. Dicho registro estatal de autorizaciones será público. Los asientos 

registrales contenidos en él serán de libre acceso para su consulta por 
cualquier persona que lo solicite. El encargado del registro facilitará a los 
interesados la consulta de los asientos por medios informáticos instalados en la 
oficina del registro y, en su caso, a través de la página Web de la Comisión del 
Mercado de las Telecomunicaciones. 

2. Cualquier persona física o jurídica podrá solicitar certificaciones de 
autorizaciones y demás actos inscritos. Las certificaciones registrales serán el 
único medio de acreditar fehacientemente el contenido de los asientos 
registrales. 

Artículo 17. Estructura del registro. 
1. En el registro se llevarán libros de registro con la diligencia de apertura 

firmada por el Presidente de la Comisión del Mercado de las 
Telecomunicaciones y con expresión de los folios que contienen, que estarán 
numerados, sellados y rubricados. Se abrirá, en principio, un folio para cada 
operador. 

2. A cada autorización se le asignará en el libro correspondiente un 
número de inscripción que será el del folio en el que se inscriba. Dicho folio irá 
seguido de cuantos otros sean necesarios, ordenados, a su vez, con indicación 
del número que haya correspondido al folio inicial, seguido de otro que reflejará 
el número correlativo de folios que se precisen para la inscripción de las 
modificaciones que procedan. 

3. Se podrán utilizar los libros auxiliares, archivos, cuadernos o legajos 
que el encargado del registro considere oportunos para su buen 
funcionamiento. 

4. Todo esto podrá ser realizado por medios informáticos, siempre que 
éstos cuenten con el correspondiente soporte documental. 

Artículo 18. Inscripción en el registro. 
1. La primera inscripción de las autorizaciones de ámbito estatal será 

realizada de oficio por la Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones, 
previa comunicación del órgano competente para su otorgamiento, o a 
instancia del interesado, si hubiese vencido el plazo máximo señalado en el 
artículo 7.2 de este reglamento, sin haberse notificado resolución expresa por 
el órgano competente, por causa no imputable al interesado. 

2. En dicha inscripción se consignará la fecha de la resolución de 
otorgamiento de la autorización o, en su caso, de la solicitud de inscripción en 
el Registro si dicha inscripción se instara por vencimiento del plazo, y los datos 
declarados por el titular de la autorización a los que se refiere el artículo 7.1 de 
este reglamento. 

3. Igualmente se consignarán los datos que determine la Comisión del 
Mercado de las Telecomunicaciones necesarios para permitir la identificación 
de los titulares de la red de telecomunicaciones por cable utilizada y del 
servicio de comunicaciones electrónicas soporte del servicio de difusión. 



DISPOSICIONES TRANSITORIAS  
Primera. Régimen transitorio de las obligaciones de difusión. 
1. Hasta el cese definitivo de las emisiones de televisión con tecnología 

analógica, los titulares de autorización para la prestación del servicio de 
difusión de televisión por cable, vendrán obligados a incluir en su oferta los 
siguientes canales de los operadores que se indican: 

• TVE 1 de TVE, S. A. 
• La Segunda de TVE, S. A. 
• Antena 3 TV de Antena 3 TV, S. A. 
• Telecinco de Gestevisión-Telecinco, S. A. 
• Cuatro de Sogecable, S. A. 
• La Sexta de Gestora de Inversiones Audiovisuales La Sexta, S. A. 
2. Además, durante el mismo plazo, los titulares de autorización para 

prestar el servicio de difusión de televisión por cable en el ámbito autonómico 
deberán incluir en su oferta los canales en analógico gestionados directamente 
por la comunidad autónoma donde desarrollen su actividad. 

3. Las contraprestaciones económicas por la distribución de estos 
servicios, entre los titulares de las autorizaciones para prestar el servicio de 
difusión y los titulares de los canales mencionados en los apartados anteriores, 
serán acordadas libremente entre las partes, en el marco de la normativa que 
dicte el Estado o, en su caso, las comunidades autónomas con competencias 
en materia de medios de comunicación social. 

En caso de desacuerdo resolverá la Administración que en cada caso sea 
competente para autorizar la prestación del servicio de televisión por las redes 
de cable afectadas. 

Segunda. Requerimiento para ampliar la información registral. 
En relación con las autorizaciones para la prestación del servicio de 

difusión de radio y televisión derivadas de la transformación de anteriores 
títulos habilitantes, realizada al amparo de lo previsto en la disposición 
transitoria décima de la Ley 32/2003, de 3 de noviembre, General de 
Telecomunicaciones, su inscripción en el correspondiente registro reflejará los 
datos a que se refiere el artículo 7.1 de este reglamento, a partir de la 
información existente en el momento de la transformación del respectivo título. 
En el supuesto de que dicha información resultara insuficiente para completar 
dichos datos, el órgano responsable del registro podrá requerir al titular de la 
autorización los necesarios para completarlos. 

Tercera. Incorporación de facilidades de transmisión a las redes de cable. 
De acuerdo con lo previsto en la Ley 51/2003, de 2 de diciembre, de 

igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad universal de las 
personas con discriminación, lo dispuesto en el artículo 12.3 de este 
reglamento será exigible a partir del 1 de enero de 2008, a los servicios de 
difusión que utilicen redes de cable, instaladas a partir de la entrada en vigor de 
este reglamento o que sean ampliaciones de las existentes, realizadas con 
posterioridad a esa misma fecha. 

Los servicios de difusión que utilicen redes de cable que a la entrada en 
vigor de este reglamento ya se encontraran prestando el servicio soporte para 
la difusión de televisión, dispondrán de un plazo, hasta el 1 de enero de 2010, 
para que las instalaciones de éstas se adapten a lo dispuesto en dicho artículo 
12.3. 



 
Reglamento TDT 
REAL DECRETO 945/2005, DE 29 DE JULIO, POR EL QUE SE 

APRUEBA EL REGLAMENTO GENERAL DE PRESTACIÓN DEL SERVICIO 
DE TELEVISIÓN DIGITAL TERRESTRE. 

(BOE nº 181, de 30 de julio de 2005)  
• ARTÍCULO ÚNICO. APROBACIÓN DEL REGLAMENTO.  
• DISPOSICIONES FINALES  
 PRIMERA. DESARROLLO REGLAMENTARIO Y APLICACIÓN .  
 SEGUNDA. TÍTULO COMPETENCIAL.  
 TERCERA. ENTRADA EN VIGOR.  
• REGLAMENTO GENERAL DE PRESTACIÓN DEL SERVICIO DE 

TELEVISIÓN DIGITAL TERRESTRE.  
 ARTÍCULO 1. OBJETO.  
 ARTÍCULO 2. FORMAS DE GESTIÓN DEL SERVICIO DE 

TELEVISIÓN DIGITAL TERRESTRE.  
 ARTÍCULO 3. OTORGAMIENTO DE LOS TÍTULOS 

HABILITANTES.  
 ARTÍCULO 4. RÉGIMEN JURÍDICO BÁSICO.  
 ARTÍCULO 5. CONTENIDO MÍNIMO DEL REGLAMENTO 
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 DISPOSICIÓN ADICIONAL ÚNICA. RÉGIMEN JURÍDICO 
BÁSICO DE LA GESTIÓN INDIRECTA DE TELEVISIÓN PRIVADA LOCAL EN 
LAS CIUDADES DE CEUTA Y MELILLA.  

El régimen jurídico para la prestación del servicio de televisión terrenal 
con tecnología digital, al constituir una modalidad de prestación del servicio y 
no de un nuevo sistema de televisión, es el establecido, con carácter general, 
en las leyes reguladoras del servicio de difusión de televisión, esto es, la Ley 
4/1980, de 10 de enero, del Estatuto de la Radio y la Televisión, y la Ley 
46/1983, de 26 de diciembre, reguladora del tercer canal de televisión, en lo 
relativo a la gestión directa del servicio de televisión; en lo que afecta a la 
gestión indirecta del servicio de televisión por entidades privadas, la Ley 
10/1988, de 3 de mayo, de televisión privada, y, en lo referido a los contenidos, 
la Ley 25/1994, de 12 de julio, por la que se incorpora al ordenamiento jurídico 
español la Directiva 89/552/CEE, sobre la coordinación de disposiciones 
legales, reglamentarias y administrativas de los Estados miembros, relativas al 
ejercicio de actividades de radiodifusión televisiva, y sus sucesivas 
modificaciones. Finalmente, también será de aplicación lo dispuesto en la Ley 
41/1995, de 22 de diciembre, de televisión local por ondas terrestres, y sus 
sucesivas modificaciones. 

Con carácter previo al comienzo de la prestación del servicio de televisión 
digital terrestre, la disposición adicional cuadragésima cuarta de la Ley 
66/1997, de 30 de diciembre, de medidas fiscales, administrativas y del orden 
social, establece en su apartado 3 que será requisito indispensable la 
aprobación por el Ministerio de Fomento (en la actualidad, dicha competencia 
está atribuida al Ministerio de Industria, Turismo y Comercio) de los 
correspondientes reglamentos técnicos y de prestación de los servicios. 

En desarrollo de dicha previsión legal, se aprobó la Orden de 9 de octubre 
de 1998, por la que se aprueba el Reglamento técnico y de prestación del 



servicio de televisión digital terrenal, publicada en el Boletín Oficial del Estado 
el 16 de octubre de 1998. 

No obstante, el Tribunal Supremo, en sentencia de 30 de diciembre de 
2004, anuló la citada Orden por considerar que excede de la habilitación 
normativa contenida en la disposición adicional cuadragésima cuarta de la Ley 
66/1997, de 30 de diciembre, al regularse en ella materias que nada tienen que 
ver con las propias de un reglamento técnico y de prestación de servicios de 
televisión digital terrestre, al contener la definición del régimen jurídico de la 
televisión digital terrestre y regular aspectos tan esenciales como las formas de 
gestión directa e indirecta del servicio o las condiciones y requisitos para el 
otorgamiento de la concesión, materias propias de un reglamento general de 
desarrollo y ejecución de ley que sólo puede efectuarse mediante real decreto 
del Consejo de Ministros, previo dictamen del Consejo de Estado. 

En consecuencia, y para dar efectivo cumplimiento a la sentencia del 
Tribunal Supremo, por este real decreto se aprueba el Reglamento general de 
prestación del servicio de la televisión digital terrestre, y se hace con 
fundamento en el artículo 97 de la Constitución Española, en el que se atribuye 
al Gobierno la potestad reglamentaria, que, además, tiene cobertura específica 
en el artículo 5.1.h de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno, a 
cuyo tenor corresponde al Consejo de Ministros aprobar los reglamentos para 
el desarrollo y ejecución de las leyes, previo dictamen del Consejo de Estado. 

En este Real Decreto se establece de forma unitaria y sistemática el 
régimen jurídico de prestación del servicio de televisión digital terrestre que es, 
fundamentalmente, el establecido en la orden anulada. Asimismo, se indican 
aquellos aspectos que por referirse a cuestiones técnicas habrán de ser objeto 
de desarrollo en el correspondiente reglamento técnico de prestación del 
servicio que, de conformidad con lo establecido en la disposición adicional 
cuadragésima cuarta de la Ley 66/1997, de 30 de diciembre, deberá ser 
aprobado mediante orden ministerial, con exclusión de aquellos aspectos 
referidos a la asignación de programas dentro de los canales o bandas de 
frecuencias necesarias para la prestación del servicio, que serán los fijados en 
el Plan técnico nacional de la televisión digital terrestre, aprobado mediante el 
Real Decreto 944/2005, de 29 de julio. 

Este reglamento se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.27 
de la Constitución, que atribuye al Estado la competencia para establecer las 
normas básicas del régimen de prensa, radio y televisión y, en general, de 
todos los medios de comunicación social, sin perjuicio de las facultades que en 
su desarrollo y ejecución correspondan a las comunidades autónomas. 

En su virtud, a propuesta del Ministro de Industria, Turismo y Comercio, 
de acuerdo con el Consejo de Estado y previa deliberación del Consejo de 
Ministros en su reunión del día 29 de julio de 2005, dispongo: 

Artículo único. Aprobación del Reglamento. 
Se aprueba el Reglamento general de prestación del servicio de televisión 

digital terrestre, que se inserta a continuación. 
DISPOSICIONES FINALES  
Primera. Desarrollo reglamentario y aplicación. 
El Ministro de Industria, Turismo y Comercio dictará, en el ámbito de sus 

competencias, cuantas disposiciones y medidas sean necesarias para el 
desarrollo y aplicación de este Real Decreto. 

Segunda. Título competencial. 



Este real decreto se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 
149.1.27 de la Constitución, que atribuye al Estado la competencia para 
establecer las normas básicas del régimen de prensa, radio y televisión y, en 
general, de todos los medios de comunicación social, sin perjuicio de las 
facultades que en su desarrollo y ejecución correspondan a las comunidades 
autónomas. 

Tercera. Entrada en vigor. 
El presente Real Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su 

publicación en el Boletín Oficial del Estado. 
Dado en Palma de Mallorca, el 29 de julio de 2005. 
- Juan Carlos R. - 
  
El Ministro de Industria, Turismo y Comercio,  
José Montilla Aguilera. 
REGLAMENTO GENERAL DE PRESTACIÓN DEL SERVICIO DE 

TELEVISIÓN DIGITAL TERRESTRE.  
Artículo 1. Objeto. 
Constituye el objeto de este reglamento el establecimiento de las 

condiciones básicas de prestación del servicio de televisión digital terrestre, en 
aplicación de lo determinado en la disposición adicional cuadragésima cuarta 
de la Ley 66/1997, de 30 de diciembre, de medidas fiscales, administrativas y 
de orden social, y en las demás leyes reguladoras de esta materia. 

Artículo 2. Formas de gestión del servicio de televisión digital terrestre. 
La explotación del servicio de televisión digital terrestre se podrá llevar a 

cabo mediante gestión directa o mediante gestión indirecta en régimen de 
concesión administrativa. 

Artículo 3. Otorgamiento de los títulos habilitantes. 
1. La explotación del servicio de televisión digital terrestre requerirá el 

correspondiente título habilitante. 
2. El otorgamiento de las concesiones para la gestión indirecta del servicio 

público de televisión digital terrestre por entidades privadas se realizará por el 
Estado si su ámbito es estatal, y por las comunidades autónomas si es 
autonómico o local. 

3. Los concursos para la adjudicación de las concesiones para la 
explotación del servicio de televisión digital terrestre se convocarán por el 
Consejo de Ministros o por el órgano competente de cada comunidad 
autónoma, conforme a lo establecido en la disposición adicional cuadragésima 
cuarta de la Ley 66/1997, de 30 de diciembre. 

Artículo 4. Régimen jurídico básico. 
1. La gestión directa del servicio se ajustará a lo establecido en la Ley 

4/1980, de 10 de enero, del Estatuto de la Radio y la Televisión, y en la Ley 
46/1983, de 26 de diciembre, reguladora del tercer canal de televisión, y a lo 
que, en su caso, establezca la normativa que la sustituya. Asimismo, será de 
aplicación lo dispuesto en la Ley 41/1995, de 22 de diciembre, de televisión 
local por ondas terrestres, y sus sucesivas modificaciones. En lo relativo a 
contenidos, será de aplicación la Ley 25/1994, de 12 de julio, por la que se 
incorpora al ordenamiento jurídico español la Directiva 89/552/CEE, sobre la 
coordinación de disposiciones legales, reglamentarias y administrativas de los 
Estados miembros, relativas al ejercicio de actividades de radiodifusión 
televisiva, y sus sucesivas modificaciones. 



2. La gestión indirecta del servicio por entidades privadas se ajustará a lo 
dispuesto en la Ley 10/1988, de 3 de mayo, de televisión privada, en lo no 
modificado por la disposición adicional cuadragésima cuarta de la Ley 66/1997, 
de 30 de diciembre, y, en particular, a lo establecido en su capítulo II, sobre el 
régimen jurídico de la concesión; en su capítulo III, sobre las sociedades 
concesionarias, y en su capítulo IV, sobre el régimen de infracciones y 
sanciones. Asimismo, será de aplicación lo dispuesto en la Ley 41/1995, de 22 
de diciembre, de televisión local por ondas terrestres, y sus sucesivas 
modificaciones, y en lo relativo a contenidos, la Ley 25/1994, de 12 de julio, por 
la que se incorpora al ordenamiento jurídico español la Directiva 89/552/CEE, 
sobre la coordinación de disposiciones legales, reglamentarias y 
administrativas de los Estados miembros, relativas al ejercicio de actividades 
de radiodifusión televisiva, y sus sucesivas modificaciones. 

Artículo 5. Contenido mínimo del Reglamento técnico y de prestación del 
servicio de televisión digital terrestre. 

1. Por orden del Ministro de Industria, Turismo y Comercio se aprobará, 
en cumplimiento de lo dispuesto en la disposición adicional cuadragésima 
cuarta de la Ley 66/1997, de 30 de diciembre, y en el artículo 25 de la Ley 
31/1987, de 18 de diciembre, de ordenación de las telecomunicaciones, el 
reglamento técnico y de prestación del servicio de televisión digital terrestre. 

2. En dicho reglamento se regularán, tanto para la gestión directa como 
para la gestión indirecta, al menos, los siguientes aspectos: el régimen de 
prestación del servicio en el que se incluirán las normas técnicas de 
transmisión de las estaciones de televisión digital terrestre, así como la 
normativa de telecomunicaciones aplicable en materia de utilización del 
dominio público radioeléctrico y las obligaciones mínimas sobre contenidos, 
que, en su caso, se fijen por la Administración competente. 

3. En cuanto a la gestión indirecta del servicio, el reglamento técnico y de 
prestación del servicio establecerá que los pliegos de bases administrativas y 
condiciones técnicas de explotación del servicio regulen, como mínimo, los 
siguientes aspectos: los derechos y obligaciones de los titulares de 
concesiones, la delimitación del servicio objeto de la concesión con indicación 
expresa de las frecuencias o bandas de frecuencias asignadas para la 
prestación del servicio y las facultades reservadas a las Administraciones 
públicas competentes en materia de otorgamiento del título habilitante, 
modificación, inspección, supervisión y régimen sancionador. 

DISPOSICIÓN ADICIONAL ÚNICA.  
Régimen jurídico básico de la gestión indirecta de televisión privada 

local en las ciudades de Ceuta y Melilla. 
1. Con carácter previo a la aprobación del pliego de bases administrativas 

y condiciones técnicas de explotación del servicio a que se refiere el artículo 5 
de este reglamento general y a la convocatoria del correspondiente concurso, 
las ciudades de Ceuta y Melilla, en desarrollo de las competencias que les 
atribuyen las Leyes Orgánicas 1/1995 y 2/1995, de 13 de marzo, de los 
respectivos Estatutos de Autonomía, dictarán las normas reglamentarias 
necesarias para la organización del servicio, que se sujetarán a lo dispuesto en 
la normativa básica del Estado, en este reglamento y en sus normas de 
desarrollo. 

2. En particular, dicha reglamentación básica del servicio establecerá: 



a. El procedimiento para la solicitud de la concesión, la convocatoria 
del correspondiente concurso y el órgano competente para resolverlo. 

b. La adjudicación provisional, la exigencia de aprobación por la 
Administración General del Estado competente en materia de 
telecomunicaciones del correspondiente proyecto técnico y la posterior 
concesión definitiva. 

c. El plazo de duración de la concesión, concordado con el del 
derecho de ocupación del dominio público radioeléctrico. 

d. Los derechos y obligaciones del concesionario. 
3. En relación con el ejercicio de la potestad sancionadora que atribuyen a 

ambas ciudades las leyes orgánicas anteriormente citadas, dichas ciudades 
podrán aplicar las infracciones tipificadas en la legislación estatal que regula el 
régimen jurídico de la televisión que sean aplicables. 



 
Legislación autonómica 
C. Valenciana 

Ley 1/2006, de 19 abril 

CORTES VALENCIANAS 

DO. Generalitat Valenciana 21 abril 2006, núm. 5243, [pág. 14105];  

TELECOMUNICACIÓN. Ley del Sector Audiovisual 

PREÁMBULO 
I. 
Los medios de comunicación audiovisual, así como sus servicios 

adicionales, constituyen pilares fundamentales para el desarrollo de la sociedad 
actual ya que contribuyen a reforzar la cohesión económica y social del 
territorio, y permiten la aparición de nuevas formas de actividad productiva y la 
creación de empleos. 

Desde el momento en que la utilización de las nuevas tecnologías es de 
trascendental importancia tanto en el ámbito económico y social, como en el 
cultural y de ocio, se hace necesario articular los mecanismos para que los 
ciudadanos puedan tener acceso a un sector audiovisual que favorezca el 
aumento y la mejora de sus capacidades y posibilidades de información y 
comunicación. 

La Generalitat ostenta una amplia capacidad legislativa en materia 
audiovisual dentro de su ámbito territorial, en virtud de lo dispuesto en los 
artículos 148.1.17 y 149.1.27, y 3 de la Constitución (RCL 1978, 2836; ApNDL 
2875); en el Estatuto de Autonomía de la Comunitat Valenciana (LCV 1982, 
631); en el Real Decreto 1126/1985, de 19 de junio (RCL 1985, 1694; ApNDL 
2728), de Traspaso de Funciones de la Administración del Estado a la 
Comunitat Valenciana en materia de medios de comunicación social; en las 
normas de aplicación de la Unión Europea incorporadas al ordenamiento 
jurídico español, como la Directiva 89/552/CEE (LCEur 1989, 1386) del 
Consejo sobre la coordinación de determinadas disposiciones legales, 
reglamentarias y administrativas de los Estados miembros relativas al ejercicio 
de actividades de radiodifusión televisiva, modificada por la Directiva 97/36/CE 
(LCEur 1997, 2260) del Parlamento Europeo y del Consejo, de 30 de junio de 
1997, cuyo antecedente es el Convenio Europeo sobre televisión 
transfronteriza, adoptado en el seno del Consejo de Europa el 5 de mayo de 
1989 (RCL 1998, 1029, 1325); y en los programas europeos de desarrollo y 
apoyo a la industria audiovisual. Asimismo, la presente Ley se dicta en el 
marco de la normativa básica estatal de aplicación en la materia, en especial, la 
Ley 25/1994, de 12 de julio (RCL 1994, 1999), de Incorporación al 
Ordenamiento Jurídico Español de la Directiva 89/552/CEE, antes citada, 
modificada por la Ley 22/1999, de 7 de junio (RCL 1999, 1526); la Ley 15/2001, 
de 9 de julio (RCL 2001, 1677), que regula el fomento y promoción de la 
cinematografía y el sector audiovisual; el Real Decreto 2169/1998, de 9 de 
octubre (RCL 1998, 2503, 2560), que aprueba el Plan Técnico Nacional de la 
Televisión Digital Terrenal; y el Real Decreto 439/2004, de 12 de marzo (RCL 



2004, 973), que aprueba el Plan Técnico Nacional de la Televisión Digital 
Local. 

Es preciso establecer unos principios inspiradores del sector audiovisual 
valenciano en consonancia con los principios establecidos en la Constitución 
Española y en el Estatuto de Autonomía de la Comunitat Valenciana, así como 
los cauces a través de los cuales la Comunitat Valenciana pueda desarrollar las 
competencias que tiene atribuidas en la materia. 

En el presente Texto Legislativo se pretende una regulación integral del 
sector audiovisual en la Comunitat Valenciana, abarcando cuestiones e 
incorporando principios con el fin de potenciar la formación, creación, 
producción, comercialización y difusión del sector y la obra audiovisual 
valenciana tanto en el territorio de la Comunitat Valenciana como en el resto de 
mercados nacionales e internacionales. Se continúa así la acción iniciada con 
la creación de la Ciudad de la Luz en Alicante. 

Asimismo se acomete una regulación en profundidad de la organización 
administrativa valenciana en materia audiovisual y se procede a una 
ordenación del nuevo sector de la televisión digital en la Comunidad Autónoma. 

En este contexto alcanza un significado muy especial la regulación de la 
televisión digital terrenal de ámbito autonómico y la forma de organizar la 
gestión de los canales múltiples que habrán de concederse en fechas 
próximas. Igualmente, la televisión digital local, donde se regula un modelo 
organizativo de gran complejidad y se pone fin a una larga etapa de desorden 
jurídico, inseguridad de los operadores y falta de calidad del servicio. 

Para la consecución de los citados objetivos, se establecen unos 
principios que han de tenerse en cuenta al ejercer la actividad audiovisual y 
que se centran principalmente en el respeto a los valores, principios y derechos 
reconocidos y protegidos en la Constitución Española y en el Estatuto de 
Autonomía de la Comunitat Valenciana; así como en garantizar el acceso a una 
información plural, veraz e imparcial, a la educación y la cultura, y a un 
entretenimiento de calidad. 

II. 
La presente Ley se estructura en seis títulos, que, a su vez, responden a 

los grandes ejes políticolegislativos en los que se fundamenta: 
El Título I, dedicado a las Disposiciones Generales, recoge el objeto de la 

Ley, su ámbito de aplicación, así como los principios generales y líneas 
fundamentales de la acción institucional. En él se recogen el fomento de la 
lengua y cultura valencianas y la protección de los derechos de los 
consumidores y usuarios en el ámbito audiovisual. 

El Título II tiene por objeto la organización administrativa del Sector 
Audiovisual. En él se regulan las competencias de La Generalitat y el Registro 
General de Empresas Audiovisuales de la Comunitat Valenciana. 

Dentro de este título la principal innovación es que, por medio de la 
promulgación de una Ley específica, se creará el Consell Audiovisual de la 
Comunitat Valenciana como órgano independiente que se regirá por la 
presente Ley, por la propia Ley por la que se cree, y por otras disposiciones 
aplicables. La Ley de Creación del Consell Audiovisual de la Comunitat 
Valenciana establecerá su composición, sus funciones y competencias que, 
junto con las que la presente Ley señala, desarrollará para el mejor 
funcionamiento del sector audiovisual de la Comunitat Valenciana. 



El Título III, que versa sobre la actividad de fomento del sector 
audiovisual, se centra en los objetivos a conseguir con las acciones de fomento 
y promoción, y regula las ayudas públicas en que se traducen dichas acciones. 

Se refiere, a su vez, este Título a la producción de obras cinematográficas 
y audiovisuales valencianas con especial atención a las de productores 
independientes. Asimismo se regula el control del rendimiento de las obras 
cinematográficas. 

Por último, también se refiere este Título a la coordinación y fomento de 
las actividades de investigación, formación y desarrollo de las prácticas 
profesionales en el campo de la actividad audiovisual. 

El Título IV regula los contenidos de la programación, los principios 
generales de ésta, el derecho a la información de la programación, las 
comunicaciones de interés público, así como la protección de los menores y la 
garantía de accesibilidad de las personas con discapacidad sensorial, tanto de 
carácter auditivo como visual. 

El Título V se refiere a la ordenación del sector de la televisión digital en la 
Comunitat Valenciana. La Ley fija la situación existente en cuanto a los canales 
atribuidos a esta Comunidad y las competencias del Consell de La Generalitat 
respecto a la convocatoria y resolución de los concursos para la adjudicación 
de las correspondientes concesiones. Se regula asimismo la organización de la 
prestación del servicio, la gestión compartida de los canales múltiples tanto en 
el ámbito de la TDT autonómica como de la Televisión Digital Local y se 
establece una clara normativa para la transición de la tecnología analógica a la 
digital. Particularmente relevante resulta la regulación de la televisión local y la 
definitiva ordenación de la misma, estableciendo la extinción de todos los 
títulos habilitantes y licencias preexistentes desde el momento en que se 
resuelvan los concursos para el otorgamiento de las nuevas concesiones 
administrativas. 

El Título VI establece un régimen sancionador a través del cual se 
pretende garantizar el cumplimiento de esta Ley, de sus normas de desarrollo, 
así como de las normativas reguladoras de las concesiones de servicios 
incluidos en el ámbito de la presente Ley. Establece un cuadro de infracciones 
y sanciones y detalla un procedimiento para su imposición. 

TÍTULO I 
Disposiciones generales 
Artículo 1.Objeto de la Ley. 
La presente Ley tiene por objeto: 
1º Establecer, en ejercicio de las competencias atribuidas por el Estatuto 

de Autonomía a La Generalitat, los principios generales y las líneas de acción 
institucional en el sector audiovisual, así como sus instrumentos de fomento. 

A efectos de la presente Ley se entiende por sector audiovisual el 
conjunto de actividades que utilizan como cauce de desarrollo y transmisión del 
mensaje los medios auditivos y visuales con independencia del soporte 
tecnológico empleado en dicha transmisión. 

2º Establecer, en el ámbito territorial de la Comunitat Valenciana, un 
régimen jurídico que garantice la libre difusión y recepción de las emisiones 
sonoras y televisivas, sea cual sea el medio técnico de difusión y la forma de 
gestión de las mismas. 



3º Regular integralmente la organización pública autonómica en materia 
audiovisual, adecuando las competencias y definiendo las responsabilidades 
correspondientes. 

4º El apoyo a la creación, producción, comercialización y difusión de las 
obras cinematográficas y audiovisuales valencianas en el territorio de la 
Comunitat Valenciana y en el resto de mercados nacionales e internacionales; 
en particular, el apoyo a las obras audiovisuales en valenciano. 

5º El apoyo a la investigación y formación en el ámbito audiovisual, así 
como la protección, conservación y salvaguarda del patrimonio audiovisual de 
la Comunitat Valenciana. 

6º La protección de los derechos e intereses de los ciudadanos y, en 
especial, de los menores para preservar su correcto desarrollo físico, mental y 
moral, y de las personas con discapacidad sensorial para garantizar su derecho 
de acceso. 

7º La protección de los derechos de los consumidores y usuarios en el 
entorno de los medios audiovisuales, haciendo efectivo el derecho de los 
espectadores a conocer la programación con suficiente antelación. 

8º Regular los contenidos de la programación emitida por televisión y 
demás medios audiovisuales de comunicación social. 

9º Impulsar el desarrollo de una programación de alta calidad en los 
medios audiovisuales de comunicación social en el ámbito de la Comunitat 
Valenciana. 

10º Ordenar globalmente el sector de la Televisión Digital en la Comunitat 
Valenciana y fomentar su implantación efectiva en su territorio. 

Artículo 2.Ámbito de aplicación. 
La presente Ley será de aplicación: 
a) A los servicios de radiodifusión sonora y televisiva cuyos ámbitos de 

cobertura, cualquiera que sea el medio de transmisión empleado, no excedan 
los límites territoriales de la Comunitat Valenciana, incluidas las emisiones de 
cobertura limitada al ámbito de la Comunitat Valenciana realizadas por medios 
de comunicación cuyo ámbito de cobertura sea superior. 

b) A los servicios de difusión sonora y televisiva cuya prestación se realice 
directamente por La Generalitat o por operadores públicos y privados a los que 
ésta haya conferido un título habilitante dentro del ámbito autonómico. 

c) A aquellas personas físicas o jurídicas que realicen actividades 
audiovisuales y a las que La Generalitat considere susceptibles de percibir 
aportaciones públicas para su fomento. 

Artículo 3.Principios generales y líneas fundamentales de la acción 
institucional. 

1. La Generalitat reconoce el carácter estratégico del sector audiovisual 
por su importancia social y económica, y como instrumento para la promoción y 
divulgación de la cultura, historia y lengua propias, así como para la 
transmisión de los valores superiores de nuestra Constitución y de nuestro 
Estatuto de Autonomía. 

2. Los poderes públicos de la Comunitat Valenciana deberán: 
a) Establecer instrumentos adecuados de fomento orientados a la 

consolidación del sector audiovisual como un factor estratégico de la economía 
de la Comunitat Valenciana, en el que deberán tenerse en cuenta los 
siguientes criterios: 

1. El fomento de la lengua y de la cultura propias. 



2. La innovación tecnológica, la investigación en todas sus facetas y el 
desarrollo sostenido del factor I+D+I. 

3. La formación de los trabajadores y profesionales relacionados con el 
sector audiovisual. 

4. La continuidad de las producciones. 
5. La contratación de residentes en la Comunitat Valenciana y la 

implicación de empresas valencianas. 
6. La realización de iniciativas con componentes de creatividad e 

innovación. 
7. La elaboración de planes de promoción, distribución y exhibición. 
8. La protección de la accesibilidad de las personas con discapacidad 

sensorial mediante la eliminación progresiva de barreras de comunicación, 
especialmente a través de la subtitulación y de la incorporación de la lengua de 
signos española (LSE) a las obras audiovisuales. Además, se promoverán 
servicios adicionales de televisión que la tecnología de la televisión digital 
terrestre permite y que puedan servir para facilitar el acceso de las personas 
con discapacidad sensorial a los medios televisivos. 

9. La difusión y promoción de los derechos de los consumidores y 
usuarios en el ámbito del audiovisual. 

b) Proporcionar los instrumentos necesarios para la protección, 
conservación y salvaguarda del patrimonio audiovisual de la Comunitat 
Valenciana. 

c) Coordinar las acciones de La Generalitat en materia audiovisual con las 
que promuevan, el resto de Comunidades Autónomas, el Estado y la Unión 
Europea. 

d) Colaborar en el ámbito audiovisual con el conjunto de las 
administraciones públicas, organizaciones empresariales y profesionales, 
asociaciones de consumidores y usuarios y otras entidades relacionadas con el 
sector. 

e) Fomentar la presencia del sector audiovisual valenciano no sólo en el 
ámbito autonómico, sino también en los ámbitos nacional e internacional. 
Impulsar la proyección exterior mediante el diseño de acciones singulares, la 
creación de consorcios de comercialización, la suscripción de convenios o 
cualesquiera otros instrumentos adecuados a este fin. 

f) Detectar las posiciones dominantes y las prácticas abusivas en el 
mercado audiovisual, en colaboración con el Consell Audiovisual de la 
Comunitat Valenciana de la Comunitat Valenciana, de manera que se garantice 
la igualdad de oportunidades en el ámbito de la distribución; y poner en 
conocimiento de los órganos de defensa de la competencia los actos, 
acuerdos, prácticas o conductas de los que pudieran tener noticia y que 
pudieran resultar contrarios a la legislación vigente en materia de defensa de la 
competencia, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 8 de la Ley 
15/2001, de 9 de julio, que regula el fomento y promoción de la cinematografía 
y el sector audiovisual. 

g) En general, todas aquellas líneas de actuación que fomenten la 
producción, distribución y exhibición de las obras audiovisuales valencianas, 
así como la ampliación, mejora e internacionalización del sector audiovisual de 
la Comunitat Valenciana. 

TÍTULO II 
Organización administrativa del sector audiovisual 



CAPÍTULO I 
Competencias de la Generalitat 
Artículo 4.Competencias de La Generalitat. 
1. Corresponde a La Generalitat, a través del Departamento que ostente 

las competencias en materia audiovisual, el fomento de todas las actividades 
relacionadas con la creación, producción, investigación y conservación de 
obras audiovisuales valencianas, así como la regulación de su difusión dentro 
de su ámbito de competencia territorial. 

2. Corresponde al Departamento que ostente las competencias en materia 
audiovisual: 

a) Proponer al Consell de La Generalitat la estrategia general de las 
políticas públicas en materia audiovisual. 

b) La ejecución de programas y acciones para el desarrollo del sector 
audiovisual. 

c) La elaboración de los proyectos de reglamentos de desarrollo de la 
presente Ley, para su aprobación por el Consell de La Generalitat. 

d) La elaboración del anteproyecto de presupuestos en materia 
audiovisual. 

e) El control del cumplimiento de la normativa general del audiovisual en 
el ámbito de la Comunitat Valenciana, y el ejercicio de las correspondientes 
potestades inspectoras y sancionadoras, sin perjuicio de las competencias que 
la presente Ley atribuye al Consell Audiovisual de la Comunitat Valenciana de 
la Comunitat Valenciana. 

f) La dirección estratégica y la coordinación de todas las unidades y 
centros directivos de la administración Autonómica relacionada con las 
empresas y actividades audiovisuales. 

CAPÍTULO II 
Del Consell Audiovisual de la Comunitat Valenciana 
Artículo 5.El Consell Audiovisual de la Comunitat Valenciana de la 

Comunitat Valenciana. 
Mediante una Ley específica se creará el Consejo del Audiovisual de la 

Comunitat Valenciana en el que se determinará su cometido, naturaleza y 
régimen jurídico, ámbito y principios de actuación, estructura orgánica y 
composición, estatuto de sus miembros, recursos económicos, organización y 
funcionamiento, personal a su servicio y relaciones con las instituciones de La 
Generalitat. 

CAPÍTULO III 
Del Consorcio Audiovisual de la Comunitat Valenciana 
Artículo 6.El Consorcio Audiovisual de la Comunitat Valenciana. 
1. Para la potenciación institucional de las acciones orientadas al 

desarrollo del sector audiovisual de la Comunitat Valenciana, las 
administraciones y entidades públicas interesadas convendrán la constitución 
del Consorcio Audiovisual de la Comunitat Valenciana. En este consorcio 
podrán participar entidades privadas sin ánimo de lucro que persigan los fines 
de interés público concurrentes con los de las administraciones y entidades 
públicas consorciadas. 

2. El departamento de La Generalitat competente en materia audiovisual 
promoverá la constitución del Consorcio, que tendrá personalidad jurídica 
propia y plena capacidad para el cumplimiento de sus fines. 



3. El Consorcio tendrá la condición de entidad de derecho público de 
carácter interadministrativo, y contará con patrimonio propio. 

4. El Consorcio se financiará con aportaciones de las entidades que lo 
constituyan, sin perjuicio de los demás medios económicos que le 
correspondan con arreglo a su régimen jurídico. 

5. El Consorcio promoverá la celebración de convenios de colaboración 
con fundaciones, asociaciones y empresas que tengan interés en el desarrollo 
del sector audiovisual valenciano. Simultáneamente, promoverá la creación de 
una oficina del audiovisual para fomentar y facilitar los rodajes en la Comunitat 
Valenciana. 

6. Reglamentariamente se determinará la composición, régimen y 
funcionamiento del Consorcio del Audiovisual de la Comunitat Valenciana. 

CAPÍTULO IV 
Del Registro General de Empresas Audiovisuales 
Artículo 7.Registro General de Empresas Audiovisuales de la 

Comunitat Valenciana. 
1. El Departamento competente en materia audiovisual organizará un 

Registro General de Empresas Audiovisuales destinado a facilitar la gestión de 
las políticas públicas relativas al sector audiovisual y a garantizar la integridad 
de los títulos habilitantes para la prestación de servicios de radio y televisión 
otorgados por la Comunidad Autónoma. 

2. Deberán inscribirse en el Registro General de Empresas audiovisuales 
de la Comunitat Valenciana las empresas, cualquiera que sea su forma jurídica, 
que realicen actividades de producción, distribución, laboratorios, estudios de 
rodaje y doblaje, material audiovisual y las demás conexas que se determinen 
reglamentariamente, así como las personas o entidades titulares de salas de 
exhibición. 

Los guionistas, directores y realizadores, actrices y actores y otros 
profesionales vinculados al sector audiovisual podrán comunicar al Registro el 
ejercicio de su actividad en las condiciones que se establezcan 
reglamentariamente al objeto de que por los organismos públicos y privados se 
disponga de una información amplia y exhaustiva del capital humano del sector 
audiovisual autóctono. 

Este registro será independiente de cualquier otro en que puedan figurar 
inscritas dichas empresas. 

Las empresas inscritas deberán suministrar al Registro una copia de las 
cuentas anuales que depositen en el Registro Mercantil cuando estén sujetas a 
esta obligación de depósito; así como información sobre su participación en 
producciones y rodajes en la forma y con la periodicidad que se determinen 
reglamentariamente. 

3. En una sección especial del Registro General se inscribirán las 
sociedades que ostenten títulos habilitantes para la prestación de servicios de 
radio y televisión otorgados por La Generalitat. 

En este Registro se anotarán las modificaciones de las escrituras o 
estatutos sociales de las sociedades concesionarias así como la composición 
de los órganos de administración y sus variaciones. Asimismo, se anotarán las 
modificaciones de participaciones en su capital social. 

TÍTULO III 
Fomento de la actividad audiovisual 
CAPÍTULO I 



Incentivos públicos directos a la actividad audiovisual 
Artículo 8.Ayudas públicas al audiovisual. 
1. Las ayudas de La Generalitat para la promoción y fomento del sector 

audiovisual y de las obras audiovisuales y cinematográficas valencianas se 
establecerán por el Departamento competente en materia audiovisual dentro de 
los límites presupuestarios aprobados en cada ejercicio, fijándose los requisitos 
para la obtención de las ayudas en la correspondiente convocatoria. 

2. En la dotación de estas ayudas podrán participar entidades de gestión 
de derechos de propiedad intelectual, empresas de televisión y otras entidades 
con las que puedan establecerse convenios para esta finalidad. 

3. Las características y cuantías de las ayudas se establecerán 
reglamentariamente y podrán consistir en: 

a) Ayudas a pequeñas y medianas empresas del sector audiovisual de la 
Comunidad Valenciana para la promoción de sus productos audiovisuales en 
los mercados y favorecer su competitividad. 

b) Ayudas a la financiación de actividades de producción, distribución y 
exhibición de obras cinematográficas y audiovisuales valencianas, y de las 
industrias técnicas relacionadas con dichas actividades, ayudas a la inversión 
en adquisición de equipamiento para la producción audiovisual, así como para 
el desarrollo de las infraestructuras e innovación tecnológica de la industria 
audiovisual, para lo cual podrán concertarse por La Generalitat los oportunos 
convenios de colaboración o cooperación con entidades financieras. 

c) Ayudas para la amortización de los costes de producción de las obras 
cinematográficas valencianas teniendo en cuenta criterios objetivos de carácter 
automático como la aceptación de los espectadores en el período de 
proyección en las salas de exhibición cinematográfica, y la recaudación 
obtenida por las mismas durante el tiempo que reglamentariamente se 
determine. 

d) Ayudas directas y financieras para el desarrollo de proyectos y 
elaboración de guiones de obras cinematográficas y audiovisuales. 

4. La Generalitat destinará ayudas al sector audiovisual que se 
instrumentarán mediante la suscripción de Protocolos y Convenios de 
Colaboración con otras Administraciones, instituciones, entidades de gestión de 
derechos de propiedad intelectual, empresas de televisión, asociaciones y 
federaciones empresariales y profesionales y otras entidades. 

5. Para establecer el importe de la ayuda general a la amortización de 
costes de producción prevista en la letra c) del apartado 3 se tendrá en 
consideración el crédito presupuestario destinado a estas ayudas, el volumen 
de las solicitudes existentes para cada convocatoria y la totalidad de la 
recaudación de las películas que concurren a la misma. 

6. La concesión de las ayudas para la creación y producción de películas 
y obras audiovisuales tendrá en cuenta su interés cultural y social y su 
contribución a la transmisión de valores democráticos, así como su calidad y 
valores artísticos, la utilización del valenciano, la incorporación de las nuevas 
tecnologías de la comunicación, y las garantías de acceso a las películas para 
las personas con discapacidad. 

7. Una vez que se haya constituido y entre en funcionamiento el Registro 
General de Empresas Audiovisuales de la Comunitat Valenciana sólo podrán 
optar a las ayudas y a las medidas de promoción y fomento del sector 
audiovisual las empresas inscritas en él. 



8. A efectos de determinar el límite de las ayudas, que se establecerá 
reglamentariamente y que en ningún caso podrá ser de tal cuantía que, por sí 
sola o sumada a otras ayudas de carácter público, sea superior al coste total de 
la actividad para la que se solicite, se entenderá por inversión del productor o 
de la empresa audiovisual la cantidad aportada por la misma con recursos 
propios, con recursos ajenos de carácter reintegrable o en concepto de cesión 
de los derechos de explotación de la película u obra audiovisual. 

En ningún caso podrán computarse como inversión del productor o de la 
empresa audiovisual las subvenciones percibidas, ni las aportaciones 
realizadas en concepto de coproductor o de productor asociado por cualquier 
Administración, entidad, empresa pública o sociedad que presten servicios de 
televisión. 

9. Las obras cinematográficas y audiovisuales que resulten calificadas 
«X» así como las que por sentencia fuesen declaradas en algún extremo 
constitutivas de delito, no tendrán acceso a ayudas públicas de La Generalitat. 

10. Tampoco tendrán acceso a las ayudas públicas de La Generalitat las 
películas publicitarias a excepción de las promocionales de intereses generales 
sectoriales, turísticos o culturales. 

CAPÍTULO II 
Fomento y coordinación de las actividades de investigación y 

formación relativas al sector audiovisual 
Artículo 9.Estímulo de la investigación y la formación. 
1. Con el fin de potenciar, actualizar y mejorar las acciones en curso, o de 

nueva implantación, relativas a la investigación de contenidos, mercados y 
nuevas tecnologías, por una parte, y relativas a la formación de los técnicos y 
profesionales del sector audiovisual, por otra, el Departamento competente en 
esta materia establecerá medidas de coordinación y fomento dentro de los 
límites presupuestarios aprobados en cada ejercicio. 

2. Se procurará que las acciones de coordinación y estímulo de la 
investigación y de la formación cuenten con la colaboración de cuantas 
instituciones, públicas o privadas, concurren en el sector y potencian la sinergia 
de conjunto, como RTVV y la Ciudad de la Luz, y, de manera especial, las de 
naturaleza investigadora y docente. 

3. Las acciones de coordinación y fomento de la investigación irán 
dirigidas a: 

a) Identificar y promover nuevos programas, referidos a la investigación de 
contenidos, mercados, necesidades profesionales, desarrollos tecnológicos y 
otros, dentro de las estrategias que desarrollan las distintas Administraciones. 

b) Coordinar los recursos disponibles en el sector público valenciano para 
satisfacer adecuadamente las exigencias de investigación y estudio planteadas 
por las actividades del Consell Audiovisual de la Comunitat Valenciana. 

4. Las acciones de coordinación y fomento de la formación irán dirigidas a: 
a) Aprovechar los mecanismos de colaboración existentes, o crear otros 

nuevos cuando sea necesario, para establecer una actualización permanente 
de los curricula académicos de manera que se logre la mayor adecuación entre 
la oferta de formación de nuevos profesionales y las necesidades de creación y 
producción definidas por la actividad empresarial del sector. 

b) Aunar los recursos de los distintos Departamentos de La Generalitat, y 
de otras Administraciones como la estatal y la europea, y de las empresas del 
sector, para establecer, mediante convenios anuales, los objetivos y las 



modalidades de la formación profesional no cubiertas por los programas 
reglados y adaptada a las cambiantes necesidades concretas del sector. 

c) Fomentar la formación continuada y el reciclaje de técnicos y 
profesionales de común acuerdo con las asociaciones empresariales, 
profesionales y con otras asociaciones o entidades directamente vinculadas 
con el sector. 

d) Favorecer las iniciativas de formación que utilicen las nuevas 
tecnologías. 

5. El Departamento competente en materia audiovisual promoverá, de 
manera coordinada con otros Departamentos competentes de La Generalitat, la 
enseñanza del audiovisual en los niveles de la enseñanza no universitaria 
prestando una especial atención a aquellas iniciativas que redunden en la 
educación de nuevas audiencias sensibles a los valores implícitos en las obras 
audiovisuales y cinematográficas valencianas, españolas y europeas. 

6. El Departamento competente en materia audiovisual prestará un apoyo 
especial a cuantas acciones de mejora, innovación y excelencia de las distintas 
prácticas profesionales que concurren en la actividad audiovisual sean 
planteadas por las asociaciones o entidades interesadas. 

CAPÍTULO III 
Reserva de programación televisiva 
Artículo 10.Obras audiovisuales y cinematográficas valencianas. 
1. Los operadores de televisión comprendidos en el ámbito de aplicación 

de la presente Ley, establecido en el artículo 2, deberán reservar el 20% de su 
tiempo de emisión anual a la difusión de obras audiovisuales y 
cinematográficas valencianas. 

2. Tendrán la consideración de obras audiovisuales y cinematográficas 
valencianas, las obras originarias de la Comunitat Valenciana realizadas por 
una empresa de producción establecida a todos los efectos en la Comunitat 
Valenciana, que cumplan los siguientes requisitos: 

a) Que los autores (guionistas, directores y músicos) de la obra sean 
residentes en la Comunitat Valenciana, al menos en un 75 por 100. 

b) Que los integrantes de los equipos técnicos y artísticos que participen 
en su elaboración, tales como intérpretes (sin computar a tal efecto los de 
figuración), los directores de producción, de fotografía, de sonido, de montaje, 
de decorados y de vestuario, sean, al menos, en un 75 por 100, residentes en 
la Comunitat Valenciana. 

c) Que el rodaje, salvo exigencias del guión, la posproducción en estudio y 
los trabajos de laboratorio, se realicen en territorio de la Comunitat Valenciana. 

3. Asimismo, tendrán la consideración de obras audiovisuales y 
cinematográficas valencianas las coproducidas por una empresa de producción 
residente a todos los efectos en la Comunitat Valenciana, junto con otras 
empresas de producción de fuera de la Comunidad, siempre que la empresa 
valenciana tenga como mínimo una participación del 30 por 100 en el coste 
total de la producción y la contribución de los equipos técnicos y artísiticos 
valencianos a la misma alcance, al menos, el mismo porcentaje. 

4. Las ayudas económicas de La Generalitat que, en su caso, puedan 
concederse al coproductor valenciano con arreglo a la presente Ley y su 
posterior desarrollo reglamentario, y los consecuentes derechos y obligaciones 
que las mismas generen, le serán atribuidos a dicho coproductor 
exclusivamente, no admitiéndose pacto en contrario. 



5. Por el organismo competente de La Generalitat será expedido, a 
petición de los interesados, un certificado o título de obra audiovisual 
valenciana a aquéllas que cumplan los anteriores requisitos. 

6. Las obras audiovisuales valencianas se realizarán en su versión original 
preferentemente en valenciano. 

Artículo 11.Obras audiovisuales y cinematográficas valencianas de 
productores independientes. 

1. Los operadores de televisión, dentro del período de tiempo establecido 
en el apartado 1 del artículo anterior, reservarán un mínimo del 10% de su 
tiempo total de emisión a obras valencianas de productores independientes 
respecto de las entidades titulares de servicios de televisión, de las que más de 
la mitad deberán haber sido producidas en los últimos cinco años. 

2. Se considerará productor independiente, a los efectos de esta Ley, a 
todo aquel productor que cumpla los requisitos establecidos en la definición de 
«productor independiente» recogida en la normativa básica estatal. 

Artículo 12.Exclusión del cómputo. 
1. A los efectos de los artículos anteriores de este capítulo, no se 

computará como tiempo de emisión el dedicado a informaciones, transmisiones 
deportivas, concursos o juegos, publicidad, televenta y cualesquiera servicios 
interactivos. 

2. A los mismos efectos, en los servicios de pago para las emisiones de 
televisión de un operador que se contraten de forma conjunta e inseparable 
dentro de una determinada oferta, las disposiciones de los citados artículos se 
aplicarán a su tiempo total de emisión. 

Artículo 13.Programación accesible. 
1. Los operadores de televisión autonómica comprendidos en el ámbito de 

aplicación de la presente Ley deberán reservar el 20% de la programación 
diaria a la emisión de programas accesibles a las personas con discapacidad 
sensorial auditiva mediante subtitulado y la inclusión de la lengua de signos 
española (LSE), y garantizar un incremento progresivo y constante. 

2. Los operadores autonómicos de televisión de titularidad pública 
reservarán el 50% de la programación diaria a la emisión de programas 
accesibles a las personas con discapacidad sensorial auditiva mediante 
subtitulado y la inclusión de la lengua de signos española (LSE). Este 
porcentaje se incrementará gradualmente hasta alcanzar el 100% en el plazo 
de 10 años. 

3. Los operadores de televisión local comprendidos en el ámbito de 
aplicación de la presente Ley procurarán conseguir, de manera progresiva, el 
porcentaje de programación diaria establecidos en el apartado 1 de este 
artículo. 

4. Se otorgará una especial consideración y protección a los derechos de 
accesibilidad de la infancia y juventud con discapacidad sensorial auditiva, para 
potenciar de esta manera su correcto desarrollo físico, mental y moral. 

La exclusión del cómputo mencionado en el artículo 12 no será aplicable a 
lo señalado en el presente artículo. 

Artículo 14.Control de rendimientos de las obras cinematográficas. 
1. Las salas de exhibición cinematográfica de la Comunitat Valenciana 

cumplirán los procedimientos establecidos o que se puedan establecer 
reglamentariamente de control de asistencia y declaración de rendimientos que 
permitan conocer con la mayor exactitud, rapidez y fiabilidad los ingresos que 



obtienen las películas a través de su explotación en las salas de exhibición 
cinematográfica, con el detalle suficiente para servir de soporte a la actuación 
administrativa y al ejercicio de derechos legítimos de los particulares. El 
procedimiento de control se basará en la utilización de billetes reglamentados 
que serán de entrega obligatoria a todos los espectadores y se expedirán con 
las formalidades prescritas. 

2. A los efectos de lo previsto en el apartado 1, podrá el órgano 
competente auxiliarse de la información suministrada por entidades creadas 
para la obtención de datos que tengan implantación en toda España y 
solvencia profesional reconocida. 

TÍTULO IV 
Contenidos de la programación 
CAPÍTULO I 
Principios generales 
Artículo 15.Régimen jurídico. 
1. El contenido de la programación de televisión dentro del ámbito de 

aplicación de esta Ley se ajustará a lo dispuesto en este Título, sin perjuicio de 
lo dispuesto en la legislación básica del Estado. 

2. La programación de los medios audiovisuales de comunicación social 
se ajustará a los principios enunciados en el artículo siguiente. 

Artículo 16.Principios generales de la programación. 
Las emisiones de las entidades o concesionarios que prestan los servicios 

de televisión y de radiodifusión sonora deben ajustarse a los siguientes 
principios: 

a) El respeto de los valores y principios que informan la Constitución 
Española y el Estatuto de Autonomía de la Comunitat Valenciana y los 
derechos y libertades que reconocen y garantizan. 

b) El respeto al pluralismo político, religioso, social, cultural, ideológico y 
lingüístico. 

c) El respeto al honor, la fama y la vida privada de las personas. 
d) El respeto y la promoción de los valores de igualdad y de no 

discriminación por razón de raza, sexo, nacimiento, religión, opinión, 
discapacidad o cualquier otra condición o circunstancia personal o social. 

e) La objetividad, veracidad e imparcialidad de las informaciones, así 
como la diferenciación en los contenidos y formatos de lo que es información, 
de lo que es publicidad o propaganda. 

f) La adecuada separación entre informaciones y opiniones y la 
identificación de quienes sustentan estas últimas y su libre expresión, con los 
límites establecidos por el artículo 20.4 de la Constitución Española. 

g) La protección de la juventud y de la infancia, velando así mismo por los 
derechos y necesidades de los menores y jóvenes con discapacidades 
sensoriales, con una programación adecuada a sus necesidades en horarios 
específicos. 

h) La promoción de la igualdad entre el hombre y la mujer. 
i) La defensa y la preservación del medio ambiente. 
j) La protección, fomento y normalización del valenciano. 
k) La promoción y difusión de la cultura valenciana, así como el respeto a 

la identidad, instituciones y símbolos de la Comunitat Valenciana, presentando 
y representando en todo momento el territorio de la Comunidad Autónoma 



como una realidad propia y diferenciada tanto en sus aspectos gráficos como 
en sus descripciones, de conformidad con el ordenamiento jurídico. 

l) La promoción de los intereses de la Comunitat Valenciana, impulsando 
para ello la participación de sus grupos sociales, con objeto de fomentar, 
promover y defender la cultura y convivencia en ese ámbito, así como la 
vertebración territorial de la Comunidad. 

CAPÍTULO II 
Derechos de los usuarios 
Artículo 17.Derecho a la información sobre la programación de 

televisión. 
1. Constituye un derecho de los telespectadores, en cuanto usuarios, el 

conocer con antelación suficiente la programación de televisión, incluidas las 
películas cinematográficas y la retransmisión de espectáculos. Para hacer 
efectivo este derecho de información, los operadores de televisión habrán de 
hacer pública su programación diaria con la antelación que reglamentariamente 
se determine, con indicación expresa de la programación accesible a las 
personas con discapacidad sensorial. 

2. Se estimará cumplida la previsión establecida en el apartado anterior, 
desde el momento en que el operador de televisión haga pública su 
programación por cualquier medio. 

3. Sólo serán posibles las modificaciones en la programación anunciada 
que sean consecuencia de sucesos ajenos a la voluntad del operador de 
televisión y que no hubieran podido ser razonablemente previstas en el 
momento de hacerse pública su programación. 

Artículo 18.Contenido de la información. 
1. En relación con la programación a que se refiere el artículo anterior, se 

deberá informar, como mínimo, sobre el título y el tipo o el género de todos los 
programas que se prevé emitir, salvo los de duración inferior a quince minutos. 
Reglamentariamente se desarrollará el contenido de la información que deberá 
suministrarse. 

2. Lo dispuesto en el apartado anterior se entiende sin perjuicio de los 
acuerdos a los que se pueda llegar entre los operadores de televisión y los 
titulares de los medios de comunicación, respecto del suministro de cualquier 
información adicional. 

Artículo 19.Comunicaciones de interés público. 
Las empresas y entidades públicas o privadas que presten servicios de 

difusión de información por radio, televisión u otros soportes técnicos 
audiovisuales en la Comunitat Valenciana están obligadas a difundir, 
gratuitamente y con indicación de su origen, las comunicaciones o 
declaraciones que el Gobierno de España y el Consell de La Generalitat 
estimen necesarias en razón de su interés público, de acuerdo con lo 
establecido en la Ley 4/1980, de 10 de enero (RCL 1980, 75; ApNDL 11530), 
por la que se aprueba el Estatuto de la Radio y Televisión, en la Ley 10/1988, 
de 3 de mayo (RCL 1988, 956), de Televisión Privada, y en la Ley 7/1984, de 4 
de julio (LCV 1984, 1732), de Creación de la Entidad Pública Radiotelevisión 
Valenciana. 

Así mismo, estarán obligados a subtitular y emitir en lengua de signos 
española (LSE) todas aquellas comunicaciones que emitan de interés público 
efectuadas por el Gobierno de España o por el Consell de La Generalitat. 

Artículo 20.Obligaciones y Prohibiciones. 



1. Las emisiones de televisión y de los demás medios de comunicación 
audiovisuales no incluirán programas que fomenten el odio, el desprecio o la 
discriminación por motivos de nacimiento, sexo, religión, nacionalidad, 
discapacidad, opinión o cualquier otra circunstancia personal o social. 

2. Las emisiones de televisión y del resto de medios audiovisuales habrán 
de respetar, en todo caso, los preceptos constitucionales; en particular, los 
derechos al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen. 

Artículo 21.Deberes de los presentadores y directores de programas 
de televisión. 

1. Los presentadores y moderadores de programas de televisión y, en 
todo caso, los directores de los mismos, serán los responsables de adoptar las 
medidas adecuadas para evitar que en el programa se produzcan agresiones 
físicas, manifestaciones injuriosas o vejatorias o que puedan lesionar el 
derecho al honor o a la intimidad personal y familiar, actuaciones de contenido 
racista, xenófobo o contrarias a la igualdad de género y a la libertad sexual, o 
cualquier otra conducta similar lesiva de los valores de la dignidad humana y 
del respeto a los derechos de los ciudadanos, así como procurar una inmediata 
rectificación o reparación de los derechos de las personas afectadas, sin 
perjuicio de las sanciones administrativas y de las responsabilidades civiles o 
penales que se puedan derivar. 

2. Los directores y productores de programas de televisión adoptarán las 
medidas necesarias para evitar que, en el transcurso de los mismos, se emitan 
mensajes telefónicos, de correo electrónico o de similares características con 
contenidos que incurran en lo previsto en el apartado anterior. 

CAPÍTULO III 
Protección a los menores 
Artículo 22.Protección de los menores. 
No se podrán utilizar imágenes o mensajes que puedan perjudicar el 

desarrollo físico, mental o moral de los menores. A este efecto, se deberán 
respetar los siguientes principios: 

a) No se deberá incitar a los menores a la compra de un producto o de un 
servicio explotando su inexperiencia o su credulidad, ni a que persuadan a sus 
padres o tutores, o a los padres o tutores de terceros, para que compren los 
productos o servicios de que se trate. 

b) En ningún caso se deberá explotar la especial confianza de los niños 
en sus padres, profesores o en otras personas, tales como profesionales de 
programas infantiles o, eventualmente, en personajes de ficción. 

c) No podrá, sin un motivo justificado, presentarse a los niños en 
situaciones peligrosas. 

d) En caso de publicidad o de televenta de juguetes, éstas no deberán 
inducir a error sobre las características de los mismos, ni sobre su seguridad, ni 
tampoco sobre la capacidad y aptitudes necesarias en el niño para utilizar 
dichos juguetes sin producir daño para sí o para terceros. 

e) No se deberán incluir programas, ni escenas, ni mensajes de cualquier 
tipo que puedan perjudicar seriamente el desarrollo físico, mental o moral de 
los menores, ni programas que fomenten el odio, el desprecio o la 
discriminación por motivos de nacimiento, raza, sexo, religión, nacionalidad, 
opinión o cualquier otra circunstancia personal o social. 

f) La emisión de programas susceptibles de perjudicar el desarrollo físico, 
mental o moral de los menores sólo podrá realizarse entre las veintitrés horas 



del día y las seis horas del día siguiente, y deberá ser objeto de advertencia 
sobre su contenido por medios acústicos y ópticos. 

Cuando tales programas se emitan sin acceso condicional, deberán ser 
identificados mediante la presencia de un símbolo visual durante toda su 
duración. 

Lo dispuesto en este apartado será también de aplicación a las emisiones 
dedicadas a la publicidad, a la televenta y a la promoción de la propia 
programación. 

g) Al comienzo de la emisión de cada programa de televisión y al 
reanudarse la misma después de cada interrupción para insertar publicidad y 
anuncios de televenta, una advertencia, realizada por medios ópticos y 
acústicos, y que contendrá una calificación orientativa, informará a los 
espectadores de su mayor o menor idoneidad para los menores de edad. 

En el caso de películas cinematográficas, esta calificación será la que 
hayan recibido para su difusión en salas de exhibición cinematográfica o en el 
mercado de la videograbación de uso doméstico, de acuerdo con su regulación 
específica. Ello se entiende sin perjuicio de que los operadores de televisión 
puedan completar la calificación con indicaciones más detalladas para mejor 
información de los padres o responsables de los menores. 

En los restantes programas, corresponderá a los operadores, 
individualmente o de manera coordinada, la calificación de sus emisiones. 

Para el caso en que los operadores de televisión no se hubieran puesto 
de acuerdo respecto al sistema uniforme de presentación de estas 
calificaciones, el Consell Audiovisual de la Comunitat Valenciana propondrá 
con carácter vinculante al Gobierno autonómico las normas precisas para 
asegurar su funcionamiento. 

Lo dispuesto en el párrafo anterior se refiere únicamente a medidas de 
carácter adicional o complementario respecto a las adoptadas con carácter 
básico por la administración del Estado. 

Artículo 23.Emisión de obras cinematográficas pornográficas o de 
alto contenido violento. 

1. La emisión de películas pornográficas o de alto contenido violento 
calificadas como «X» sólo podrá hacerse, con las advertencias legales 
oportunas, entre la una y las seis horas de la madrugada. 

2. Cuando la emisión de las obras descritas en el apartado anterior se 
realice técnicamente a través de instrumentos de pago por visión, se deberá 
permitir al titular del servicio la posibilidad de impedir accesos no deseados sin 
coste complementario. En todo caso, las imágenes no se podrán visualizar 
fuera del horario de emisión legal. 

Asimismo, no será admisible la inserción de anuncios sobre estas obras 
cinematográficas fuera del referido horario restringido. 

CAPÍTULO IV 
Protección de los consumidores 
Artículo 24.Identificación y colocación de la publicidad en televisión 

y los anuncios de televenta. 
1. La publicidad y la televenta deberán ser fácilmente identificables y 

diferenciarse claramente de los programas, a través de medios ópticos o 
acústicos. 



2. Los anuncios publicitarios y de televenta se emitirán de forma 
agrupada. Sólo excepcionalmente se podrán emitir anuncios publicitarios y de 
televenta aislados. 

3. La publicidad televisiva y los anuncios de televenta deberán insertarse 
entre los programas. 

No obstante, con arreglo a lo dispuesto en el artículo siguiente, también 
podrán insertarse interrumpiendo los programas, siempre que no se perjudique 
su unidad ni se desmerezca el valor o la calidad de éstos y las interrupciones 
se realicen teniendo en cuenta las propias pausas naturales del programa, su 
duración y su naturaleza, y de modo que en ningún caso se perjudiquen los 
derechos de los titulares de los programas dentro de cuya emisión se 
produzcan. 

4. En la emisión de publirreportajes, telepromociones y, en general, de 
aquellas formas de publicidad distintas de los anuncios televisivos que, por las 
características de su emisión, podrían confundir al espectador sobre su 
carácter publicitario, deberá superponerse, permanentemente y de forma 
claramente legible, una indicación gráfica con la palabra «publicidad». 

5. En las emisiones deportivas podrán insertarse mensajes publicitarios y 
de televenta, utilizando elementos gráficos superpuestos o cualquier otro 
tratamiento de la imagen, únicamente en aquellos momentos en que el 
desarrollo del acontecimiento retransmitido se encuentre detenido y siempre 
que no se perturbe la visión del acontecimiento ni se empleen elementos 
gráficos superpuestos que ocupen más de una sexta parte de la pantalla. 

Estos mensajes consistirán, exclusivamente, en textos escritos y no 
podrán contener otras imágenes reales ni de animación que el logotipo estático 
de la marca. 

Artículo 25.Reglas especiales sobre la publicidad en televisión y la 
televenta. 

1. En los programas compuestos de partes autónomas sólo podrá 
insertarse la publicidad y los anuncios de televenta entre aquellas partes 
autónomas. 

2. En las emisiones o programas deportivos o de acontecimientos o 
espectáculos de estructura similar que cuenten con intervalos de tiempo entre 
cada una de las partes que los compongan sólo podrá insertarse la publicidad y 
los anuncios de televenta durante estos intervalos. 

Para las emisiones deportivas a las que no sea de aplicación lo dispuesto 
en el párrafo anterior, regirá la regla fijada en el párrafo primero del apartado 3 
de este artículo, con la salvedad de que no podrán interrumpirse para emitir 
publicidad y anuncios de televenta en los momentos de máximo interés del 
acontecimiento retransmitido. 

Podrán insertarse, igualmente, publicidad y anuncios de televenta en las 
emisiones deportivas en aquellos momentos en los que el desarrollo del 
acontecimiento retransmitido se encuentre detenido, siempre que esta 
detención tenga una duración programada. 

3. En los programas de naturaleza distinta a la de los señalados en el 
apartado anterior, las interrupciones sucesivas para la inserción de publicidad y 
anuncios de televenta dentro de los programas deberán estar separadas por 
períodos de tiempo de veinte minutos como mínimo, sin perjuicio de lo que se 
dispone en los párrafos siguientes. 



El lapso de tiempo que transcurra entre la emisión de la publicidad y la 
televenta anterior o posterior a un programa y las primeras o últimas 
interrupciones para insertar publicidad dentro de aquél podrá ser inferior a 
veinte minutos. 

Por una sola vez dentro de cada programa, el lapso de tiempo entre dos 
períodos dedicados a la publicidad y los anuncios de televenta podrá ser 
también inferior a veinte minutos, pero no menor a quince minutos, para 
respetar las pausas naturales del mismo. 

4. Las obras audiovisuales, como largometrajes cuya duración 
programada de transmisión sea superior a cuarenta y cinco minutos, podrán 
ser interrumpidas una vez por cada período completo de cuarenta y cinco 
minutos, autorizándose otra interrupción si la duración total programada de la 
transmisión excede al menos en veinte minutos de dos o más de los citados 
periodos de cuarenta y cinco minutos. Estas interrupciones deberán respetar la 
integridad y el valor de la obra, de la que no podrán omitirse los títulos de 
crédito, ni truncarse ni acortar su duración natural aumentando su velocidad. 

Se exceptúan de lo dispuesto en este apartado las series, seriales y 
emisiones de entretenimiento, a las cuales será de aplicación, en su caso, lo 
dispuesto en los restantes apartados de este artículo. 

5. Los programas informativos, documentales, religiosos e infantiles no 
podrán ser interrumpidos por la publicidad ni la televenta, salvo cuando su 
duración programada sea superior a treinta minutos, en cuyo caso se aplicará 
lo establecido en los apartados 1, 2 y 3 de este artículo. 

6. No podrá insertarse publicidad ni televenta en la emisión de servicios 
religiosos. 

7. Se entiende como «duración programada», a los efectos de este 
artículo, el lapso de tiempo total de duración del programa u obra incluidos los 
espacios publicitarios existentes dentro de la obra o programa. 

8. Durante los periodos dedicados a la publicidad y a los anuncios de 
televenta, las condiciones técnicas de emisión de la señal deberán, en todo 
caso, respetar los parámetros establecidos en la norma técnica aplicable al 
medio de transmisión de que se trate. Los operadores habilitados para la 
difusión de la señal de televisión deberán adoptar las medidas necesarias para 
que, en ningún caso, los procesos de tratamiento de las señales originarias 
produzcan en el telespectador un efecto de incremento sonoro notoriamente 
perceptible, respecto de la emisión inmediatamente anterior. 

9. A los efectos de esta Ley, serán de aplicación las definiciones 
establecidas en el artículo 3 de la Ley 25/1994, de 12 de julio (RCL 1994, 
1999), modificada por Ley 22/1999, de 7 de junio (RCL 1999, 1526). 

Artículo 26.Tiempo de emisión dedicado a la publicidad en televisión 
y a la televenta. 

1. El tiempo total dedicado a la emisión de publicidad en todas sus formas 
y a la televenta, con exclusión de los programas de televenta regulados en el 
apartado 3 de este artículo, no será superior al 20 por 100 del tiempo diario de 
emisión. El tiempo de emisión dedicado a anuncios publicitarios no podrá 
superar el 15 por 100 del tiempo total diario de emisión. 

2. Durante cada una de las horas naturales en que se divide el día, el 
tiempo de emisión dedicado a la publicidad en todas sus formas y a los 
anuncios de televenta, no podrá ser superior a diecisiete minutos. Respetando 
el límite anterior, el tiempo dedicado a los anuncios publicitarios y de televenta, 



excluida la autopromoción, no podrá superar los doce minutos durante el 
mismo período. 

3. Cada canal de televisión podrá dedicar hasta tres horas al día a la 
emisión de programas de televenta. Estos programas tendrán una duración 
mínima ininterrumpida de quince minutos y deberán identificarse como tales, 
con toda claridad, por medios ópticos o acústicos. 

El número máximo diario de programas de televenta difundidos por un 
canal de televisión no dedicado exclusivamente a esta actividad será de ocho. 

4. A efectos del presente artículo, no tendrán la consideración de 
publicidad los anuncios de servicio público o de carácter benéfico, difundidos 
gratuitamente, ni los realizados por el operador de televisión en relación con 
sus propios programas. 

Artículo 27.Canales de televenta y autopromoción. 
1. Las limitaciones temporales impuestas a la televenta en esta Ley no 

serán de aplicación a los canales de televisión dedicados exclusivamente a 
esta actividad. Dichos canales podrán emitir publicidad en las condiciones y 
dentro de los límites establecidos en la presente Ley. Sin embargo, no les será 
de aplicación lo previsto en el apartado 2 del artículo 26. 

Para que les resulte de aplicación el régimen previsto en este apartado, 
los canales citados no podrán emitir programas distintos de los de televenta y 
publicidad. 

2. Las limitaciones temporales impuestas a la publicidad no serán de 
aplicación a la relativa a la promoción de productos o servicios del titular del 
canal, en los canales de televisión dedicados exclusivamente a ello. Dichos 
canales podrán emitir publicidad ajena, en las condiciones y dentro de los 
límites establecidos en la presente Ley para la publicidad en general. 

Para poder acogerse a lo dispuesto en este apartado, los canales a los 
que se refiere no podrán emitir programas distintos de los destinados a la 
autopromoción y a la publicidad por cuenta de terceros. 

Artículo 28.Publicidad en televisión y televenta ilícitas. 
1. Además de las formas de publicidad indicadas en el artículo 3 de la Ley 

34/1988, de 11 de noviembre (RCL 1988, 2279), General de Publicidad, son 
ilícitas, en todo caso, la publicidad en televisión y la televenta que fomenten 
comportamientos perjudiciales para la salud o la seguridad humanas o para la 
protección del medio ambiente; atenten al debido respeto a la dignidad de las 
personas o a sus convicciones religiosas y políticas o las discriminen por 
motivos de nacimiento, raza, sexo, religión, discapacidad, nacionalidad, 
opinión, o cualquier otra circunstancia personal o social. 

2. Igualmente son ilícitas la publicidad y la televenta que inciten a la 
violencia o a comportamientos antisociales, que apelen al miedo o a la 
superstición o que puedan fomentar abusos, imprudencias, negligencias o 
conductas agresivas. 

3. Tendrán la misma consideración la publicidad y la televenta que inciten 
a la crueldad o al maltrato a las personas o a los animales o a la destrucción de 
bienes de la naturaleza o culturales. 

4. Es también ilícita la publicidad de aquellos productos o servicios cuya 
efectividad para el resultado que se espera no sea demostrable mediante 
pruebas contrastadas. 

5. Asimismo, es ilícita la publicidad basada en la utilización de 
recomendaciones u opiniones de profesionales, o actores que los representen, 



cuya actividad esté relacionada con la rama del producto o servicio anunciado, 
cuando se utiliza el principio de autoridad. 

6. Resulta igualmente ilícita aquella publicidad de vehículos motorizados 
que destaque de los mismos la potencia y velocidad alcanzable, y que potencie 
comportamientos imprudentes, como la rapidez de desplazamiento, para la 
seguridad vial. 

7. La publicidad y la televenta no deberán utilizar técnicas subliminales, 
entendiendo por tales las que contienen los elementos que se recogen en la 
citada Ley General de Publicidad para definir la publicidad subliminal. 

Artículo 29.Publicidad en televisión y televenta prohibidas. 
1. Además de lo que resulta de lo dispuesto en el artículo 8 de la Ley 

34/1988, de 11 de noviembre, General de Publicidad, queda prohibida la 
emisión por televisión de: 

a) Cualquier forma, directa o indirecta, de publicidad y de televenta de 
cigarrillos y demás productos del tabaco. 

b) Cualquier forma directa o indirecta de publicidad de medicamentos y 
tratamientos médicos que sólo puedan obtenerse por prescripción facultativa. 

c) La publicidad de contenido esencial o primordialmente político, o 
dirigida a la consecución de objetivos de tal naturaleza, sin perjuicio de lo 
dispuesto en la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio (RCL 1985, 1463 y RCL 
1986, 192; ApNDL 4080), del Régimen Electoral General, y en la Ley 1/1987, 
de 31 de marzo (LCV 1987, 978), de La Generalitat, Electoral Valenciana. 

d) La televenta de medicamentos, tratamientos médicos y productos 
sanitarios. 

2. Quedan prohibidas la publicidad y la televenta encubiertas. 
Artículo 30.Publicidad en televisión y televenta de bebidas 

alcohólicas. 
1. Queda prohibida cualquier forma directa o indirecta de publicidad y de 

televenta de bebidas con graduación alcohólica superior a veinte grados 
centesimales. 

2. La publicidad y la televenta de las restantes bebidas alcohólicas deberá 
respetar los siguientes principios: 

a) No podrán estar dirigidas específicamente a las personas menores de 
edad ni, en particular, presentar a los menores consumiendo dichas bebidas. 

b) No deberán asociar el consumo de alcohol a una mejora del 
rendimiento físico o de la conducción de vehículos ni dar impresión de que el 
consumo de alcohol contribuye al éxito social o sexual, sugerir que las bebidas 
alcohólicas tienen propiedades terapéuticas o un efecto estimulante o sedante, 
o que constituyen un medio para resolver conflictos. 

c) No deberán estimular el consumo inmoderado de bebidas alcohólicas u 
ofrecer una imagen negativa de la abstinencia o de la sobriedad, ni subrayar 
como cualidad positiva de las bebidas su contenido alcohólico. 

Artículo 31.Patrocinio televisivo. 
1. Los programas de televisión patrocinados deberán cumplir los 

siguientes requisitos: 
a) La acción de patrocinio y el patrocinador habrán de estar claramente 

identificados como tales mediante el nombre, el logotipo, la marca u otros 
signos distintivos de aquél, al principio, al final de su emisión, o en los dos 
momentos. 



La acción de patrocinio y el patrocinador podrán identificarse también en 
las interrupciones publicitarias, así como en el transcurso del programa 
patrocinado siempre que ello se haga de forma esporádica y sin perturbar el 
desarrollo del programa. 

Esta identificación no podrá incluir mensajes publicitarios destinados a 
promover de forma directa o expresa, la compra o contratación de productos o 
servicios del patrocinador o de un tercero. 

b) El contenido y la programación de una emisión patrocinada no podrán, 
en ningún caso, ser influidos por el patrocinador de tal forma que se atente 
contra la independencia editorial del operador de televisión, ni contener 
mensajes que inciten a la compra o contratación de sus productos o servicios o 
de los de un tercero, mediante referencias concretas de promoción a dichos 
productos o servicios, excepto durante los períodos dedicados a la publicidad y 
a la televenta regulados en los artículos 24 y 25. 

2. Los programas de televisión no podrán ser patrocinados por personas 
físicas o jurídicas cuya actividad principal sea la fabricación o la venta de 
productos o la realización de servicios cuya publicidad esté prohibida, de 
conformidad con lo dispuesto en los artículos 28 y 29 de esta Ley. No obstante, 
se autoriza el patrocinio de programas televisivos por parte de entidades que 
fabriquen, distribuyan o vendan medicamentos, productos sanitarios o 
tratamientos médicos siempre que sólo se haga mención al nombre de la 
entidad patrocinadora, sin referencia a los productos o servicios que ofrezca. 

3. No podrán patrocinarse programas diarios sobre noticias ni de 
actualidad política. Tampoco serán patrocinables las partes en que puedan 
dividirse los referidos programas, salvo las dedicadas a información deportiva y 
meteorológica. 

Los períodos de tiempo dedicados a identificar el patrocinio televisivo, a 
los que se hace referencia en el apartado 1.a) de este artículo, no se 
cuantificarán a efectos de los tiempos máximos de publicidad previstos en el 
artículo 26. 

TÍTULO V 
De la televisión digital en la Comunitat Valenciana 
CAPÍTULO I 
Televisión digital terrenal de ámbito autonómico 
Artículo 32.Canales de cobertura autonómica. 
1. La Generalitat ostentará la titularidad de los canales múltiples digitales 

destinados a la cobertura del territorio de esta Comunidad Autónoma que le 
sean asignados con arreglo a lo establecido en la legislación del Estado, en el 
Plan Técnico Nacional de Televisión Digital Terrestre. 

2. En todo caso, corresponde a la Comunitat Valenciana la titularidad de 
un canal múltiple digital, mediante red de multifrecuencia (MFN), con cobertura 
en el territorio de la Comunidad Autónoma, y con capacidad para efectuar 
desconexiones de ámbito provincial, de conformidad con lo establecido en la 
legislación del Estado, en el Plan Técnico Nacional de Televisión Digital 
Terrestre. 

3. Corresponde a la Comunitat Valenciana la titularidad de aquellos otros 
canales múltiples digitales de cobertura autonómica que puedan configurarse 
de acuerdo con las disponibilidades del espectro radioeléctrico en el territorio 
de la Comunitat Valenciana. 



Artículo 33.Gestión de los canales múltiples digitales de titularidad 
autonómica. 

1. En cada canal múltiple digital de cobertura autonómica serán objeto de 
aprovechamiento separado al menos cuatro programas de televisión digital. 
Dichos programas de televisión podrán ser gestionados por entidades 
diferentes de acuerdo con lo establecido en esta Ley. 

2. Dentro del canal múltiple digital a que se refiere el apartado 2 del 
artículo anterior se explotarán en régimen de gestión indirecta, a través de las 
correspondientes concesiones administrativas, al menos dos programas de 
televisión digital de ámbito autonómico. 

3. La explotación de los programas integrados en los canales múltiples 
digitales a que se refiere el apartado 3 del artículo anterior se llevará a cabo en 
régimen de gestión indirecta, a través de las correspondientes concesiones 
administrativas, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo siguiente. 

Artículo 34.Emisiones digitales del Ente Público Radio Televisión 
Valenciana. 

El Ente Público Radio Televisión Valenciana colaborará activamente con 
la administración Autonómica en el desarrollo e impulso de la tecnología digital 
en el ámbito de la televisión. A estos efectos dispondrá de los programas de 
televisión digital necesarios para la realización de sus emisiones y para atender 
las funciones de servicio público que tiene legalmente encomendadas, de 
acuerdo, en todo caso, con las disponibilidades del espectro radioeléctrico. 

Artículo 35.Concesión de títulos habilitantes de Televisión Digital 
Terrenal (TDT) de ámbito autonómico. 

1. Corresponde a La Generalitat el otorgamiento de la concesión 
administrativa del aprovechamiento integral de los canales múltiples digitales 
de ámbito autonómico regulados en este Capítulo, así como de cada uno de los 
programas integrados en los mismos cuando fueren objeto de explotación 
diferenciada. 

2. Las concesiones administrativas reguladas en el apartado anterior se 
otorgarán mediante concurso público abierto con arreglo a la legislación 
general de contratos de las Administraciones Públicas de aplicación a La 
Generalitat. 

3. El impulso y gestión del procedimiento administrativo para el 
otorgamiento de los títulos habilitantes regulados en este artículo 
corresponderá a los órganos competentes del Departamento que ostente las 
competencias en materia audiovisual. 

4. El otorgamiento de las concesiones administrativas corresponderá al 
Consell de La Generalitat. 

Artículo 36.Extensión y efectos de las concesiones administrativas 
de Televisión Digital Terrenal (TDT) de ámbito autonómico: Garantía 
analógica. 

1. Los titulares de concesiones administrativas de Televisión Digital 
Terrenal (TDT) de ámbito autonómico que ostenten, a su vez, otros títulos 
habilitantes para la prestación del servicio público de televisión con tecnología 
analógica, podrán simultanear sus emisiones con ambas tecnologías hasta el 
momento en que se produzca el cese definitivo de emisiones televisivas 
analógicas con arreglo a lo dispuesto en la legislación general del Estado. 

2. Los titulares de concesiones administrativas de Televisión Digital 
Terrenal (TDT) de ámbito autonómico otorgadas en virtud de lo dispuesto en 



esta Ley podrán simultanear sus emisiones con tecnología analógica, siempre 
que las disponibilidades técnicas del espectro radioeléctrico así lo permitan y, 
en todo caso, con preferencia a cualquier otro operador privado de ámbito 
autonómico o local. Estas emisiones analógicas simultáneas tendrán por único 
objeto la introducción progresiva de la tecnología digital. Cesarán cuando así lo 
disponga el Departamento competente en materia audiovisual y, en todo caso, 
cuando se produzca la terminación definitiva de las emisiones analógicas con 
arreglo a lo establecido en la legislación general del Estado. 

Artículo 37.Obligaciones de los concesionarios de Televisión Digital 
Terrenal (TDT) de ámbito autonómico. 

1. Los titulares de concesiones administrativas para la explotación de 
canales o programas de Televisión Digital Terrenal (TDT) de ámbito 
autonómico estarán sometidos a las obligaciones impuestas por la legislación 
general del Estado y, en particular, a las siguientes: 

a) A garantizar la prestación del servicio en la totalidad del territorio de la 
Comunitat Valenciana. 

b) A garantizar la posibilidad de acceder al servicio a la totalidad de los 
ciudadanos residentes en el territorio de la Comunidad Autónoma. 

c) A garantizar determinados tiempos mínimos de emisión al día y cuotas 
de producción propia así como a respetar los límites de emisión de espacios 
publicitarios establecidos en las condiciones del concurso público para el 
otorgamiento de las concesiones. 

d) A garantizar la accesibilidad de sus emisiones mediante el subtitulado y 
la inclusión de la lengua de signos española (LSE) según lo dispuesto en la 
presente Ley. En las condiciones del concurso público para el otorgamiento de 
las concesiones se incentivará a aquellos operadores que incluyan mayor 
porcentaje de programación accesible a las personas con discapacidad 
sensorial. 

e) A garantizar un mínimo de emisiones adaptadas a las necesidades y 
singularidades territoriales existentes en la Comunitat Valenciana mediante las 
desconexiones provinciales y comarcales establecidas en el título habilitante o 
cuando fuesen acordadas en cualquier momento por el Departamento que 
ostente las competencias en materia audiovisual. 

2. Las obligaciones señaladas en el apartado anterior se exigirán por el 
Departamento competente en materia audiovisual de forma progresiva, y, en 
todo caso, con arreglo a la secuencia temporal y territorial establecida en el 
Plan Técnico de Implantación que se aprobará por La Generalitat con ocasión 
de cada concurso que se convoque para la concesión de títulos habilitantes. 
Este Plan Técnico garantizará la viabilidad económica de las obligaciones de 
servicio impuestas a los concesionarios. 

Artículo 38.Gestión compartida de canales múltiples digitales. 
1. Cuando en la explotación de un canal múltiple digital de ámbito 

autonómico concurran titulares independientes de concesiones administrativas 
para la gestión de programas u otros títulos habilitantes para el 
aprovechamiento de programas o servicios interactivos integrados deberá 
existir un Gestor del Canal Múltiple. 

2. Corresponde al Gestor del Canal Múltiple: 
a) La gestión de las infraestructuras y elementos tecnológicos de todo 

orden indispensables para la realización de las emisiones digitales y para la 
prestación de los servicios interactivos integrados en las condiciones 



legalmente exigidas que no puedan ser objeto de gestión independiente por los 
titulares de las concesiones administrativas o de quienes ostenten otros títulos 
habilitantes. En caso de desacuerdo entre los titulares de derechos de 
aprovechamiento sobre la extensión de tales elementos, el Departamento que 
ostente las competencias en materia audiovisual delimitará el ámbito de 
decisión necesariamente sometido al Gestor del Canal Múltiple, sin perjuicio de 
las competencias que, de acuerdo con la legislación básica estatal, 
corresponde a la Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones. 

b) La adopción de las decisiones relativas a la ordenación técnica de las 
emisiones televisivas, a los servicios portadores que se utilizarán para la 
difusión del canal y a la organización de los servicios interactivos integrados 
que resulten necesarias para la gestión conjunta del canal. 

c) Las relaciones con el Departamento competente en materia audiovisual 
y con terceros en el ámbito de las funciones establecidas en este artículo. 

3. El Gestor del Canal Múltiple estará integrado por un representante de 
cada uno de los titulares de derechos de explotación de programas de 
televisión digital dentro del canal. 

El Gestor del Canal Múltiple elegirá y renovará entre sus miembros un 
Presidente y designará un Secretario, con voz pero sin voto. Todos sus 
acuerdos se adoptarán por mayoría simple, correspondiendo un voto por cada 
uno de los programas incluidos en el canal. En caso de empate resolverá el 
Presidente. Cuando en el canal estuvieren integrados titulares de derechos de 
aprovechamiento de servicios distintos a las emisiones de televisión, el 
Departamento competente en materia audiovisual resolverá sobre su forma de 
participar en la adopción de decisiones por el Gestor del Canal. 

4. A todas las reuniones del Gestor del Canal Múltiple será convocado un 
representante del Departamento competente en materia audiovisual que podrá 
participar en sus deliberaciones con voz pero sin voto. 

5. Corresponde al Departamento que ostente las competencias en materia 
audiovisual suplir al Gestor del Canal Múltiple cuando no fuere posible la 
adopción de acuerdos en su seno o en caso de inacción del mismo. Asimismo, 
le corresponde designar al Presidente del Gestor del Canal Múltiple cuando 
entre sus miembros no alcancen un acuerdo al respecto. 

6. Si surgieren diferencias entre los titulares de concesiones 
administrativas de programas televisivos u otros títulos habilitantes y éstas no 
pudieran ser resueltas en el seno del Gestor del Canal deberán someterse, con 
carácter previo a la iniciación de otras acciones, a la mediación del 
Departamento que ostente las competencias en materia audiovisual. También 
podrán someterse voluntariamente a la decisión arbitral del citado 
Departamento, el cual resolverá con carácter ejecutivo de acuerdo con lo 
establecido en la legislación general sobre procedimiento administrativo. 

7. El Gestor del Canal Múltiple, mediante acuerdo unánime de sus 
miembros, podrá constituirse en forma de Sociedad Mercantil, en cuyo capital 
social participarán dichos miembros en proporción a sus derechos de 
aprovechamiento sobre el Canal. Esta Sociedad se regirá por la Legislación 
Mercantil, si bien los títulos representativos de la participación en el capital 
social no serán transmisibles a terceros, salvo autorización expresa y previa del 
Departamento competente en materia audiovisual. En todo caso será de 
aplicación lo dispuesto en los apartados 4 y 6 de este artículo. 

CAPÍTULO II 



Televisión digital local 
Artículo 39.Canales de Televisión Digital Local. 
1. Para la prestación del servicio público de Televisión Local Digital por 

ondas terrestres el territorio de la Comunitat Valenciana estará dividido en 
demarcaciones integradas por uno o varios municipios. Cada demarcación 
constituye el ámbito geográfico de prestación del servicio público. 

2. Las demarcaciones de Televisión Digital Local de la Comunitat 
Valenciana serán las determinadas en el Plan Técnico Nacional de la 
Televisión Digital Local, de conformidad con el procedimiento establecido a tal 
efecto en la legislación general del Estado sobre Televisión Digital Local. 

3. En cada demarcación existirá, al menos, un canal múltiple digital de 
Televisión Local, en el cual se integrarán un mínimo de cuatro programas 
televisivos susceptibles de explotación y aprovechamiento independiente. 

Artículo 40.Programas reservados a los municipios. 
1. Los Municipios que integran cada demarcación tendrán derecho a 

obtener del Departamento que ostente las competencias en materia audiovisual 
la gestión de, al menos, un programa dentro de uno de los canales múltiples 
digitales asignados a dicho ámbito territorial. 

2. La solicitud la formularán los Alcaldes-Presidentes de las 
Corporaciones con derecho a ello, dentro del plazo establecido al efecto, previo 
acuerdo del Pleno. 

3. En el supuesto de demarcaciones plurimunicipales la asignación del 
programa se realizará a favor del conjunto de los Municipios que lo hubieren 
solicitado. 

4. Cuando una demarcación tenga asignado más de un canal múltiple 
digital, el Departamento competente en materia audiovisual podrá acordar la 
reserva de programas adicionales a favor de los municipios integrados en la 
misma, previa solicitud de las Corporaciones, en los términos establecidos en 
el apartado anterior, siempre que la legislación general del Estado así lo 
permita. 

Artículo 41.Gestión de programas Municipales. 
1. En las demarcaciones plurimunicipales la gestión del programa 

asignado conjuntamente a varios municipios se realizará mediante la 
constitución de un consorcio dotado de personalidad jurídica propia. 

2. En el Consorcio Digital Local estarán integrados todos los municipios a 
los que hubiera sido asignada la gestión conjunta del programa. 

3. El Consorcio se regirá por unos Estatutos, cuyo proyecto deberá ser 
adoptado por el Pleno de las Corporaciones que lo integran. El proyecto de 
Estatutos será remitido al Departamento que ostente las competencias en 
materia audiovisual para su aprobación y publicación en el «Diari Oficial de La 
Generalitat Valenciana». Una vez publicados los Estatutos, el Consorcio 
adquirirá personalidad jurídica y podrá iniciar la prestación del servicio público. 

4. Los Estatutos del Consorcio Digital Local establecerán como mínimo: 
a) Los órganos de gobierno del Consorcio y su composición, entre los 

cuales existirá, en todo caso, un Presidente y un Secretario, con voz pero sin 
voto. A las reuniones de los órganos de gobierno colegiados deberá 
necesariamente convocarse a un representante del Departamento que ostente 
las competencias en materia audiovisual, que podrá participar en sus 
deliberaciones con voz pero sin voto. 



b) La forma de adopción de acuerdos, en la cual deberá respetarse el 
principio de proporcionalidad respecto a la población de cada uno de los 
municipios. 

c) El régimen financiero del Consorcio. 
d) El régimen de prestación del servicio de Televisión Local Digital y los 

procedimientos y criterios para la fijación de los contenidos del programa. 
5. En las demarcaciones plurimunicipales la gestión del programa 

corresponderá al Consorcio, sin perjuicio de la posible contratación de servicios 
de contenidos televisivos con operadores públicos o privados con sujeción a la 
Legislación General de Contratos de las Administraciones Públicas. 

6. En las demarcaciones integradas por un solo municipio la gestión del 
servicio corresponderá a la Corporación con arreglo a lo establecido en la 
Legislación General del Estado. No obstante la Corporación podrá contratar 
servicios de contenidos televisivos con operadores públicos y privados con 
sujeción a la Legislación General de Contratos de las Administraciones 
Públicas. 

Artículo 42.Obligaciones de los municipios en la gestión del servicio 
público de televisión local. 

1. Los municipios están obligados a gestionar el servicio público de 
televisión local con sujeción a los principios establecidos en la legislación 
general del Estado y en esta Ley. 

2. Los Municipios deberán garantizar el pluralismo ideológico, político y 
social en todas sus emisiones, especialmente en los contenidos informativos, 
así como el derecho de todos los ciudadanos a acceder, a través de las 
organizaciones políticas y sociales que los representan, a este medio de 
comunicación social. 

3. Los Municipios deberán velar por una adecuada protección de los 
menores, de los derechos de accesibilidad de las personas con discapacidad 
sensorial y de los consumidores en sus emisiones y, en general, por ofrecer 
unos contenidos de alta calidad acordes con los valores y principios en los que 
encuentran su fundamento la Constitución Española y el Estatuto de 
Autonomía de la Comunitat Valenciana. 

Artículo 43.Programas en régimen de gestión indirecta. 
1. Los programas no asignados a las Entidades Locales dentro de los 

plazos legalmente establecidos serán explotados en régimen de gestión 
indirecta por operadores privados mediante la correspondiente concesión 
administrativa. 

2. El otorgamiento de las concesiones administrativas se realizará 
mediante concurso público abierto en el que podrán participar los operadores 
privados en los que no concurran causas de exclusión con arreglo a lo 
establecido en la legislación general del Estado. 

El impulso y gestión del concurso público corresponderá al Departamento 
que ostente las competencias en materia audiovisual. El otorgamiento de las 
concesiones administrativas corresponderá al Consell de La Generalitat. 

3. Las concesiones administrativas se otorgarán por el tiempo establecido 
en la legislación general del Estado. Si este plazo fuere aumentado por la 
legislación del Estado una vez otorgada la concesión, se incrementará el 
tiempo de duración de la concesión administrativa original hasta alcanzar el 
establecido en la Ley. 



4. La transmisión, disposición o gravamen de las acciones de las 
sociedades concesionarias de programas de televisión digital local se sujetarán 
a los requisitos establecidos en la legislación estatal sobre televisión local por 
ondas terrestres. 

5. No podrá concederse más de un título habilitante en la misma 
demarcación a una Sociedad ni a Sociedades en las que coincidan, mediante 
participaciones directas o indirectas, todos o alguno de los accionistas o 
partícipes. 

Artículo 44.Obligaciones de los titulares de concesiones 
administrativas y acuerdos de sindicación de contenidos. 

1. Los titulares de concesiones administrativas para la explotación de 
canales o programas de Televisión Digital Terrenal (TDT) de ámbito local 
estarán sometidos a las obligaciones impuestas por la Legislación General del 
Estado y, en particular, a las siguientes: 

a) A garantizar la prestación del servicio en la totalidad del territorio de la 
demarcación correspondiente. 

b) A garantizar la posibilidad de acceder al servicio a la totalidad de los 
ciudadanos residentes en el territorio de la demarcación. 

c) A fomentar la accesibilidad de sus emisiones mediante el subtitulado y 
la inclusión de la lengua de signos española (LSE) según lo dispuesto en la 
presente Ley. En las condiciones del concurso público para el otorgamiento de 
las concesiones se incentivará a aquellos operadores que incluyan mayor 
porcentaje de programación accesible a las personas con discapacidad 
sensorial. 

d) A garantizar determinados tiempos mínimos de emisión al día y cuotas 
de producción propia así como a respetar los límites de emisión de espacios 
publicitarios establecidos en las condiciones del concurso público para el 
otorgamiento de las concesiones. 

2. Las obligaciones señaladas en el apartado anterior se exigirán por el 
Departamento que ostente las competencias en materia audiovisual de forma 
progresiva, y, en todo caso, con arreglo a la secuencia temporal y territorial 
establecida en el Plan Técnico de Implantación que se aprobará por la 
Generalitat con ocasión de cada concurso que se convoque para la concesión 
de títulos habilitantes. Este Plan Técnico garantizará la viabilidad económica de 
las obligaciones impuestas al concesionario. 

3. Los titulares de concesiones administrativas para la explotación de 
programas de Televisión Digital Terrenal (TDT) de ámbito local podrán llegar a 
acuerdos para la sindicación de contenidos. 

Dichos acuerdos, que deberán ser previamente autorizados por el 
Departamento competente en materia audiovisual, podrán tener por objeto la 
producción y difusión conjunta de contenidos televisivos. Reglamentariamente 
se establecerán los límites e instrumentos de control de los acuerdos de 
sindicación de contenidos entre los operadores de televisión digital local. 

Artículo 45.Gestión de los canales de Televisión Local Digital. 
1. Cuando en la explotación de un canal múltiple digital de ámbito local 

concurran titulares independientes de concesiones administrativas para la 
gestión de programas u otros títulos habilitantes para el aprovechamiento de 
programas o servicios interactivos integrados deberá existir un Gestor del 
Canal. 

2. Corresponde al Gestor del Canal: 



a) La gestión de las infraestructuras y elementos tecnológicos de todo 
orden indispensables para la realización de las emisiones digitales y la 
prestación de los servicios interactivos integrados en las condiciones 
legalmente exigidas que no puedan ser objeto de gestión independiente por los 
titulares de las concesiones administrativas o de quienes ostenten otros títulos 
habilitantes. En caso de desacuerdo entre los titulares de derechos de 
aprovechamiento sobre la extensión de tales elementos, el Departamento 
competente en materia audiovisual delimitará el ámbito de decisión 
necesariamente sometido al Gestor del Canal. 

b) La adopción de las decisiones relativas a la ordenación técnica de las 
emisiones televisivas y gestión de los servicios interactivos integrados que 
resulten necesarias para la gestión conjunta del canal. 

c) Las relaciones con el Departamento que ostente las competencias en 
materia audiovisual y con terceros en el ámbito de las funciones establecidas 
en este artículo. 

3. El Gestor del Canal estará integrado por un representante de cada uno 
de los titulares de derechos de explotación de programas de televisión digital. 

El Gestor del Canal elegirá y renovará entre sus miembros un Presidente 
y designará un Secretario, con voz pero sin voto. En el supuesto de existir 
dentro del canal un programa reservado a la gestión municipal, el presidente 
será el representante del municipio o del Consorcio Digital Local. Todos sus 
acuerdos se adoptarán por mayoría simple, correspondiendo un voto por cada 
uno de los programas incluidos en el canal. En caso de empate resolverá el 
Presidente. Cuando en el canal estuvieren integrados titulares de derechos de 
aprovechamiento de servicios distintos a las emisiones de televisión, el 
Departamento que ostente las competencias en materia audiovisual resolverá 
sobre su forma de participar en la adopción de decisiones por el Gestor del 
Canal. 

4. A todas las reuniones del Gestor del Canal será convocado un 
representante del Departamento competente en materia audiovisual que podrá 
participar, si lo estima oportuno, en sus deliberaciones con voz pero sin voto. 

5. Corresponde al Departamento que ostente las competencias en materia 
audiovisual suplir al Gestor del Canal cuando no fuere posible la adopción de 
acuerdos en su seno o en caso de inacción del mismo. Asimismo, le 
corresponde designar al Presidente del Gestor del Canal cuando sus miembros 
no alcancen un acuerdo al respecto. 

6. Si surgieren diferencias entre los titulares de concesiones 
administrativas de programas televisivos u otros títulos habilitantes y éstas no 
pudieran ser resueltas en el seno del Gestor del Canal deberán de someterse 
las mismas, con carácter previo a la iniciación de otras acciones, a la 
mediación del Departamento que ostente las competencias en materia 
audiovisual. También podrán someterse voluntariamente a la decisión arbitral 
del citado Departamento, el cual resolverá con carácter ejecutivo de acuerdo 
con lo establecido en la legislación general sobre procedimiento administrativo. 

7. El Gestor del Canal Múltiple, mediante acuerdo unánime de sus 
miembros, podrá constituirse en forma de Sociedad Mercantil, en cuyo capital 
social participarán dichos miembros en proporción a sus derechos de 
aprovechamiento sobre el Canal. Esta Sociedad se regirá por la Legislación 
Mercantil, si bien los títulos representativos de la participación en el capital 
social no serán transmisibles a terceros, salvo autorización expresa y previa del 



Departamento competente en materia audiovisual. En todo caso será de 
aplicación lo dispuesto en los apartados 4 y 6 de este artículo. 

Artículo 46.Transición progresiva hacia la tecnología digital. 
Extinción definitiva de títulos habilitantes y derechos anteriores. 

1. Los Municipios a los que se hubiere asignado en virtud de lo dispuesto 
en esta Ley la gestión de programas de Televisión Digital así como los 
operadores privados que obtengan una concesión administrativa para la 
gestión indirecta de programas de televisión local digital a través del 
procedimiento regulado en esta Ley podrán emitir simultáneamente con 
tecnología analógica hasta el momento en que tenga lugar la cesación 
definitiva en todo el territorio nacional de las emisiones analógicas de televisión 
local con arreglo a lo dispuesto en la legislación general del Estado. Este 
derecho estará condicionado a las disponibilidades técnicas del espacio 
radioeléctrico en la demarcación. 

2. Una vez resuelto en una demarcación el concurso público para el 
otorgamiento de las concesiones administrativas reguladas en este Capítulo, 
quedarán definitivamente extinguidos en dicha demarcación, a todos los 
efectos, los títulos habilitantes, cualquiera que sea su clase o naturaleza, así 
como todos los derechos preexistentes, para realizar emisiones televisivas de 
ámbito o cobertura local. Como consecuencia de ello en dicho momento 
cesarán definitivamente la totalidad de las emisiones televisivas de ámbito 
local, analógicas y digitales de cualesquiera operadores, públicos o privados, 
que no hubiesen obtenido una concesión administrativa para la explotación de 
un programa de televisión digital en la demarcación correspondiente. 

3. El Departamento que ostente las competencias en materia audiovisual 
procederá, previo requerimiento a los afectados, a la clausura definitiva de 
aquellas estaciones, cabeceras o centros emisores de televisión local, 
analógica o digital, que no hubiesen obtenido una concesión administrativa con 
arreglo a lo establecido en este Capítulo en la demarcación de que se trate. 
Asimismo adoptará, a través de los servicios inspectores competentes, las 
medidas necesarias para impedir nuevas emisiones de estas estaciones, 
cabeceras o centros emisores. 

TÍTULO VI 
Potestades inspectoras y sancionadoras 
CAPÍTULO I 
Competencias 
Artículo 47.Competencias de control y sanción. 
1. Las facultades de inspección y control en materia audiovisual las 

ejercerá el departamento competente en La Generalitat y el Consell Audiovisual 
de la Comunitat Valenciana de la Comunitat Valenciana, de acuerdo con lo que 
establezca su Ley. 

2. El ejercicio de la potestad sancionadora en materia audiovisual lo 
ejercerá el departamento competente de La Generalitat. 

3. Corresponde al departamento competente de La Generalitat en materia 
audiovisual ejercer las competencias de inspección y control, así como las 
potestades sancionadoras que corresponden a La Generalitat en materia de 
servicios de telecomunicaciones de difusión. En particular, le corresponde 
ejercer las competencias de inspección y control para asegurar el cumplimiento 
de lo que dispone el Título V de esta Ley sobre la ordenación de la televisión 
digital. 



4. Corresponderá al Consell Audiovisual de la Comunitat Valenciana en la 
forma que determine la Ley de Creación y su reglamento ejercer las facultades 
de inspección y control, a fin de asegurar el cumplimiento de las obligaciones 
establecidas en esta Ley. 

5. El régimen sancionador establecido en este título se entiende sin 
perjuicio del régimen sancionador previsto en el Título VIII de la Ley 32/2003, 
de 3 de noviembre (RCL 2003, 2793 y RCL 2004, 743), General de 
Telecomunicaciones, que se aplicará en los supuestos y dentro del ámbito 
establecidos en la citada Ley. 

6. La potestad sancionadora regulada en esta Ley se ejercerá de 
conformidad con los principios establecidos en el Título IX de la Ley 30/1992, 
de 26 de noviembre (RCL 1992, 2512, 2775 y RCL 1993, 246), de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común. 

CAPÍTULO II 
Infracciones y sanciones 
Artículo 48.Infracciones. 
1. Son infracciones leves: 
a) El incumplimiento de las obligaciones o deberes derivados de los 

artículos 10, 11, 14, 17, 18, 19, 20, 21, 23, 24, 25, 26, 27, 28, 29, 30, 31, 37, 42 
y 44 de la presente Ley cuando no merezca la calificación como infracción 
grave o muy grave. 

b) El incumplimiento de las condiciones que imponen a los concesionarios 
las normativas reguladoras de las concesiones de servicios incluidos en el 
ámbito de la presente Ley, cuando tal incumplimiento no afecte a las 
condiciones esenciales de las concesiones. 

2. Son infracciones graves: 
a) El incumplimiento de las obligaciones o deberes derivados de los 

artículos 10, 11, 14, 17, 18, 19, 20, 21, 23, 24, 25, 26, 27, 28, 29, 30, 31, 37, 42 
y 44 de la presente Ley, cuando sea susceptible de causar un daño 
considerable al interés público o a los derechos y libertades de las personas y 
no merezca su calificación como infracción muy grave con arreglo a lo 
dispuesto en el apartado 3. 

b) La violación de los principios recogidos en el artículo 16, excepto los 
establecidos en los apartados a), b), c) y d). 

c) El incumplimiento de las obligaciones y deberes impuestos en el 
artículo 22, relativo a la protección de los menores, cuando no constituya 
infracción muy grave con arreglo al apartado d) del apartado 3. 

d) El incumplimiento de las condiciones que imponen a los concesionarios 
las normativas reguladoras de las concesiones de servicios incluidos en el 
ámbito de la presente Ley, cuando tal incumplimiento afecte a las condiciones 
esenciales de las concesiones. 

e) La negativa, resistencia u obstrucción que impida, dificulte o retrase el 
ejercicio de las facultades de inspección del Consell Audiovisual de la 
Comunitat Valenciana, cuando no constituya infracción muy grave, con arreglo 
a la letra f) del apartado 3. 

3. Son infracciones muy graves: 
a) La violación de los principios recogidos en los apartados a), b), c) y d) 

del artículo 16. 



b) La violación reiterada de los deberes de programación y de los límites y 
exigencias impuestos a la emisión de publicidad. 

c) La violación, declarada en resolución firme, de la normativa vigente 
sobre el derecho al honor, a la intimidad personal y a la propia imagen, del 
derecho de rectificación, de la distribución de espacios entre los grupos 
políticos y sociales, campañas electorales y difusión de sondeos. 

d) El incumplimiento de las obligaciones y deberes impuestos en el 
artículo 22, relativo a la protección de los menores, cuando sea susceptible de 
causar un daño considerable a su formación y crecimiento. 

e) La realización de actividades incluidas en el ámbito de la presente Ley 
sin título habilitante cuando sea legalmente necesario. 

f) La negativa, resistencia u obstrucción que impida, dificulte o retrase el 
ejercicio de las facultades de inspección del Consell Audiovisual de la 
Comunitat Valenciana, cuando como consecuencia de ello se deriven graves 
perjuicios para el interés público. 

Artículo 49.Sanciones. 
1. Las infracciones serán sancionadas de la siguiente forma: 
a) Las leves, con una multa de hasta 10.000 euros. El órgano competente 

de la Comunitat Valenciana podrá también acordar la suspensión de las 
emisiones o de una parte de la programación por espacio de una semana como 
máximo. 

b) Las graves, con una multa de entre 10.001 y 60.000 euros. El órgano 
competente de la Comunitat Valenciana también puede acordar la suspensión 
de las emisiones o de una parte de la programación por espacio de un mes 
como máximo. 

c) Las muy graves, con una multa de entre 60.001 y 1.000.000 de euros. 
Esta clase de infracciones podrá dar lugar a la suspensión de eficacia del título 
habilitante para la prestación del servicio de televisión o de radiodifusión sonora 
y, en caso de reincidencia, a la revocación del mismo, sin derecho a 
indemnización alguna. 

2. En todo caso, la cuantía de la sanción que se imponga, dentro de los 
límites indicados, se graduará teniendo en cuenta, además de lo previsto en el 
artículo 131.3 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de 
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, lo 
siguiente: 

a) La gravedad de las infracciones cometidas anteriormente por el sujeto 
al que se sanciona. 

b) La repercusión social de la infracción. 
c) El beneficio que le haya reportado al infractor el hecho objeto de la 

infracción. 
d) El daño causado. 
e) La gravedad del incumplimiento. 
Artículo 50.Prescripción. 
1. Las infracciones reguladas en la presente Ley prescribirán, las muy 

graves, a los tres años; las graves, a los dos años, y las leves, a los seis 
meses. 

2. El plazo de prescripción de las infracciones comenzará a computarse 
desde el día en que se hubieran cometido. Interrumpirá la prescripción, la 
iniciación, con conocimiento del interesado, del procedimiento sancionador. El 
plazo de prescripción se reanudará si el expediente sancionador estuviera 



paralizado durante más de un mes por causa no imputable al presunto 
responsable. 

3. En el supuesto de infracción continuada, el plazo de prescripción no 
comenzará a contarse hasta el momento en que deje de realizarse la actividad 
infractora. 

4. Las sanciones impuestas por faltas muy graves prescribirán a los tres 
años, las impuestas por faltas graves a los dos años y las impuestas por faltas 
leves, al año. El plazo de prescripción de las sanciones comenzará a 
computarse desde el día siguiente a aquél en que adquiera firmeza la 
resolución por la que se impone la sanción. Interrumpirá la prescripción la 
iniciación, con conocimiento del interesado, del procedimiento de ejecución, 
volviendo a correr el plazo si aquél está paralizado durante más de un mes por 
causa no imputable al infractor. 

CAPÍTULO III 
Procedimiento sancionador 
Artículo 51.Procedimiento sancionador. 
1. Con carácter previo a la iniciación del expediente sancionador, podrá 

ordenarse la apertura de un período de información previa para el 
esclarecimiento de los hechos con el fin de conocer las circunstancias del caso 
concreto y la conveniencia o no de iniciar el procedimiento. 

Esta información previa podrá tener carácter reservado y su duración no 
superará el plazo de dos meses, salvo que se acuerde expresamente su 
prórroga por otro u otros plazos determinados. 

2. El procedimiento se iniciará de oficio por el órgano competente de la 
Comunitat Valenciana, bien por propia iniciativa o a petición del Consell de La 
Generalitat o de otros órganos administrativos, o por denuncia. 

3. La resolución por la que se inicie el expediente deberá contener como 
mínimo lo siguiente: 

a) Identificación de la persona o personas presuntamente responsables. 
b) Los hechos constatados que motivan la incoación del procedimiento, su 

posible calificación y las sanciones que pudieran corresponder, sin perjuicio de 
lo que resulte de la instrucción. 

c) Instructor y, en su caso, Secretario del procedimiento. 
d) Órgano competente para la resolución del procedimiento y norma que 

le atribuye la competencia. 
e) Medidas de carácter provisional que se acuerden por el órgano 

competente de la Comunitat Valenciana, sin perjuicio de las que se puedan 
adoptar durante el procedimiento. 

f) Indicación del derecho a formular alegaciones y a la audiencia en el 
procedimiento y de los plazos para su ejercicio. 

4. La resolución por la que se inicie el expediente sancionador se 
comunicará al instructor, con traslado de cuantas actuaciones existan al 
respecto, y se notificará al denunciante, en su caso, y al presunto responsable. 
En la notificación se advertirá a éste que, de no efectuar alegaciones sobre el 
contenido de la resolución de iniciación del procedimiento en el plazo 
establecido en el apartado siguiente, la iniciación podrá ser considerada 
propuesta de resolución cuando contenga un pronunciamiento preciso acerca 
de la responsabilidad imputada, a los efectos previstos en los apartados 9 y 10 
de este artículo. 



5. El inculpado dispondrá de un plazo de quince días hábiles para formular 
las alegaciones que estime pertinentes en defensa de sus derechos, así como 
para aportar datos, informaciones o documentos y proponer la prueba que 
estime oportuna. 

6. Si el expedientado reconoce voluntariamente su responsabilidad, el 
instructor elevará el expediente al órgano competente de la Comunitat 
Valenciana para resolver, sin perjuicio de que pueda continuar su tramitación si 
hay indicios razonables de fraude o encubrimiento de otras personas o 
entidades o si la cuestión suscitada por la incoación del procedimiento 
entrañase interés general. 

7. Se practicarán de oficio o se admitirán a propuesta del presunto 
responsable cuantas pruebas sean adecuadas para la determinación de los 
hechos y de las posibles responsabilidades, y sólo podrán declararse 
improcedentes las que por su relación con los hechos no puedan alterar la 
resolución final a favor del presunto responsable. 

Las pruebas técnicas y los informes periciales contradictorios o dirimentes 
propuestos por los interesados interrumpirán, mientras se realizan y se 
incorporan sus resultados al expediente, el cómputo del plazo para resolver el 
procedimiento. 

8. Si como consecuencia de la instrucción del procedimiento resultase 
modificada la determinación inicial de los hechos, de su posible calificación, de 
las sanciones imponibles o de las responsabilidades susceptibles de sanción, 
se notificará todo ello al inculpado en la propuesta de resolución. 

9. Concluida, en su caso, la prueba y las diligencias que se estimen 
necesarias, el instructor del procedimiento formulará propuesta de resolución 
en la que se fijarán de forma motivada los hechos, especificándose los que se 
consideren probados y su calificación jurídica, se determinará la infracción que, 
en su caso, aquéllos constituyan y la persona o personas que resulten 
responsables, especificándose la sanción que propone que se imponga y las 
medidas provisionales que se hubiesen adoptado, en su caso, por el órgano 
competente de la Comunitat Valenciana o por el instructor del procedimiento; o 
bien se propondrá la declaración de no existencia de infracción o 
responsabilidad. 

10. La propuesta de resolución se notificará al inculpado, indicándole la 
puesta de manifiesto del expediente, y concediéndole un plazo de quince días 
para formular alegaciones y presentar los documentos e informaciones que 
estime pertinentes ante el instructor. 

11. Se podrá prescindir del trámite de audiencia cuando no figuren en el 
procedimiento ni sean tenidos en cuenta otros hechos ni otras alegaciones y 
pruebas que las aducidas, en su caso, por el interesado. 

12. Cumplido el trámite de audiencia, la propuesta de resolución se 
cursará inmediatamente al órgano competente de la Comunitat Valenciana, 
junto con todos los documentos, alegaciones e informaciones que obren en el 
expediente. 

13. El órgano competente de la Comunitat Valenciana, antes de dictar 
resolución, podrá decidir, mediante acuerdo motivado, la realización de las 
actuaciones complementarias indispensables para resolver el procedimiento. 
Estas actuaciones deberán practicarse en un plazo no superior a un mes. El 
plazo para resolver el procedimiento quedará suspendido hasta la terminación 
de las actuaciones complementarias. 



14. El órgano competente de la Comunitat Valenciana dictará resolución, 
que habrá de ser motivada y resolverá todas las cuestiones planteadas en el 
expediente. 

La resolución no podrá aceptar hechos distintos de los determinados en el 
curso del procedimiento, con independencia de su diferente valoración jurídica. 

La resolución, además de contener los elementos previstos en el artículo 
89.3 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, 
contendrá, en su caso, la valoración de las pruebas practicadas, especialmente 
de aquéllas que constituyan los fundamentos básicos de la decisión, fijará los 
hechos y, en su caso, la persona o personas responsables, la infracción o 
infracciones cometidas, y la sanción o sanciones que se imponen. 

Asimismo, se hará referencia, si cabe, a los pronunciamientos necesarios 
sobre la exigencia al infractor de la reposición de la situación alterada a su 
estado original. 

En la resolución se adoptarán, en su caso, las disposiciones cautelares 
precisas para garantizar su eficacia en tanto no sea ejecutiva. Estas 
disposiciones podrán consistir en el mantenimiento de las medidas 
provisionales que, en su caso, se hubiesen adoptado. 

La resolución será ejecutiva cuando ponga fin a la vía administrativa. 
15. La sanción deberá abonarse en el plazo máximo de un mes, a contar 

desde el día siguiente a aquél en que adquiera firmeza en vía administrativa. 
16. El plazo máximo en que debe dictarse y notificarse la resolución 

sancionadora será de seis meses, contados desde la fecha en que se adoptó la 
resolución de iniciación del expediente sancionador. Dicho plazo podrá 
ampliarse, como máximo por otros tres meses, mediante resolución motivada 
del órgano competente de la Comunitat Valenciana. 

Artículo 52.Actas de inspección y requerimientos del Consell 
Audiovisual de la Comunitat Valenciana. 

1. Las actas de inspección que se extiendan por funcionarios a los que se 
reconoce la condición de autoridad tendrán naturaleza de documento público y 
estarán dotadas de presunción de certeza y valor probatorio, respecto de los 
hechos reflejados en las mismas, salvo prueba en contrario. 

2. El Consell Audiovisual de la Comunitat Valenciana de la Comunitat 
Valenciana podrá requerir de los operadores públicos o privados los datos que 
estime necesarios para el ejercicio de sus funciones. 

A estos efectos, todos los operadores de televisión y de radiodifusión 
sonora deberán archivar durante un plazo de tres años, a contar desde la fecha 
de su última emisión, todos los programas emitidos, incluidas la publicidad y la 
televenta, y registrar los datos relativos a tales programas. 

La información así obtenida será confidencial, y no podrá utilizarse para 
fines distintos a los previstos en esta Ley. 

DISPOSICIÓN ADICIONAL. 
 Única.Estudio técnico del espectro radioeléctrico en el territorio de 

la Comunitat Valenciana 
El Departamento competente en materia audiovisual elaborará en el plazo 

máximo de tres meses desde la fecha de publicación de la Ley en el «Diari 
Oficial de La Generalitat Valenciana», un estudio Técnico del Espectro 
Radioeléctrico en el territorio de la Comunitat Valenciana a los efectos 
establecidos en el apartado 3 del artículo 32, así como para planificar 



adecuadamente los plazos y condiciones de los procedimientos administrativos 
relativos al otorgamiento de títulos habilitantes en materia de televisión digital. 

DISPOSICIONES FINALES. 
 Primera.Habilitación al Consell de La Generalitat 
Se habilita al Consell de La Generalitat a dictar las disposiciones 

reglamentarias necesarias para la adecuada aplicación de esta Ley. 
 Segunda.Entrada en vigor 
La presente Ley entrará en vigor a los tres meses de su publicación en el 

«Diari Oficial de La Generalitat Valenciana» excepto lo dispuesto en el Título V, 
que entrará en vigor el día siguiente al de su publicación. 

 



 
Cataluña 

Ley 22/2005, de 29 diciembre 
PARLAMENTO DE CATALUÑA 
DO. Generalitat de Catalunya 3 enero 2006, núm. 4543, [pág. 84];  
TELECOMUNICACIÓN. Ley de comunicación audiovisual de Cataluña 
 

PREÁMBULO 
I. 
La Ley 10/1983, de 30 de mayo (LCAT 1983, 932), de Creación del Ente 

Público Corporación Catalana de Radio y Televisión y de regulación de los 
servicios de radiodifusión y televisión de la Generalidad de Cataluña, es la 
primera Ley promulgada en Cataluña relacionada con el sector audiovisual. 
Conllevó la creación del servicio público de radiodifusión de la Generalidad de 
Cataluña, que tuvo una importancia caudal en la promoción, el conocimiento y 
la difusión de la lengua y la cultura catalanas, y en la conformación de un 
sistema audiovisual propio de Cataluña. 

Después de veintidós años de este hecho, el sector audiovisual ha 
experimentado profundas transformaciones. Algunas muestras de ello son: la 
irrupción de las televisiones privadas, en el año 1988, que rompen el monopolio 
de las televisiones públicas (la estatal y las autonómicas); los cambios 
tecnológicos que hacen posible la difusión por satélite y por cable; la aparición 
de las televisiones de ámbito local y las de acceso condicionado; la 
liberalización de las redes de telecomunicaciones; la liberalización de la 
televisión por cable y la aparición de la televisión digital terrestre, que abre 
nuevas posibilidades de difusión, y el acceso a servicios relacionados con la 
sociedad de la información. 

Todas estas transformaciones se han producido a partir de las distintas 
normativas estatales promulgadas durante estos años y de la regulación 
contenida en la Directiva 89/552/CEE (LCEur 1989, 1386), conocida como 
Directiva de televisión sin fronteras. Dada la necesidad de adecuar la 
regulación del sector a las nuevas tecnologías, de prever nuevas formas de 
gestión y de disponer de una regulación global de esta materia, es preciso 
aprobar una ley que regule el sector audiovisual de Cataluña. 

En efecto, la Resolución 3/VI del Parlamento de Cataluña, sobre los 
medios audiovisuales de Cataluña, ya acordaba la necesidad de modificar el 
marco legal del sistema de comunicación audiovisual de Cataluña, porque lo 
consideraba insuficiente e inadecuado a la realidad actual. Este acuerdo 
comporta el reconocimiento de la importancia estratégica, económica y política 
del sector audiovisual y de la necesidad de contar con una normativa propia 
sobre esta materia. Establece también la necesidad de que el Consejo del 
Audiovisual de Cataluña se convierta en una verdadera autoridad reguladora 
independiente que cumpla las funciones de vigilancia y control sobre el sector, 
con la garantía de que dicho control no esté influido por consideraciones 
políticas a corto plazo. En la misma línea de profundización democrática, se 
acordó actualizar la organización de la Corporación Catalana de Radio y 
Televisión para dotarla de una mayor independencia, profesionalidad y 
viabilidad económica, dotar al Consejo de Administración de más atribuciones y 
adecuar el organismo a las exigencias de cambios tecnológicos y nuevas 
demandas. 



Como consecuencia del mismo mandato, se promulgó la Ley 2/2000, de 4 
de mayo (LCAT 2000, 231), del Consejo del Audiovisual de Cataluña, que crea 
la primera autoridad reguladora independiente en el Estado español, la cual es 
un referente para las que se crean posteriormente en otras Comunidades 
Autónomas. Las sucesivas modificaciones de dicha Ley han ido ampliando las 
competencias del Consejo del Audiovisual de Cataluña, especialmente en lo 
que concierne a la intervención en la concesión de licencias y la capacidad 
sancionadora. 

La Ley de la Comunicación Audiovisual de Cataluña es fruto también de 
este mandato parlamentario, y ha de ser un instrumento esencial para la 
ordenación de las normas que regulan este sector, con el establecimiento de 
un modelo coherente que se adapte a las nuevas realidades, las nuevas 
tecnologías y los nuevos modelos de gestión. Esta Ley debe servir también 
como marco de referencia para impulsar el sector audiovisual, y hacerlo más 
competitivo en el actual contexto económico. 

El texto de la presente Ley recoge las aportaciones del Informe del 
Consejo del Audiovisual de Cataluña sobre la futura ley del audiovisual de 
Cataluña, que el propio Parlamento encargó a dicho organismo. 

II. 
La presente Ley se fundamenta en el derecho de los ciudadanos de 

Cataluña a disponer de un sistema audiovisual que refleje su realidad 
inmediata a partir de formas expresivas vinculadas a su abanico de tradiciones, 
es decir, el entorno simbólico, y debe otorgar a la Generalidad, en defensa de 
los derechos y los intereses de los ciudadanos, la capacidad de intervenir en la 
regulación de los operadores y los contenidos. Es por este motivo que 
Cataluña, como Comunidad con un patrimonio cultural específico, no puede ser 
considerada sólo una parte de los grandes mercados de consumo audiovisual 
provistos desde fuera de la propia Comunidad mediante operadores y 
contenidos surgidos de otras tradiciones. 

Cabe destacar que con la presente Ley el sistema audiovisual propio de 
Cataluña, que se sobrepone en su propio territorio con los espacios de 
recepción audiovisual estatal e internacional, se organiza en dos niveles: el 
nivel nacional, estructurado en torno a medios y servicios que abarcan todo el 
territorio de Cataluña y que tienen la posibilidad preferente de vincularse, en las 
condiciones que la normativa establezca, al tejido de medios de los demás 
territorios de lengua y cultura catalanas, y el nivel local o de proximidad, que 
comprende los ámbitos municipal y supramunicipal, en el marco de las 
demarcaciones que la normativa establezca. La actividad audiovisual sin ánimo 
de lucro debe tener también presencia en el espacio público de comunicación. 

El sistema audiovisual catalán, en los dos niveles que se han diferenciado, 
se estructura a partir de un sector público que garantiza la prestación del 
servicio público y de un sector privado competitivo, viable, plural y diverso. 

III. 
En el documento «La definición del modelo de servicio público», 

elaborado por el Consejo del Audiovisual de Cataluña en cumplimiento de la 
Resolución 342/VI del Parlamento, el Consejo realizaba varias reflexiones 
sobre la precariedad del marco competencial del que dispone la Generalidad 
en el ámbito audiovisual. Sin embargo, actualmente resulta difícil sostener la 
coherencia y la vigencia de este marco regulador, debido a varias 
circunstancias sobrevenidas que lo hacen anacrónico. 



Efectivamente, hoy no puede realizarse una ley reguladora de la 
comunicación audiovisual a partir del mantenimiento a ultranza del principio del 
servicio público entendido como monopolio de la actividad de comunicación 
audiovisual, y menos aún como monopolio de un único poder público. Cabe 
recordar que el Tribunal Constitucional hasta ahora ha respetado el esquema 
actual, pero al mismo tiempo ha advertido que es necesario hacer efectiva la 
libertad de comunicación que garantiza el artículo 20 de la Constitución 
Española (RCL 1978, 2836; ApNDL 2875). Esta adaptación resulta aún más 
necesaria cuando uno de los fundamentos del monopolio, la escasez del 
espacio radioeléctrico, se ha debilitado debido a la emergencia de tecnologías 
que no lo utilizan o que lo flexibilizan notablemente, como es el caso, por 
ejemplo, de la digitalización. 

Por otra parte, la experiencia de estos últimos años pone de manifiesto 
una situación de pluralismo en los servicios públicos que está 
indisociablemente ligada al papel institucional que tienen las Comunidades 
Autónomas y los municipios. En un sistema constitucional basado en la 
pluralidad de poderes públicos y en el principio de autonomía, difícilmente 
puede seguir teniendo vigencia un modelo de «concesión» de los medios 
públicos dependientes de las Comunidades Autónomas y de los municipios con 
respecto del Estado. 

Estas consideraciones permiten deducir que el nuevo marco jurídico 
audiovisual debe fundamentarse en la reconsideración de la noción de servicio 
público, en su doble vertiente de monopolio y de titularidad, en el 
reconocimiento de la libertad de comunicación con la consiguiente modificación 
del actual régimen de concesión por uno de autorización o licencia y, 
finalmente, en el reconocimiento de un mayor protagonismo de la Generalidad 
en la regulación del sector audiovisual, tanto en el ámbito de los medios 
públicos autonómicos y locales como en el de los operadores privados. Éstos 
son los cambios conceptuales básicos que aparecen en la presente Ley. 

Es importante destacar que la competencia que la Constitución Española 
reserva al Estado en materia de comunicación audiovisual se circunscribe al 
establecimiento de las normas básicas, lo cual permite reconocer a la 
Generalidad un espacio de actuación mucho más amplio que el que ha tenido 
hasta ahora y en el que encaja plenamente una ley que regula de forma 
sistemática todos los sectores que forman parte de la materia audiovisual en 
Cataluña. 

Finalmente, desde una perspectiva distinta, pero no menos importante, la 
iniciativa para elaborar una ley reguladora del sector audiovisual también se 
justifica por la necesidad de ordenar un sector normativo que no dispone de un 
marco legal claramente definido y que integre sistemáticamente todos los 
elementos que han de configurarlo. En estos últimos años el sector audiovisual 
ha estado sometido a una actuación legislativa fragmentada, dictada muy a 
menudo por la necesidad de dar respuesta a problemas concretos y falta, por 
tanto, de coherencia interna y también de seguridad jurídica para los 
operadores y los poderes públicos que han de aplicarla. La reconducción del 
sistema a un marco general de referencia también es, pues, un objetivo que 
cabe valorar. 

La Ley de la Comunicación Audiovisual de Cataluña cumple una función 
de marco regulador general, salvo solamente todo lo que afecta a la 



organización de los medios públicos de la Generalidad y la regulación del 
Consejo del Audiovisual de Cataluña, que tienen sus propias leyes específicas. 

La presente Ley consta de ciento cuarenta artículos, estructurados en 
nueve títulos, cuatro disposiciones adicionales, seis disposiciones transitorias, 
una disposición derogatoria y una disposición final. 

IV. 
El título I incorpora los principios y los valores esenciales implicados en el 

ejercicio de la actividad vinculada a la comunicación audiovisual. Cabe decir 
que la comunicación audiovisual se caracteriza por la implicación de varias 
perspectivas, como la libertad de comunicación, la protección de los derechos 
de la audiencia y la garantía del servicio público, lo cual hace que los principios 
reguladores tengan que establecerse atendiendo también a la multiplicidad y la 
diversidad de valores que hay en juego. 

Dicho título incorpora la definición de los conceptos que aparecen en la 
Ley y de los contenidos esenciales que se desprenden de la libertad de 
comunicación, el principio de libre elección de los mensajes audiovisuales, la 
función de servicio público, la veracidad informativa, la protección de derechos 
fundamentales y otros derechos esenciales: el derecho de rectificación, el valor 
y los efectos del pluralismo, la libertad de recepción y el principio de neutralidad 
tecnológica. 

V. 
El título II trata del espacio radioeléctrico. La Ley parte de la consideración 

del espacio radioeléctrico como un elemento instrumental de la actividad de 
comunicación audiovisual, lo cual permite diferenciar las competencias sobre 
telecomunicaciones y sobre medios de comunicación y hace coherente que la 
Generalidad pueda ejercer potestades con relación al uso del espacio 
radioeléctrico. 

A pesar de la consideración de las telecomunicaciones como competencia 
exclusiva del Estado -artículo 149.1.21 de la Constitución Española-, es 
necesario hacer compatible esta competencia con las de la Generalidad de 
Cataluña en materia audiovisual, teniendo en cuenta el actual marco 
tecnológico. Efectivamente, el espacio radioeléctrico era un bien escaso, pero 
hoy el avance de la técnica permite hacer un uso de él bastante más amplio y 
eficiente, y, en la medida en que la Generalidad tiene las competencias en 
materia audiovisual en el ámbito de todo o parte del territorio de Cataluña, es 
razonable que también pueda gestionar el medio por el que se prestan estos 
servicios. Así, la Generalidad dispone de una capacidad gestora sobre todos 
los elementos que intervienen en la comunicación audiovisual, sin excluir los 
técnicos, y puede cumplir una intervención integral a los efectos del ejercicio de 
todas las funciones administrativas que pueden tener lugar en cuanto al sector. 

Por otra parte, la gestión del espacio radioeléctrico en el ámbito estatal 
tiene efectos directos sobre el sector audiovisual en Cataluña. Por esta razón y 
con el objetivo de asegurar la coherencia de modelos, así como el pluralismo 
cultural y lingüístico, la presente Ley establece mecanismos de participación de 
la Generalidad en la planificación de ámbito estatal, sin perjuicio de la 
coordinación y la cooperación necesarias entre ambas administraciones. 

VI. 
El título III regula el servicio público audiovisual de Cataluña. La necesidad 

de una apropiada ordenación del conjunto del sector audiovisual de Cataluña 
exige otorgar una particular importancia a la garantía, y a la correcta definición 



y delimitación del alcance de la prestación de servicios públicos audiovisuales, 
tanto en el ámbito autonómico como en el ámbito local. 

La radiotelevisión pública constituye un factor clave en el mantenimiento 
de un espacio de comunicación en el que exista una distribución equilibrada y 
democrática de las expresiones y las informaciones que se generan en los 
sistemas político, económico, social y cultural. 

Debe entenderse el servicio público de radiodifusión como una actividad 
de suministro o prestación de servicios audiovisuales orientada a la creación de 
las condiciones necesarias que permitan la plena vigencia de las libertades de 
expresión y comunicación, la plenitud del funcionamiento democrático del 
sistema y la adecuada y efectiva satisfacción de toda una serie de derechos y 
principios de origen constitucional y estatutario, como el derecho a la educación 
y al acceso a la cultura, el impulso del conocimiento y el uso de la lengua 
catalana, y la protección de la cohesión y el pluralismo sociales. 

La presente Ley define las misiones del servicio público audiovisual de la 
Generalidad, sin perjuicio de que el contrato-programa especifique sus 
objetivos concretos. De este modo se cumple el requerimiento constitucional, 
que es el fundamento, en definitiva, de la legitimidad de la prestación del 
servicio público, y también se cumplen las exigencias que la normativa y las 
instituciones comunitarias han formulado de forma clara en este sentido. Por 
otra parte, esta Ley también se refiere a los principios generales sobre cuya 
base han de definirse las misiones del servicio público audiovisual de ámbito 
local que, a partir de la aplicación del principio de autonomía local, los entes 
locales o los consorcios deben concretar en el reglamento de organización y 
funcionamiento del servicio. 

Merece la pena enfatizar que la radiodifusión de servicio público ha de 
utilizar y, si procede, establecer todos los canales o las vías de comunicación y 
todos los formatos o los lenguajes más apropiados. El servicio público de 
radiodifusión, ya sea en el ámbito local o en el autonómico, tiene que ocupar un 
lugar central en el espacio catalán de comunicación audiovisual, porque 
constituye un elemento principal en la garantía de su desarrollo plural, diverso y 
democrático. 

Cabe poner también en relieve que la presente Ley garantiza la 
universalidad absoluta en el acceso a las correspondientes prestaciones del 
servicio público audiovisual. En este sentido, establece que los servicios 
públicos audiovisuales son de acceso libre y universal para todos los 
ciudadanos y, por tanto, no pueden establecer ninguna clase de acceso 
condicional. Además, esta Ley impone a los distribuidores de servicios de 
comunicación audiovisual que exploten redes públicas para la prestación de 
servicios de radiodifusión la obligación de suministrar a sus abonados las 
programaciones de servicio público tanto en cuanto al ámbito autonómico como 
al local, sin que esto pueda comportar ningún coste añadido para los 
abonados. La razón de tal disposición es clara: como en los sistemas de 
prestación de servicios audiovisuales estos operadores tienen una capacidad 
muy intensa para determinar las clases de servicios a las que pueden acceder 
los usuarios, la ley debe evitar el uso de dicha capacidad, de acuerdo con la 
habilitación del artículo 31 de la Directiva 2002/22/CE (LCEur 2002, 1041) del 
Parlamento y el Consejo europeos -conocida como Directiva del servicio 
universal-, que podría perjudicar la visibilidad de los operadores públicos. 



En cuanto al servicio público audiovisual que es competencia de la 
Generalidad, esta Ley atribuye la responsabilidad de la gestión directa a la 
Corporación Catalana de Medios Audiovisuales. Sin perjuicio de lo que 
establezca la futura ley reguladora de la Corporación Catalana de Medios 
Audiovisuales, la presente Ley recoge los principios básicos del funcionamiento 
y la organización de la Corporación, porque son dos factores principales para 
garantizar que ejerce sus competencias de una forma efectiva y adecuada. En 
este sentido, criterios como la autonomía de gestión efectiva ante la dirección 
política del Gobierno -sobre la base principal del contrato-programa-, la 
participación del Parlamento y del Consejo del Audiovisual de Cataluña en la 
provisión de los principales órganos de dirección, la garantía de la auténtica 
gestión directa del servicio mediante la preservación de un núcleo específico de 
profesionales en el ente gestor -sin perjuicio del posible recurso al sector 
privado si el cumplimiento de la misión de servicio público de apoyo a la 
industria nacional lo requiere-, o el cumplimiento de lo que establece el artículo 
20.3 de la Constitución Española en materia de acceso por parte de grupos 
políticos y sociales representativos, son objeto de una formulación explícita. 

En cuanto al servicio público audiovisual de ámbito local, esta Ley, 
consciente de los retos que plantea la introducción de la tecnología digital y la 
necesidad, en algunos casos, de la creación de economías de escala que 
faciliten la viabilidad de determinados proyectos de ámbito más reducido que el 
autonómico, adopta una fórmula bastante amplia en cuanto a las clases de 
entes públicos que pueden asumir la competencia de la prestación de dicho 
servicio. Así, no sólo los entes locales, sino también las correspondientes 
fórmulas asociativas, e incluso consorciadas, pueden ser responsables de la 
prestación. El principio de autonomía local conlleva, a su vez, que sean dichos 
entes y organismos los que, mediante el correspondiente reglamento, definan, 
sobre la base de los principios básicos de la ley, el modelo concreto de 
organización y funcionamiento del servicio. 

Finalmente, en cuanto a la financiación del servicio público audiovisual en 
sus diversas modalidades territoriales, la presente Ley se basa en el principio 
de que la suficiencia financiera es imprescindible para garantizar la prestación 
del servicio público de una forma real y efectiva. En este sentido, la presencia 
principal, estable y equilibrada de fondos públicos, suministrados sobre la base 
de un contrato-programa de duración plurianual y en el marco de la asunción 
de una serie de objetivos de servicio público, constituye una pieza clave de 
todo el sistema. A partir de aquí, el recurso a fondos privados -publicidad, 
comercialización de contenidos, prestación de servicios de valor añadido- 
también es objeto de regulación, pero con limitaciones, y tienen la principal 
función de evitar cualquier posible distorsión en el funcionamiento normal del 
ente gestor, tanto bajo el punto de vista de los requerimientos de transparencia 
financiera como del necesario aislamiento de la gestión con respecto a 
cualquier dinámica comercial desvinculada del objeto principal de prestación 
del servicio público. 

VII. 
El título IV establece los principios reguladores de la actividad privada de 

comunicación audiovisual. En un entorno de muchos canales basado en el 
principio de neutralidad tecnológica, en el que la escasez sólo sigue 
planteándose en el espacio radioeléctrico, la ordenación de la actividad 
audiovisual privada requiere un nuevo modelo de intervención. Dicho modelo 



debe compatibilizar el derecho fundamental a la libertad de comunicación con 
la garantía del pluralismo y otros principios y libertades relacionados con la 
formación de la opinión pública implicados en el ejercicio de dicha actividad. 

En este sentido, la presente Ley determina que la prestación por 
operadores privados de los servicios de comunicación audiovisual queda 
sometida a un régimen de licencia, si la prestación se realiza mediante la 
utilización del espectro radioeléctrico -el cual sigue siendo un recurso escaso-, 
y a un régimen de comunicación previa, si el servicio de comunicación 
audiovisual se realiza mediante otras tecnologías que no usen el espectro 
radioeléctrico. 

Por otra parte, de acuerdo con las discusiones que se producen en el 
marco de las instituciones comunitarias con relación a los futuros cambios 
reguladores del sector audiovisual, esta Ley no comprende sólo los servicios 
audiovisuales tradicionales como la radio y la televisión, sino que manifiesta 
también su clara voluntad de extender la intervención reguladora hacia otros 
servicios audiovisuales que no responden a los parámetros típicos de 
ordenación secuencial de contenidos. 

Las demás actividades privadas que participan en la prestación de los 
servicios de comunicación audiovisual, principalmente los operadores de redes, 
los servicios de comunicación electrónica y los operadores de servicios de 
acceso condicional, si bien están sujetos al régimen jurídico establecido por 
dicha legislación de telecomunicaciones, han de respetar las disposiciones 
establecidas por esta Ley en cuanto al contenido que transmiten al público. 

En este título la presente Ley establece un régimen claro en el que el 
Consejo del Audiovisual de Cataluña, en el ejercicio de sus funciones de 
ordenación, garantiza el pluralismo de la comunicación audiovisual. Dicho 
pluralismo conlleva la diversidad en la oferta de los servicios de comunicación 
audiovisual y, por tanto, la existencia de una pluralidad de medios de 
comunicación autónomos que ponen a la disposición del público una oferta de 
contenidos audiovisuales diversa. Por este motivo, fija límites en la 
concentración de los medios de comunicación y la modificación de su 
estructura accionarial, y declara la intransmisibilidad de las licencias para 
prestar servicios de comunicación audiovisual. 

Preservar el pluralismo de los medios de comunicación en un entorno 
digital depende más del control del acceso que de las normas sobre propiedad 
de medios. Y, en este sentido, garantizar a terceros un acceso equitativo a los 
sistemas de acceso condicional de las plataformas de difusión y garantizar la 
interoperabilidad técnica de los descodificadores son los objetivos principales 
de la regulación de la comunicación audiovisual. 

La regulación de los sistemas de recepción y de acceso se basa en la 
interoperabilidad como garantía de acceso universal, y la de la oferta, en el 
pluralismo más allá de las normas de titularidad de los medios. La presente Ley 
aborda esta nueva realidad y adapta a ella los mecanismos y las funciones de 
regulación. 

Finalmente, esta Ley trata de garantizar el acceso a la información y la 
transparencia del sector audiovisual. 

VIII. 
El título V, dedicado a la regulación de los contenidos audiovisuales, parte 

de la existencia de cuatro niveles de regulación de la materia: en primer lugar, 
lo que establece la propia Ley; en segundo lugar, lo que defina y explicite el 



Consejo del Audiovisual de Cataluña; en tercer lugar, los llamados «acuerdos 
de corregulación», en virtud de los que el Consejo del Audiovisual de Cataluña 
puede establecer de forma precisa obligaciones y deberes en materia de 
contenidos con los distintos operadores audiovisuales, y, finalmente, los 
códigos voluntarios de autorregulación. 

Esta Ley fija una serie de límites vinculados directamente con los 
principios, los valores y los derechos constitucionales que pueden legitimar la 
acotación legal del ejercicio de las libertades de expresión y de información. 
Son límites vinculados al respeto de la dignidad de las personas, la falta de 
toda incitación al odio por motivos de raza, sexo, religión o nacionalidad, la 
separación entre informaciones y opiniones y el respeto al principio de 
veracidad informativa, entre otros. 

Aparte de ello, incorpora y traspone los rasgos normativos básicos que se 
desprenden del régimen comunitario vigente en materia de radiodifusión, tanto 
en cuanto a las cuotas de difusión de obras europeas como a la protección de 
la infancia y la juventud. 

Con relación a este último aspecto, incorpora la distinción comunitaria 
entre los contenidos que pueden perjudicar seriamente el desarrollo de los 
menores, los cuales se prohíben genéricamente en el marco de la difusión de 
la televisión, y los contenidos que también perjudican a los menores pero no 
seriamente, los cuales se someten a ciertos límites, especialmente la no 
difusión dentro del llamado «horario protegido». Por otra parte, y sin perjuicio 
de la prohibición genérica, determina la posibilidad de suministrar tales 
contenidos si se garantiza su aceptación expresa y directa en el marco de los 
servicios suministrados por un operador de redes de comunicaciones 
electrónicas para la distribución de programas de radio o televisión. 

Otras obligaciones destacables, aparte de la difusión necesaria de 
comunicaciones de interés público, son las relativas a la señalización de los 
servicios audiovisuales, la garantía del acceso de las personas con 
discapacidad o el derecho de los ciudadanos al acceso, por medio de servicios 
de comunicación audiovisual, a determinados acontecimientos susceptibles de 
ser considerados de interés general. 

Finalmente, la presente Ley también incluye una serie de obligaciones en 
materia de difusión de las obras europeas, así como el régimen de protección 
de la lengua y la cultura catalanas y la lengua aranesa en el marco de la 
realización de actividades de comunicación audiovisual, recogiendo 
esencialmente el régimen que ya establece la normativa lingüística vigente y 
adaptándolo a los parámetros reguladores de esta Ley. 

IX. 
El título VI está dedicado a la publicidad, la televenta y el patrocinio, que 

son aspectos fundamentales para el sector audiovisual porque inciden en 
aspectos esenciales del sector, como por ejemplo su financiación y sus 
productos. Ahora bien, el alcance de sus efectos trasciende el ámbito 
estrictamente audiovisual para incidir directamente en la esfera de los 
ciudadanos como consumidores en el mercado. La relevancia de la regulación 
de la publicidad, la televenta y el patrocinio resulta, pues, evidente. 

La regulación de la publicidad, la televenta y el patrocinio comprende, 
entre otros aspectos, la cantidad de publicidad que puede emitirse -límites 
diarios y horarios-, su contenido, la presentación y la inserción de los mensajes 
publicitarios durante la programación, atendiendo especialmente a las 



interrupciones publicitarias. En este sentido, esta Ley recoge los principios de 
la actual legislación e intenta sistematizarlos, e incorpora también la legislación 
general de publicidad y las legislaciones sectoriales que tienen incidencia en 
ella: por ejemplo, la relativa a la publicidad de determinados productos, como el 
tabaco, los medicamentos y los juguetes. 

Como novedad, esta Ley tiene en cuenta el impacto que la evolución de 
las nuevas tecnologías puede tener en la actividad publicitaria. Dicho impacto 
se traduce fundamentalmente en una tendencia creciente a diversificar las 
formas de publicidad, que actualmente la legislación no recoge, y en la 
necesidad de evitar que la emergencia de estas nuevas formas conlleve una 
vulneración de aspectos y principios básicos de regulación. 

X. 
El título VII incorpora el tratamiento conjunto de los diversos poderes 

públicos que han de intervenir sobre el sector, y delimita sus funciones de 
acuerdo con la lógica del nuevo marco regulador. Cabe destacar como 
principales novedades las competencias de los municipios que derivan del 
reconocimiento del servicio público local de la radio y la televisión, y la 
regulación de las funciones y las atribuciones del Consejo del Audiovisual de 
Cataluña, que la consolidan como instancia básica del ejercicio de las 
funciones administrativas que establece la Ley, especialmente en las 
relaciones con los operadores. 

En cuanto al Consejo del Audiovisual de Cataluña, y sin perjuicio de lo 
que establece su ley específica, la presente Ley, como norma general del 
sector audiovisual, establece los principios básicos que lo definen en lo relativo 
a la naturaleza de dicha institución, su composición y las funciones que debe 
ejercer. Con relación a este último aspecto, también se aprovecha para 
actualizar y ampliar los poderes de actuación de la autoridad, incluido el de 
dictar instrucciones, y el de conceder los correspondientes títulos habilitantes a 
los prestadores al efecto de otorgar al Consejo del Audiovisual de Cataluña 
algunas potestades indispensables para cumplir las funciones que le atribuye 
esta Ley. 

En este mismo sentido, y en coherencia con la condición de instancia 
principal de ejercicio de las funciones administrativas sobre el sector 
audiovisual, también se considera conveniente que el Consejo del Audiovisual 
sea el responsable del registro de operadores de servicios de comunicación 
audiovisual. 

XI. 
La contribución al desarrollo del sector audiovisual es uno de los intereses 

públicos que hay que proteger y que, por tanto, es necesario que regule esta 
Ley, lo cual se concreta en el título VIII. 

Dicho título define los criterios para priorizar las obras audiovisuales 
catalanas en las políticas de fomento. Cabe destacar, como novedad y por su 
interés, la creación de un fondo de sostenimiento de la industria audiovisual. 

En este ámbito, esta Ley determina otros aspectos, como por ejemplo el 
establecimiento de las obligaciones de los operadores, las acciones de fomento 
que pueden adoptar los poderes públicos, las normas de protección y de 
digitalización del patrimonio audiovisual, y el registro de empresas 
audiovisuales y cinematográficas. 

XII. 



Finalmente, la presente Ley dedica su último título al régimen de las 
actividades de inspección y al establecimiento del catálogo de infracciones y 
sanciones. 

En cuanto a las actividades de inspección, explicita las actuaciones 
susceptibles de ser llevadas a cabo por el Consejo del Audiovisual o bien por 
los órganos competentes de la Administración de la Generalidad. 

En cuanto al régimen de infracciones y sanciones, esta Ley establece un 
catálogo con las obligaciones y los deberes derivados, en el cual la 
correspondiente sanción se fija en función de la relevancia de su 
incumplimiento, en particular bajo el punto de vista del bien jurídico o del 
derecho afectado. Cabe destacar de una forma particular que las sanciones 
establecidas no comportan solo la imposición de una multa pecuniaria, sino que 
también pueden consistir en la suspensión temporal de las emisiones -por 
medio del sistema de la llamada «pantalla negra»- o, incluso, en el cese 
definitivo de las emisiones. 

En cuanto al procedimiento sancionador, la presente Ley sólo recoge las 
especificidades necesarias en el contexto de la normativa audiovisual, teniendo 
en cuenta que también deben ser de aplicación las normas sobre 
procedimiento que determinan las Leyes Generales en materia de régimen 
jurídico y de procedimiento administrativo. 

TÍTULO I 
De las definiciones y de los principios generales 
CAPÍTULO I 
Definiciones y ámbito de aplicación 
Artículo 1.Definiciones. 
A los efectos de lo que dispone la presente Ley, se entiende por: 
a) Distribuidor de servicios de comunicación audiovisual: la persona física 

o jurídica que contrata con los prestadores de servicios de comunicación 
audiovisual la distribución de sus contenidos, o actúa por ella misma como 
prestadora de servicios de comunicación audiovisual, con el fin de 
comercializar una determinada oferta de servicios. 

b) Prestador de servicios de comunicación audiovisual: la persona física o 
jurídica que asume la responsabilidad editorial del servicio de radio o de 
televisión, o de los contenidos audiovisuales de que se trate, y los transmite o 
los hace transmitir por un tercero. 

c) Producción propia: todos los contenidos audiovisuales en los que la 
iniciativa y la responsabilidad de la grabación, o bien la propiedad o los 
derechos de explotación, corresponden al prestador de servicios de 
comunicación audiovisual que los difunde. 

d) Servicio de comunicación audiovisual: el servicio consistente en la 
puesta a disposición del público en general o de una categoría del público de 
servicios de radio o de televisión, sean cuales sean la forma de emisión y la 
tecnología utilizadas. Son también servicios de comunicación audiovisuales los 
servicios consistentes de forma predominante en la puesta a disposición del 
público en general o de una categoría del público de contenidos audiovisuales 
organizados de forma no secuencial. 

e) Servicio de radio: el servicio de comunicación audiovisual basado en la 
emisión de sonidos no permanentes y organizados secuencialmente en el 
tiempo. 



f) Servicio de televisión: el servicio de comunicación audiovisual 
consistente en la emisión de imágenes en movimiento y sonidos asociados, 
organizados secuencialmente en el tiempo. 

g) Productor independiente: el productor que cumple las siguientes 
condiciones: tiene una personalidad jurídica distinta a la de un editor de 
servicios; no participa de forma directa o indirecta en más del 15% del capital 
social de uno o varios editores de servicios; su capital social no dispone de una 
participación directa o indirecta superior al 15%, por parte de uno o varios 
editores de servicios, y en los últimos tres ejercicios fiscales no ha facturado 
más del 90% de su volumen de facturación a un mismo editor de servicios. 

h) Servicio de televisión local o de proximidad: el servicio de televisión 
prestado dentro de un ámbito territorial más reducido que el del conjunto del 
territorio de Cataluña. La televisión local se caracteriza por una programación 
de proximidad, generalista o temática, dirigida a satisfacer las necesidades de 
información, de comunicación y de participación social de las comunidades 
locales comprendidas en la demarcación específica de que se trate. 

Artículo 2.Ámbito de aplicación subjetivo. 
1. Los preceptos establecidos por la presente Ley se aplican: 
a) A los medios de comunicación audiovisual de la Generalidad y de los 

entes locales de Cataluña. 
b) A los prestadores de servicios de comunicación audiovisual que utilizan 

el espectro radioeléctrico al amparo de una licencia otorgada por el Consejo del 
Audiovisual de Cataluña de acuerdo con la presente Ley. 

c) A los prestadores de servicios de comunicación audiovisual que tienen 
su domicilio en Cataluña o bien ejercen principalmente sus actividades en ella. 

d) A los operadores de redes y servicios de comunicación electrónica y a 
los distribuidores de servicios de comunicación audiovisuales que se dirigen al 
público de Cataluña, en cuanto a las obligaciones y las responsabilidades que 
determina la presente Ley. 

e) A los sujetos no incluidos en las letras a, b y c que difunden contenidos 
específicamente dirigidos al público de todo o parte del territorio de Cataluña, 
en cuanto al cumplimiento de las obligaciones establecidas por los títulos V y 
VI. 

CAPÍTULO II 
Principios generales 
Artículo 3.Libertad de comunicación audiovisual. 
1. La prestación de servicios de comunicación audiovisual por parte de los 

ciudadanos es libre en el marco del ejercicio legítimo de los derechos 
fundamentales de libertad de expresión y de información, de acuerdo con los 
límites y las condiciones establecidos por la Constitución Española, el Estatuto 
de Autonomía, la normativa comunitaria, la presente Ley y las que sean de 
aplicación. 

2. La libertad de comunicación audiovisual queda sujeta al régimen de 
intervención administrativa que establece la Ley, si procede, en garantía del 
pluralismo, de otros derechos y del interés general. 

Artículo 4.Libre elección. 
1. Todos los ciudadanos tienen derecho a recibir información veraz y a 

escoger libremente los servicios audiovisuales que quieren recibir sin que los 
intereses privados y los poderes públicos puedan sustituir sus decisiones. 



2. Los ciudadanos tienen derecho a recibir información adecuada sobre el 
sector audiovisual. 

Artículo 5.Pluralismo en la comunicación audiovisual. 
El pluralismo en la comunicación audiovisual es una condición esencial 

para el cumplimiento de la libertad de expresión, de información y de 
comunicación, y garantiza la libre formación de la opinión pública y la 
diversidad y la cohesión sociales. 

Artículo 6.Servicio público de comunicación audiovisual. 
La Generalidad y los entes locales prestan el servicio público de 

comunicación audiovisual en los términos establecidos por la presente Ley y 
las normas que la desarrollan. 

Artículo 7.Veracidad informativa. 
La información difundida por los prestadores de servicios de comunicación 

audiovisual debe ser veraz. Se entiende por información veraz la que se 
fundamenta en hechos que pueden someterse a una comprobación diligente, 
profesional y fidedigna. 

Artículo 8.Protección de los derechos fundamentales. 
La prestación de servicios de comunicación audiovisual debe basarse en 

el respeto y la protección de los principios, los valores y los derechos 
fundamentales que reconoce la Constitución Española, en especial el derecho 
al honor, el derecho a la intimidad y el derecho a la propia imagen. Este límite 
se aplica tanto a los sujetos individuales como a los grupos sociales dotados o 
no de personalidad. 

Artículo 9.Protección de la infancia y la juventud. 
La prestación de servicios de comunicación audiovisual está limitada por 

el deber de protección de la infancia y la juventud de acuerdo con la legislación 
aplicable a esta materia y con lo establecido por la presente Ley. 

Artículo 10.Propiedad intelectual. 
La prestación de servicios de comunicación audiovisual, de acuerdo con 

los criterios y los límites que establece esta Ley, exige el respeto necesario de 
los derechos reconocidos en favor de terceros de acuerdo con la legislación 
vigente en materia de protección de la propiedad intelectual. 

Artículo 11.Derecho de rectificación. 
Toda persona natural o jurídica tiene derecho a rectificar la información 

sobre hechos que hacen referencia a ella que haya sido difundida por cualquier 
prestador de servicios de comunicación audiovisual, de conformidad con lo 
establecido por la legislación aplicable sobre esta materia. 

Artículo 12.Derechos de los ciudadanos ante el Consejo del 
Audiovisual de Cataluña. 

Cualquier persona física o jurídica puede dirigirse al Consejo del 
Audiovisual de Cataluña con relación al cumplimiento de los principios y de las 
obligaciones que establecen la presente Ley y las normas que la desarrollan, 
para solicitar que se adopten las medidas establecidas por la Ley. 

Artículo 13.Unidad del espacio audiovisual y acceso universal a la 
información. 

La Generalidad debe garantizar el acceso de toda la población a la 
información en condiciones de igualdad en el ámbito audiovisual. El Gobierno 
ha de adoptar las medidas necesarias para hacer efectivo el principio de 
igualdad en las condiciones de acceso a la información y el conocimiento con 
relación al espacio y los medios audiovisuales. 



Artículo 14.Formación en comunicación audiovisual. 
La Generalidad debe velar por la máxima competencia comunicativa, 

tanto la comprensiva como la expresiva, en el ámbito audiovisual y en las 
tecnologías de la información y la comunicación. 

Artículo 15.Libertad de recepción y principios de integración 
normativa. 

1. La prestación de servicios de comunicación audiovisual se ejerce de 
acuerdo con los principios de libre difusión y recepción entre los estados que 
forman parte de la Unión Europea. 

2. El régimen jurídico aplicable a la prestación de servicios de 
comunicación audiovisual establecido por la presente Ley se entiende y se 
aplica de acuerdo con el marco normativo establecido por el derecho de la 
Unión Europea y por los tratados y convenios internacionales en materia 
audiovisual y por lo que determinen, si procede, las normas básicas del Estado 
de acuerdo con la Constitución Española y el Estatuto de Autonomía. 

Artículo 16.Neutralidad tecnológica. 
La prestación de servicios de comunicación audiovisual se rige por lo 

establecido por la presente Ley, con independencia de la tecnología de difusión 
que se utilice. 

TÍTULO II 
Del espacio radioeléctrico 
Artículo 17.Consideración audiovisual del uso del espacio 

radioeléctrico. 
A los efectos de la presente Ley, se entiende que la planificación y la 

gestión del espacio radioeléctrico son un elemento instrumental de los servicios 
de comunicación audiovisual que utiliza este espacio para su realización. 

Artículo 18.Planificación del espacio radioeléctrico. 
1. El Gobierno, previo informe del Consejo del Audiovisual, elabora y 

aprueba los planes técnicos de la radio y de la televisión en Cataluña, los 
cuales incluyen la prestación de servicios de comunicación en Cataluña. 

2. La elaboración y la aprobación de los planes técnicos a que se refiere el 
apartado 1 deben realizarse teniendo en cuenta las determinaciones básicas 
de la planificación del espacio radioeléctrico establecidas por el Estado. 

3. Corresponde a los planes técnicos a que se refiere el presente artículo 
establecer las medidas necesarias para asegurar la prestación del servicio 
público de comunicación audiovisual en Cataluña y para garantizar el ejercicio 
de la libertad de expresión y de información mediante el uso del espacio 
radioeléctrico. 

Artículo 19.Contenidos de los planes técnicos. 
Los planes técnicos de radio y televisión ordenan el espectro 

radioeléctrico para garantizar el adecuado desarrollo de los servicios de 
comunicación audiovisual, y especialmente los siguientes aspectos: 

a) Los sistemas de difusión de señales que hayan de usar los prestadores 
de servicios de comunicación audiovisual. 

b) Las bandas, los canales, las frecuencias, las potencias y los 
emplazamientos necesarios para la prestación del servicio de comunicación 
audiovisual, y todos los demás aspectos técnicos que sean precisos. 

c) La delimitación de los ámbitos de cobertura. 
Artículo 20.Gestión de los planes técnicos. 



Corresponde a la Administración de la Generalidad gestionar los planes 
técnicos a que se refiere el artículo 18, mediante la ejecución y la aplicación de 
sus disposiciones. 

Artículo 21.Principios de la planificación y la gestión. 
La planificación y la gestión de los planes técnicos han de asegurar la 

utilización de todo el potencial del espacio radioeléctrico que permita la emisión 
y la difusión de calidad de los servicios de comunicación audiovisual, teniendo 
en cuenta las características de la tecnología utilizada. 

Artículo 22.Participación de la Generalidad en la planificación estatal. 
1. La coordinación entre la planificación del espacio radioeléctrico estatal y 

la del de la Generalidad se realiza dentro del marco que establece la normativa 
básica en materia audiovisual y, si procede, mediante los instrumentos de 
cooperación que determina la legislación general. 

2. El Gobierno, dentro del marco al que se refiere el apartado 1, oído el 
Consejo del Audiovisual de Cataluña, debe emitir un informe previo con 
relación a la habilitación de bandas, canales y frecuencias para la prestación de 
servicios de comunicación audiovisual cuando afecte al territorio de Cataluña o 
a un ámbito más amplio. La posición expresada por el Gobierno debe 
fundamentarse en el impacto que puedan tener las decisiones que debe 
adoptar el Estado con relación a la preservación del pluralismo lingüístico y 
cultural, la competencia en la prestación de servicios audiovisuales y la 
industria audiovisual catalana. 

TÍTULO III 
Del servicio público audiovisual en Cataluña 
SECCIÓN 1ª. El servicio público audiovisual en Cataluña 
CAPÍTULO I 
Disposiciones generales 
Artículo 23.Definición general y alcance del servicio público de 

comunicación audiovisual. 
1. El servicio público de comunicación audiovisual de Cataluña consiste 

en la prestación de servicios de comunicación audiovisual bajo el régimen de 
gestión directa por parte de la Generalidad, de los entes locales de Cataluña o 
de los consorcios, de acuerdo con lo establecido por la presente Ley. 

2. La prestación del servicio público de comunicación audiovisual dentro 
del ámbito establecido por el apartado 1 comporta que el ente o el organismo 
encargado de su gestión directa debe definir, elaborar y distribuir, bajo su 
responsabilidad, un conjunto de programas, contenidos y servicios 
audiovisuales orientados a la creación de las condiciones necesarias para la 
plena eficacia de los derechos fundamentales de libertad de información y de 
libre expresión, y debe facilitar la participación de los ciudadanos de Cataluña 
en la vida política, económica, cultural y social del país. 

3. La prestación del servicio público de comunicación audiovisual puede 
contar, de acuerdo con lo establecido por la presente Ley, con el apoyo y la 
colaboración de entidades y sujetos privados en los casos en que sea 
necesaria la disponibilidad de medios materiales o profesionales diferentes de 
los del ente o la sociedad responsable de la gestión directa del servicio, sin 
perjuicio de su gestión directa, y de una forma particular cuando ello permita 
impulsar el sector audiovisual de Cataluña. En todos los casos la decisión debe 
ser motivada. 

Artículo 24.Las misiones de servicio público. 



1. El correspondiente contrato-programa debe fijar los objetivos concretos 
de servicio público que debe asumir la Corporación Catalana de Medios 
Audiovisuales, y los entes y consorcios responsables de la prestación del 
servicio público audiovisual en el ámbito local, de acuerdo con lo establecido 
por la presente Ley. 

2. Corresponde a la presente Ley establecer los criterios y los principios 
fundamentales sobre la base de los cuales los entes y los consorcios 
responsables de la prestación del servicio público de comunicación audiovisual 
dentro del ámbito local deben definir las misiones de servicio público que se 
avengan mejor con las necesidades y las características de la correspondiente 
comunidad local, de conformidad con lo establecido por el artículo 32. 

Artículo 25.Obligaciones de los prestadores públicos. 
Los prestadores públicos de servicios de comunicación audiovisual 

quedan obligados a cumplir todas las misiones de servicio público que 
determine el contrato-programa, de acuerdo con lo establecido por la presente 
Ley. En todos los casos, sus obligaciones son: 

a) Prestar el servicio de comunicación audiovisual en las frecuencias 
asignadas y con la potencia autorizada con continuidad y con la adecuada 
calidad. 

b) Presentar anualmente al Consejo del Audiovisual de Cataluña la 
declaración responsable del cumplimiento de las obligaciones derivadas de lo 
que establece la presente Ley. 

c) Responder a los requerimientos de información y de envío de material 
audiovisual o de otra clase que pueda hacerles el Consejo del Audiovisual de 
Cataluña, de forma motivada, en el ejercicio de sus funciones. 

d) Comparecer ante el Consejo del Audiovisual de Cataluña a petición de 
él. 

e) Utilizar mecanismos de firma electrónica reconocida en las relaciones 
con el Consejo del Audiovisual de Cataluña. 

f) Tener a disposición del Consejo del Audiovisual de Cataluña todas las 
emisiones y los datos relativos a ellas, y conservarlos grabados durante seis 
meses para que el Consejo pueda comprobar si cumplen sus obligaciones. 

g) Facilitar las comprobaciones y las inspecciones a cualquier órgano 
calificado. 

h) Cumplir el resto de obligaciones que determina la normativa vigente. 
CAPÍTULO II 
El servicio público audiovisual de competencia de la Generalidad 
Artículo 26.Las misiones del servicio público audiovisual de la 

Generalidad. 
1. La misión principal del servicio público de comunicación audiovisual de 

competencia de la Generalidad es ofrecer a todos los ciudadanos de Cataluña, 
mediante un sistema de distribución que no requiera el uso de tecnologías de 
acceso condicional, un conjunto de contenidos audiovisuales y, si procede, de 
acuerdo con el contrato-programa, servicios adicionales de transmisión de 
datos orientados a la satisfacción de sus necesidades democráticas, sociales, 
educativas y culturales, garantizando de forma particular el acceso a una 
información veraz, objetiva y equilibrada, a las más amplias y diversas 
expresiones sociales y culturales y a una oferta de entretenimiento de calidad. 
A tales efectos, deben utilizarse todos los lenguajes, los formatos y los géneros 



propios de la comunicación audiovisual que resulten más adecuados en cada 
caso. 

2. El cumplimiento de las misiones y los principios del servicio público de 
comunicación audiovisual de la Generalidad corresponde, de acuerdo con lo 
establecido por la presente Ley, a la Corporación Catalana de Medios 
Audiovisuales y a las sociedades mediante las cuales se presta el servicio, 
participadas por la Corporación Catalana de Medios Audiovisuales en el cien 
por cien de su capital. 

3. Son misiones específicas del servicio público de comunicación 
audiovisual de competencia de la Generalidad: 

a) El impulso del conocimiento y el respeto de los valores y los principios 
contenidos en la Constitución Española, el Estatuto de Autonomía, el derecho 
comunitario originario y los tratados internacionales. 

b) La transmisión de una información veraz, objetiva y equilibrada, 
respetuosa con el pluralismo político, social y cultural, y también con el 
equilibrio territorial. 

c) La difusión de la actividad del Parlamento, de los grupos 
parlamentarios, de las organizaciones políticas y sociales y de los agentes 
sociales de Cataluña. 

d) La garantía de la máxima continuidad en la prestación del servicio y de 
la plena cobertura del conjunto del territorio. De una forma particular, la 
garantía del acceso de todos los ciudadanos a las diferentes prestaciones 
integrantes, en cada momento, del servicio público de comunicación 
audiovisual. 

e) La garantía de que las personas con discapacidad puedan acceder de 
una forma efectiva a todos los contenidos emitidos. 

f) La promoción, el conocimiento y la difusión de la lengua y la cultura 
catalanas, dentro del marco general de la política lingüística y cultural de la 
Generalidad, así como del aranés en los términos establecidos por la 
legislación vigente. 

g) La promoción activa de la convivencia cívica, el desarrollo plural y 
democrático de la sociedad, el conocimiento y el respeto a las distintas 
opciones y manifestaciones políticas, sociales, lingüísticas, culturales y 
religiosas presentes en el territorio de Cataluña. En este contexto es necesario 
el uso de todos los lenguajes, formatos y discursos que dentro del respeto y la 
atención a la diversidad y el pluralismo, permitan el diálogo, la comprensión y la 
cohesión entre las distintas opciones, y entre las distintas áreas del territorio de 
Cataluña. 

h) La promoción activa de la igualdad entre hombres y mujeres, que 
incluye la igualdad de trato y de oportunidades, el respeto a la diversidad y a la 
diferencia, la integración de la perspectiva de género, el fomento de acciones 
positivas y el uso de un lenguaje no sexista. 

i) El refuerzo de la identidad nacional como un proceso integrador, en 
constante evolución y abierto a la diversidad. 

j) El suministro de contenidos y servicios audiovisuales dirigidos a los 
sectores más amplios y diversos de la audiencia, con una atención especial a 
los colectivos más vulnerables, promoviendo el conocimiento, la influencia y el 
prestigio del servicio público dentro del marco general del espacio catalán de 
comunicación audiovisual. 



k) La definición, la aplicación y el impulso, dentro del espacio catalán de 
comunicación audiovisual, de un modelo de comunicación basado en la 
calidad, la diversidad en la oferta, el fomento de la innovación, el respeto de los 
derechos de los consumidores y la exigencia ética y profesional. 

l) La facilitación del acceso de los ciudadanos de Cataluña a la formación, 
la difusión, el conocimiento y la divulgación máximos de los principales 
acontecimientos políticos, sociales, económicos, científicos y deportivos de la 
sociedad de Cataluña y sus raíces históricas, preservando de una forma 
especial la memoria histórica y el patrimonio de sus testigos, y la promoción de 
las expresiones y manifestaciones culturales más diversas, particularmente de 
las vinculadas al uso de los medios audiovisuales. 

m) La contribución a estrechar los vínculos, mediante la cooperación y las 
actividades que le son propias, con el resto de comunidades de lengua y 
cultura catalanas. 

n) La contribución al desarrollo de las industrias culturales catalanas, 
especialmente las audiovisuales, la promoción de la creación audiovisual y de 
nuevas formas de expresión en este ámbito. 

o) La difusión del servicio público de comunicación audiovisual de la 
Generalidad más allá del territorio de Cataluña como mecanismo de proyección 
exterior de la cultura, la lengua y los valores de la sociedad catalana mediante 
la utilización de las tecnologías más adecuadas a tales efectos. 

p) La contribución al desarrollo de la sociedad del conocimiento utilizando 
las distintas tecnologías y vías de difusión y los servicios interactivos, 
desarrollando nuevos servicios y favoreciendo el acercamiento de la 
administración pública a los ciudadanos. 

4. La misión de servicio público a que hace referencia la letra c del 
apartado 3 debe llevarse a cabo mediante un canal digital dentro de un canal 
múltiple que debe garantizar el acceso al espacio público de comunicación de 
los grupos sociales, culturales y políticos significativos. 

Artículo 27.El servicio público audiovisual y el uso de las nuevas 
tecnologías. 

1. La Corporación Catalana de Medios Audiovisuales, en la prestación del 
servicio público audiovisual, debe utilizar los sistemas o las tecnologías que 
sean más adecuados, de acuerdo con el estadio de la evolución tecnológica, 
para el ejercicio de las competencias que le han sido encomendadas. 

2. Corresponde al contrato-programa la delimitación del alcance y los 
términos de la prestación de servicios que, aunque requieren un determinado 
grado de interactividad con los usuarios, permitan la difusión de contenidos 
dirigidos a una colectividad o un grupo de ciudadanos, en cumplimiento de las 
misiones de servicio público definidas por la presente Ley. 

Artículo 28.Garantía de la presencia del servicio público de 
comunicación audiovisual en los distintos sistemas de distribución. 

Los distribuidores de los servicios de comunicación audiovisual que 
exploten redes públicas para la prestación de servicios de radiodifusión deben 
garantizar a todos los usuarios el acceso a los servicios de comunicación 
audiovisuales prestados por la Corporación Catalana de Medios Audiovisuales 
originariamente distribuidos por medio de los sistemas de radiodifusión 
terrestre. El cumplimiento del correspondiente operador de esta obligación no 
puede comportar ningún tipo de coste añadido para los usuarios. 



Artículo 29.Principios de organización y funcionamiento de la 
Corporación Catalana de Medios Audiovisuales. 

1. Sin perjuicio de lo que especifica la Ley Reguladora de la Corporación 
Catalana de Medios Audiovisuales, su estructura organizativa y funcionamiento 
deben adecuarse en cada momento al cumplimiento más adecuado y a la 
aplicación más efectiva de los siguientes principios: 

a) La autonomía con relación al Gobierno, dentro del marco de las 
estipulaciones contenidas en el contrato-programa, y con relación a la gestión 
directa y ordinaria del servicio público. 

b) La garantía de la intervención del Parlamento y del Consejo del 
Audiovisual de Cataluña en la elección de los máximos responsables de la 
gestión del ente público mediante el examen de sus capacidades, méritos e 
idoneidad. 

c) La garantía de la gestión directa del servicio, en particular desde el 
punto de vista de la definición y la selección de los lenguajes, los formatos y los 
contenidos que han de configurar las correspondientes prestaciones de servicio 
público, en cumplimiento de la presente Ley y del contrato-programa. A tales 
efectos, es preciso preservar y garantizar la existencia, en el ente público o en 
sus sociedades filiales, de un núcleo de expertos profesionales con relación a 
las dichas materias. 

d) La garantía de la participación de los grupos sociales y políticos más 
representativos en la gestión del servicio público por medio de su integración 
en un consejo de naturaleza consultiva y asesora, de acuerdo con lo que se 
establezca por ley. 

2. Corresponde al Parlamento y al Consejo del Audiovisual de Cataluña, 
de acuerdo con sus atribuciones, controlar el cumplimiento por parte de la 
Corporación Catalana de Medios Audiovisuales de las misiones de servicio 
público que le corresponden, y también de lo que establece el contrato-
programa con relación a los objetivos específicos derivados de ellas. 

Artículo 30.Instrumentos para garantizar el cumplimiento de la 
función de servicio público. 

1. Para garantizar el cumplimiento de la función de servicio público en los 
términos establecidos por el artículo 29, el Parlamento debe aprobar cada seis 
años un mandato-marco que establezca los objetivos que tiene que alcanzar el 
sistema público audiovisual en conjunto. 

2. El contenido del mandato-marco debe desarrollarse en el 
correspondiente contrato-programa, el cual debe establecer de forma concreta 
y precisa los objetivos por un período de vigencia de cuatro años revisable 
cada dos años. 

Artículo 31.La financiación de la prestación del servicio público de 
comunicación audiovisual de la Generalidad. 

1. La garantía de la prestación efectiva y adecuada del servicio público de 
comunicación audiovisual de la Generalidad requiere la previsión y la obtención 
de unos ingresos necesarios y suficientes. 

2. El servicio público audiovisual de la Generalidad se financia 
principalmente con las aportaciones presupuestarias que realiza la 
Generalidad, y también con la venta y la prestación de servicios y con la 
participación en el mercado publicitario. La provisión de las aportaciones de la 
Generalidad debe llevarse a cabo, de forma transparente y proporcionada a las 
misiones de servicio público, mediante el contrato-programa. Este debe tener 



una duración necesariamente plurianual; debe fijar, a partir de lo que establece 
esta Ley, los objetivos de servicio público que han de ser asumidos por la 
Corporación Catalana de Medios Audiovisuales, y debe garantizar un marco de 
financiación estable y de saneamiento económico. Previamente a su 
aprobación, el Consejo del Audiovisual de Cataluña debe informar 
preceptivamente sobre el contenido del contrato-programa. 

3. La prestación del servicio público a la que hace referencia este artículo 
puede financiarse parcial y limitadamente mediante la participación de la 
Corporación Catalana de Medios Audiovisuales o sus sociedades filiales en el 
mercado publicitario. Dentro del marco establecido por la legislación vigente, 
corresponde al contrato-programa determinar las clases de emisiones que 
pueden incluir espacios publicitarios y, si procede, la duración máxima que 
pueden tener. 

4. Los contenidos audiovisuales mediante los cuales se han llevado a 
cabo las misiones y los objetivos de servicio público pueden ser objeto de 
ulterior venta o cesión a terceros operadores en el ámbito del mercado 
comunitario e internacional de productos y servicios audiovisuales. Los 
ingresos que resulten de dicho tipo de operaciones deben destinarse 
exclusivamente a la financiación de la prestación del servicio público. 

5. La Corporación Catalana de Medios Audiovisuales y sus sociedades 
filiales pueden prestar, al margen de las misiones y los objetivos de servicio 
público objeto de encomienda, servicios de comunicación audiovisuales y 
servicios de la sociedad de la información sobre la base de la capacidad 
técnica y profesional desarrollada en ejercicio de las funciones que les son 
propias. La realización de tales actividades no puede interferir en la prestación 
del servicio público como función principal de la Corporación Catalana de 
Medios Audiovisuales y debe orientarse de forma principal a promover el 
conocimiento y la divulgación de la Corporación Catalana de Medios 
Audiovisuales y a facilitar un mecanismo adicional para su financiación. Las 
operaciones reguladas dentro de este apartado deben ser objeto de 
contabilidad separada, de acuerdo con los principios de proporcionalidad y 
transparencia, dentro del presupuesto de la Corporación Catalana de Medios 
Audiovisuales. 

6. La Corporación Catalana de Medios Audiovisuales y las sociedades 
gestoras del servicio público no pueden participar directa ni indirectamente en 
sociedades que presten servicios de comunicación audiovisuales. No obstante, 
el Consejo del Audiovisual de Cataluña puede autorizarlo excepcionalmente si 
no se contradice con los objetivos fijados por el contrato-programa. 

CAPÍTULO III 
El servicio público audiovisual de ámbito local 
Artículo 32.Definición, alcance y forma de gestión del servicio 

público de comunicación audiovisual de ámbito local. 
1. El servicio público de comunicación audiovisual de ámbito local consiste 

en la oferta, mediante un sistema de distribución que no requiera el uso de 
tecnologías de acceso condicional, de un conjunto de contenidos audiovisuales 
y, si procede, de acuerdo con el contrato-programa, de servicios adicionales de 
transmisión de datos orientados a la satisfacción de las necesidades 
democráticas, sociales, educativas y culturales de los ciudadanos que integran 
una comunidad local, en calidad de miembros de esta comunidad. De una 
forma particular, hay que garantizar que este servicio transmita una información 



veraz, objetiva y equilibrada, y las diversas expresiones sociales y culturales, y 
que tenga una oferta de entretenimiento de calidad y cumpla las misiones de 
servicio público del artículo 26.3 en su adaptación a los intereses de las 
respectivas comunidades locales. A tales efectos, deben utilizarse todos los 
lenguajes, formatos y géneros propios de la comunicación audiovisual que 
sean más adecuados en cada caso. 

2. La prestación del servicio público de comunicación audiovisual de 
ámbito local ha de ser llevada a cabo en forma de gestión directa por parte de 
los municipios, las modalidades asociativas de entes locales establecidas por la 
ley y los consorcios integrados por entes locales. En el caso de los consorcios, 
también pueden formar parte de ellos los municipios aún no planificados en el 
área geográfica donde tenga que prestarse el servicio público audiovisual. 
También pueden formar parte los entes de la misma área geográfica que los 
representen u otras entidades públicas, en la forma y con las condiciones que 
los municipios miembros de pleno derecho del consorcio decidan, con una 
participación no superior al 25%. 

3. Los prestadores del servicio público de televisión de ámbito local deben 
garantizar: 

a) Una programación mínima de cuatro horas diarias y treinta y dos horas 
semanales. 

b) El porcentaje de producción propia que autorice el Consejo del 
Audiovisual de Cataluña, con relación a la programación en cadena y la 
sindicación de programas. 

c) Una programación en que la lengua normalmente utilizada sea el 
catalán, y se cumplan también las demás obligaciones establecidas por la 
normativa sobre política lingüística. 

d) La presencia de informativos en la programación total de las 
televisiones generalistas, en horarios de máxima audiencia. 

e) Un máximo del 25% de programación de televisión de proximidad en 
cadena. 

f) El porcentaje de sindicación de programas de proximidad que 
establezca el Consejo del Audiovisual de Cataluña. 

Artículo 33.Principios de organización y funcionamiento del servicio 
público audiovisual de ámbito local. 

1. El pleno, la asamblea de electos o el correspondiente órgano plenario 
deben aprobar el reglamento de organización y funcionamiento del servicio 
público audiovisual local. Dentro del marco que establece la presente Ley, 
corresponde a este Reglamento la definición de las misiones de servicio 
público dirigidas a la satisfacción de las necesidades de la comunidad local y 
de la forma organizativa, de acuerdo con lo establecido por la legislación de 
régimen local, mediante la cual debe realizarse la gestión directa del servicio. A 
este último efecto, la gestión directa del servicio público audiovisual de ámbito 
local exige que el ente o el correspondiente organismo de gestión asuma la 
definición, la elaboración y la distribución de los contenidos audiovisuales, sin 
perjuicio de la posibilidad de contar con el apoyo del sector privado de acuerdo 
con los términos y los límites que determina el artículo 23.3. El reglamento de 
organización y de funcionamiento del servicio debe garantizar la adecuada 
representación de todos los municipios si la gestión corresponde a un ente de 
carácter asociativo. 



2. Corresponde al pleno, la asamblea de electos o el correspondiente 
órgano plenario el nombramiento por mayoría calificada de dos tercios de los 
máximos responsables de la gestión del servicio, de acuerdo con lo que 
establezca el reglamento de organización y funcionamiento del servicio. Este 
nombramiento debe realizarse a partir del informe preceptivo de un consejo de 
naturaleza consultiva y asesora, que debe evaluar la capacidad, el mérito y la 
idoneidad de los candidatos. Los conflictos que deriven de la aplicación del 
reglamento de organización con relación a estos nombramientos pueden ser 
remitidos al Consejo del Audiovisual de Cataluña para que ejerza su mediación, 
respetando la autonomía local y sin perjuicio de las medidas administrativas de 
aplicación. En particular, si los candidatos a la elección como máximos 
responsables de la gestión del servicio obtienen un voto mayoritario pero 
inferior a los dos tercios, debe remitirse el expediente al Consejo del 
Audiovisual de Cataluña y este debe realizar una propuesta al pleno, la 
asamblea de electos o el órgano plenario oportuno. 

3. La autonomía de la gestión directa y cotidiana del servicio con respecto 
a los correspondientes órganos de gobierno y la decisión de los entes locales, 
las asociaciones y los consorcios responsables del servicio debe garantizarse 
mediante la suscripción del correspondiente contrato-programa, que debe 
abastecer los fondos necesarios para la adecuada prestación del servicio, 
definiendo al mismo tiempo los objetivos específicos de servicio público que 
deben ser asumidos por el ente o el organismo gestor. Previamente a su 
aprobación, la propuesta de contrato-programa debe someterse a información 
pública dentro del ámbito territorial en el que ha de tener vigencia y el Consejo 
del Audiovisual de Cataluña debe realizar un informe preceptivo. 

4. En la gestión del servicio público de comunicación audiovisual de 
ámbito local hay que garantizar, de acuerdo con el contrato-programa, la 
participación de los grupos sociales y políticos más representativos dentro del 
correspondiente territorio, así como de las entidades sin ánimo de lucro del 
mismo territorio, por medio de su integración en un consejo de naturaleza 
consultiva y asesora, y de acuerdo con lo establecido por el reglamento de 
organización y funcionamiento. 

5. Los distribuidores de los servicios de comunicación audiovisual deben 
garantizar a todos los usuarios la disponibilidad del servicio público de 
comunicación audiovisual de ámbito local. A tal efecto, los mencionados 
sujetos deben suministrar los contenidos distribuidos originariamente por medio 
de los correspondientes sistemas de acceso no condicional en el 
correspondiente territorio. El cumplimiento de dicha obligación por el 
correspondiente operador no puede conllevar ningún tipo de coste añadido 
para los usuarios. 

Artículo 34.La financiación del servicio público de comunicación 
audiovisual de ámbito local. 

Con relación a la financiación del servicio público de comunicación 
audiovisual de ámbito local son de aplicación los principios, las reglas y las 
limitaciones establecidos por el artículo 31. 

TÍTULO IV 
De la ordenación de la prestación de servicios de comunicación 

audiovisual por parte de sujetos privados 
SECCIÓN 1ª. La ordenación de la prestación de servicios de 

comunicación audiovisual por parte de sujetos privados 



CAPÍTULO I 
Disposiciones generales 
Artículo 35.Principios básicos. 
Las administraciones públicas catalanas deben velar para que la 

prestación de servicios de comunicación audiovisual por parte de sujetos 
privados se lleve a cabo de acuerdo con los principios establecidos por la 
presente Ley. 

Artículo 36.Obligaciones generales de los sujetos que participan en 
la prestación de los servicios de comunicación audiovisual. 

1. Los diversos sujetos que participan en la prestación de los servicios de 
comunicación audiovisual deben respetar los principios, los derechos y las 
libertades establecidos por la normativa comunitaria, la Constitución Española y 
el Estatuto de Autonomía. 

2. La prestación del servicio de televisión y de radio está sujeta al 
cumplimiento de las obligaciones sobre los contenidos de la programación 
televisiva y radiofónica establecidos por la presente Ley y por las disposiciones 
que la desarrollan. 

3. Los prestadores de servicios de comunicación audiovisual tienen el 
deber de transparencia con relación a todos los aspectos de su actividad que 
son relevantes para la libertad de comunicación y el pluralismo. 

4. Los prestadores de servicios de comunicación audiovisual regulados 
por este título no pueden difundir contenidos por encargo de las 
administraciones públicas, salvo los publicitarios y los casos de entes locales 
que no puedan prestar directamente el servicio público establecido por los 
artículos 32 y siguientes, por motivos técnicos, económicos, demográficos u 
otros de naturaleza análoga, cuya existencia sea apreciada por el Consejo del 
Audiovisual de Cataluña. Los contenidos objeto de contrato deben orientarse 
en todos los casos al cumplimiento de los principios del servicio público 
audiovisual determinado por la presente Ley. Sin perjuicio de la aplicación de la 
legislación sobre contratos de las administraciones públicas, la responsabilidad 
editorial de estos contenidos también corresponde al ente público contratante. 

Artículo 37.La prestación privada de servicios de comunicación 
audiovisual. 

1. La prestación privada de servicios de comunicación audiovisual incluida 
dentro del ámbito de aplicación de la presente Ley queda sujeta a ordenación 
administrativa por razón de su incidencia potencial sobre la libertad de 
comunicación pública, el pluralismo, los intereses generales de la audiencia y 
los demás principios y libertades relacionados con la formación de la opinión 
pública. 

2. La prestación privada de servicios de comunicación audiovisual queda 
sometida a: 

a) Un régimen de licencia en el caso de servicios de comunicación 
audiovisual que se prestan mediante el uso del espectro radioeléctrico. 

b) Un régimen de comunicación previa en el caso de servicios de 
comunicación audiovisual que se prestan mediante tecnologías diferentes del 
uso del espectro radioeléctrico. 

3. Los demás sujetos que participan en la prestación de los servicios de 
comunicación audiovisual están sujetos al régimen jurídico que determina la 
normativa sobre telecomunicaciones. Sin embargo, los contenidos que 
transmiten deben respetar las disposiciones establecidas por la presente Ley. 



CAPÍTULO II 
Garantía del pluralismo y control de las concentraciones en la 

comunicación audiovisual 
Artículo 38.Disposiciones generales. 
1. El Consejo del Audiovisual de Cataluña debe garantizar el pluralismo 

del conjunto de la comunicación audiovisual. Las decisiones que tome en esta 
materia deben tener el objetivo de evitar las concentraciones en la prestación 
de los servicios de comunicación audiovisual y deben basarse en el análisis de 
la posición de los prestadores en los ámbitos de cobertura y en el conjunto del 
sector de la comunicación. 

2. El pluralismo en la comunicación audiovisual requiere la diversidad en 
la prestación de los servicios de comunicación audiovisual y, por tanto, la 
existencia de una pluralidad de prestadores autónomos que pongan a la 
disposición del público una oferta de contenidos audiovisuales diversa. 

3. El Consejo del Audiovisual de Cataluña debe analizar la incidencia en el 
pluralismo de la comunicación audiovisual de todas las concentraciones de 
medios de comunicación de las que tenga conocimiento de oficio, a instancia 
de las autoridades de defensa de la competencia, a instancia de parte o por 
razón de la notificación previa del proyecto o la operación de concentración de 
acuerdo con lo establecido por la presente Ley. 

Artículo 39.Definiciones. 
Al efecto de lo establecido por el artículo 34, se entiende por: 
a) Concentración de medios de comunicación audiovisual: la posición de 

dominio o de influencia dominante en el sector de la comunicación audiovisual 
de Cataluña o en alguna de sus demarcaciones de acuerdo con lo establecido 
por la presente Ley. 

b) Control de un medio de comunicación: la capacidad de influencia 
dominante sobre él, susceptible de afectar al pluralismo, originada por alguno 
de los siguientes factores o más de uno: la posesión de más del 50% del 
capital social del medio de comunicación o de un porcentaje inferior pero que 
proporcione a su favor un derecho de voto, acuerdos de participación recíproca 
en el capital o en los derechos de voto o un peso significativo dentro de los 
órganos de administración y gestión; condiciones contractuales de suministro 
de programación, publicidad o servicios adicionales, y condiciones 
contractuales de prestación de servicios auxiliares a la producción, la emisión, 
la difusión y la recepción de contenidos audiovisuales. 

c) Mercados conexos a la prestación de servicios de comunicación 
audiovisual: mercados vinculados a la prestación de servicios de comunicación 
audiovisual, que comprende la producción, la programación, la difusión o la 
distribución, la tenencia de derechos de retransmisión exclusiva, las guías 
electrónicas de programación, los sistemas de acceso condicional, los sistemas 
de navegación, los sistemas operativos de los descodificadores y del 
equipamiento de consumo de contenidos audiovisuales, y el mercado de la 
publicidad. 

Artículo 40.Instrumentos de garantía del pluralismo. 
1. Los criterios y los límites establecidos por el presente artículo son 

aplicables a los procedimientos de autorización previa a la modificación de 
estructura del capital del titular y a la renovación de títulos habilitantes para 
prestar los servicios de comunicación audiovisual. 



2. Los principales criterios de determinación del límite de las 
concentraciones de medios de comunicación audiovisual son los siguientes: 

a) El número de ofertas de servicios de comunicación audiovisual 
diferentes a las que tiene acceso la audiencia de una determinada 
demarcación. 

b) La audiencia potencial del conjunto de servicios de televisión o radio 
que alcanza un determinado prestador de servicios de comunicación 
audiovisual. 

3. Son criterios principales de determinación del límite de las 
concentraciones de medios de comunicación audiovisual, además de los 
establecidos por el apartado 2, el número de títulos habilitantes y la 
participación del operador en otras empresas que ejerzan la actividad de 
comunicación y los demás criterios que determine la legislación básica estatal. 

4. La afectación al pluralismo de los medios de comunicación puede 
comportar la imposibilidad de la prestación de la actividad audiovisual o la 
revocación del título habilitante. 

Artículo 41.Modificación de la estructura accionarial o empresarial de 
los prestadores de servicios de comunicación audiovisual. 

1. Cualquier proyecto de modificación de la estructura accionarial o 
empresarial de los prestadores de servicios de comunicación audiovisual 
requiere la autorización previa del Consejo del Audiovisual de Cataluña. 

2. Debe determinarse mediante una instrucción la forma y el contenido de 
la solicitud en la que han de constar los datos necesarios para poder apreciar la 
naturaleza y los efectos de la operación de concentración o de transmisión. 

3. El Consejo del Audiovisual de Cataluña debe resolver la operación de 
concentración o de transmisión en un plazo máximo de tres meses. 

4. Durante los tres primeros años el titular no puede realizar 
modificaciones en la composición accionarial que comporten un cambio 
sustancial en el control de la correspondiente entidad. 

Artículo 42.Medidas correctoras. 
Si el Consejo del Audiovisual de Cataluña aprecia la existencia de una 

posición de influencia dominante debe acordar la adopción de las medidas 
correctoras necesarias, preferentemente la cesión de tiempo de emisión a 
productores independientes y el establecimiento de condiciones de transmisión 
de activos, o bien cualquier otra medida análoga. 

Artículo 43.Operadores con posición de dominio o influencia 
dominante. 

1. Se entiende que existe una posición de influencia dominante cuando un 
prestador de servicios de comunicación audiovisual controla un servicio de 
televisión o de radio, o más de uno, que totaliza más de un 25% de la oferta en 
el área de difusión en que sus servicios de comunicación audiovisual son 
accesibles al público. 

2. El Consejo del Audiovisual de Cataluña puede basarse en un 
porcentaje inferior al que establece el apartado 1 como criterio para determinar 
la existencia de una posición de influencia dominante en una determinada área 
de difusión o en uno de los mercados conexos, extremo este que debe 
motivarse adecuadamente. 

Artículo 44.Definición de mercados relevantes y revisión de los 
límites y criterios de garantía del pluralismo. 



1. El Consejo del Audiovisual de Cataluña define, mediante una 
instrucción general, los mercados de relevancia relativos al sector de la 
comunicación audiovisual y al ámbito geográfico de ellos, cuyas características 
pueden justificar la imposibilidad de iniciar la prestación de servicios de 
comunicación audiovisual o, si procede, la adopción de condiciones para su 
otorgamiento o de medidas correctoras. 

2. Cada dos años el Consejo del Audiovisual de Cataluña tiene que 
adecuar los límites y los criterios establecidos por el artículo 43 a la evolución 
económica y tecnológica del sector de la comunicación. 

Artículo 45.Transparencia. 
Sin perjuicio de las obligaciones establecidas por el régimen de licencia o 

de comunicación previa establecido por la presente Ley, el prestador de 
servicios de comunicación audiovisual queda obligado a permitir el acceso por 
medios electrónicos tanto a los destinatarios del servicio como a los órganos 
competentes, de forma permanente, fácil, directa y gratuita, a la siguiente 
información: 

a) El nombre o la denominación social, el nombre del representante legal 
y de sus accionistas. 

b) El nombre del responsable editorial. 
c) Los datos relativos al título habilitante y los identificadores del órgano 

competente encargado de la supervisión. 
d) La identificación de los demás servicios vinculados al sector de la 

comunicación que controla o de los que es propietario. 
CAPÍTULO III 
Régimen de la licencia para prestar servicios de comunicación 

audiovisual mediante el uso del espectro radioeléctrico 
Artículo 46.Licencia para prestar servicios de comunicación 

audiovisual. 
La licencia para prestar servicios de comunicación audiovisual tiene la 

condición de autorización operativa porque establece las obligaciones del 
operador y determina el marco de relación con el Consejo del Audiovisual de 
Cataluña durante todo su período de vigencia. 

Artículo 47.Objeto de la licencia de un canal múltiple. 
1. El objeto de la licencia para prestar servicios de comunicación 

audiovisual es cada uno de los canales digitales que integran los canales 
múltiples, considerando que el número de canales digitales por canal múltiple 
puede ser variable en función de las tecnologías utilizadas. 

2. El Consejo del Audiovisual de Cataluña debe establecer las condiciones 
de relación de los titulares de la licencia con el gestor del canal múltiple para 
garantizar la prestación del servicio de comunicación objeto de la licencia. 

Artículo 48.Finalidad de la licencia. 
La finalidad de la licencia para prestar servicios de comunicación 

audiovisual es delimitar las condiciones particulares del desarrollo de la 
prestación del servicio, con el objetivo de: 

a) Conciliar el ejercicio de la libertad de comunicación con el cumplimiento 
de los oportunos imperativos constitucionales. 

b) Favorecer el ejercicio coherente de la libertad de comunicación en el 
marco legal vigente. 

c) Garantizar la adecuación de la oferta de contenidos audiovisuales en el 
correspondiente ámbito de cobertura. 



d) Fomentar la lengua y la cultura catalanas y el uso del aranés. 
e) Contribuir al desarrollo de la industria y el sector audiovisuales. 
f) Apoyar la implantación de las nuevas tecnologías y el desarrollo de la 

sociedad de la información. 
g) Garantizar la universalidad en el acceso a la comunicación audiovisual. 
Artículo 49.Condiciones previas de la licencia. 
La planificación técnica del Gobierno en cuanto a la gestión del espectro 

radioeléctrico y la asignación de frecuencias en los correspondientes ámbitos 
de cobertura son condiciones necesarias para la convocatoria del 
procedimiento de adjudicación de licencias para prestar servicios de 
comunicación audiovisual. 

Artículo 50.Convocatoria de los concursos. 
La convocatoria de los concursos para el otorgamiento de las licencias 

establecidas por la presente Ley corresponde al Consejo del Audiovisual de 
Cataluña, una vez cumplidas las condiciones establecidas por el artículo 49. 

Artículo 51.Procedimiento de otorgamiento. 
1. Para la obtención de la licencia para prestar servicios de comunicación 

audiovisual debe seguirse el procedimiento de adjudicación que se determine 
por reglamento. 

2. La regulación a la que se refiere el apartado 1 debe determinar: 
a) La capacidad de la persona solicitante, que debe ser una persona 

natural o jurídica privada legalmente constituida, española o de otro estado 
miembro de la Unión Europa o extranjera en los términos que determina la 
normativa comunitaria correspondiente. 

b) El contenido de la solicitud, que ha de identificar al responsable editorial 
y las características de la actividad. 

c) Las condiciones en las que debe llevarse a cabo la información pública 
y la audiencia de las personas interesadas. 

d) El plazo para resolver el concurso. 
e) Las condiciones y los criterios en los que debe fundamentarse la 

resolución del Consejo del Audiovisual de Cataluña para otorgar o denegar la 
licencia. 

f) Las penalizaciones susceptibles de ser de aplicación en casos de mala 
fe, temeridad o fraude en la participación en el procedimiento de adjudicación. 

3. El Consejo del Audiovisual de Cataluña debe adjudicar las licencias de 
acuerdo con los principios de: 

a) Publicidad y transparencia. 
b) Concurrencia e igualdad de oportunidades de todos los aspirantes. En 

este sentido, las condiciones exigidas deben ser aceptables en términos de 
competencia, y en ningún caso pueden comportar la extensión de la posición 
dominante inicial de un sujeto privado sobre la de otro. 

Artículo 52.Criterios de adjudicación de la licencia. 
1. El Consejo del Audiovisual de Cataluña debe evaluar las ofertas 

presentadas de acuerdo con los siguientes criterios: 
a) El tiempo de emisión dedicado a contenidos informativos y de 

actualidad relacionados con el área de cobertura de la licencia; el compromiso 
de contribuir al desarrollo de la industria audiovisual catalana y especialmente 
del ámbito de cobertura de la licencia; la oferta de programas de interés social, 
y el tiempo de emisión de programación infantil y de carácter formativo. 



b) El grado de uso del catalán y de fomento y difusión de la cultura 
catalana, y, si procede, del aranés. 

c) Las medidas para garantizar el acceso de las personas con 
discapacidades a los contenidos audiovisuales. 

d) Los compromisos propuestos con relación a la estructura laboral y a la 
calidad profesional. 

e) El tiempo de desarrollo y el alcance de la cobertura de los servicios, los 
sistemas y las normas de transmisión y el uso de infraestructuras existentes. 

f) Las condiciones técnicas de la prestación del servicio y la creación de 
puestos de trabajo. 

g) Los procedimientos y las vías previstas para dar una mejor y más 
rápida satisfacción al derecho de réplica. 

h) Los demás criterios que se establezcan en la convocatoria del 
concurso. 

2. Los baremos de valoración de los concursos públicos que afecten a la 
televisión local o de proximidad deben considerar, además de los criterios 
fijados por el apartado 1, como mínimo, los siguientes criterios específicos: 

a) La propuesta de programación y valoración en coherencia con lo 
establecido por la disposición adicional. 

b) La experiencia en comunicación local en la misma demarcación. 
Artículo 53.Contenido de la licencia. 
1. La licencia para prestar servicios de comunicación audiovisual debe 

definir: 
a) Las frecuencias otorgadas, la potencia autorizada y el correspondiente 

ámbito de cobertura. 
b) Las características generales del servicio y de los contenidos, con 

especial referencia a la obligación de utilizar la mejor tecnología disponible en 
el mercado. 

c) El tiempo mínimo de emisión diaria y semanal. 
d) Las modalidades de redifusión total o parcial de los contenidos. 
e) Los porcentajes para el cumplimiento de las obligaciones de contribuir 

al desarrollo de la industria audiovisual y las franjas horarias en las que se 
deben aplicar. 

f) Los porcentajes para el cumplimiento de las obligaciones con relación a 
la normalización y la protección de la lengua y la cultura catalanas y el uso del 
aranés en la Val d'Aran, y las franjas horarias en las que deben aplicarse. 

g) Los porcentajes de emisión en cadena. 
h) Los porcentajes de producción propia. 
i) Las condiciones en las que deben efectuarse las desconexiones. 
j) Los porcentajes y las condiciones de producción y coproducción 

mediante redes locales de distribución de programación o circuitos autóctonos 
de apoyo a la comunicación local. 

k) Las condiciones de la señalización y la clasificación de la programación. 
l) El desarrollo de tecnologías adaptadas a las personas con 

discapacidad. 
m) Las demás obligaciones que se hayan asumido inicialmente, de modo 

voluntario, en virtud de códigos deontológicos y normas de autorregulación. 
2. En el caso de la televisión local o de proximidad, la licencia debe 

incorporar los siguientes requisitos: 



a) Una programación mínima de cuatro horas diarias y treinta y dos horas 
semanales. 

b) El porcentaje de producción propia que autorice el Consejo del 
Audiovisual de Cataluña, con relación a la programación en cadena y la 
sindicación de programas. 

c) Una programación que utilice el catalán como mínimo en el 50% del 
tiempo de emisión, incluidos los programas en horario de máxima audiencia, 
así como las demás obligaciones que establece la normativa sobre política 
lingüística. 

d) La presencia de informativos en la programación total de las 
televisiones generalistas, en horarios de máxima audiencia. 

e) Un máximo del 25% de programación de televisión de proximidad en 
cadena. 

f) El porcentaje de sindicación de programas de proximidad que 
establezca el Consejo del Audiovisual de Cataluña. 

Artículo 54.Obligaciones de los titulares de la licencia. 
Los titulares de la licencia para prestar servicios de comunicación 

audiovisual están obligados a cumplir el contenido de la licencia. En todos los 
casos son obligaciones de los titulares de la licencia: 

a) Prestar el servicio de comunicación audiovisual en las frecuencias 
otorgadas y la potencia autorizada, con continuidad y con la calidad 
adecuadas. 

b) Presentar anualmente al Consejo del Audiovisual de Cataluña la 
declaración responsable del cumplimiento de las obligaciones derivadas de la 
presente Ley y de la licencia. 

c) Responder a los requerimientos de información y de envío de material 
audiovisual o de otra clase que les pueda hacer el Consejo del Audiovisual de 
Cataluña, de forma motivada, en el ejercicio de sus funciones. 

d) Comparecer ante el Consejo del Audiovisual de Cataluña a petición de 
él. 

e) Utilizar mecanismos de firma electrónica reconocida en las relaciones 
con el Consejo del Audiovisual de Cataluña. 

f) Tener a disposición del Consejo del Audiovisual de Cataluña todas las 
emisiones y los datos relativos a ellas, y conservarlos grabados durante seis 
meses para que el Consejo pueda comprobar si cumplen sus obligaciones. 

g) Facilitar las comprobaciones y las inspecciones a cualquier órgano 
competente. 

h) Abonar la tasa o la prestación equivalente para la realización de la 
prestación del servicio de comunicación audiovisual mediante el uso del 
espectro radioeléctrico. 

i) Abonar la tasa o la prestación equivalente para la realización de 
negocios jurídicos que comporten la transmisión de acciones o actuaciones 
equivalentes. 

j) Cumplir el resto de obligaciones determinadas por la normativa vigente. 
Artículo 55.Vigencia y renovación de la licencia. 
1. La duración de la licencia para prestar servicios de comunicación 

audiovisual es de diez años. 
2. El Consejo del Audiovisual de Cataluña puede renovar la licencia por 

uno o dos períodos iguales al de su duración, establecida por el apartado 1, 
siempre que se cumplan las condiciones que determina la presente Ley, si el 



titular lo solicita con un mínimo de tres meses de antelación al vencimiento de 
la licencia. 

3. La renovación debe realizarse mediante el procedimiento establecido 
por reglamento. El titular tiene la obligación de acreditar que cumple todas las 
condiciones que justifican la renovación de la licencia. 

4. Son causas de denegación de la renovación de la licencia: 
a) La afectación de la garantía del pluralismo, de acuerdo con lo 

establecido por la presente Ley. 
b) La modificación del objeto de la licencia por nueva planificación del 

espectro radioeléctrico por parte de la autoridad competente. 
c) La situación financiera del titular cuando no garantice la continuidad del 

proyecto. 
d) El incumplimiento reiterado de las condiciones de la licencia 

debidamente acreditado. 
e) El hecho de haber sido sancionado más de dos veces por dos 

infracciones graves o una muy grave, de acuerdo con lo establecido por la 
presente Ley. 

Artículo 56.La intransmisibilidad de la licencia. 
La licencia para prestar servicios de comunicación audiovisual no es 

transmisible. 
Artículo 57.Revisión de la licencia. 
1. El Consejo del Audiovisual de Cataluña, de acuerdo con el Gobierno, a 

los efectos de sus competencias, puede modificar las condiciones de la licencia 
antes de que finalice su plazo de vigencia para adecuar las obligaciones del 
titular con relación a: 

a) Las nuevas condiciones en la gestión del espacio radioeléctrico. 
b) La evolución de la tecnología que permita una prestación de la 

actividad más adecuada, especialmente de las condiciones que establece la 
autorización. 

c) La mejor garantía del interés general. 
d) La mejor prestación del servicio. 
2. Las consecuencias de la modificación y la revisión anticipada de la 

licencia son diferentes según cuáles hayan sido sus causas: 
a) El titular tiene derecho, si procede, a una indemnización en el supuesto 

establecido por la letra c del apartado 1. 
b) El Consejo del Audiovisual de Cataluña, de acuerdo con el Gobierno, a 

los efectos de sus competencias, puede establecer un plazo para que el titular 
se adapte a las nuevas condiciones sin producirle una carga desproporcionada 
en función de los períodos de amortización de las inversiones, en los supuestos 
establecidos por las letras a y b del apartado 1. 

3. Corresponde al órgano competente de la Administración de la 
Generalidad la autorización definitiva, previo informe vinculante del Consejo del 
Audiovisual de Cataluña, en los casos de modificación del contenido de la 
licencia como consecuencia de la aparición de nuevas condiciones de gestión 
del espacio radioeléctrico. 

Artículo 58.Extinción de la licencia. 
Son causas de extinción de la licencia para prestar servicios de 

comunicación audiovisual: 
a) El plazo de vigencia de la licencia o, si procede, de las prórrogas. 
b) La renuncia del titular. 



c) El incumplimiento reiterado del contenido de la licencia. 
d) La pérdida de las condiciones que justificaron la adjudicación de la 

licencia. 
e) La imposición de una sanción que comporte este resultado cuando lo 

establezca la Ley. 
Artículo 59.Ineficacia sobrevenida por incumplimiento de las 

condiciones de la licencia. 
1. La desaparición sobrevenida de las condiciones que justificaron el 

otorgamiento de la licencia para prestar servicios de comunicación audiovisual 
determina su extinción. 

2. La extinción de la licencia requiere la tramitación previa de un 
procedimiento contradictorio incoado por el Consejo del Audiovisual de 
Cataluña. 

CAPÍTULO IV 
Régimen para prestar los servicios de comunicación audiovisual 

mediante tecnologías distintas al espectro radioeléctrico 
Artículo 60.Sujeción a comunicación previa. 
1. La prestación de los servicios de comunicación audiovisual mediante 

tecnologías distintas al espectro radioeléctrico se somete a un régimen de 
comunicación previa al Consejo del Audiovisual de Cataluña. 

2. Cualquier cambio sustancial que pretenda introducirse en la prestación 
de los servicios a que se refiere el apartado 1 debe comunicarse al Consejo del 
Audiovisual de Cataluña. 

Artículo 61.Comunicación previa. 
1. La comunicación previa a la prestación de servicios de comunicación 

audiovisual se realiza mediante una declaración formal. Esta declaración debe 
contener los datos relacionados con el desarrollo de la prestación del servicio 
establecidos por el artículo 60, los cuales deben ser debidamente acreditados. 

2. La declaración a que hace referencia el apartado 1 debe inscribirse en 
el Registro de Prestadores de Servicios de Comunicación Audiovisual como 
requisito para el inicio de la actividad. Puede iniciarse la prestación del servicio 
si en el plazo de un mes, después de la comunicación, la autoridad audiovisual 
no se pronuncia en contra. 

Artículo 62.Finalidad de la comunicación. 
La finalidad de la comunicación de prestación es poner en conocimiento 

del Consejo del Audiovisual de Cataluña la existencia y las características del 
servicio de comunicación audiovisual y su modalidad de difusión, para 
garantizar el cumplimiento de la normativa en materia de contenidos 
establecidos por la presente Ley. 

Artículo 63.Procedimiento. 
Las condiciones y el procedimiento de comunicación previa al inicio de la 

actividad se establecen por instrucción del Consejo del Audiovisual de 
Cataluña. 

Artículo 64.Contenido de la comunicación. 
El contenido de la comunicación de prestación debe incluir: 
a) La identificación del prestador del servicio. 
b) La descripción de la actividad. 
c) La descripción de los contenidos difundidos. 
CAPÍTULO V 



Obligaciones de los distribuidores de los servicios de comunicación 
audiovisual 

Artículo 65.Obligaciones de información. 
1. Los distribuidores de servicios de comunicación audiovisual deben 

informar preceptivamente sobre las características de cada uno de los canales 
de televisión o de radio que ofrecen, y deben precisar si dichos canales son 
propios o han sido suministrados por un tercero. También deben informar de si 
se trata de la retransmisión de un canal cuya emisión está realizándose por 
otras vías y, en tal caso, es preciso indicar si el responsable editorial del canal 
está sujeto a la jurisdicción de un estado miembro de la Unión Europea o no lo 
está. 

2. La información a que hace referencia el apartado 1 debe enviarse al 
Consejo del Audiovisual de Cataluña y debe mantenerse actualizada. 

3. Si el Consejo del Audiovisual de Cataluña ordena la suspensión de un 
determinado canal o programa, puede ordenar al distribuidor suspender la 
transmisión. 

4. La adopción de las medidas establecidas por el presente artículo 
requiere la incoación previa del correspondiente procedimiento. 

Artículo 66.Obligaciones de transmisión obligatoria. 
1. Los distribuidores de servicios de comunicación audiovisual tienen, 

como obligación de servicio público, el deber de transmitir los canales de la 
Corporación Catalana de Medios Audiovisuales y de los entes locales gestores 
del servicio público de su demarcación originariamente distribuidos por 
sistemas de radiodifusión terrestre. 

2. El cumplimiento de la obligación a que hace referencia el apartado 1 
por parte del distribuidor no puede comportar ningún tipo de coste añadido para 
los usuarios. 

3. Pueden incorporarse reglamentariamente otras obligaciones de 
transmisión obligatoria de determinados canales de radio o televisión si un 
número significativo de usuarios finales de los servicios de los distribuidores de 
los que se trate utiliza las redes de los distribuidores como medio principal de 
recepción de programas de radio y televisión, y siempre que sea necesario 
para alcanzar objetivos de interés general claramente definidos y se realice de 
forma proporcional, transparente y revisable periódicamente. 

4. Las redes de comunicaciones electrónicas utilizadas para la distribución 
de servicios de televisión y radio deben tener la capacidad suficiente para 
distribuir servicios de televisión garantizando su calidad e integridad, y 
respetando su formato original. 

Artículo 67.Reserva de espacio a programadores independientes. 
1. Los distribuidores de servicios de comunicación audiovisual deben 

distribuir los canales de programadores independientes en las condiciones 
establecidas por la presente Ley y la normativa que la desarrolla. 

2. Existe el control al que se refiere el apartado 1 si se dan los supuestos 
de hecho establecidos por la presente Ley. 

3. Los sujetos a que se refiere el apartado 1 tienen la obligación de 
asignar un mínimo del 40% del total de su oferta audiovisual, desde el inicio de 
la actividad, a programadores independientes. 

4. Los distribuidores pueden solicitar al Consejo del Audiovisual de 
Cataluña la reducción del porcentaje establecido por el apartado 3 si 
previamente se justifica la falta de disponibilidad de canales. 



5. Los distribuidores y programadores independientes deben pactar 
libremente su relación en el marco de la normativa adoptada a tal efecto. 

6. Los distribuidores sujetos al cumplimiento de la obligación establecida 
por el presente artículo deben comunicar al Consejo del Audiovisual de 
Cataluña, en la forma establecida por instrucción, los contratos que suscriban 
con los programadores independientes o la constitución con ellos de 
sociedades para la comercialización de contenidos audiovisuales, y las 
modificaciones contractuales o societarias que puedan producirse. 

7. Cualquier alteración de las circunstancias que constan en la 
documentación requerida en virtud del presente artículo requiere una nueva 
comunicación en los términos determinados por el apartado 6. 

8. El Consejo del Audiovisual de Cataluña establece por instrucción las 
medidas reguladoras y de arbitraje que garanticen a los usuarios una oferta 
variada de servicios competitivos en los supuestos de situación de dominio del 
mercado. Estas medidas deben ser proporcionales, transparentes y no 
discriminatorias. 

Artículo 68.Garantías de acceso universal de los usuarios a la oferta 
de servicios de comunicación audiovisual. 

1. El Consejo del Audiovisual de Cataluña, si es necesario para garantizar 
el acceso de los usuarios finales a determinados servicios digitales de radio y 
televisión, puede imponer obligaciones a los operadores que dispongan de 
guías electrónicas de programación (EPG), de interfaces de programa de 
aplicaciones (API) u otros sistemas de acceso para que se facilite el acceso a 
estos recursos en condiciones razonables, justas y no discriminatorias. 

2. Las condiciones aplicables a los distribuidores de servicios de 
comunicación audiovisual en materia de acceso condicional a los servicios de 
televisión y radio digitales deben regularse por reglamento. 

Artículo 69.Tecnologías de limitación de acceso. 
Los distribuidores de servicios de comunicación audiovisual deben ofrecer 

a los usuarios la posibilidad de utilizar tecnologías existentes en el mercado 
para limitar el acceso a los espacios que pueden afectar al desarrollo de los 
menores o de otros derechos protegidos, y deben suministrarles este apoyo 
tecnológico sin ningún coste complementario. 

CAPÍTULO VI 
Servicios de comunicación audiovisual sin ánimo de lucro 
Artículo 70.Reserva de espacio público de comunicación. 
1. La prestación de servicios de comunicación audiovisual por parte de 

entidades privadas sin ánimo de lucro se beneficia de una reserva de espacio 
público de comunicación, atendiendo a su contribución a la realización de 
finalidades de interés general y de forma proporcionada a dicha contribución. 

2. Los servicios de comunicación audiovisual desarrollados por las 
universidades que se ajusten a los criterios generales establecidos por el 
presente artículo quedan asimilados a la condición de servicios prestados sin 
ánimo de lucro. 

3. Forman parte de las actividades sin ánimo de lucro los servicios de 
comunicación comunitaria que ofrecen contenidos destinados a dar respuesta a 
las necesidades sociales, culturales y de comunicación específicas de las 
comunidades y los grupos sociales a que dan cobertura, basándose en criterios 
abiertos, claros y transparentes de acceso, tanto a la emisión como a la 



producción y a la gestión, y asegurando la participación y el pluralismo 
máximos. 

4. El cumplimiento de la obligación de reserva por parte de los 
distribuidores de servicios de comunicación audiovisual no puede comportar 
ninguna clase de coste añadido para los usuarios. 

5. Para el acceso al espacio de reserva deben aplicarse criterios que 
garanticen la igualdad, libertad y concurrencia de acuerdo con lo determinado 
por reglamento. 

6. La programación de la actividad audiovisual sin ánimo de lucro puede 
ser patrocinada pero no puede incluir publicidad, salvo la de actividades de 
economía social y del tercer sector. 

7. La reserva de espacio público de comunicación corresponde: 
a) A los planes técnicos, si el espacio radioeléctrico lo permite, de acuerdo 

con las condiciones y el procedimiento establecidos por reglamento. Esta 
reserva no puede comportar ninguna contraprestación económica. 

b) A los distribuidores de servicios de comunicación audiovisual. Como 
obligación de servicio público, estos deben reservar un 5% de su oferta a 
servicios de comunicación sin ánimo de lucro. Esta reserva no puede 
comportar ninguna contraprestación económica. 

8. En la planificación del espectro radioeléctrico debe preverse el 
establecimiento de servicios de radio y televisión de un ámbito más reducido 
que las demarcaciones locales, difundidos desde estaciones de baja potencia, 
para entidades sin ánimo de lucro. 

Artículo 71.Medidas de fomento. 
Los poderes públicos competentes en materia audiovisual deben: 
a) Fomentar las iniciativas orientadas al desarrollo de la actividad 

audiovisual sin ánimo de lucro, especialmente las que contribuyan a la 
obtención de finalidades de interés general, como por ejemplo la formación y la 
cultura, mediante el establecimiento de ayudas dirigidas específicamente a este 
sector, que pueden ser financiadas por tasas sobre el beneficio de la 
explotación comercial del espacio radioeléctrico. 

b) Impulsar las iniciativas orientadas a la constitución de asociaciones de 
las entidades que desarrollen una actividad audiovisual sin ánimo de lucro y 
que, en su alcance territorial, sea autonómico o local, pretendan reforzar este 
sector con el establecimiento de mecanismos de colaboración y de intercambio 
de experiencias. 

CAPÍTULO VII 
Acceso a la información de la actividad audiovisual privada de 

interés general previa solicitud 
Artículo 72.Garantías de acceso previa solicitud. 
1. El Consejo del Audiovisual de Cataluña queda obligado a poner a 

disposición de cualquier persona que lo solicite información de interés general 
sobre el sector audiovisual. 

2. Si la solicitud a que hace referencia el apartado 1 se formula de una 
forma excesivamente genérica, el Consejo del Audiovisual de Cataluña puede 
pedir a la persona solicitante que le concrete los términos y el alcance de la 
petición. 

Artículo 73.Denegación de solicitudes de información. 
1. El Consejo del Audiovisual de Cataluña puede denegar las solicitudes 

de información si concurre alguna de las causas establecidas por la legislación 



sobre régimen jurídico de las administraciones públicas y del procedimiento 
administrativo. 

2. El Consejo del Audiovisual de Cataluña no puede revelar ninguna 
información si esta puede afectar a: 

a) Los datos protegidos de acuerdo con la legislación sobre procedimiento 
administrativo. 

b) La seguridad pública. 
c) Un procedimiento penal cuyas actuaciones han sido declaradas 

secretas. 
d) La confidencialidad de datos de carácter comercial e industrial, siempre 

que dicha confidencialidad esté establecida por la legislación para proteger 
intereses económicos legítimos, incluido el interés público de mantener la 
confidencialidad estadística y el secreto fiscal. 

e) Los derechos de propiedad intelectual. 
f) El secreto profesional de las personas que trabajan en el sector 

audiovisual. 
g) Otros supuestos establecidos por ley. 
Artículo 74.Gratuidad de la información. 
El acceso a la información contenida en los archivos y registros del 

Consejo del Audiovisual de Cataluña es gratuito. Excepcionalmente, pueden 
determinarse, si procede, los supuestos en que puede exigirse una 
contraprestación económica. Esta contraprestación debe ser razonable y debe 
hacerse publicidad de la misma. 

CAPÍTULO VIII 
Difusión de la información sobre el sector audiovisual 
Artículo 75.Responsabilidad del servicio de difusión de información. 
El Consejo del Audiovisual de Cataluña debe organizar y actualizar la 

información sobre el sector audiovisual que se halle a su disposición, de modo 
que garantice su difusión activa y sistemática al público, especialmente por 
medio de la tecnología de la telecomunicación informática o electrónica. 
También debe velar para que la información puesta a disposición del público 
sea correcta, precisa y susceptible de comparación. 

Artículo 76.Intercambio de información con otras autoridades y 
poderes públicos. 

El Consejo del Audiovisual de Cataluña debe promover acuerdos de 
cooperación con otras autoridades de las demás Comunidades Autónomas, la 
del Estado y las de ámbito europeo que tengan competencias sobre la 
comunicación audiovisual y sobre la defensa de la competencia, al efecto del 
intercambio de información. 

TÍTULO V 
De la regulación de los contenidos audiovisuales 
Artículo 77.Instrumentos para regular los contenidos audiovisuales. 
La regulación de los contenidos difundidos en el marco de la prestación de 

servicios de comunicación audiovisual corresponde a la presente Ley y a las 
demás que les sean de aplicación. Sin perjuicio de ello, la aprobación de las 
instrucciones que sean necesarias para desarrollar y explicitar el alcance y 
significado de la ordenación legal corresponde al Consejo del Audiovisual de 
Cataluña. 

Artículo 78.Corregulación de los contenidos audiovisuales. 



El Consejo del Audiovisual de Cataluña debe promover el establecimiento 
de acuerdos con los prestadores de servicios de comunicación audiovisual para 
facilitar y garantizar la delimitación adecuada y el cumplimiento de las 
obligaciones y los deberes en materia de contenidos. 

Artículo 79.Fomento de la autorregulación. 
El Consejo del Audiovisual de Cataluña debe promover el establecimiento 

de acuerdos entre los diversos prestadores de servicios de comunicación 
audiovisual, orientados a la adopción voluntaria de códigos de conducta en 
materia de contenidos. 

Artículo 80.Principios básicos de la regulación de los contenidos 
audiovisuales. 

En el marco del ejercicio legítimo de los derechos fundamentales de 
libertad de expresión y de información, la realización de actividades de 
comunicación audiovisual se somete a los siguientes límites: 

a) Respetar la dignidad, como rasgo esencial de la personalidad humana. 
b) No incitar al odio por motivos de raza, sexo, religión o nacionalidad. 
c) Respetar el derecho de toda persona a no ser discriminada por razón 

de nacimiento, raza, sexo, religión, nacionalidad o cualquier otra condición o 
circunstancia personal o social. 

d) Respetar los derechos de las personas reconocidos por la Constitución 
Española, de modo particular los derechos fundamentales al honor, a la 
intimidad y a la propia imagen. 

e) No incitar al maltrato y a la crueldad hacia los animales, ni a causar 
daños al medio ambiente o a los bienes históricos, patrimoniales y culturales. 

f) Hacer una separación clara entre informaciones y opiniones, y respetar 
el principio de veracidad en la difusión de la información. Se entiende por 
información veraz la que es el resultado de una comprobación diligente de los 
hechos. 

g) Hacer una separación clara entre publicidad y contenido editorial. 
h) Respetar el deber de protección de la infancia y la juventud de acuerdo 

con los términos establecidos por la presente Ley y la legislación aplicable en 
esta materia. 

i) Respetar los códigos deontológicos aprobados por los colegios 
profesionales de los trabajadores que prestan servicios en los medios de 
comunicación. 

Artículo 81.Protección de la infancia y la juventud. 
1. Los prestadores de servicios de comunicación audiovisual no pueden 

difundir el nombre, la imagen ni otros datos que permitan identificar a los 
menores en los casos en que, con el consentimiento o sin el consentimiento de 
sus padres o tutores, puedan quedar afectados su honor, intimidad o imagen, y 
de modo particular si aparecen o pueden aparecer como víctimas, testimonios 
o inculpados con relación a la comisión de acciones ilegales. Tampoco pueden 
divulgarse los datos relativos a la filiación de niños y adolescentes acogidos o 
adoptados. 

2. Sin perjuicio de la adopción de las medidas técnicas pertinentes, los 
contenidos que puedan afectar al desarrollo físico, mental o moral de los 
menores solo pueden ser difundidos después de las 22 horas y antes de las 6 
horas. La difusión de estos contenidos debe ir precedida de una señal acústica 
y debe identificarse con la presencia de una señal visual durante toda la 
emisión. 



3. Los prestadores de servicios de radio o televisión no pueden ofrecer 
ningún contenido que pueda perjudicar seriamente el desarrollo físico, mental o 
moral de los menores. De modo particular, se prohíbe la difusión, por dichos 
prestadores, de contenidos pornográficos o de violencia gratuita. 

4. Los distribuidores de servicios de comunicación audiovisual pueden 
incluir, dentro de los programas que conformen su oferta, los contenidos a que 
se refiere el apartado 3. Sin embargo, la recepción de los mencionados 
contenidos debe ser consentida expresamente y por escrito por los usuarios o 
abonados mayores de edad que estén interesados en los mismos. La 
prestación de dicho consentimiento no puede comportar en ningún caso el 
disfrute de condiciones económicas más favorables, y el acceso específico y en 
cada momento a dichos contenidos audiovisuales debe estar condicionado, por 
medios técnicos adecuados, a la introducción de un código personal de acceso, 
con el objetivo de garantizar que está bajo la responsabilidad de los usuarios o 
abonados. 

5. Al efecto de garantizar la protección de la infancia y la juventud en el 
caso de servicios audiovisuales distintos a los de televisión, el Consejo del 
Audiovisual de Cataluña debe impulsar los procesos de corregulación y 
autorregulación del sector. 

Artículo 82.Comunicaciones de interés público. 
1. Los prestadores de servicios de comunicación audiovisual están 

obligados a difundir, gratuitamente y con indicación de su origen, los 
comunicados y declaraciones que el Gobierno del Estado y el Gobierno de la 
Generalidad estimen convenientes por causas justificadas de interés público. 

2. Los prestadores de servicios de comunicación audiovisual de ámbito 
local están obligados a difundir, gratuitamente y con indicación de su origen, los 
comunicados que las administraciones locales que se hallen en su 
correspondiente ámbito de cobertura estimen convenientes por causas 
justificadas de interés público. 

Artículo 83.Señalización de los contenidos audiovisuales. 
Corresponde al Consejo del Audiovisual de Cataluña determinar, 

mediante instrucción, los mecanismos de señalización visual y acústica de los 
contenidos audiovisuales. Corresponde a la autoridad audiovisual desarrollar 
sistemas análogos con relación a los contenidos difundidos por medio de los 
nuevos servicios audiovisuales. El sistema de señalización escogido debe 
contribuir a garantizar la uniformidad de los sistemas existentes en el Estado 
español y en el conjunto de la Unión Europea, al efecto de la adecuada tutela 
de los intereses de los ciudadanos. 

Artículo 84.Acceso de las personas con discapacidad a la 
comunicación audiovisual. 

1. Los prestadores de servicios de comunicación audiovisual, con el 
objetivo de hacer efectivo el acceso a los contenidos audiovisuales, tienen las 
siguientes obligaciones: 

a) Establecer los mecanismos técnicos pertinentes para garantizar el 
acceso de las personas con discapacidad a los contenidos. 

b) Incorporar progresivamente, en el caso de prestadores de servicios 
televisivos, en su programación la subtitulación para personas sordas, la 
lengua de signos catalana y la audiodescripción para personas ciegas, para 
favorecer el acceso de las personas con discapacidad a la comunicación 
audiovisual. 



2. El Consejo del Audiovisual de Cataluña debe regular por instrucción el 
cumplimiento de las obligaciones a que se refiere el apartado 1, y a tal efecto 
puede determinar los supuestos, condiciones y porcentajes de aplicación en 
función de las diferentes características del servicio, así como el ritmo de 
implantación progresiva. 

Artículo 85.Acontecimientos de interés general. 
Los ciudadanos tienen derecho a acceder, por medio de los servicios de 

comunicación audiovisual, a acontecimientos de interés general. Los 
acontecimientos a que el Gobierno haya otorgado esta calificación deben 
difundirse en directo y por sistemas de acceso no condicional. La resolución del 
Gobierno en virtud de la cual se aprueba la lista de acontecimientos objeto de 
este precepto debe notificarse inmediatamente a la autoridad competente para 
poder verificar que se adecua a la normativa comunitaria y proceder a su 
publicación oficial. 

Artículo 86.Obligaciones con relación a la presencia de la lengua y 
cultura catalanas y del aranés en la comunicación audiovisual. 

1. La lengua normalmente utilizada por los prestadores de servicios de 
comunicación audiovisual públicos debe ser la catalana, y en el Valle de Arán 
debe ser la aranesa. Excepcionalmente, pueden tenerse en cuenta las 
características de la audiencia a la que se dirija el medio, de acuerdo con los 
criterios que el Consejo del Audiovisual de Cataluña establezca mediante 
instrucción en el marco de las disposiciones de la normativa lingüística. 

2. Los prestadores de servicios de comunicación audiovisual sometidos a 
régimen de licencia se rigen por las obligaciones establecidas por la legislación 
de política lingüística respecto a los concesionarios de radiodifusión y televisión 
de gestión privada. En el Valle de Arán deben tener las mismas obligaciones 
respecto al aranés que la legislación establece para el catalán. 

3. Los distribuidores de servicios de comunicación audiovisual, de acuerdo 
con los términos establecidos por la presente Ley, deben garantizar que la 
mayor parte de canales que ofrecen sean en catalán y en el Valle de Arán en 
aranés. 

4. El Gobierno puede acordar el otorgamiento de ayudas públicas para el 
cumplimiento de las obligaciones a que se refiere el presente artículo. 

Artículo 87.Obligaciones en materia de difusión de obras 
audiovisuales europeas. 

1. Los prestadores de servicios de televisión se someten al régimen 
establecido por la presente Ley en materia de difusión obligatoria de obras 
audiovisuales europeas. Estas obligaciones se entienden sin perjuicio de los 
deberes específicos que el Consejo del Audiovisual de Cataluña pueda 
imponer a los mencionados sujetos en el marco del régimen de la licencia o 
comunicación correspondiente. 

2. Los prestadores de servicios de televisión a que se refiere el apartado 1 
deben reservar como mínimo el 51% de su tiempo anual a la difusión de obras 
audiovisuales europeas. El 51% de dicho tiempo de reserva, como mínimo, 
deben dedicarlo a la difusión de obras audiovisuales europeas cuya expresión 
originaria sea en cualquier lengua oficial en Cataluña. Debe garantizarse que, 
como mínimo, el 50% de estas obras sea en catalán. El 10% del tiempo total de 
emisión, como mínimo, deben destinarlo a obras audiovisuales europeas 
suministradas por productores independientes y producidas en los últimos 
cinco años. 



3. El tiempo dedicado a contenidos informativos, transmisiones deportivas, 
juegos, publicidad, servicios de teletexto y televenta se excluye del cómputo del 
tiempo anual de difusión al efecto de lo establecido por el apartado 2. 

4. Los prestadores de servicios de televisión de ámbito territorial inferior al 
conjunto de Cataluña pueden solicitar al Consejo del Audiovisual de Cataluña 
un régimen reducido para la difusión obligatoria de obras europeas. El Consejo 
del Audiovisual de Cataluña debe resolver esta solicitud de forma expresa 
atendiendo a las características sociales del territorio de difusión y a las 
características de los prestadores de los servicios. 

Artículo 88.Derechos de los usuarios de servicios de comunicación 
audiovisual. 

1. Los usuarios de servicios de comunicación audiovisual tienen derecho a 
conocer los contenidos de los servicios de televisión y su horario de emisión 
con la antelación suficiente. A tal efecto, corresponde al Consejo del 
Audiovisual de Cataluña desarrollar, mediante reglamento, el procedimiento 
adecuado para hacer efectivo este derecho. 

2. Los prestadores de servicios de comunicación audiovisual deben 
contribuir a la alfabetización audiovisual básica de los ciudadanos. 

3. Los usuarios de servicios de comunicación audiovisual tienen derecho a 
dirigirse al Consejo del Audiovisual de Cataluña si consideran que se han 
vulnerado sus derechos o que se ha producido un incumplimiento de la 
regulación en materia de contenidos y de publicidad. 

Artículo 89.Pluralismo e información ciudadana. 
1. Se garantiza el derecho de los profesionales de los medios a la cláusula 

de conciencia y al secreto profesional. 
2. En los períodos electorales, los medios de comunicación deben 

garantizar especialmente la pluralidad informativa. Los medios públicos deben 
asegurar una información suficiente sobre las diversas ofertas electorales y 
sobre la actividad de los representantes salientes. 

TÍTULO VI 
De la publicidad, la televenta y el patrocinio 
CAPÍTULO I 
Disposiciones generales 
Artículo 90.Definiciones. 
A efectos de lo que dispone la presente Ley, se entiende por: 
a) Publicidad: cualquier forma de mensaje emitido, mediante 

contraprestación y por encargo de una persona física o jurídica, pública o 
privada, en relación a una actividad comercial, industrial, artesana o 
profesional, con el fin de promover la contratación de bienes muebles o 
inmuebles o de servicios de cualquier tipo. También se entiende por publicidad 
cualquier forma de mensaje audiovisual emitido por cuenta de terceros para 
promover actitudes o comportamientos entre los usuarios. 

b) Televenta: la radiodifusión televisiva de ofertas directas al público para 
la adquisición o el arrendamiento de todo tipo de bienes y derechos o la 
contratación de servicios a cambio de una remuneración. 

c) Patrocinio publicitario: el contrato en virtud del cual una persona física o 
jurídica, llamada patrocinador, no vinculada a la producción, la comercialización 
ni a la prestación de servicios de televisión o radio contribuye a la financiación 
de contenidos emitidos por otra persona física o jurídica -llamada patrocinado- 



con el fin de promover el nombre, la marca, la imagen, las actividades o las 
realizaciones del patrocinador. 

Artículo 91.Finalidades de la regulación de la publicidad, la televenta 
y el patrocinio. 

Las finalidades de la regulación de las actividades de la publicidad, la 
televenta y el patrocinio son: 

a) Luchar contra los contenidos que atentan contra los principios, los 
valores y los derechos protegidos por la Constitución Española, el Estatuto de 
Autonomía y las leyes. 

b) Proteger a los destinatarios de la publicidad excesiva. 
c) Preservar el valor y la integridad de las obras audiovisuales. 
Artículo 92.Publicidad y televenta ilícitas. 
1. Son publicidad y televenta ilícitas: 
a) Las que atentan contra la dignidad humana. 
b) Las que vulneran los valores y los derechos reconocidos por la 

Constitución Española, especialmente los que reconocen los artículos 18 y 
20.4. Los anuncios que presentan las mujeres de forma vejatoria se entienden 
incluidos en la presente letra. Tienen la condición de vejatorias la utilización 
particular y directa del cuerpo o de partes del cuerpo como un simple objeto 
desvinculado del producto que se pretende promover, y la utilización de la 
imagen asociada a comportamientos estereotipados que vulneren los 
fundamentos de nuestro ordenamiento. 

c) Las que fomentan malas prácticas alimenticias o cualquier otro 
comportamiento perjudicial para la salud o la seguridad humanas o para la 
protección del medio ambiente. 

d) Las que atentan contra el respeto a la dignidad de las personas o a sus 
convicciones religiosas y políticas. 

e) Las que discriminan por motivos de nacimiento, raza, sexo, religión, 
nacionalidad, opinión o cualquier otra circunstancia personal o social. 

f) Las que incitan a la violencia o a comportamientos antisociales, apelan 
al miedo o a la superstición o fomentan abusos, imprudencias, negligencias o 
conductas agresivas. 

g) Las que inducen a la crueldad o al maltrato de los animales o a la 
destrucción de bienes de la naturaleza o de bienes culturales. 

h) Las que utilizan técnicas subliminales, en el sentido de las que 
contienen los elementos recogidos por la legislación sobre publicidad referidos 
a publicidad subliminal. 

2. Son ilícitas la publicidad engañosa, la desleal y la subliminal, en los 
términos establecidos y definidos por la legislación general sobre publicidad. 

Artículo 93.Publicidad y televenta prohibidas. 
1. Son publicidad y televenta prohibidas: 
a) Cualquier forma directa o indirecta de publicidad y televenta de 

cigarrillos y otros productos del tabaco. 
b) Cualquier forma directa o indirecta de publicidad de medicamentos o 

tratamientos médicos que sólo puedan obtenerse por prescripción facultativa. 
c) La publicidad de contenido esencialmente político dirigida a la 

consecución de objetivos de esta naturaleza, sin perjuicio de las normas de 
aplicación establecidas por la legislación sobre régimen electoral. 

d) La televenta de medicamentos, tratamientos médicos y productos 
sanitarios, en los términos establecidos por la legislación sobre esta materia. 



e) Cualquier forma directa o indirecta de publicidad y de televenta de 
bebidas con graduación alcohólica superior a veinte grados centesimales. 

f) Cualquier forma de publicidad y de televenta de bebidas alcohólicas con 
una graduación inferior a veinte grados centesimales en que se den las 
siguientes circunstancias: 

Primera. Si van dirigidas específicamente a menores de edad, en 
particular si presentan personas menores de edad consumiendo las bebidas 
alcohólicas a que se refiere la presente letra. 

Segunda. Si presentan el consumo de alcohol asociado con una mejora 
del rendimiento físico, con la conducción de vehículos o con el éxito social o 
sexual. 

Tercera. Si sugieren que el consumo de alcohol tiene propiedades 
terapéuticas o un efecto estimulante o sedante, o que constituye un medio para 
resolver conflictos. 

Cuarta. Si estimulan el consumo no moderado de bebidas alcohólicas u 
ofrecen una imagen negativa de la abstinencia o de la sobriedad y destacan 
cualidades positivas de las bebidas que tienen alcohol. 

g) La publicidad de servicios o establecimientos dedicados a la 
prostitución, en horario protegido. 

2. No pueden emitirse simultáneamente contenidos editoriales y 
publicitarios, salvo lo que prescribe el artículo 95. La separación entre los 
contenidos y la publicidad debe indicarse con señales acústicas o visuales, 
según proceda. 

Artículo 94.Publicidad y televenta encubiertas. 
1. Se entiende por publicidad encubierta la presentación verbal, visual o 

sonora de los bienes, los servicios, el nombre, la marca o las actividades de un 
productor de mercancías o de un prestador de servicios en programas u otros 
contenidos editoriales en que esta presentación tenga finalidad publicitaria y 
pueda inducir al público a error sobre la verdadera naturaleza de la 
presentación. 

2. La publicidad encubierta está prohibida si la referencia verbal, visual o 
sonora a mercancías, servicios, marcas o nombres de productores o 
prestadores de servicios particulares tiene una prominencia indebida, ya sea 
por la recurrencia de su presencia o por la forma en que se presentan o 
destacan. 

3. Para evaluar el carácter indebido de la prominencia a que se refiere el 
apartado 2, la autoridad audiovisual debe considerar las necesidades 
editoriales, las características del programa en que se inserta la publicidad 
encubierta y la concurrencia o no de una influencia o un condicionamiento del 
contenido editorial con finalidades comerciales. 

4. No tiene la condición de publicidad encubierta la presentación de 
acontecimientos abiertos al público organizados por terceras personas, si los 
derechos de emisión están cedidos a un operador y la participación de este 
último se limita a la retransmisión del acontecimiento y no se produce ninguna 
desviación intencionada para realzar su carácter publicitario. 

5. Los programas informativos, documentales, religiosos e infantiles no 
pueden incluir publicidad encubierta. 

6. Los programas que incluyen publicidad encubierta deben advertirlo al 
inicio, de forma visual o sonora, según proceda, con la inserción de una lista de 
los anunciantes de los que se hará publicidad en el programa. 



CAPÍTULO II 
Forma y presentación de la publicidad y la televenta 
Artículo 95.Principio de separación entre el contenido editorial y el 

publicitario. 
1. La forma y la presentación de la publicidad y la televenta deben 

garantizar que los destinatarios no confunden el contenido editorial y el 
publicitario, de modo que ambos contenidos sean fácilmente identificables. 

2. La separación preceptiva del contenido editorial y el publicitario puede 
ser temporal o espacial, mediante una señal visual o acústica, en función de la 
forma de publicidad utilizada y si se trata de servicios de difusión de televisión o 
radio. 

3. El Consejo del Audiovisual de Cataluña debe establecer, mediante 
instrucción, los preceptos específicos y pertinentes en cuanto a la inclusión, la 
identificación y la colocación de espacios publicitarios en televisión y radio, al 
efecto del cumplimiento del principio de separación entre el contenido editorial 
y el publicitario. 

Artículo 96.Protección de menores. 
1. La publicidad y la televenta no pueden incluir contenidos que puedan 

perjudicar moralmente o físicamente a los menores. A tal efecto, deben 
respetarse los siguientes principios: 

a) No deben incitar directamente a los menores a comprar un producto o 
contratar un servicio de modo que se explote su inexperiencia o credulidad. 
Tampoco puede incitarlos a persuadir a sus padres o tutores, o a los padres o 
tutores de terceros, para que compren los productos o contraten los servicios 
de que se trate. 

b) No pueden explotar, en ningún caso, la especial confianza de los niños 
en sus padres, profesores u otras personas. 

c) No pueden presentar a los niños en una situación peligrosa sin un 
motivo que lo justifique. 

d) Los juguetes, cuando son el objeto de la publicidad o la televenta, no 
pueden conducir a error sobre las características o la seguridad que tienen, ni 
tampoco sobre la capacidad y la aptitud necesarias para que los niños puedan 
hacer uso de los mismos sin hacerse daño a ellos mismos o a terceros. 

2. El Consejo del Audiovisual de Cataluña debe velar por el cumplimiento 
de la legislación aplicable a la publicidad y la televenta dirigida a los niños o a 
los adolescentes o protagonizada por éstos. Al efecto, esta autoridad: 

a) Debe dictar y hacer cumplir las disposiciones sobre la materia. 
b) Debe promover la corregulación y la autorregulación con los distintos 

agentes implicados en la actividad de publicidad, televenta y patrocinio en los 
supuestos en que no haya ninguna normativa aplicable o para complementarla. 

Artículo 97.Difusión de publicidad y televenta en bloques y aislada. 
1. La difusión de publicidad y televenta debe realizarse en bloques, 

aunque excepcionalmente pueden admitirse publicidad y anuncios de televenta 
aislados, siempre que se den condiciones de escasez de oferta o demanda en 
cuanto al tiempo disponible o solicitado para publicidad o televenta. 

2. Se entiende por publicidad o televenta aislada las inserciones de una 
duración inferior a noventa segundos. Si, por los motivos a que se refiere el 
presente artículo, se hace publicidad o televenta aisladas, debe indicarse la 
duración de la inserción. 



Artículo 98.Inserción entre programas e interrupciones publicitarias 
de la programación televisiva. 

1. El Consejo del Audiovisual de Cataluña debe velar para que la inserción 
de publicidad y anuncios de televenta respete el principio general de inserción 
entre programas y las reglas generales sobre interrupciones publicitarias de la 
programación establecidas por la legislación aplicable. 

2. Las interrupciones publicitarias deben respetar la unidad, el valor, la 
calidad, las pausas naturales, la duración y la naturaleza de los programas, de 
modo que en ningún caso perjudiquen los derechos de los titulares de los 
programas dentro de los cuales se produce la interrupción, ni a los 
destinatarios de la actividad audiovisual. 

3. En aplicación de los criterios generales a que se refiere el apartado 2, 
deben respetarse las siguientes reglas especiales: 

a) En los programas compuestos de partes autónomas sólo pueden 
insertarse publicidad y anuncios de televenta entre las partes autónomas. 

b) En las emisiones o programas deportivos o de acontecimientos o 
espectáculos de estructura similar en que haya intervalos de tiempo entre cada 
una de las partes que los componen, sólo pueden insertarse publicidad y 
anuncios de televenta durante estos intervalos. A tal efecto, el intervalo debe 
tener carácter natural, no accidental y vinculado directamente con la estructura 
del acontecimiento o espectáculo. 

c) En los programas o emisiones no incluidos en las letras a y b, las 
interrupciones sucesivas para la inserción de publicidad y anuncios de 
televenta deben estar separados por períodos de tiempo de veinte minutos 
como mínimo. 

d) Los programas informativos, documentales e infantiles y las emisiones 
de servicios religiosos no pueden ser objeto de interrupciones por publicidad y 
televenta, con la excepción de los que tienen una duración programada 
superior a treinta minutos. 

e) Los largometrajes cinematográficos y otras obras audiovisuales con 
una duración programada de transmisión superior a cuarenta y cinco minutos 
pueden interrumpirse una vez por cada período completo de cuarenta y cinco 
minutos. Sin embargo, puede autorizarse otra interrupción si la duración total 
de la transmisión programada excede como mínimo en veinte minutos de dos o 
más de los períodos temporales inicialmente referidos. Estas interrupciones 
deben respetar la integridad y el valor de la obra, y no pueden omitirse los 
títulos de crédito. Se exceptúan de este apartado las series, los seriales y las 
emisiones de entretenimiento. 

f) No puede insertarse publicidad ni televenta en la emisión de servicios 
religiosos. 

4. Si la forma de publicidad, por sus características de emisión, puede 
confundir a los espectadores sobre su carácter publicitario, debe superponerse, 
de forma permanente y claramente legible, una transparencia con la indicación 
de que es publicidad. Sin perjuicio de otros supuestos, los publirreportajes y las 
telepromociones quedan sujetos a esta obligación. 

5. Durante las emisiones deportivas pueden insertarse mensajes 
publicitarios y de televenta, mediante transparencias o cualquier tratamiento de 
la imagen, con las siguientes condiciones: 

a) Que se produzca en los momentos en que el desarrollo del 
acontecimiento esté parado. 



b) Que no perturbe la visión del acontecimiento. 
c) Que las transparencias utilizadas no ocupen más de una sexta parte de 

la pantalla. 
d) Que los mensajes consistan, exclusivamente, en textos escritos o en 

imágenes del logotipo de la marca. 
6. Durante los períodos dedicados a la publicidad y a los anuncios de 

televenta, los procesos de tratamiento de las señales originales no pueden 
producir en los espectadores un incremento sonoro notoriamente perceptible 
respecto de la emisión inmediatamente anterior. 

CAPÍTULO III 
Duración de los anuncios publicitarios y la televenta televisiva 
Artículo 99.Duración por hora y día en la televisión. 
1. El Consejo del Audiovisual de Cataluña debe velar para que la actividad 

publicitaria y la televenta respete los límites de duración que la legislación 
establece por hora de reloj y por día natural de emisión. 

2. El tiempo total dedicado a la emisión de publicidad en todas sus formas 
y a la televenta no puede ser superior al 20% del tiempo diario de emisión. El 
tiempo de emisión por anuncios publicitarios no puede ser superior al 15% del 
tiempo total diario de emisión. 

3. Durante cada una de las horas naturales en que se divide el día, el 
tiempo de emisión dedicado a la publicidad en todas sus formas no puede ser 
superior a diecisiete minutos. Durante el mismo período, y respetando el límite 
anterior, el tiempo dedicado a anuncios publicitarios y de televenta, excluida la 
autopromoción, no puede ser superior a doce minutos. 

4. Cada prestador de servicio de televisión puede dedicar hasta tres horas 
al día a la emisión de contenidos de televenta. Estas emisiones deben tener 
una duración mínima ininterrumpida de quince minutos y deben identificarse 
como tales, con toda claridad, por medios ópticos o acústicos. Pueden 
difundirse como máximo ocho programas de televenta por un canal de 
televisión no dedicado exclusivamente a esta actividad. 

5. A efectos de la presente Ley, los anuncios de servicio público o de 
carácter benéfico difundidos gratuitamente no se entienden como publicidad. 

6. Las limitaciones temporales que el presente artículo impone a la 
televenta no son de aplicación a los prestadores de servicios de televisión que 
se dedican exclusivamente a esta actividad, ya sea con carácter de 
autopromoción o con carácter de publicidad por cuenta de terceros. Estos 
prestadores pueden emitir publicidad en las condiciones y dentro de los límites 
establecidos por la presente Ley, con la excepción del apartado 3. Dentro de 
estos canales, las condiciones y los límites son diferentes, según de que se 
trate: 

a) La promoción de productos o servicios del titular del canal: para ésta 
promoción no son de aplicación las limitaciones temporales que establecen los 
apartados 1, 2, 3, 4 y 5. 

b) La publicidad ajena: para esta son de aplicación las limitaciones 
temporales que establece el presente artículo. 

Artículo 100.Limitaciones a la presencia de contenidos publicitarios 
en el servicio público audiovisual de Cataluña. 

1. El tiempo dedicado a la emisión de contenidos publicitarios en el marco 
de la prestación del servicio público audiovisual de Cataluña no puede exceder 
el 10% total diario de emisión. 



2. En cada una de las horas naturales del día, el tiempo de emisión 
dedicado a la publicidad, en todas sus formas, no puede sobrepasar los doce 
minutos. Asimismo, y respetando este límite, el tiempo dedicado a los 
contenidos publicitarios y de televenta, excluyendo los espacios de 
autopromoción, no puede sobrepasar los diez minutos en dicho período. 

3. La emisión de obras cinematográficas de duración superior a los 
noventa minutos sólo puede ser objeto de una sola interrupción publicitaria, y 
las de duración inferior no pueden interrumpirse. 

4. En el caso del servicio público de radio, corresponde al Consejo 
Audiovisual de Cataluña la determinación, mediante instrucción, de los límites a 
la presencia de contenidos publicitarios y de patrocinio. 

CAPÍTULO IV 
Normas sobre el patrocinio televisivo 
Artículo 101.Deberes y obligaciones principales de los 

patrocinadores. 
Los patrocinadores tienen los siguientes deberes: 
a) Identificarse claramente en el programa o el contenido audiovisual que 

contribuye a financiar mediante su nombre o logotipo al principio del programa 
o el contenido audiovisual. 

b) Respetar la independencia y la responsabilidad del prestador del 
servicio de comunicación audiovisual y del editor con respecto al contenido de 
la emisión. 

c) No incentivar la compra o la contratación de servicios o productos 
propios o de un particular mediante la promoción concreta de estos productos o 
servicios. Sin embargo, puede hacerse referencia explícita a productos o 
servicios del patrocinador o de un tercero con la finalidad exclusiva de 
identificar al patrocinador y aclarar el vínculo entre el programa y la empresa 
que lo patrocina. 

Artículo 102.Emisiones y sujetos excluidos de la actividad de 
patrocinio. 

1. Está prohibido el patrocinio de informativos, emisiones de actualidad 
política y emisiones de servicios religiosos. 

2. No pueden patrocinarse las partes en que puedan dividirse los 
contenidos a que se refiere el apartado 1, salvo las dedicadas a la información 
deportiva, meteorológica, económica o del tráfico. 

3. Quedan excluidos de la actividad de patrocinio los sujetos que tienen 
como actividad principal la fabricación o la venta de productos o la prestación 
de servicios que tienen prohibida la publicidad. 

CAPÍTULO V 
El uso de las nuevas tecnologías en la actividad publicitaria y otras 

formas de publicidad 
SECCIÓN 1ª. El uso de las nuevas tecnologías en la actividad 

publicitaria 
Artículo 103.Principios generales. 
1. Los poderes públicos en Cataluña deben impulsar el desarrollo del uso 

de las nuevas tecnologías en la actividad publicitaria. 
2. El Consejo del Audiovisual de Cataluña debe velar por el cumplimiento 

de los principios y las reglas generales que informan y condicionan la 
regulación de la actividad publicitaria y su adecuada adaptación a las 



exigencias específicas que planteen el uso de las nuevas tecnologías mediante 
una instrucción. 

Artículo 104.Pantalla dividida. 
1. La pantalla dividida consiste en la difusión simultánea o paralela de 

contenidos audiovisuales y comunicaciones comerciales que puede servir para 
hacer actividad publicitaria y de patrocinio. 

2. El uso de la pantalla dividida para difundir contenidos publicitarios debe 
respetar la integridad de los contenidos audiovisuales, y las reglas generales 
contenidas en la presente Ley, en especial en cuanto a la publicidad ilícita o 
prohibida. 

3. El Consejo del Audiovisual de Cataluña debe determinar mediante una 
instrucción las obligaciones específicas de los prestadores de servicios de 
comunicación audiovisual en lo que concierne al uso de la pantalla dividida 
para difundir contenidos publicitarios. 

Artículo 105.Publicidad interactiva. 
1. La publicidad interactiva es la que permite a los destinatarios de 

servicios de comunicación audiovisual dar información directamente al 
prestador del servicio o al anunciante, gracias a un sistema de respuesta que 
les permite actuar, de forma interactiva, en un entorno al cual se exponen 
voluntariamente durante el tiempo que ellos mismos deciden. 

2. Sólo es objeto de la presente Ley la publicidad interactiva a la que se 
accede desde un anuncio difundido en el marco de un programa o un contenido 
audiovisual lineal. Esta publicidad está sujeta a las disposiciones generales 
sobre publicidad establecidas por la presente Ley hasta el momento en que los 
consumidores acceden a la aplicación interactiva. 

3. La publicidad interactiva está sometida a las siguientes condiciones: 
a) El icono para acceder al entorno interactivo debe integrarse en un 

espacio publicitario, separado claramente del contenido editorial de modo que 
permita que los consumidores lo identifiquen. Dicho espacio publicitario puede 
ser un anuncio convencional o un anuncio que utilice la técnica de la pantalla 
dividida. En este segundo caso, debe obtenerse la autorización o el acuerdo de 
los titulares de los derechos del contenido audiovisual. 

b) Debe informarse a los consumidores del paso al entorno interactivo, 
antes de hacerlo, mediante advertencia interpuesta a pantalla opaca completa, 
que debe aparecer al activar el icono de acceso y debe ofrecer la opción de 
decidir si se accede a la aplicación interactiva o se vuelve al contenido 
principal. 

c) Los programas destinados a menores no pueden contener iconos que 
permitan el acceso a productos o servicios que puedan infringir las normas 
sobre protección de menores. 

Artículo 106.Patrocinio virtual. 
El patrocinio virtual es la actividad de patrocinio que utiliza publicidad 

virtual que permite insertar mensajes publicitarios, especialmente durante la 
emisión de acontecimientos deportivos, mediante una sustitución virtual de los 
carteles publicitarios instalados sobre el terreno o mediante la inserción de 
nuevas imágenes. Esta actividad debe hacerse: 

a) De modo que atienda la comodidad de los destinatarios. 
b) Con respeto a la integridad y al valor del contenido audiovisual en que 

se inserta y con respeto a los intereses de los titulares de derechos. 



c) Previo acuerdo del organizador del acontecimiento emitido y de los 
titulares de los derechos. 

d) De modo que cumpla las obligaciones generales de toda actividad de 
patrocinio. 

SECCIÓN 2ª. Otras formas de publicidad 
Artículo 107.Principios generales. 
1. A efectos de la presente Ley, se entiende por otras formas de 

publicidad las fórmulas no convencionales de publicidad para las cuales se 
precisa una peculiar adecuación de la normativa existente. 

2. El Consejo del Audiovisual de Cataluña debe velar para que la 
diversificación de formas de publicidad no ponga en peligro la aplicación del 
régimen jurídico general al cual quedan sometidas. A tal efecto, la autoridad 
audiovisual debe establecer las instrucciones pertinentes para adaptar la 
normativa a las necesidades específicas o a las peculiaridades propias de las 
demás formas de publicidad. 

Artículo 108.Reglas especiales de publicidad y patrocinio en la radio. 
1. Las normas que establecidas por el presente título relativas a publicidad 

y patrocinio son de aplicación a los prestadores del servicio de radio, de 
acuerdo con las especificidades determinadas por el apartado 2. 

2. En cuanto al principio de separación entre los contenidos editoriales y 
los publicitarios, corresponde al Consejo del Audiovisual de Cataluña el 
establecimiento por instrucción de las reglas operativas correspondientes, que 
deben respetar los siguientes criterios: 

a) La inserción de mensajes publicitarios o de patrocinio debe hacerse en 
bloques, y preferentemente entre dos programas sucesivos. 

b) La inserción de mensajes publicitarios o de patrocinio debe respetar la 
integridad de las obras, las piezas musicales o los acontecimientos 
retransmitidos. Pueden exceptuarse las retransmisiones de acontecimientos de 
una duración superior a los quince minutos. 

c) No pueden incluirse mensajes publicitarios, de patrocinio o 
publirreportajes radiofónicos en los programas informativos, en las emisiones 
de servicios religiosos o en los programas infantiles. 

d) Los conductores o intervinientes en un programa radiofónico no pueden 
introducir los mensajes de publicidad o patrocinio del programa 
correspondiente ni participar en los mismos. En ningún caso pueden hacer 
valoraciones ni apreciaciones personales con relación a los bienes o los 
servicios objeto de publicidad o patrocinio. 

3. Corresponde al Consejo del Audiovisual de Cataluña determinar, 
mediante instrucción, los límites de la presencia de contenidos publicitarios y 
de patrocinio en los servicios de radio. 

Artículo 109.Publicidad institucional. 
1. La publicidad institucional por radio y televisión que emitan las 

administraciones públicas de Cataluña está sujeta a lo establecido por la 
legislación reguladora de la publicidad institucional. 

2. La publicidad institucional debe cumplir los siguientes requisitos: 
a) Sólo puede tener como objeto la información sobre los servicios 

públicos. 
b) No puede promover ni desarrollar campañas que tengan como finalidad 

destacar la gestión o los objetivos conseguidos por los poderes públicos. 



c) No puede inducir a confusión directa o indirecta con relación a 
elementos identificativos de partidos políticos o de las campañas de 
propaganda electoral. 

d) Las administraciones de Cataluña, durante los períodos electorales, 
únicamente pueden hacer campañas de carácter institucional destinadas a 
informar a los ciudadanos sobre la fecha en que han de tener lugar las 
elecciones o el referéndum, el procedimiento para votar y los requisitos y los 
trámites del voto por correo. Estas campañas en ningún caso pueden sugerir, 
directa o indirectamente, opciones de voto. 

e) El plazo de prohibición de la publicidad institucional durante los 
períodos electorales se inicia el día de la publicación de la convocatoria de 
elecciones. 

3. La publicidad institucional en los medios audiovisuales queda sujeta a 
la autorización previa del Consejo del Audiovisual de Cataluña a efectos de 
verificar el cumplimiento de lo establecido por el apartado 2. 

TÍTULO VII 
De las competencias públicas en el ámbito audiovisual y del Consejo 

del Audiovisual de Cataluña 
CAPÍTULO I 
Disposiciones generales 
Artículo 110.Funciones del parlamento. 
1. El Parlamento ejerce las funciones de control parlamentario de la 

Corporación Catalana de Medios Audiovisuales y de las empresas y entidades 
que de ella dependen. 

2. Las formas de control son las que determinan el Reglamento del 
Parlamento, la presente Ley y la Ley Reguladora de la Corporación Catalana 
de Medios Audiovisuales. 

3. El Parlamento, de conformidad con las disposiciones establecidas por 
su Reglamento, también ejerce las funciones que, con relación al Consejo del 
Audiovisual de Cataluña, determinan la Ley del Consejo del Audiovisual de 
Cataluña y la presente Ley. 

Artículo 111.Competencias del gobierno. 
1. Corresponde al Gobierno establecer las directrices de la acción política 

en materia audiovisual. En el ejercicio de esta función, el Gobierno debe 
respetar las competencias que la presente y otras leyes atribuyen al 
Parlamento, a los municipios y al Consejo del Audiovisual de Cataluña. 

2. El Gobierno tiene competencia para: 
a) Velar por la aplicación de las directrices de la acción política que, de 

acuerdo con el apartado 1, ha establecido en materia audiovisual. 
b) Elaborar y proponer la normativa referente a la ordenación de los 

servicios de comunicación audiovisual, en el ámbito de las competencias que le 
atribuye la presente Ley. 

c) Planificar las inversiones y el desarrollo de las infraestructuras 
necesarias para garantizar el desarrollo del sector audiovisual de Cataluña y 
otros sectores relacionados. 

d) Adoptar las medidas necesarias para potenciar la producción 
audiovisual y para incentivar la introducción de innovaciones tecnológicas y 
artísticas dentro de este ámbito. 

e) Adoptar las medidas necesarias para favorecer la enseñanza de las 
materias relacionadas con el mundo audiovisual en el sistema educativo. 



f) Establecer y aplicar medidas de fomento, protección y promoción de la 
actividad audiovisual sin ánimo de lucro. 

g) Establecer y aplicar medidas de fomento, protección y promoción del 
sector audiovisual de Cataluña y medidas de protección y difusión del 
patrimonio audiovisual de Cataluña. 

h) Planificar el espacio radioeléctrico en Cataluña, mediante la elaboración 
y la aprobación de los correspondientes planes técnicos, previo informe del 
Consejo del Audiovisual de Cataluña. En el ejercicio de esta función debe dotar 
y potenciar las actividades de la televisión local o de proximidad de forma 
equilibrada y equitativa en todo el territorio. 

i) Negociar y firmar el contrato programa plurienal con la Corporación 
Catalana de Medios Audiovisuales, así como ejercer las funciones que le 
correspondan de acuerdo con la legislación vigente, como parte contratante, en 
la ejecución y el cumplimiento del contrato programa. 

j) Ejercer las potestades de inspección, control y sanción en los aspectos 
técnicos de la prestación de servicios de comunicación audiovisual, sin 
perjuicio de las competencias del órgano competente de la Generalidad que 
corresponda. 

k) Tramitar los procedimientos de modificación de los parámetros técnicos 
contenidos en la licencia o la autorización. 

l) Ejercer las demás atribuciones que le reservan la presente Ley u otras. 
3. Corresponde al Gobierno la potestad reglamentaria para desarrollar y 

ejecutar la presente Ley, salvo los aspectos que la presente Ley encomienda al 
Consejo del Audiovisual de Cataluña. 

Artículo 112.Competencias de los municipios. 
1. Corresponde a los municipios adoptar las decisiones necesarias para 

prestar el servicio público de comunicación audiovisual de ámbito local dentro 
del marco establecido por el título tercero. 

2. La competencia de prestación del servicio público de comunicación 
audiovisual de ámbito local puede ejercerse en colaboración con otras 
entidades locales con el uso de los instrumentos asociativos y de cooperación 
que establece la legislación general. 

CAPÍTULO II 
El Consejo del Audiovisual de Cataluña 
Artículo 113.Naturaleza. 
1. El Consejo del Audiovisual de Cataluña actúa como autoridad 

reguladora y ejecutiva dotada de plena independencia con respecto al 
Gobierno y las administraciones públicas para el ejercicio de sus funciones. 
Tiene personalidad jurídica propia y plena capacidad de obrar en el ámbito del 
derecho público y privado. Goza de autonomía organizativa, de funcionamiento 
y presupuestaria, de acuerdo con la Ley. 

2. El Consejo del Audiovisual de Cataluña se rige por el que establecen la 
presente Ley y la Ley específica que lo regula. 

Artículo 114.Composición. 
1. Los miembros que integran el Consejo del Audiovisual de Cataluña son 

elegidos de acuerdo con lo establecido por la Ley que lo regula. 
2. Los candidatos a miembros del Consejo del Audiovisual de Cataluña 

deben comparecer ante una comisión parlamentaria para que la misma evalúe 
su idoneidad como requisito previo al nombramiento. 

Artículo 115.Funciones. 



El Consejo del Audiovisual de Cataluña, además de las que le atribuye la 
Ley 2/2000, de 4 de mayo (LCAT 2000, 231), tiene las siguientes funciones: 

a) Velar por el respeto de los derechos y las libertades en el ámbito de la 
comunicación audiovisual. 

b) Velar por el respeto del pluralismo político, religioso, social, lingüístico y 
cultural, así como por el equilibrio territorial adecuado en el conjunto del 
sistema audiovisual de Cataluña. 

c) Velar por el cumplimiento de las misiones de servicio público y 
especialmente de las que establece el contrato programa e informar de ello al 
Parlamento. 

d) Instar al órgano competente de la Administración de la Generalidad a 
ejercer las funciones inspectoras establecidas por el artículo 130.2. 

e) Otorgar las licencias que habilitan para prestar el servicio de 
comunicación audiovisual y garantizar el cumplimiento de sus condiciones. 

f) Garantizar el cumplimiento de las obligaciones de los prestadores de 
servicios de comunicación audiovisual derivadas de lo que establecen la 
presente Ley y las demás disposiciones aplicables. 

g) Ejercer la potestad de inspección, control y sanción que le atribuye la 
presente Ley. 

h) Poner en conocimiento de las autoridades competentes las infracciones 
que advierta respecto al cumplimiento por parte de los prestadores de servicios 
de comunicación audiovisual u otras personas de las obligaciones establecidas 
por la normativa audiovisual y de la sociedad de la información, cuando se trate 
de actividades audiovisuales no incluidas en el ámbito de aplicación de la 
presente Ley. 

Artículo 116.Potestades. 
1. El Consejo del Audiovisual de Cataluña, para cumplir sus funciones, 

puede ejercer las siguientes potestades: 
a) Adoptar medidas cautelares en caso de una urgencia justificada para 

evitar que el incumplimiento de las obligaciones produzca un perjuicio grave e 
irreparable al pluralismo, la libertad de comunicación o los derechos de los 
ciudadanos. Estas medidas pueden comportar la suspensión provisional de la 
eficacia de la licencia. 

b) Requerir información y pedir la comparecencia de los prestadores y 
distribuidores de servicios de comunicación audiovisual. 

c) Ordenar el cese de las actuaciones que incumplan las condiciones de la 
licencia. 

d) Establecer acuerdos con los prestadores que persigan el cese de 
actuaciones susceptibles de producir un incumplimiento de la Ley o de las 
condiciones de la licencia, según el criterio manifestado por el Consejo. Estos 
acuerdos no vinculan a la autoridad audiovisual si la situación de hecho 
respecto a un elemento esencial de la decisión ha cambiado, el prestador 
incumple el compromiso o éste se ha fundado en informaciones incompletas, 
inexactas o engañosas. 

e) Imponer multas coercitivas para garantizar el cumplimiento de las 
obligaciones de los prestadores hacia la autoridad audiovisual, especialmente 
en cuanto a los deberes derivados del ejercicio de las potestades que 
establece el presente artículo y de las potestades de inspección y control. 

2. Las potestades a que se refieren las letras a y c deben adoptarse en el 
marco que determina el régimen sancionador establecido por la presente Ley. 



Artículo 117.Potestad reglamentaria. 
El Consejo del Audiovisual de Cataluña tiene la potestad reglamentaria 

para desarrollar los preceptos de la presente Ley y de las demás leyes en 
materia audiovisual en los ámbitos relativos a las condiciones aplicables a los 
títulos habilitantes para el ejercicio de la libertad de comunicación y a las 
obligaciones a que quedan sujetos los prestadores y distribuidores de servicios 
de comunicación audiovisual de acuerdo con la Ley. Las disposiciones 
reglamentarias del Consejo reciben el nombre de instrucciones. 

Artículo 118.Relaciones con el parlamento. 
1. El Consejo del Audiovisual de Cataluña se relaciona con el Parlamento 

de acuerdo con lo establecido por el Reglamento del Parlamento. 
2. El Parlamento puede pedir al Consejo la elaboración de informes, 

estudios y propuestas sobre el ámbito de la comunicación audiovisual e 
información relacionada con el ejercicio de sus competencias. 

Artículo 119.Registro de prestadores de servicios de comunicación 
audiovisual. 

1. El Consejo del Audiovisual de Cataluña debe llevar un registro de 
prestadores de servicios de comunicación audiovisual. 

2. En el registro de prestadores de servicios de comunicación audiovisual 
deben constar: 

a) Los prestadores de servicios de comunicación audiovisual. 
b) Las incidencias y los cambios que afecten el contenido de las licencias, 

así como el régimen de la prestación de los servicios de comunicación 
audiovisual sometidos a comunicación previa. 

c) Las decisiones adoptadas por el Consejo del Audiovisual de Cataluña 
en relación al cumplimiento de la licencia y de los derechos y deberes 
establecidos legalmente. 

d) Los demás datos e informaciones que se determine mediante 
instrucción. 

3. La organización y las normas de funcionamiento del registro de 
prestadores de servicios de comunicación audiovisual, que es público, deben 
establecerse mediante instrucción. 

TÍTULO VIII 
Del fomento, la promoción y la protección del sector audiovisual 
CAPÍTULO I 
Obligaciones de los prestadores de servicios de televisión 
Artículo 120.Las políticas de impulso del sector audiovisual. 
1. Corresponde al Gobierno de la Generalidad el fomento, la promoción y 

la protección del sector audiovisual, con referencia a la industria y al colectivo 
profesional, así como a la producción y la potenciación de obras y contenidos 
audiovisuales. 

2. A efectos del fomento, la promoción y la protección del audiovisual 
deben priorizarse las obras y los contenidos que cumplan los siguientes 
requisitos: 

a) Ser producidas originalmente en catalán o en aranés. 
b) Tener un 51% de los responsables artísticos, técnicos y de contenidos 

residentes en los territorios comprendidos en ámbitos lingüísticos de habla 
catalana. 

3. Las obras a que se refiere el apartado 2 deben cumplir, además, alguna 
de las siguientes condiciones: 



a) Ser realizadas por un productor, o más de uno, establecidos en 
Cataluña o en otros territorios lingüísticos del catalán o del aranés. 

b) Tener una producción supervisada y controlada por un productor, o 
más de uno, establecidos en Cataluña o en otros territorios de habla catalana. 

c) Financiar el coste total de su producción mediante la contribución 
mayoritaria de productores establecidos en Cataluña o en otros territorios de 
habla catalana, en supuestos de coproducción, siempre que ésta no esté 
controlada por uno o más productores establecidos fuera de Cataluña o de los 
territorios de habla catalana. 

Artículo 121.Obligaciones de los prestadores de servicios de 
televisión de contribuir al desarrollo del sector audiovisual y de la 
cinematografía. 

1. Corresponde al contrato programa en lo que concierne a los 
prestadores públicos, y al título habilitante en lo que concierne a los privados, 
delimitar el alcance y los términos en que deben cumplir la obligación de 
contribuir al desarrollo del sector audiovisual y de la cinematografía. Al efecto, 
deben incluirse las disposiciones relativas a: 

a) El porcentaje de obras europeas. 
b) El porcentaje de obras de productores independientes. 
c) El porcentaje de las obras a que se refiere el artículo 120.2. 
d) El porcentaje de producción propia. 
e) Las franjas horarias en que deben aplicarse estos porcentajes. 
f) El porcentaje de financiación de obras europeas. 
2. El alcance y los términos del cumplimiento de la obligación de los 

prestadores de servicios de televisión establecida por el presente artículo debe 
adecuarse a las distintas modalidades del servicio de televisión. A tal efecto 
deben establecerse porcentajes diferentes en función de si la prestación del 
servicio de televisión es de alcance nacional o local, o es en abierto o sujeto a 
tecnología de acceso condicional. También deben adecuarse los porcentajes 
cuando la oferta de televisión sea un conjunto de canales de televisión 
(también llamado plataforma). 

3. El Consejo del Audiovisual de Cataluña, mediante una instrucción, debe 
determinar las condiciones que deben regir estas obras para ser incluidas en 
las obligaciones establecidas. 

4. El Consejo del Audiovisual de Cataluña, mediante una instrucción, debe 
determinar las condiciones de aplicación del porcentaje de financiación de obra 
europea. 

Artículo 122.Garantía de integridad de las obras cinematográficas. 
1. Los prestadores del servicio público de comunicación audiovisual 

pueden incluir una única interrupción publicitaria durante la emisión de obras 
cinematográficas de una duración superior a noventa minutos. 

2. Los prestadores de servicios de televisión deben respetar en las 
interrupciones publicitarias la integridad de la obra y los derechos subyacentes. 

CAPÍTULO II 
Fomento de la industria cinematográfica y del sector audiovisual 
Artículo 123.Acciones de fomento. 
1. El Gobierno de la Generalidad, sin perjuicio del cumplimiento de la 

normativa comunitaria sobre ayudas públicas, debe fomentar el desarrollo de la 
industria audiovisual y cinematográfica de Cataluña. A tal efecto debe adoptar 
las siguientes medidas de fomento: 



a) El establecimiento de un sistema de ayudas específicas para el 
desarrollo de proyectos y la elaboración de guiones. 

b) El acceso al crédito, la concesión de ayudas, las medidas de apoyo 
fiscal y el mecenazgo para la producción y la coproducción de obras 
audiovisuales catalanas. 

2. El Gobierno de la Generalidad puede establecer mecanismos 
financieros y de crédito para la distribución y la difusión de obras audiovisuales 
catalanas y para las industrias técnicas. 

3. El Gobierno de la Generalidad debe adoptar líneas de ayuda para la 
formación de profesionales audiovisuales que intervienen en la producción de 
obras audiovisuales catalanas. 

4. El Gobierno de la Generalidad puede crear y gestionar un fondo de 
sostenimiento de la industria del audiovisual. 

5. En la adaptación de la normativa comunitaria el Gobierno puede 
establecer cuotas de pantalla. 

Artículo 124.Fomento de la cultura audiovisual. 
El Gobierno de la Generalidad debe fomentar una cultura audiovisual de 

calidad mediante las siguientes medidas: 
a) Favorecer la enseñanza de los medios audiovisuales en el sistema 

educativo, facilitando los recursos y los archivos audiovisuales con derechos 
propios a los centros educativos. 

b) Incentivar la investigación, el desarrollo y la innovación tecnológica y 
artística. 

Artículo 125.Protección del patrimonio audiovisual catalán. 
1. El Gobierno de la Generalidad debe velar por la salvaguardia y la 

difusión del patrimonio cinematográfico catalán. 
2. El Gobierno de la Generalidad debe crear y regular por reglamento el 

archivo al cual debe encomendarse la catalogación, la conservación, la 
restauración y la puesta a disposición de las personas interesadas, para que 
les puedan consultar, de los programas y las obras audiovisuales a que se 
refiere el apartado 1. 

3. Los prestadores de servicios de comunicación audiovisual deben 
efectuar, en los términos que se establezcan por reglamento, el depósito de 
una copia en soporte digital de cada uno de los programas y las obras de 
producción propia, después de que se hayan difundido, sin perjuicio de la 
protección de los derechos relativos a la propiedad intelectual establecidos por 
la legislación vigente. 

4. Los prestadores públicos de servicios de comunicación audiovisual 
deben digitalizar el patrimonio audiovisual de que dispongan para garantizar su 
conservación mediante la tecnología digital o la que en el futuro pueda 
sustituirla. 

5. El Gobierno de la Generalidad debe adoptar las medidas necesarias 
para promover la digitalización del patrimonio audiovisual de los operadores de 
medios privados de difusión audiovisual. 

Artículo 126.Promoción del espacio audiovisual catalán. 
1. El Gobierno de la Generalidad debe promover un espacio audiovisual 

catalán, mediante convenios entre los gobiernos de todos los territorios del 
ámbito lingüístico catalán, con el fin de trabajar conjuntamente en aspectos de 
programación y de proyección internacional. 



2. El Gobierno de la Generalidad debe establecer las medidas adecuadas 
para promocionar las obras audiovisuales catalanas en todas sus modalidades 
de expresión y mediante todas las formas de difusión. A tal efecto, debe 
adoptar medidas específicas para promocionar las obras catalanas al exterior, 
especialmente las de interés cultural y artístico. 

3. La Generalidad puede suscribir convenios para que los prestadores de 
los servicios públicos de comunicación audiovisual puedan emitir en los 
territorios con los que Cataluña tenga espacios radioeléctricos colindantes, así 
como permitir su recepción en Cataluña en concepto de reciprocidad. 

TÍTULO IX 
De la actividad de inspección y del régimen de infracciones y 

sanciones 
CAPÍTULO I 
Inspección y control de la prestación de servicios de comunicación 

audiovisual 
Artículo 127.Competencia. 
1. Corresponde al Consejo del Audiovisual de Cataluña la inspección y el 

control de las actividades de los prestadores de servicios de comunicación 
audiovisual, en relación al cumplimiento de las obligaciones que les 
corresponden de acuerdo con lo que establecen la presente Ley y las que sean 
de aplicación. 

2. Corresponde al órgano competente dentro de la Administración de la 
Generalidad, de oficio o a instancia del Consejo del Audiovisual de Cataluña, el 
ejercicio de actividades de inspección de los aspectos técnicos de la prestación 
de servicios de comunicación audiovisual, en particular, en lo que concierne a 
las características y el estado de las instalaciones y los equipos utilizados y a 
las condiciones de uso del espectro radioeléctrico. Los datos obtenidos como 
consecuencia de la realización de estas actividades de inspección deben ser 
enviados al Consejo del Audiovisual de Cataluña para que pueda ejercer las 
potestades de sanción establecidas por el presente título, sin perjuicio de las 
potestades sancionadoras que corresponden al órgano competente de la 
Administración en materia de comunicaciones electrónicas. 

Artículo 128.Actividades de inspección. 
1. El Consejo del Audiovisual de Cataluña ejerce actividades de 

inspección en los siguientes ámbitos: 
a) Los contenidos difundidos en la prestación de servicios audiovisuales, 

al efecto de verificar que se cumplen las distintas obligaciones y los límites que, 
con relación a estos contenidos, establecen la presente y otras leyes que sean 
de aplicación. 

b) Las condiciones y la capacidad de influencia en el mercado, y, de forma 
particular, en los procesos de formación de la opinión pública, por parte de los 
prestadores de servicios audiovisuales, al efecto de verificar que se cumplen 
las obligaciones y los límites en materia de pluralismo de la comunicación 
audiovisual al público establecidos por la presente Ley. 

c) Cualquier otro hecho o circunstancia que sea pertinente para controlar 
que los prestadores de servicios audiovisuales cumplen las demás obligaciones 
y deberes que sean exigibles de acuerdo con la presente y otras leyes que 
sean de aplicación. 

2. El acceso a las dependencias, las instalaciones y los dispositivos 
técnicos, así como a los datos, los registros o los documentos contenidos en 



soporte de carácter físico o electrónico, si es necesario de acuerdo con lo 
establecido por el apartado 1, deben llevarlo a cabo funcionarios públicos a los 
que se reconoce la condición de autoridad. 

3. Los prestadores de servicios de comunicación audiovisual están 
obligados a facilitar, en todo aquello que sea necesario, las actuaciones 
inspectoras establecidas por este precepto. Esta obligación afecta a las 
personas físicas que tengan dicha condición, a los correspondientes 
representantes legales en el caso de que se trate de una persona jurídica y, si 
procede, a los responsables de la realización de las actividades en el momento 
de llevarse a cabo dichas actuaciones. 

CAPÍTULO I 
Infracciones y sanciones 
Artículo 129.Potestad sancionadora. 
Corresponde al Consejo del Audiovisual de Cataluña y al Gobierno de la 

Generalidad, de acuerdo con las competencias que les atribuye la legislación 
aplicable, el ejercicio de la potestad sancionadora, de acuerdo con el régimen 
de infracciones y sanciones establecido por el presente capítulo. 

Artículo 130.Sujetos responsables. 
1. Deben ser sancionadas como responsables de las infracciones 

tipificadas por la presente Ley las personas físicas o jurídicas, de naturaleza 
pública o privada, a quien pueda atribuirse la comisión, aunque sea por 
inobservancia. 

2. El Consejo del Audiovisual de Cataluña no puede acordar en ningún 
caso la suspensión ni el cese de las actividades de los prestadores del servicio 
público audiovisual, tanto si son de competencia de la Generalidad como de los 
entes y consorcios locales. La imposición de las sanciones que sean 
procedentes como consecuencia de haber incurrido en alguna de las conductas 
infractoras fijadas por el presente capítulo se entiende sin perjuicio de las 
consecuencias que se deriven de las disposiciones establecidas por el contrato 
programa y del ejercicio de las facultades de control en relación a la prestación 
del servicio público que corresponden al Consejo del Audiovisual de Cataluña y 
al Parlamento de Cataluña. 

Artículo 131.Tipificación y clasificación. 
1. Son infracciones administrativas las acciones y las omisiones que la 

presente Ley tipifica y sanciona como tales. El Gobierno puede introducir por 
reglamento especificaciones y graduaciones a este conjunto de infracciones y 
sanciones en los casos en que permitan una identificación más correcta de las 
conductas o una determinación más precisa de las sanciones. En ningún caso 
pueden introducirse por reglamento infracciones o sanciones nuevas, ni puede 
alterarse la naturaleza o el límite de las que regula la presente Ley. 

2. Las infracciones se clasifican en muy graves, graves y leves. 
Artículo 132.Infracciones muy graves. 
Son infracciones muy graves: 
a) La prestación de servicios de comunicación audiovisual en los términos 

establecidos por la presente Ley sin disponer de la licencia correspondiente o 
sin haber llevado a cabo la comunicación previa preceptiva, según que 
corresponda. Al efecto de la determinación del sujeto responsable de la 
comisión de esta infracción, el Consejo del Audiovisual de Cataluña debe 
identificar a la persona física o jurídica a quien pueda otorgarse la condición de 
responsable editorial de los contenidos que se difunden. 



b) El incumplimiento de los principios básicos de la regulación de los 
contenidos audiovisuales. Sin perjuicio de lo que establece expresamente la 
presente Ley, determinar si se ha cometido esta infracción requiere, si procede, 
comprobar los términos en que estos principios han sido definidos y 
explicitados mediante la instrucción del Consejo del Audiovisual de Cataluña y 
los términos en que han sido definidos y asumidos como deberes específicos a 
cargo de los prestadores de servicios audiovisuales en el marco de los 
acuerdos que hayan establecido con el Consejo. 

c) El incumplimiento de cualquiera de los deberes impuestos de acuerdo 
con la presente Ley con relación a la protección de la infancia y la juventud, 
tanto por parte de los prestadores de servicios de comunicación audiovisual 
como de los distribuidores de servicios de comunicación audiovisual, para la 
distribución de programas de radio y televisión. 

d) La difusión de publicidad subliminal y el incumplimiento de los límites 
generales en la realización de actividades publicitarias establecidos por la 
presente Ley. 

e) El impedimento o la obstrucción de la realización de las actividades 
inspectoras establecidas por el capítulo I del título IX. 

Artículo 133.Infracciones graves. 
Son infracciones graves: 
a) La no difusión de las comunicaciones de interés público del Gobierno 

del Estado y del Gobierno de la Generalidad de acuerdo con los términos 
establecidos por la presente Ley. 

b) La omisión de los deberes de señalización que haya establecido el 
Consejo del Audiovisual de Cataluña de acuerdo con la presente Ley. 

c) La no adopción de las medidas necesarias para garantizar el acceso de 
las personas con discapacidad a los contenidos audiovisuales en los términos 
establecidos por el Consejo del Audiovisual de Cataluña de acuerdo con la 
presente Ley. 

d) La realización de cualquier acción orientada a impedir el disfrute 
efectivo de los ciudadanos de su derecho a acceder a los acontecimientos de 
interés general definidos por la presente Ley. 

e) El incumplimiento de las obligaciones que en materia de publicidad, 
patrocinio y televenta corresponden a los prestadores de servicios de 
comunicación audiovisual de acuerdo con lo establecido por la presente Ley, 
abarcando los deberes de garantía de la integridad de las obras 
cinematográficas, salvo aquellos casos en que se trate de una infracción 
tipificada como muy grave. 

f) La omisión de cualquiera de los deberes en relación a la presencia del 
catalán y la cultura catalana y del aranés en la comunicación audiovisual, de 
acuerdo con las disposiciones de la presente Ley. 

g) El incumplimiento de las obligaciones establecidas por la presente Ley 
en materia de difusión de obras audiovisuales europeas. 

h) El incumplimiento de las obligaciones establecidas por la presente Ley 
en materia de contribución al desarrollo del sector audiovisual y de la 
cinematografía. 

i) El incumplimiento de los deberes que corresponden a los titulares de 
licencias para la prestación de servicios audiovisuales, de acuerdo con lo que 
establecen la presente Ley y los propios términos de la licencia. 



j) El incumplimiento de los deberes que corresponden a los prestadores 
de servicios audiovisuales sometidos al régimen de comunicación previa, de 
acuerdo con lo establecido por la presente Ley, y en cuanto a los deberes 
específicos que el Consejo del Audiovisual de Cataluña les haya impuesto. 

k) El incumplimiento de los compromisos adquiridos por los prestadores 
de servicios audiovisuales en relación a las distintas obligaciones que les 
impone la presente Ley, en el marco de acuerdos establecidos con el Consejo 
del Audiovisual de Cataluña y salvo los casos en que se trate de una infracción 
tipificada como muy grave. 

l) El incumplimiento de las obligaciones impuestas por la Ley a los 
distribuidores de servicios de comunicación audiovisual. 

Artículo 134.Infracciones leves. 
Son infracciones leves: 
a) La presencia de deficiencias en materia de continuidad y de calidad 

técnica en la prestación de servicios de comunicación audiovisual, en los casos 
en que éstas no constituyan un incumplimiento claro de las obligaciones 
establecidas o impuestas en el régimen de la licencia o la comunicación previa. 

b) El incumplimiento del deber de presentación anual de la declaración 
responsable del cumplimiento de las obligaciones derivadas de la Ley o del 
régimen de licencia o de la comunicación previa, o la presentación de ésta con 
carencias u omisiones graves. 

c) La omisión del deber de responder a los requerimientos de información 
y envío de material audiovisual efectuados por el Consejo del Audiovisual de 
Cataluña en ejercicio de sus funciones, salvo los casos en que estos 
requerimientos se efectúen en el marco del ejercicio de actuaciones 
inspectoras. 

Artículo 135.Prescripción de las infracciones. 
Las infracciones muy graves prescriben al cabo de tres años; las graves, 

al cabo de dos años, y las leves, al cabo de un año. 
Artículo 136.Sanciones. 
1. Las infracciones son sancionadas del siguiente modo: 
a) Las muy graves, con una multa desde 90.001 euros hasta 300.000 

euros y la suspensión de la actividad por un plazo máximo de tres meses. En el 
caso de los prestadores de servicios de televisión, para cumplir esta 
suspensión, el prestador debe difundir una imagen permanente en negro que 
ocupe el 100% de la pantalla, con un texto en blanco que indique que el canal 
ha sido suspendido en su actividad, sin emitir ningún sonido. 

b) Las graves, con una multa desde 12.001 euros hasta 90.000 euros. 
c) Las leves, con una multa de 600 euros hasta 12.000 euros. 
2. En el supuesto de comisión reiterada en el plazo de un año de dos 

infracciones muy graves, declaradas así por resoluciones firmes, o de una 
infracción muy grave y dos o más de graves, o de tres o más infracciones 
graves, el Consejo del Audiovisual de Cataluña puede acordar, en el marco del 
procedimiento sancionador correspondiente, el cese definitivo de la prestación 
de servicios audiovisuales por parte del responsable. Si el responsable presta 
sus servicios, totalmente o en parte, mediante una red de comunicaciones 
electrónicas para la distribución de programas de radio y televisión, el Consejo 
del Audiovisual de Cataluña debe poner en conocimiento del operador la orden 
de cese, a fin y efecto de obtener su colaboración en la ejecución de la 



sanción. Ello también es aplicable en los supuestos referidos por la letra a del 
apartado 1. 

3. El Consejo del Audiovisual de Cataluña debe imponer al responsable la 
difusión pública de la sanción y de la conducta infractora de la que se deriva, 
en los casos en que se trate de infracciones graves o muy graves. 

Artículo 137.Establecimiento del grado de la sanción. 
Para establecer el grado de la sanción deben tenerse en cuenta las 

siguientes circunstancias: 
a) La gravedad del incumplimiento, entendido en términos de afectación a 

los bienes y valores jurídicos protegidos en el establecimiento de la 
correspondiente infracción. 

b) La repercusión o el impacto social de la comisión de la infracción, en 
particular en cuanto a la influencia que ha tenido en el proceso de formación 
plural de la opinión pública. 

c) El beneficio que haya reportado al responsable o la responsable la 
comisión de la infracción. Cuando en el procedimiento sancionador se constate 
este hecho, la multa debe incrementarse, como mínimo, hasta el doble del 
beneficio obtenido por el infractor o infractora. 

d) La naturaleza de los perjuicios causados. 
e) La existencia de intencionalidad o reiteración. 
f) La reincidencia, por haber cometido más de una infracción de la misma 

naturaleza en el plazo de un año, siempre que lo haya declarado una 
resolución firme. 

Artículo 138.Prescripción de las sanciones. 
Las sanciones impuestas por infracciones muy graves prescriben al cabo 

de tres años; las impuestas por infracciones graves, al cabo de dos años, y las 
impuestas por faltas leves, al cabo de un año. 

CAPÍTULO II 
Procedimiento sancionador 
Artículo 139.Disposiciones generales en materia de procedimiento 

para la aplicación del régimen de infracciones y sanciones. 
1. Corresponde al Consejo del Audiovisual de Cataluña y al Gobierno de 

la Generalidad, dentro de sus ámbitos respectivos, la competencia para aplicar 
el régimen de infracciones y sanciones establecido por la presente Ley. 

2. En aquello que no esté expresamente regulado por la presente Ley, es 
aplicable la normativa vigente relativa al ejercicio de la potestad sancionadora 
por parte de la Administración de la Generalidad. 

3. Los hechos constatados en las actas levantadas por funcionarios 
públicos que tengan la condición de autoridad, en los términos establecidos por 
el artículo 130.2, gozan de la presunción de veracidad y tienen valor probatorio, 
sin perjuicio de las pruebas que las personas interesadas puedan aportar en 
defensa de sus derechos e intereses. 

Artículo 140.Medidas de carácter provisional. 
1. En cualquier momento del procedimiento, tanto el Consejo del 

Audiovisual de Cataluña como el Gobierno de la Generalidad, en los 
respectivos ámbitos de sus competencias, pueden adoptar, de oficio o a 
instancia de parte, y mediante un acuerdo motivado que hay que notificar a los 
interesados, las medidas cautelares de carácter provisional que aseguren la 
eficacia de la resolución final que pueda recaer. Este acuerdo debe adoptarse 
previa audiencia de los interesados, salvo que haya circunstancias de urgencia 



y necesidad extraordinarias que lo impidan. En cualquier momento posterior de 
la tramitación del procedimiento deben levantarse tales medidas si han 
desaparecido las causas que motivaron su adopción. En cualquier caso, las 
medidas adoptadas deben ser idóneas, adecuadas y proporcionadas en 
relación a la finalidad perseguida y a los valores, principios o derechos objeto 
de protección. 

2. Antes de iniciar el procedimiento, en los casos de urgencia y cuando 
sean estrictamente imprescindibles para la protección provisional de los 
principios básicos para regular los contenidos audiovisuales, tal como han sido 
definidos por la presente Ley, tanto el Consejo del Audiovisual de Cataluña 
como el Gobierno de la Generalidad en los respectivos ámbitos de sus 
competencias, pueden adoptar, de oficio o a instancia de parte, y en forma 
debidamente motivada, las medidas correspondientes. Este acuerdo debe ser 
notificado inmediatamente a los interesados. Las medidas provisionales deben 
confirmarse, modificarse o levantarse en el acuerdo de iniciación del 
procedimiento administrativo sancionador, que debe efectuarse dentro de los 
quince días siguientes a la adopción del acuerdo y que puede ser objeto de 
recurso. Las medidas adoptadas quedan sin efecto si el procedimiento no se 
inicia en este plazo o si el acuerdo de iniciación no contiene un 
pronunciamiento expreso sobre tales medidas. 

DISPOSICIONES ADICIONALES. 
 Primera.Duración del mandato de los miembros del Consejo del 

Audiovisual de Cataluña 
Se modifica el artículo 5 de la Ley 2/2000, de 4 de mayo (LCAT 2000, 

231), del Consejo del Audiovisual de Cataluña, que queda redactado del 
siguiente modo: 

 
«1. El cargo del presidente o presidenta del Consejo tiene una duración de 

seis años. La duración del mandato de los miembros elegidos por el 
Parlamento es de seis años, y cada dos años debe efectuarse la renovación 
parcial de un tercio. El cargo de presidente o presidenta y el mandato del resto 
de miembros del Consejo no son renovables. 

2. En caso de vacante sobrevenida en el cargo de presidente o presidenta 
del Consejo, debe nombrarse a otra persona de acuerdo con el procedimiento 
que establece el artículo 4 y lo que determina el apartado 1 del presente 
artículo. 

3. En caso de vacante sobrevenida del mandato de un miembro de 
elección parlamentaria, debe nombrarse a un nuevo miembro de conformidad 
con lo establecido por el artículo 4 por el resto del mandato. Los miembros que 
ocupen una vacante cuando se haya agotado la mitad o más del mandato 
pueden optar excepcionalmente y por una única vez a la renovación del 
mandato». 

 Segunda.Tasas de inspección y control del Consejo del Audiovisual 
de Cataluña 

Los prestadores de servicios de comunicación audiovisual, tanto si tienen 
carácter público como privado, están obligados a satisfacer la tasa destinada a 
cubrir los gastos que ocasione el ejercicio por parte del Consejo del Audiovisual 
de Cataluña de sus actividades en materia de supervisión y control, así como 
del régimen de intervención establecido por la presente Ley. El establecimiento 
de estas tasas debe llevarse a cabo de forma no discriminatoria, transparente, 



objetiva y proporcionada. En cualquier caso, la cuantía de la tasa a satisfacer 
no puede exceder del tres por mil del volumen total del negocio del 
correspondiente prestador. 

 Tercera.Causas por la pérdida de la condición de miembro del 
Consejo del Audiovisual de Cataluña 

Se añade una nueva letra, la e, al artículo 7 de la Ley 2/2000, con el 
siguiente texto: 

 
«e) La no resolución de las incompatibilidades que fija el artículo 6 en el 

plazo que establece». 
 Cuarta.Participación en la prestación del servicio público de 

comunicación audiovisual en Vall d'Aran 
El porcentaje máximo establecido por el artículo 32.2 puede ser superado 

en la demarcación de Vall d'Aran, dada su singularidad lingüística y cultural. 
DISPOSICIONES TRANSITORIAS. 
 Primera.Tramitación de los concursos para la adjudicación de 

concesiones para la gestión del servicio público de televisión digital local 
que aún no hayan sido resueltos 

Los concursos para la adjudicación de concesiones para la gestión del 
servicio público de televisión digital local convocados de acuerdo con la Ley del 
Estado 10/2005, de 14 de junio (RCL 2005, 1212), de Medidas Urgentes para 
el Impulso de la Televisión Digital Terrestre, de Liberalización de la Televisión 
por Cable y de Fomento del Pluralismo, con anterioridad a la entrada en vigor 
de la presente Ley y que aún no hayan sido resueltos, deben seguir 
tramitándose de acuerdo con el procedimiento originalmente establecido, sin 
perjuicio de lo que establece la disposición transitoria segunda. 

 Segunda.Licencias para la prestación de servicios de comunicación 
audiovisual 

1. Los títulos concesionales vigentes en materia de gestión indirecta del 
servicio público de radio y televisión dentro del ámbito de Cataluña en el 
momento de la entrada en vigor de la presente Ley deben transformarse en 
licencias para la prestación de servicios de comunicación audiovisual. A tales 
efectos, los concesionarios deben dirigirse, en el plazo de tres meses, al 
Consejo del Audiovisual de Cataluña para que se otorgue el nuevo título, sin 
perjuicio de lo que establece el apartado 3. 

2. Las nuevas licencias deben ajustarse, en cuanto a derechos y 
obligaciones, a lo que determine el contrato concesional originario, en todo 
aquello que no se oponga a lo que determinan la presente Ley y las demás que 
sean de aplicación. A tales efectos, si es preciso el Consejo del Audiovisual de 
Cataluña puede incorporar nuevas obligaciones y condiciones a la 
correspondiente licencia. 

3. El plazo de vigencia de las nuevas licencias es lo que quede del 
período original de las concesiones transformadas, entendiendo que éste es el 
período inicial que establece el artículo 40.1. 

4. Las disposiciones establecidas por los apartados 1, 2 y 3 también son 
de aplicación a las concesiones para la gestión indirecta del servicio público de 
radiodifusión sonora. 

 Tercera.Régimen de los medios audiovisuales de la Generalidad y de 
los de ámbito local 



Los medios audiovisuales de la Generalidad se rigen por el que establece 
la presente Ley sobre el servicio público audiovisual, a partir de su entrada en 
vigor. Este régimen también es aplicable a los medios audiovisuales de ámbito 
local sin perjuicio, en cuanto a la televisión digital local, del procedimiento que 
establece la disposición transitoria primera. Las concesiones adjudicadas de 
acuerdo con aquel procedimiento quedan sustituidas por un régimen de gestión 
directa con el derecho a utilizar el correspondiente espacio radioeléctrico. 

 Cuarta.Uso de la tecnología analógica en el proceso de transición a 
la televisión digital 

Los titulares de concesiones para la prestación del servicio público de 
televisión digital del ámbito de Cataluña y los titulares de concesiones de 
televisión digital local otorgadas en virtud de concursos convocados con 
anterioridad a la entrada en vigor de la presente Ley, pueden utilizar 
simultáneamente la tecnología analógica para la difusión de las emisiones 
durante el proceso de transición a la televisión digital, de acuerdo con las 
disponibilidades y la planificación del espectro radioeléctrico. 

 Quinta.Tramitación de los expedientes administrativos que pasen a 
ser de competencia del Consejo del Audiovisual de Cataluña 

1. Los expedientes administrativos que a partir de la entrada en vigor de la 
presente Ley pasen a ser de competencia, por razón de la materia, del Consejo 
del Audiovisual de Cataluña deben regirse por las siguientes disposiciones: 

a) Los expedientes ya iniciados debe seguir tramitándolos la unidad 
administrativa que corresponda, hasta que se resuelvan. 

b) Los expedientes que se inicien a partir de la entrada en vigor de la 
presente Ley deben dirigirse directamente al Consejo del Audiovisual de 
Cataluña para que los tramite. 

2. En cuanto a la normativa aplicable, los expedientes deben seguir 
tramitándolos de acuerdo con el procedimiento originariamente establecido 
hasta que se produzca la adecuación a lo que establece la presente Ley. 

 Sexta.Régimen concesional transitorio 
1. Las licencias para la prestación de los servicios de comunicación 

audiovisual adoptarán la forma de concesión administrativa mientras no se 
produzca la modificación del régimen concesional vigente establecido por la 
normativa básica estatal. 

2. Lo establecido por el apartado 1 se entiende sin perjuicio de la 
aplicación del régimen jurídico que determina el apartado 2 de la disposición 
transitoria segunda. 

DISPOSICIÓN DEROGATORIA. 
Quedan derogadas las leyes que se oponen a lo que establece la 

presente Ley. 
DISPOSICIÓN FINAL. 
La presente Ley entra en vigor el mismo día de su publicación en el «Diari 

Oficial de la Generalitat de Catalunya». 



 
Navarra 

Ley Foral 18/2001, de 5 julio 
PARLAMENTO DE NAVARRA 
BO. Navarra 16 julio 2001, núm. 86, [pág. 5540]; BOE 10 agosto 2001, núm. 
191, [pág. 30115];  
ACTIVIDAD AUDIOVISUAL. Regula la actividad audiovisual de Navarra y crea 
el Consejo Audiovisual de Navarra 
 

 
PREÁMBULO 

I. El proceso de liberalización de las telecomunicaciones, unido al avance 
tecnológico en el sector audiovisual, ha aumentado de manera significativa la 
oferta de servicios de radiodifusión televisiva y sonora tanto en el ámbito del 
Estado como en el de las Comunidades Autónomas, lo que obliga a adoptar las 
medidas oportunas al efecto de cubrir las nuevas necesidades y, en definitiva, 
aquellas que se vayan creando en un futuro, desde el momento en que la 
utilización de las nuevas tecnologías es de trascendental importancia tanto en 
el ámbito económico y social, como en el cultural y de ocio, teniendo en cuenta 
la gran influencia de los medios de comunicación en el conjunto de la sociedad. 
Se hace necesario, pues, regular la actividad de dichos medios de 
comunicación con el objeto de salvaguardar la pluralidad de la sociedad 
navarra. 

II. El actual régimen jurídico del sector audiovisual tiene su comienzo en 
España en la Ley 4/1980, de 10 de enero (RCL 1980, 75; ApNDL 11530), del 
Estatuto de la Radio y la Televisión, que configuró a la radiodifusión sonora y 
televisiva, conforme al artículo 128.2 de la Constitución Española (RCL 1978, 
2836; ApNDL 2875), como servicios públicos esenciales de titularidad del 
Estado. 

Con posterioridad, y en desarrollo de la anterior Ley, se han dictado distintas 
leyes, muchas de ellas parcial o totalmente derogadas, entre las que son de 
destacar la Ley 46/1983, de 26 de diciembre (RCL 1984, 26; ApNDL 11542), 
Reguladora del Tercer Canal de Televisión, por la que se autoriza al Gobierno 
a tomar las medidas necesarias para la puesta en funcionamiento de un Tercer 
Canal de televisión de titularidad estatal y para otorgarlo en régimen de 
concesión en el ámbito territorial de cada Comunidad Autónoma; la Ley 
10/1988, de 3 de mayo (RCL 1988, 956), de Televisión Privada, en la que se 
regula la gestión indirecta del servicio público esencial de la televisión, que se 
realizará por sociedades anónimas en régimen de concesión administrativa; la 
Ley 37/1995, de 12 de diciembre (RCL 1995, 3475), de Telecomunicaciones 
por Satélite, en la que se establece el régimen específico de prestación de este 
servicio, que pierde su carácter de público cuando para ello se utilicen satélites 
de comunicaciones acordes con los tratados y acuerdos internacionales; la Ley 
41/1995, de 22 de diciembre (RCL 1995, 3475), de Televisión Local por Ondas 
Terrestres, que prevé la gestión directa por los Municipios o la gestión indirecta 
en régimen de concesión administrativa de los canales de ámbito local, así 
como la competencia de las Comunidades Autónomas para autorizar emisiones 
en cadena; la Ley 42/1995, de 22 de diciembre (RCL 1995, 3443), de las 
Telecomunicaciones por Cable y la Ley 66/1997, de 30 de diciembre (RCL 
1997, 3106 y RCL 1998, 1636), de Medidas Fiscales, Administrativas y del 



Orden Social, que, en su disposición adicional 44ª, regula el régimen jurídico de 
la radiodifusión sonora digital terrenal y de la televisión digital terrenal. 

Estos textos legales, otros complementarios de menor rango y alguna Ley 
específica, como la Ley 34/1988, de 11 de noviembre (RCL 1988, 2279), 
General de Publicidad, regulan el ámbito de la televisión y de la radiodifusión 
sonora como medios de comunicación social, sin perjuicio de sus aspectos 
técnicos, que aparecen regulados, entre otras, en normas como la vigente Ley 
11/1998, de 24 de abril (RCL 1998, 1056, 1694), General de 
Telecomunicaciones, que, no obstante, mantiene la vigencia de la anterior Ley 
31/1987, de 18 de diciembre (RCL 1987, 2638), de Ordenación de las 
Telecomunicaciones, en lo referido a radiodifusión sonora y televisiva. 

III. En la Comunidad Foral de Navarra, en virtud de lo dispuesto por la 
Constitución Española, en su Título VIII, capítulo III, artículo 149.1-27º, así 
como de conformidad con lo dispuesto en el artículo 55.1 de la Ley Orgánica 
13/1982, de 10 de agosto (LNA 1982, 784), de Reintegración y Amejoramiento 
del Régimen Foral de Navarra, en el que se establece que corresponde a 
Navarra el desarrollo legislativo y la ejecución del régimen de radiodifusión 
sonora y televisiva en los términos y casos establecidos en la Ley que regule el 
Estatuto Jurídico de la Radio y Televisión, se dicta la presente Ley Foral que 
tiene por objeto la regulación en el ámbito territorial de la Comunidad Foral de 
Navarra del régimen jurídico de la actividad audiovisual, sea cual fuere el medio 
técnico de difusión y la forma de gestión de la misma. 

La presente Ley Foral se dicta en el marco de cuanto dispone la Ley 
25/1994, de 12 de julio (RCL 1994, 1999), de incorporación al Ordenamiento 
Jurídico Español de la Directiva 89/552/CEE (LCEur 1989, 1386), sobre la 
Coordinación de Disposiciones Legales, Reglamentarias y Administrativas de 
los Estados Miembros relativas al Ejercicio de Actividades de Radiodifusión 
Televisiva, modificada por Ley 22/1999, de 7 de junio (RCL 1999, 1526). Esta 
Directiva, que tiene por antecedente inmediato el Convenio Europeo sobre 
Televisión Transfronteriza adoptado en el seno del Consejo de Europa el 5 de 
mayo de 1989 (RCL 1998, 1029, 1325), considera que la televisión constituye, 
en circunstancias normales, un servicio cuya libre circulación significa además 
una manifestación específica del principio más general de la libertad de 
expresión. 

IV. La presente Ley Foral se estructura en siete capítulos, cuatro 
disposiciones adicionales, una disposición transitoria, una disposición 
derogatoria y dos disposiciones finales. 

1. El Capítulo I, dedicado a las «Disposiciones Generales», recoge el objeto 
de la Ley Foral, su ámbito territorial de aplicación y los principios de la 
programación a los que debe ajustarse la actividad audiovisual. 

En primer término, la Ley Foral será aplicable a los servicios de radiodifusión 
sonora y televisiva cuyos ámbitos de cobertura, cualquiera que sea el medio de 
transmisión empleado, no sobrepasen los límites territoriales de la Comunidad 
Foral de Navarra, incluyéndose las emisiones de cobertura limitada al ámbito 
de la Comunidad Foral de Navarra realizadas por medios de comunicación 
cuyo ámbito de cobertura sea superior. También será aplicable a los servicios 
de televisión y de radiodifusión sonora cuya prestación se realice directamente 
por la Comunidad Foral de Navarra o por operadores a los que ésta haya 
conferido un título habilitante dentro del ámbito autonómico. 



En segundo lugar, es de significar que la actividad audiovisual en la 
Comunidad Foral deberá ajustarse al respeto de los derechos y libertades de 
las personas, a los principios constitucionales y, en concreto, al respeto a la 
identidad, instituciones y símbolos de la Comunidad Foral de Navarra. 

2. El Capítulo II versa sobre la promoción y distribución de determinados 
programas televisivos. 

La Ley 22/1999, de 7 de junio, reconoce a las Comunidades Autónomas la 
posibilidad de promocionar la producción audiovisual propia. En este sentido, 
se establece con carácter general la reserva de un 10 por 100 del tiempo de 
emisión anual de las entidades que presten el servicio público de televisión en 
el ámbito fijado por la presente Ley Foral, a la difusión de obras navarras. 

Aparte de ello, se establece la reserva de un 10 por 100 de aquel tiempo de 
reserva mayoritaria a la emisión de obras navarras de productores 
independientes, de las cuales la mayoría deberán corresponder a obras 
producidas en los últimos cinco años. 

Por otro lado, conforme también con la Directiva anteriormente señalada, se 
excluye del cómputo como tiempo de emisión a los programas de información, 
las transmisiones deportivas, los concursos o juegos, la publicidad, los 
servicios interactivos y de teletexto y las ofertas directas al público para la 
venta, compras, alquiler de productos o prestación de servicios. 

3. El Capítulo III versa sobre la publicidad en televisión y el patrocinio 
televisivo, estableciéndose las normas que regulan una y otro. Así, y además 
de lo dispuesto en la Ley General de Publicidad, se determinan los supuestos 
en los que la publicidad por televisión merecerá la calificación de publicidad 
ilícita, prohibiéndose también ciertos objetos publicitarios, como los cigarrillos y 
demás productos de tabaco. 

La publicidad de bebidas alcohólicas se somete a unos criterios estrictos en 
función de las personas a las que no podrá ir dirigida (los menores de edad), de 
los mensajes que deberá evitar (éxito, mejora de rendimiento, etcétera) o de los 
fines que no ha de perseguir. 

Se establecen, a su vez, las normas que regulan el tiempo de emisión 
dedicado a la publicidad y a la televenta, así como las normas relativas al 
patrocinio televisivo. 

4. Mientras que el Capítulo IV está destinado a la protección de los menores 
en el conjunto de la programación televisiva, a fin de preservar su correcto 
desarrollo físico, mental y moral, en el Capítulo V se recoge el derecho de los 
espectadores a conocer con la suficiente antelación la programación de 
televisión y se incorpora como característica novedosa la obligación de 
disponer dicha programación en la página web de los operadores de televisión 
si es que disponen de ella, disponiendo lo propio para la información relativa a 
la naturaleza de los canales de televisión ofrecidos por los operadores. 

5. En el Capítulo VI, y con la facultad sancionadora que le confiere a las 
Comunidades Autónomas la Ley 22/1999, de 7 de junio, se establece el 
régimen sancionador, así como el grado y las consecuencias de la imposición 
de las sanciones, señalando al Consejo Audiovisual de Navarra como el órgano 
competente en materia de inspección, control y sanción. 

6. Por último, en el Capítulo VII, se crea el Consejo Audiovisual de Navarra, 
como autoridad independiente con la finalidad de velar sobre los contenidos del 
sector audiovisual en Navarra, entendido éste desde los distintos y variados 
formatos y vías de transmisión de sonido e imagen que la tecnología actual 



permite en el momento de difundir emisiones informativas y de programación 
audiovisual. El Consejo Audiovisual es elegido por el Parlamento de Navarra, y 
se le dotan, entre otras, de competencias sancionadoras; informa 
positivamente o devuelve al Gobierno de Navarra para su nueva formulación el 
otorgamiento de títulos habilitantes para la prestación de servicios de 
radiodifusión sonora y televisiva, y gestiona el Registro donde deben inscribirse 
los medios de comunicación audiovisual. 

El Consejo Audiovisual de Navarra, pues, se convierte en la autoridad 
audiovisual de Navarra y en el encargado de velar por el cumplimiento de la 
legislación vigente, tanto europea y estatal, como de la propia Comunidad 
Foral, así como por el pluralismo interno y externo de los medios, la objetividad, 
transparencia de la información, la honestidad informativa y el cumplimiento de 
la misión de servicio público de los distintos medios informativos. 

CAPÍTULO I 
Disposiciones generales 

Artículo 1.Objeto. 
La presente Ley Foral tiene por objeto: 
1º El establecimiento en el ámbito territorial de la Comunidad Foral de 

Navarra del régimen jurídico que garantice la libre difusión y recepción de las 
emisiones sonoras y televisivas, sea cual sea el medio técnico de difusión y la 
forma de gestión de las mismas. 

2º El fomento del desarrollo de determinadas producciones televisivas. 
3º La regulación de la publicidad televisiva, en todas sus formas. 
4º La regulación del patrocinio televisivo. 
5º La defensa de los intereses legítimos de los usuarios y, en especial, de 

los menores para preservar su correcto desarrollo físico, mental y moral. 
6º La creación de un Consejo Audiovisual de Navarra. 
Todo ello, sin perjuicio de la aplicación de la legislación específica en 

materia de publicidad, sanidad, medicamentos y de protección de los 
consumidores y usuarios. 
Artículo 2.Ámbito de aplicación. 

1. Esta Ley Foral se aplica a los servicios de radiodifusión sonora y 
televisiva cuyos ámbitos de cobertura, cualquiera que sea el medio de 
transmisión empleado, no sobrepasen los límites territoriales de la Comunidad 
Foral de Navarra, incluyéndose las emisiones de cobertura limitada al ámbito 
de la Comunidad Foral de Navarra realizadas por medios de comunicación 
cuyo ámbito de cobertura sea superior. También será aplicable a los servicios 
de radiodifusión sonora y televisiva cuya prestación se realice directamente por 
la Comunidad Foral de Navarra o por operadores a los que ésta haya conferido 
un título habilitante dentro del ámbito autonómico. 

2. El capítulo II de la presente Ley Foral no será de aplicación a las emisoras 
de televisión de cobertura local que no formen parte de una red nacional. 
Artículo 3.Principios de la programación. 

Las emisiones de las entidades o concesionarios que prestan los servicios 
de televisión y de radiodifusión sonora deben ajustarse a los siguientes 
principios: 

a) El respeto a la dignidad de la persona, a sus derechos y al libre desarrollo 
de su personalidad, garantizando la libertad ideológica, cultural, social, religiosa 
y de culto, y el derecho a expresar, difundir y comunicar o recibir libremente los 



pensamientos, ideas y opiniones, sin más limitaciones que las que establezcan 
las leyes orgánicas que regulen tales derechos y libertades fundamentales. 

b) El respeto a los valores y principios que informan la Constitución 
Española y la normativa vigente de la Comunidad Foral, entre los que son de 
destacar el respeto al honor, la intimidad, la propia imagen, la fama, la vida 
privada de las personas, así como los derechos y libertades que reconoce y 
garantiza el texto constitucional. 

c) El respeto a la identidad, instituciones y símbolos de la Comunidad Foral 
de Navarra, presentando y representando en todo momento el territorio de la 
Comunidad Foral como una realidad propia y diferenciada tanto en sus 
aspectos gráficos como en sus descripciones, de conformidad con el 
ordenamiento jurídico. 

d) El respeto al pluralismo político, religioso, social, cultural, ideológico y 
lingüístico. 

e) La objetividad, veracidad e imparcialidad de las informaciones, así como 
la separación entre informaciones y opiniones, la identificación de quienes 
sustenten estas últimas y su libre expresión con los límites del apartado 4 del 
artículo 20 de la Constitución Española. 

f) La protección de la juventud y de la infancia, de conformidad con lo 
establecido en la normativa vigente. 

g) La promoción de los intereses de la Comunidad Foral, impulsando para 
ello la participación de sus grupos sociales, con objeto de fomentar, promover y 
defender la cultura y la convivencia en este ámbito. 

h) El respeto al principio de igualdad ante la ley sin que pueda prevalecer 
discriminación alguna por razón de nacimiento, raza, sexo, religión, opinión o 
cualquier otra condición o circunstancia personal o social. 

CAPÍTULO II 
De la promoción, difusión y producción de determinados programas de 

radio y televisión 
Artículo 4.Obras navarras. 

1. Los operadores de televisión deberán reservar el 10 por 100 de su tiempo 
de emisión anual a la difusión de obras audiovisuales navarras. 

2. Tendrán la consideración de obras navarras las obras originarias de la 
Comunidad Foral de Navarra en las que un 51 por 100 del total de autores, 
intérpretes, técnicos u otros trabajadores que participen en ellas residan dentro 
del territorio de la Comunidad Foral. 

Dichas obras deberán cumplir, además, alguna de las condiciones 
siguientes: 

a) Estar realizadas por uno o más productores establecidos en la 
Comunidad Foral. 

b) Tener una producción supervisada y controlada por uno o varios 
productores establecidos en la Comunidad Foral. 

c) Financiar su coste total de producción mediante la contribución 
mayoritaria de productores establecidos en la Comunidad Foral, en supuestos 
de coproducción, siempre que ésta no sea controlada por uno o varios 
productores establecidos fuera de la Comunidad Foral. 

3. Las obras que no sean navarras con arreglo al apartado anterior, pero en 
las que un 51 por 100 del total de intérpretes, autores, técnicos u otros 
trabajadores que participen en ellas sean residentes en la Comunidad Foral, se 



considerarán obras navarras a razón de la proporción de la contribución de los 
coproductores navarros en el coste total de la producción. 
Artículo 5.Obras navarras de productores independientes. 

Los operadores de televisión, dentro del período de tiempo establecido en el 
apartado 1 del artículo anterior, reservarán un mínimo del 10 por 100 de su 
tiempo total de emisión a obras navarras de productores independientes 
respecto de las entidades de televisión, de las que más de la mitad deberán 
haber sido producidas en los últimos cinco años. 
Artículo 6.Exclusión de cómputo. 

1. A los efectos de los artículos anteriores de este capítulo, no se computará 
como tiempo de emisión el dedicado a informaciones, transmisiones 
deportivas, concursos o juegos, publicidad, televenta y servicios interactivos y 
de teletexto. 

2. A los mismos efectos, en los servicios de pago para las emisiones de 
televisión de un operador que se contraten de forma conjunta e inseparable 
dentro de una determinada oferta, las disposiciones de los citados artículos se 
aplicarán a su tiempo total de emisión. 

CAPÍTULO III 
De la publicidad en televisión, la televenta y el patrocinio televisivo 

Artículo 7.Publicidad y televenta ilícitas. 
1. Además de las formas de publicidad indicadas en el artículo 3 de la Ley 

34/1988, de 11 de noviembre, General de Publicidad, son ilícitas, en todo caso, 
la publicidad en televisión y la televenta que fomenten comportamientos 
perjudiciales para la salud o la seguridad humanas o para la protección del 
medio ambiente; atenten al debido respeto a la dignidad de las personas o a 
sus convicciones religiosas y políticas o las discriminen por motivos de 
nacimiento, raza, sexo, religión, nacionalidad, opinión, o cualquier otra 
circunstancia personal o social. 

2. Igualmente, son ilícitas la publicidad y la televenta que inciten a la 
violencia o a comportamientos antisociales, que apelen al miedo o a la 
superstición o que puedan fomentar abusos, imprudencias, negligencias o 
conductas agresivas. 

3. Tendrán la misma consideración la publicidad y la televenta que inciten a 
la crueldad o al maltrato a las personas o a los animales o a la destrucción de 
bienes de la naturaleza o culturales. 

4. Asimismo, específicamente es ilícita la publicidad de aquellos productos o 
servicios cuya efectividad para el resultado que se espera no sea demostrable 
mediante pruebas contrastadas. 

5. También es ilícita la publicidad basada en la utilización de 
recomendaciones u opiniones de profesionales, o actores que los representan, 
cuya actividad está relacionada con la rama del producto o servicio anunciado, 
cuando se utiliza el principio de autoridad. 

6. Resulta igualmente ilícita aquella publicidad de vehículos motorizados que 
destaque de los mismos la potencia y velocidad alcanzable, y que potencie 
comportamientos imprudentes, como la rapidez de desplazamiento, para la 
seguridad vial. 

7. La publicidad y la televenta no deberán utilizar técnicas subliminales, 
entendiendo por tales las que contienen los elementos que se recogen en la 
citada Ley General de Publicidad para definir la publicidad subliminal. 
Artículo 8.Publicidad y televenta prohibidas. 



1. Además de lo que resulta de lo dispuesto en el artículo 8 de la Ley 
34/1998, de 11 de noviembre, General de Publicidad, queda prohibida por 
televisión: 

a) Cualquier forma, directa o indirecta, de publicidad y de televenta de 
cigarrillos y demás productos del tabaco. 

b) Cualquier forma directa o indirecta de publicidad de medicamentos y 
tratamientos médicos que sólo puedan obtenerse por prescripción facultativa. 

c) La publicidad de contenido esencial o primordialmente político, o dirigida a 
la consecución de objetivos de tal naturaleza, sin perjuicio de lo establecido en 
la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio (RCL 1985, 1463 y RCL 1986, 192; 
ApNDL 4080), Reguladora del Régimen Electoral General, y en la Ley Foral 
16/1986, de 17 de noviembre (LNA 1986, 3331), Reguladora de las Elecciones 
al Parlamento de Navarra. 

d) La televenta de medicamentos, tratamientos médicos y productos 
sanitarios. 

2. Quedan prohibidas la publicidad y la televenta encubiertas. 
Artículo 9.Publicidad y televenta de bebidas alcohólicas. 

1. Queda prohibida cualquier forma directa o indirecta de publicidad y de 
televenta de bebidas con porcentaje de alcohol etílico superior al 20 por 100. 

2. La publicidad y la televenta de las restantes bebidas alcohólicas deberá 
respetar los siguientes principios: 

a) No podrán estar dirigidas específicamente a las personas menores de 
edad ni, en particular, presentar a los menores consumiendo dichas bebidas. 

b) No deberán asociar el consumo de alcohol a una mejora del rendimiento 
físico o de la conducción de vehículos ni dar impresión de que el consumo de 
alcohol contribuye al éxito social o sexual, sugerir que las bebidas alcohólicas 
tienen propiedades terapéuticas o un efecto estimulante o sedante, o que 
constituyen un medio para resolver conflictos. 

c) No deberán estimular el consumo inmoderado de bebidas alcohólicas u 
ofrecer una imagen negativa de la abstinencia o de la sobriedad, ni subrayar 
como cualidad positiva de las bebidas su contenido alcohólico. 
Artículo 10.Identificación y colocación de la publicidad y los anuncios de 
televenta. 

1. La publicidad y la televenta deberán ser fácilmente identificables y 
diferenciarse claramente de los programas, a través de medios ópticos o 
acústicos. 

2. Los anuncios publicitarios y de televenta se emitirán de forma agrupada. 
Sólo excepcionalmente se emitirán anuncios publicitarios y de televenta 
aislados. 

3. La publicidad televisiva y los anuncios de televenta deberán insertarse 
entre los programas. 

No obstante, con arreglo a lo dispuesto en el artículo siguiente, también 
podrá insertarse publicidad y anuncios de televenta interrumpiendo los 
programas, siempre que no se perjudique su unidad ni se desmerezca el valor 
o calidad de éstos y las interrupciones se realicen teniendo en cuenta las 
propias pausas naturales del programa, su duración y su naturaleza, y de modo 
que, en ningún caso, se perjudiquen los derechos de los titulares de los 
programas dentro de cuya emisión se produzcan. 

4. En la emisión de publirreportajes, telepromociones y, en general, de 
aquellas formas de publicidad distintas de los anuncios televisivos que, por las 



características de su emisión, podrían confundir al espectador sobre su 
carácter publicitario, deberá superponerse, permanentemente y de forma 
claramente legible, una indicación gráfica con la palabra «publicidad». 

5. En las emisiones deportivas, podrán insertarse mensajes publicitarios y 
de televenta, utilizando elementos gráficos superpuestos o cualquier otro 
tratamiento de la imagen, únicamente en aquellos momentos en que el 
desarrollo del acontecimiento retransmitido se encuentre detenido y siempre 
que no se perturbe la visión del acontecimiento ni se empleen elementos 
gráficos superpuestos que ocupen más de una sexta parte de la pantalla. 

Estos mensajes consistirán, exclusivamente, en textos escritos y no podrán 
contener otras imágenes reales ni de animación que el logotipo estático de la 
marca. 
Artículo 11.Reglas especiales. 

1. En los programas compuestos de partes autónomas sólo podrá insertarse 
la publicidad y los anuncios de televenta entre aquellas partes autónomas. 

2. En las emisiones o programas deportivos o de acontecimientos o 
espectáculos de estructura similar que cuenten con intervalos de tiempo entre 
cada una de las partes que los compongan sólo podrá insertarse la publicidad y 
los anuncios de televenta durante estos intervalos. 

Para las emisiones deportivas a las que no sea de aplicación lo dispuesto en 
el párrafo anterior, regirá la regla fijada en el párrafo primero del apartado 3 de 
este artículo, con la salvedad de que no podrán interrumpirse para emitir 
publicidad y anuncios de televenta en los momentos de máximo interés del 
acontecimiento retransmitido. 

Podrán insertarse, igualmente, publicidad y anuncios de televenta en las 
emisiones deportivas en aquellos momentos en los que el desarrollo del 
acontecimiento retransmitido se encuentre detenido, siempre que esta 
detención tenga una duración programada. 

3. En los programas de naturaleza distinta a la de los señalados en el 
apartado anterior, las interrupciones sucesivas para la inserción de publicidad y 
anuncios de televenta dentro de los programas deberán estar separadas por 
períodos de tiempo de veinte minutos como mínimo, sin perjuicio de lo que se 
dispone en los párrafos siguientes. 

El lapso de tiempo que transcurra entre la emisión de la publicidad y la 
televenta anterior o posterior a un programa y las primeras o últimas 
interrupciones para insertar publicidad dentro de aquél podrá ser inferior a 
veinte minutos. 

Por una sola vez dentro de cada programa, el lapso de tiempo entre dos 
períodos dedicados a la publicidad y los anuncios de televenta podrá ser 
también inferior a veinte minutos, pero no menor a quince minutos, para 
respetar las pausas naturales del mismo. 

4. Las obras audiovisuales, como largometrajes cinematográficos, cuya 
duración programada de transmisión sea superior a cuarenta y cinco minutos, 
podrán ser interrumpidas una vez por cada período completo de cuarenta y 
cinco minutos, autorizándose, además, otra interrupción si la duración total 
programada de la transmisión excede al menos en veinte minutos de dos o 
más de los períodos temporales iniciales citados. Estas interrupciones deberán 
respetar la integridad y el valor de la obra, de la que los títulos de crédito, tanto 
iniciales como finales, no podrán omitirse, ni truncarse ni acortar su duración 
natural aumentando su velocidad. 



Se exceptúan de lo dispuesto en este apartado las series, seriales y 
emisiones de entretenimiento, a las cuales será de aplicación, en su caso, lo 
dispuesto en los restantes apartados de este artículo. 

5. Los programas informativos, documentales, religiosos e infantiles no 
podrán ser interrumpidos por la publicidad ni la televenta, salvo cuando su 
duración programada sea superior a treinta minutos, en cuyo caso se aplicará 
lo establecido en los apartados 1, 2 y 3 de este artículo. 

6. No podrá insertarse publicidad ni televenta en la emisión de servicios 
religiosos. 

7. Se entiende como «duración programada», a los efectos de este artículo, 
el lapso de tiempo total de duración del programa u obra incluidos los espacios 
publicitarios existentes dentro de la obra o programa. 

8. Durante los períodos dedicados a la publicidad y a los anuncios de 
televenta, las condiciones técnicas de emisión de la señal deberán, en todo 
caso, respetar los parámetros establecidos en la norma técnica aplicable al 
medio de transmisión de que se trate. Los operadores habilitados para la 
difusión de la señal de televisión deberán adoptar las medidas necesarias para 
que, en ningún caso, los procesos de tratamiento de las señales originarias 
produzcan en el telespectador un efecto de incremento sonoro notoriamente 
perceptible, respecto de la emisión inmediatamente anterior. 

9. A los efectos de esta Ley Foral, serán de aplicación las definiciones 
establecidas en el artículo 3 de la Ley 25/1994, de 12 de julio, modificada por 
Ley 22/1999, de 7 de junio. 
Artículo 12.Tiempo de emisión dedicado a la publicidad y a la televenta. 

1. El tiempo total dedicado a la emisión de publicidad en todas sus formas y 
a la televenta, con exclusión de los programas de televenta regulados en el 
apartado 3 de este artículo, no será superior al 20 por 100 del tiempo diario de 
emisión. 

El tiempo de emisión dedicado a anuncios publicitarios no podrá superar el 
15 por 100 del tiempo total diario de emisión. 

2. Durante cada una de las horas naturales en que se divide el día, el tiempo 
de emisión dedicado a la publicidad en todas sus formas y a los anuncios de 
televenta, no podrá ser superior a diecisiete minutos. 

Respetando el límite anterior, el tiempo dedicado a los anuncios publicitarios 
y de televenta, excluida la autopromoción, no podrá superar los doce minutos 
durante el mismo período. 

3. Cada canal de televisión podrá dedicar hasta tres horas al día a la 
emisión de programas de televenta. Estos programas tendrán una duración 
mínima ininterrumpida de quince minutos y deberán identificarse como tales, 
con toda claridad, por medios ópticos o acústicos. 

El número máximo diario de programas de televenta difundidos por un canal 
de televisión no dedicado exclusivamente a esta actividad será de ocho. 

4. A efectos del presente artículo, no tendrán la consideración de publicidad 
los anuncios de servicio público o de carácter benéfico, difundidos 
gratuitamente, ni los realizados por el operador de televisión en relación con 
sus propios programas. 
Artículo 13.Canales de televenta y autopromoción. 

1. Las limitaciones temporales impuestas a la televenta en el artículo 12 no 
serán de aplicación a los canales de televisión dedicados exclusivamente a 
esta actividad. 



Dichos canales podrán emitir publicidad en las condiciones y dentro de los 
limites establecidos en la presente Ley Foral. Sin embargo, no les será de 
aplicación lo previsto en el apartado 2 del artículo 12. 

Para que les resulte de aplicación el régimen previsto en este apartado, los 
canales citados no podrán emitir programas distintos de los de televenta y 
publicidad. 

2. Las limitaciones temporales impuestas a la publicidad en el artículo 12 no 
serán de aplicación a la relativa a promoción de productos o servicios del titular 
del canal, en los canales de televisión dedicados exclusivamente a ello. 

Dichos canales podrán emitir publicidad ajena, en las condiciones y dentro 
de los límites establecidos en la presente Ley Foral para la publicidad en 
general. 

Para poder acogerse a lo dispuesto en este apartado, los canales a los que 
se refiere no podrán emitir programas distintos de los destinados a la 
autopromoción y a la publicidad por cuenta de terceros. 
Artículo 14.Patrocinio televisivo. 

1. Los programas de televisión patrocinados deberán cumplir los requisitos 
siguientes: 

a) La acción de patrocinio y el patrocinador habrán de estar claramente 
identificados como tales mediante el nombre, el logotipo, la marca u otros 
signos distintivos de aquél, al principio, al final de su emisión, o en los dos 
momentos. 

La acción de patrocinio y el patrocinador podrán identificarse también en las 
interrupciones publicitarias, así como en el transcurso del programa 
patrocinado siempre que ello se haga de forma esporádica y sin perturbar el 
desarrollo del programa. 

Esta identificación no podrá incluir mensajes publicitarios destinados a 
promover de forma directa o expresa la compra o contratación de productos o 
servicios del patrocinador o de un tercero. 

b) El contenido y la programación de una emisión patrocinada no podrán, en 
ningún caso, ser influidos por el patrocinador de tal forma que se atente contra 
la independencia editorial del operador de televisión, ni contener mensajes que 
inciten a la compra o contratación de sus productos o servicios o de los de un 
tercero, mediante referencias concretas de promoción a dichos productos o 
servicios, excepto durante los períodos dedicados a la publicidad y a la 
televenta regulados en los artículos 10 y 11. 

2. Los programas de televisión no podrán ser patrocinados por personas 
físicas o jurídicas cuya actividad principal sea la fabricación o la venta de 
productos o la realización de servicios cuya publicidad esté prohibida de 
conformidad con lo dispuesto en los artículos 7 y 8 de esta Ley Foral. No 
obstante, se autoriza el patrocinio de programas televisivos por parte de 
entidades que fabriquen, distribuyan o vendan medicamentos, productos 
sanitarios o tratamientos médicos, siempre que sólo se haga mención al 
nombre de la entidad patrocinadora, sin referencia a los productos o servicios 
que ofrezca. 

3. No podrán patrocinarse programas diarios sobre noticias ni de actualidad 
política. Tampoco serán patrocinables las partes en las que puedan dividirse 
los referidos programas, salvos las dedicadas a información deportiva y 
meteorológica. 



4. Los períodos de tiempo dedicados a identificar el patrocinio televisivo, a 
los que se hace referencia en el apartado 1 a) de este artículo, no se 
cuantificarán a los efectos de los tiempos máximos de publicidad previstos en 
el artículo 12. 

CAPÍTULO IV 
De la protección de los menores 

Artículo 15.Protección de los menores frente a la publicidad y la televenta. 
1. La publicidad por televisión no contendrá imágenes o mensajes que 

puedan perjudicar moral o físicamente a los menores. A este efecto, deberá 
respetar los siguientes principios: 

a) No deberá incitar a tales menores a la compra de un producto o de un 
servicio explotando su inexperiencia o su credulidad, ni a que persuadan a sus 
padres o tutores, o a los padres o tutores de terceros, para que compren los 
productos o servicios de que se trate. 

b) En ningún caso deberá explotar la especial confianza de los niños en sus 
padres, en profesores o en otras personas, tales como profesionales de 
programas infantiles o, eventualmente, en personajes de ficción. 

c) No podrá, sin un motivo justificado, presentar a los niños en situaciones 
peligrosas. 

d) En el caso de publicidad o de televenta de juguetes, éstas no deberán 
inducir a error sobre las características de los mismo, ni sobre su seguridad, ni 
tampoco sobre la capacidad y aptitudes necesarias en el niño para utilizar 
dichos juguetes sin producir daño para sí o a terceros. 

2. La televenta deberá respetar los requisitos que se prevén en el apartado 1 
y, además, no incitará a los menores a adquirir o arrendar directamente 
productos y bienes o a contratar la prestación de servicios. 
Artículo 16.Protección de los menores frente a la programación. 

1. Las emisiones de televisión no incluirán programas ni escenas o 
mensajes de cualquier tipo que puedan perjudicar seriamente el desarrollo 
físico, mental o moral de los menores, ni programas que fomenten el odio, el 
desprecio o la discriminación por motivos de nacimiento, raza, sexo, religión, 
nacionalidad, opinión o cualquier otra circunstancia personal o social. 

2. La emisión de programas susceptibles de perjudicar el desarrollo físico, 
mental o moral de los menores, no afectados por la prohibición del apartado 
anterior, sólo podrá realizarse entre las veintidós horas del día y las seis horas 
del día siguiente, y deberá ser objeto de advertencia sobre su contenido por 
medios acústicos y ópticos. 

Cuando tales programas se emitan sin acceso condicional, deberán ser 
identificados mediante la presencia de un símbolo visual durante toda su 
duración. 

Lo aquí dispuesto será también de aplicación a las emisiones dedicadas a la 
publicidad, a la televenta y a la promoción de la propia programación. 

3. Al comienzo de la emisión de cada programa de televisión y al reanudarse 
la misma después de cada interrupción para insertar publicidad y anuncios de 
televenta, una advertencia, realizada por medios ópticos y acústicos, y que 
contendrá una calificación orientativa, informará a los espectadores de su 
mayor o menor idoneidad para los menores de edad. 

En el caso de películas cinematográficas, esta calificación será la que hayan 
recibido para su difusión en salas de exhibición cinematográfica o en el 
mercado de la videograbación de uso doméstico, de acuerdo con su regulación 



específica. Ello se entiende sin perjuicio de que los operadores de televisión 
puedan completar la calificación con indicaciones más detalladas para mejor 
información de los padres o responsables de los menores. En los restantes 
programas, corresponderá a los operadores, individualmente o de manera 
coordinada, la calificación de sus emisiones. 

En el supuesto de que en el plazo de tres meses desde la entrada en vigor 
de la Ley Foral, los operadores de televisión no se hubieran puesto de acuerdo 
respecto de un sistema uniforme de presentación de estas calificaciones, el 
Consejo Audiovisual de Navarra propondrá con carácter vinculante al Gobierno 
de Navarra las normas precisas para asegurar su funcionamiento. 

Lo dispuesto en el párrafo anterior se refiere únicamente a medidas de 
carácter adicional o complementario respecto a las adoptadas con carácter 
básico por la Administración del Estado. 

CAPÍTULO V 
Derechos de los espectadores a la información 

Artículo 17.Derecho a la información. 
1. De acuerdo con lo previsto en el artículo 2.1.d) de la Ley 26/1984, de 19 

de julio (RCL 1984, 1906; ApNDL 2943), General para la Defensa de los 
Consumidores y Usuarios, constituye un derecho de los telespectadores, en 
cuanto usuarios, el conocer, con antelación suficiente, la programación de 
televisión, incluidas las películas cinematográficas y la retransmisión de 
espectáculos. 

2. Para hacer efectivo el derecho de información regulado en el apartado 
anterior, los operadores de televisión habrán de hacer pública su programación 
diaria con una antelación de, al menos, once días respecto del día al que la 
citada programación se refiera. Dicha programación reflejará con claridad para 
cada programa la hora de comienzo, la duración, el tipo de programa, el título 
del programa, incluyendo el titulo y número del episodio en el caso de series o 
el título del largometraje en su caso, así como una descripción del contenido 
del programa. Así mismo, se advertirá acerca del carácter de reposición del 
programa en su caso, así como de los horarios y fechas de nuevas emisiones 
del programa en el caso de la multidifusión, si es que dicha multidifusión está 
previamente programada. 

3. Aquellos operadores de televisión que dispongan de servicio «worldwide 
web» en Internet deberán hacer accesible para todos los usuarios su 
programación diaria en su página web, en los términos fijados por el apartado 
anterior, con un enlace legible en la página principal. 

4. Sólo serán posibles las modificaciones en la programación anunciada que 
sean consecuencia de sucesos ajenos a la voluntad del operador de televisión 
y que no hubieran podido ser razonablemente previstas en el momento de 
hacerse pública su programación. 

5. Los operadores de televisión con acceso condicional o de redes de 
telecomunicaciones habilitados para prestar el servicio de difusión de televisión 
y, en general, todos aquellos que dispongan de título habilitante para la 
prestación del servicio de difusión de televisión en el ámbito de lo dispuesto en 
esta Ley Foral, informarán preceptivamente sobre las características de cada 
uno de los canales de televisión que ofrezcan, identificando si dichos canales 
son propios o han sido suministrados por un tercero y, en este último caso, el 
responsable editorial de los mismos. Se informará, igualmente, de si se trata de 
la retransmisión de un canal cuya emisión primaria se está realizando por otra 



vía, indicando, en ese caso, si el responsable editorial del mismo se encuentra 
o no bajo la jurisdicción de la Comunidad Foral de Navarra en el sentido de lo 
dispuesto en la presente Ley Foral. 

Esta información deberá actualizarse en cada momento y será remitida al 
Consejo Audiovisual de Navarra en virtud de sus competencias de inspección y 
control previstas en esta Ley Foral. En el mismo sentido que establece el 
apartado tercero de este artículo, dicha información habrá de ser accesible al 
público desde la página web de aquellos operadores que dispongan de servicio 
«worldwide web». 

CAPÍTULO VI 
Del régimen sancionador 

Artículo 18.Sujetos pasivos, competencias de control y sanción, y 
procedimiento sancionador. 

1. El régimen sancionador establecido en este capítulo será de aplicación a 
los operadores públicos o privados que presten los servicios incluidos en el 
artículo 2 de la presente Ley Foral. 

2. El Consejo Audiovisual de Navarra ejercerá el control y la inspección para 
garantizar el cumplimiento de lo previsto en esta Ley Foral y, en su caso, 
tramitará los correspondientes procedimientos sancionadores e impondrá las 
oportunas sanciones, en relación con los servicios incluidos en el artículo 2 de 
la presente Ley Foral. 

3. Con carácter previo a la iniciación del expediente sancionador, podrá 
ordenarse la apertura de un período de Información previa para el 
esclarecimiento de los hechos con el fin de conocer las circunstancias del caso 
concreto y la conveniencia o no de iniciar el procedimiento. 

Esta información previa podrá tener carácter reservado y su duración no 
superará el plazo de un mes, salvo que se acuerde expresamente su prórroga 
por otro u otros plazos determinados. 

4. El procedimiento se iniciará de oficio por el Consejo Audiovisual, a 
instancia de parte por iniciativa del Gobierno y de cualquiera legitimado 
conforme a las reglas del procedimiento administrativo común, o por denuncia. 

La resolución por la que se inicie el expediente sancionador designará el 
correspondiente instructor de las actuaciones y será notificada al presunto 
responsable de la infracción y al denunciante, si lo hubiera. 

5. El instructor redactará un pliego de cargos que será notificado al presunto 
responsable, quien dispondrá de un plazo de quince días hábiles para formular 
las alegaciones que estime pertinentes en defensa de sus derechos, así como 
para aportar datos, informaciones o documentos y proponer la prueba que 
estime oportuna. 

En el pliego de cargos se hará constar, necesariamente, lo siguiente: 
a) Identificación de las personas presuntamente responsables. 
b) Los hechos constatados, destacando los relevantes a efectos de la 

tipificación de las infracciones y graduación de las sanciones. 
c) La infracción presuntamente cometida con indicación del precepto o 

preceptos vulnerados. 
d) La sanción que, en su caso, proceda, su graduación y cuantificación. 
e) Órgano competente para la resolución del procedimiento y norma que le 

atribuye la competencia. 
6. Si el expedientado reconoce voluntariamente su responsabilidad, el 

instructor elevará el expediente al Consejo Audiovisual de Navarra para 



resolver, sin perjuicio de que pueda continuar su tramitación si hay indicios 
razonables de fraude o encubrimiento de otras personas o entidades o si la 
cuestión suscitada por la incoación del procedimiento extrañase interés 
general. 

7. Se practicarán de oficio o se admitirán a propuesta del presunto 
responsable cuantas pruebas sean adecuadas para la determinación de los 
hechos y de las posibles responsabilidades, y sólo podrán declararse 
improcedentes las que por su relación con los hechos no puedan alterar la 
resolución final a favor del presunto responsable. 

Las pruebas técnicas y los informes periciales contradictorios o dirimentes 
propuestos por los interesados interrumpirán, mientras se realizan y se 
incorporan sus resultados al expediente, el cómputo del plazo para resolver el 
procedimiento. 

8. Transcurrido el plazo previsto para presentar alegaciones y, en su caso, 
practicadas las pruebas y previas las diligencias que se estimen necesarias, el 
instructor, si mantiene el pliego de cargos en los términos notificados, elevará 
el expediente al Consejo Audiovisual de Navarra, que dictará la resolución 
correspondiente o, en su caso, ordenará al instructor la práctica de las 
diligencias complementadas que considere necesarias. 

Si de las alegaciones y pruebas practicadas se derivasen nuevos hechos o 
distintos hechos, o calificación de mayor gravedad a la prevista en el pliego de 
cargos, el instructor elaborará un nuevo pliego de cargos con la sanción que 
proceda, que será notificado al expedientado, a fin de que en el plazo de 
quince días hábiles alegue cuanto estime conveniente. 

Se exceptúan de lo dispuesto en el párrafo anterior aquellos supuestos en 
que los nuevos hechos o la distinta calificación de la infracción o la sanción 
sean consecuencia de las alegaciones o pruebas practicadas en el expediente 
a solicitud del interesado, cuando la sanción a imponer no sea de mayor 
gravedad que la inicialmente propuesta. 

9. El Consejo Audiovisual de Navarra dictará resolución que habrá de ser 
motivada y resolverá todas las cuestiones planteadas en el expediente. 

La resolución no podrá aceptar hechos distintos de los determinados en el 
curso del procedimiento, con independencia de su diferente valoración jurídica. 

La resolución por la que se ponga fin al procedimiento sancionador, además 
de contener los elementos previstos en el artículo 89.3 de la Ley 30/1992, de 
26 de noviembre (RCL 1992, 2512, 2775 y RCL 1993, 246), de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, contendrá, en su caso, la valoración de las pruebas practicadas, 
especialmente de aquellas que constituyan los fundamentos básicos de la 
decisión, fijará los hechos y, en su caso, la persona o personas responsables, 
la infracción o infracciones cometidas, y la sanción o sanciones que se 
imponen. 

Asimismo, se hará referencia, si cabe, a los pronunciamientos necesarios 
sobre la exigencia al infractor de la reposición de la situación alterada a su 
estado original. 

La resolución será ejecutiva cuando ponga fin a la vía administrativa. En la 
resolución se adoptarán, en su caso, las disposiciones cautelares precisas para 
garantizar su eficacia en tanto no sea ejecutiva. 

10. La sanción deberá abonarse en el plazo máximo de un mes, a contar 
desde el siguiente a aquél en que adquiera firmeza en vía administrativa. 



11. El plazo máximo en que debe dictarse y notificarse la resolución 
sancionadora será de tres meses. Dicho plazo podrá ampliarse, como máximo 
por otros tres meses mediante resolución motivada del órgano que lo inició, 
contados desde la fecha en que se adoptó la resolución de iniciación del 
expediente sancionador. 

Las actas de inspección que se extiendan por funcionarios a los que se 
reconoce la condición de autoridad tendrán naturaleza de documento público y 
estarán dotadas de presunción de certeza y valor probatorio, respecto de los 
hechos reflejados en las mismas, salvo prueba en contrario. 

12. El Consejo Audiovisual de Navarra podrá requerir de los operadores 
públicos o privados los datos que estime necesarios para el ejercicio de sus 
funciones. 

A estos efectos, todos los operadores de televisión y de radiodifusión sonora 
deberán archivar durante un plazo de tres años, a contar desde la fecha de su 
primer emisión, todos los programas emitidos, incluidas la publicidad y la 
televenta, y registrar los datos relativos a tales programas. 

La información así obtenida será confidencial, y no podrá utilizarse para 
fines distintos a los previstos en esta Ley Foral. 

13. Se aplicarán las siguientes reglas de prescripción: 
a) Las infracciones reguladas en la presente Ley Foral prescribirán, las muy 

graves a los tres años; las graves, al año, y las leves a los seis meses. 
b) El plazo de prescripción de las infracciones comenzará a computarse 

desde el día en que se hubieran cometido. Interrumpirá la prescripción, la 
iniciación, con conocimiento del interesado, del procedimiento sancionador. El 
plazo de prescripción volverá a correr si el expediente sancionador estuviera 
paralizado durante más de un mes por causa no imputable al presunto 
responsable. 

c) En el supuesto de infracción continuada, el plazo de prescripción no 
comenzará a contarse hasta el momento en que deje de realizarse la actividad 
infractora. 

d) Las sanciones impuestas por faltas muy graves prescribirán a los tres 
años, las impuestas por faltas graves a los dos años y las impuestas por faltas 
leves, al año. El plazo de prescripción de las sanciones comenzará a 
computarse desde el día siguiente a aquél en que adquiera firmeza la 
resolución por la que se impone la sanción. Interrumpirá la prescripción la 
iniciación, con conocimiento del interesado, del procedimiento de ejecución, 
volviendo a correr el plazo si aquél está paralizado durante más de un mes por 
causa no imputable al infractor. 
Artículo 19.Infracciones y sanciones. 

1. La potestad sancionadora regulada en esta Ley Foral se ejercerá de 
conformidad con los principios establecidos en el Título IX de la Ley 30/1992, 
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y 
del Procedimiento Administrativo Común. 

2. Son infracciones leves: 
a) El incumplimiento de cualquiera de las obligaciones o deberes derivados 

de la presente Ley Foral que no estén calificados de infracciones graves o muy 
graves. 

b) El incumplimiento de las condiciones que imponen a los concesionarios 
las normativas reguladoras de las concesiones de servicios incluidos en el 



ámbito de la presente Ley Foral, cuando tal incumplimiento no afecte a las 
condiciones esenciales de las concesiones. 

3. Son infracciones graves: 
a) El incumplimiento de lo establecido en los capítulos II, III y V de esta Ley 

Foral. 
b) La violación de los principios recogidos en artículo 3, a excepción de los 

establecidos en los apartados a) y b). 
c) La emisión de señales de identificación falsas o engañosas. 
d) La comisión, en el plazo de un año, de dos o más infracciones leves, 

cuando así se haya establecido por resoluciones firmes. 
e) El incumplimiento de las condiciones que imponen a los concesionarios 

las normativas reguladoras de las concesiones de servicios incluidos en el 
ámbito de la presente Ley Foral, cuando tal incumplimiento afecte a las 
condiciones esenciales de las concesiones. 

4. Son infracciones muy graves: 
a) La violación de los principios recogidos en los apartados a) y b) del 

artículo 3. 
b) La violación reiterada de los deberes de programación y de los límites de 

exigencias de la emisión de publicidad. 
c) La violación, declarada en resolución firme, de la normativa vigente sobre 

el derecho al honor, a la intimidad personal y a la propia imagen, del derecho 
de rectificación, de la distribución de espacios entre los grupos políticos y 
sociales, campañas electorales y difusión de sondeos. 

d) La negativa, resistencia u obstrucción que impida, dificulte o retrase el 
ejercicio de las facultades de inspección del Consejo Audiovisual. 

e) El incumplimiento de lo establecido en el capítulo IV de esta Ley Foral. 
f) La realización de actividades o prestaciones de servicios incluidos en el 

ámbito de aplicación de la presente Ley Foral sin el preceptivo título habilitante. 
g) La comisión, en el plazo de un año, de dos o más infracciones graves 

cuando así se haya establecido por resoluciones firmes. 
5. Las infracciones serán sancionadas de la siguiente forma: 
a) Las leves, con una multa de 100.000 pesetas (601,01 euros) a 5.000.000 

de pesetas (30.050,60 euros). El Consejo Audiovisual de Navarra podrá 
también acordar la suspensión de las emisiones o de una parte de la 
programación por espacio de una semana como máximo. 

b) Las graves, con una multa de 5.000.001 pesetas (30.050,61 euros) a 
15.000.000 de pesetas (90.151,81 euros). El Consejo Audiovisual de Navarra 
también puede acordar la suspensión de las emisiones o de una parte de la 
programación por espacio de un mes como máximo. 

c) Las muy graves, con una multa de 15.000.001 pesetas (90.151,82 euros) 
a 50.000.000 de pesetas (300.506,05 euros). 

6. Las infracciones muy graves, en razón de sus circunstancias, podrán dar 
lugar a la suspensión de eficacia del título habilitante para la prestación del 
servicio de televisión o de radiodifusión sonora y, en caso de reincidencia, a la 
revocación del mismo, sin derecho a indemnización alguna. 

7. En todo caso, la cuantía de la sanción que se imponga, dentro de los 
límites indicados, se graduará teniendo en cuenta, además de lo previsto en el 
artículo 131.3 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de 
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, lo 
siguiente: 



a) La repercusión social de la infracción. 
b) El beneficio que haya reportado al infractor la conducta sancionada. 
c) La gravedad del incumplimiento. 

CAPÍTULO VII 
Del Consejo Audiovisual de Navarra 

Artículo 20.Creación del Consejo Audiovisual de Navarra. 
1. Se crea el Consejo Audiovisual de Navarra como órgano independiente 

encargado de garantizar y promover el respeto a los valores y principios 
constitucionales, y en especial, la protección del pluralismo, la juventud y la 
infancia. 

2. Es el órgano encargado de garantizar los derechos de los usuarios de la 
comunicación social y en ese sentido velará por la transparencia en la 
titularidad de los medios audiovisuales y hará las funciones de órgano 
mediador entre los intereses de la industria audiovisual y los intereses 
socioculturales. 

3. El Consejo Audiovisual de Navarra es también el órgano competente para 
velar por el cumplimiento de la legislación, las reglamentaciones y cualesquiera 
otras normas reguladoras de la producción, programación y publicidad, en el 
sector audiovisual en Navarra. 
Artículo 21.Naturaleza y régimen jurídico. 

1. El Consejo Audiovisual de Navarra se configura como un ente de derecho 
público, con personalidad jurídica propia, independiente de las 
Administraciones Públicas, con plena capacidad, y autonomía orgánica y 
funcional para el ejercicio de sus funciones. 

Se regirá por lo dispuesto en esta Ley Foral y demás disposiciones legales 
aplicables y por su Estatuto Orgánico y de Funcionamiento. 

2. En el ejercicio de sus funciones el Consejo Audiovisual de Navarra 
actuará de conformidad con las normas básicas del Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas, del Procedimiento Administrativo Común y de la Ley 
Orgánica 13/1982, de 10 de agosto, de Reintegración y Amejoramiento del 
Régimen Foral de Navarra. 
Artículo 22.Ámbito de actuación y sede. 

El Consejo Audiovisual de Navarra ejerce sus funciones en el ámbito de 
aplicación de la presente Ley Foral. 

El Consejo Audiovisual de Navarra tiene su sede en Pamplona. 
Artículo 23.Composición. 

1. El Consejo estará integrado por siete miembros: 
a) Cinco miembros serán elegidos por el Parlamento de Navarra. A tales 

efectos los Grupos Parlamentarios podrán presentar hasta un máximo de cinco 
candidatos entre personas de relevantes méritos profesionales en los sectores 
audiovisual, cultural, universitario y asociativo, que reflejen la pluralidad 
ideológica presente en la sociedad Navarra, si bien cada Parlamentario Foral 
podrá votar como máximo a tres de ellas, siendo elegidas las personas que 
mayor número de votos obtengan. En las renovaciones parciales cada 
Parlamentario Foral podrá votar como máximo a una persona candidata, siendo 
elegidas las personas que mayor número de votos obtengan. 

b) Dos miembros serán elegidos por el Gobierno de Navarra entre personas 
de relevantes méritos profesionales en los sectores audiovisual, cultural, 
universitario y asociativo. 



2. Los candidatos designados por los Grupos Parlamentarios, previamente a 
su elección por el Pleno de la Cámara, comparecerán ante la Comisión 
competente del Parlamento de Navarra, en los términos fijados en su 
Reglamento, con la finalidad de que los Parlamentarios conozcan sus méritos 
profesionales. 

3. Los Consejeros así elegidos serán nombrados por el Gobierno de 
Navarra. 

4. El Presidente del Consejo será elegido de entre sus miembros por 
mayoría de dos tercios de los mismos en la propia sesión constitutiva del 
Consejo que será presidida por el consejero de mayor edad. El Presidente así 
elegido será nombrado por el Presidente del Gobierno de Navarra. 

El Presidente podrá designar de entre los miembros del Consejo un 
Vicepresidente que ejercerá las funciones que le encomiende y sustituirá al 
Presidente en caso de ausencia o enfermedad. 

5. El Secretario del Consejo será elegido de entre sus miembros por el 
mismo procedimiento seguido para la elección del Presidente. 

En caso de vacante, ausencia o enfermedad, el miembro de menor edad 
sustituirá al Secretario hasta que se proceda a una nueva elección o cese la 
causa de la sustitución. 

6. Los miembros del Consejo no podrán ser reelegidos más que una sola 
vez. 

7. Los miembros del Consejo no estarán sujetos a mandato imperativo 
alguno. No recibirán instrucciones de ninguna autoridad y desempeñarán sus 
funciones con autonomía y según su criterio. 

8. El mandato del Presidente del Consejo tendrá en todo caso una duración 
de seis años. La duración del mandato de los demás miembros es de seis años 
y cada dos años debe realizarse la renovación parcial de un tercio de los 
mismos. 

9. Los miembros del Consejo tomarán posesión de su cargo dentro de los 
treinta días naturales posteriores a la fecha de su nombramiento, prestando 
juramento o promesa de respetar en todo momento el Régimen Foral de 
Navarra, de acatar la Constitución y las leyes, y de cumplir fielmente las 
obligaciones propias de su cargo. 

 
Ap. 1 a) modificado por art. 3 de Ley Foral 3/2005, de 7 marzo 
(LNA 2005, 76). 

Artículo 24.Cese del Presidente y de los Consejeros. 
1. Los miembros del Consejo Audiovisual de Navarra cesan por alguna de 

las siguientes causas: 
a) Expiración del plazo de su mandato. 
b) Renuncia. 
c) Fallecimiento. 
d) Incapacidad permanente para el ejercicio del cargo. Incompatibilidad 

sobrevenida o inhabilitación para el ejercicio de cargos públicos. 
e) Condena en virtud de sentencia firme por delito doloso. 
2. Toda vacante anticipada en el cargo, que no lo sea por expiración del 

plazo de su mandato, será cubierta por el Parlamento de Navarra, en los 
términos previstos en el artículo 23. El mandato del así nombrado expirará al 
mismo tiempo que el de los restantes miembros del Consejo. 
Artículo 25.Incompatibilidades. 



1. Además de las incompatibilidades que le puedan afectar por aplicación de 
cualquier otro normativa vigente, la condición de miembro del Consejo 
Audiovisual de Navarra será incompatible con la de: 

a) Miembro del Gobierno de Navarra o alto cargo del mismo. 
b) Cualquier cargo electo en las Instituciones de la Unión Europea, del 

Estado, de las Comunidades Autónomas y de las Entidades Locales. 
c) Cualquier cargo directivo en partidos políticos o en organizaciones 

sindicales o empresariales. 
d) Miembro en ejercicio de la carrera fiscal o judicial. 
e) Cualquier cargo directivo en empresas que tengan, a su vez, directa o 

indirectamente intereses en medios de comunicación de cualquier tipo así 
como en empresas de publicidad o de producción de contenidos audiovisuales. 

f) Ser propietario o titular, por sí o mediante sustitución o apoderamiento, de 
más del 5 por 100 de las participaciones sociales o acciones de empresas de 
comunicación o publicitarias, de medios de comunicación, producción 
radiofónica o audiovisual. 

2. Quienes se hallaren incursos en alguna de las citadas incompatibilidades, 
dispondrán de dos meses para adecuar su situación a lo dispuesto en la 
presente Ley Foral. En otro caso, serán declarados incompatibles por acuerdo 
del Consejo adoptado por dos tercios de sus miembros. 
Artículo 26.Competencias. 

1. El Consejo ejerce las siguientes funciones: 
a) Asesorar al Gobierno y al Parlamento de Navarra en las materias 

relacionadas con la legislación y normativas del sistema audiovisual, así como 
en la situación y previsiones de éste en todas sus modalidades técnicas y de 
ámbito territorial. Elaborar informes y dictámenes a iniciativa propia o a solicitud 
indistinta del Gobierno de Navarra, la Junta de Portavoces del Parlamento de 
Navarra, dos grupos parlamentarios del Parlamento de Navarra o la quinta 
parte de los Parlamentarios Forales. 

b) Ejercer la potestad sancionadora que las leyes reguladoras de la 
comunicación audiovisual y de la publicidad otorgan al Gobierno de Navarra en 
lo referente al ámbito de actuación y las funciones del Consejo establecidas en 
la presente Ley Foral. Así, el Consejo ejercerá el control y la inspección para 
garantizar el cumplimiento de lo previsto en esta Ley Foral y, en su caso, 
tramitará los correspondientes procedimientos sancionadores e impondrá las 
oportunas sanciones en relación con los servicios incluidos en el artículo 2 de 
la presente Ley Foral. 

c) Informar preceptivamente y de manera positiva, o devolver al Gobierno de 
Navarra para una nueva formulación, la propuesta del pliego de condiciones 
formulada por el Gobierno de Navarra con carácter previo a la convocatoria de 
cada concurso de adjudicación de concesiones de servicios de televisión y de 
radiodifusión sonora. 

d) Informar preceptivamente y de manera positiva, o devolver al Gobierno de 
Navarra para una nueva formulación, las propuestas presentadas en los 
concursos de otorgamiento de concesiones para la gestión de emisoras de 
radiodifusión sonora y de televisión, en lo que se refiere a la composición 
accionarial de los licitadores, a fin de garantizar el pluralismo y la libre 
competencia en el sector, para prevenir situaciones de concentración de 
medios y abuso de posición dominante. También deberá informar sobre las 
peticiones de renovación de las concesiones, los expedientes de modificación 



de capital social de las empresas titulares de la concesión que vayan a ser 
autorizados por el Gobierno de Navarra y los expedientes de transmisión de las 
concesiones. 

e) Ser informado de los acuerdos que hayan sido suscritos por las 
Administraciones Públicas de Navarra con los medios de comunicación 
audiovisual, en los que, directa o indirectamente, éstos reciban ayudas o 
subvenciones públicas o utilicen bienes o servicios de titularidad o dominio 
público. 

f) Controlar y seguir los acuerdos de colaboración entre las Administraciones 
Públicas de Navarra y los medios de comunicación tanto actuales como 
futuros. 

g) Controlar y seguir los volúmenes de publicidad institucional en los medios 
de comunicación. 

h) Presentar al Parlamento de Navarra un informe anual en el que exponga 
su actividad en el período anterior y se evalúe el desarrollo, los problemas y 
dificultades del sistema audiovisual con especial atención a sus contenidos y, 
de entre ellos, a los temas que afectan al pluralismo, la educación, infancia, 
juventud y dignidad de las personas. 

i) Realizar estudios sobre el sistema audiovisual. 
j) Proteger los derechos de las minorías, la infancia, la juventud y la dignidad 

de las personas, tanto en la programación como en los contenidos publicitarios. 
k) Ejercer, en su caso, funciones arbitrales o de mediación previo convenio 

potestativo, para hacer efectivo el derecho de rectificación y evitar la 
contraprogramación, en los términos de su Estatuto Orgánico y de 
Funcionamiento. 

l) Velar por el cumplimiento de lo establecido en la normativa reguladora del 
sector audiovisual y por la defensa de los principios que la informan y, en 
particular, asegurar la observancia de los principios del pluralismo político, 
social, religioso, cultural y de pensamiento, así como velar por la pluralidad 
lingüística y cultural en el conjunto del sistema audiovisual en Navarra. 

m) Velar, en el ámbito de sus competencias, por el cumplimiento de la 
normativa de la Unión Europea, especialmente en los ámbitos relativos a la 
televisión sin fronteras, así como de la normativa contenida en los tratados 
internacionales referente a los medios de comunicación audiovisual. 

n) Velar por el cumplimiento de las misiones de servicio público asignadas a 
los medios de comunicación audiovisual de gestión pública o privada. 

ñ) Promover, en las emisoras de radio y televisión sobre las que sea 
competente, el cumplimiento de los derechos constitucionales relativos al 
pluralismo, a la no discriminación de las personas por razón de su nacimiento, 
raza, sexo, religión o ideología, así como el respeto a la ubicación de 
programas que pudieran resultar lesivos para la infancia o juventud, fuera de 
los horarios de protección legalmente establecidos. 

o) Promover la adopción de normas de autorregulación del sector 
audiovisual. 

p) Aprobar y, si procede, modificar el Estatuto Orgánico y de 
Funcionamiento del Consejo. 

q) Asesorar e informar a los operadores a fin de garantizar el cumplimiento 
de la legislación vigente en el ámbito de sus competencias, así como poner en 
su conocimiento las quejas formuladas por los usuarios de los servicios de 
comunicación audiovisual. 



r) Solicitar de los anunciantes y empresas audiovisuales, por iniciativa propia 
o a instancia de los interesados, el cese o la rectificación de la publicidad ilícita 
o que induzca a confusión o engaño. 

s) Adoptar, en el marco de las atribuciones reconocidas en la presente Ley 
Foral, las medidas necesarias para restablecer los efectos de la difusión o la 
introducción en la programación o la publicidad de mensajes o contenidos que 
atenten contra la dignidad humana y el principio de igualdad y, muy 
particularmente, cuando estos mensajes o contenidos hayan sido difundidos en 
horarios de audiencia de público infantil o juvenil. 

t) Recoger las demandas y quejas de las asociaciones ciudadanas y de 
telespectadores y usuarios y mantener una relación constante y fluida con 
estos sectores. 

u) Aquellas otras que por ley le vengan atribuidas. 
2. El Consejo Audiovisual de Navarra podrá requerir para el cumplimiento de 

sus funciones informes del Consejo Asesor de Telecomunicaciones y del 
Consejo Asesor de Radiotelevisión Española en Navarra. Igualmente podrá 
recabar el concurso de otras instituciones, entidades o personas con notoria 
competencia técnica en los asuntos que el Consejo considere someter a 
consulta. 

3. Para el ejercicio de sus competencias el Consejo tiene atribuidos poderes 
de propuesta o recomendación, requerimiento, informe, inspección y control, y 
de sanción. Las decisiones del Consejo ponen fin a la vía administrativa. 

4. El Consejo está legitimado para ejercer toda clase de acciones procesales 
ante la jurisdicción ordinaria y específicamente, para ejercer la acción de cese y 
rectificación regulada en la Ley General de Publicidad. 

5. El Consejo Audiovisual de Navarra tendrá también entre sus 
competencias la de velar por la transparencia de la propiedad en los medios 
audiovisuales, en los términos que se regulan en esta Ley Foral. 
Artículo 27.Funcionamiento del Consejo. 

1. El órgano de gobierno y decisión del Consejo es el Pleno, que está 
integrado por el Presidente, los Consejeros y el Secretario. 

2. El Presidente tiene la representación legal del Consejo así como las 
facultades de convocar y presidir las reuniones del Pleno del Consejo. Sin 
perjuicio de las facultades del Presidente, el Pleno del Consejo debe ser 
convocado si así lo solicitan un mínimo de cuatro de sus miembros. 

3. Para que el Pleno del Consejo se constituya válidamente debe contar con 
la presencia mínima de la mitad más uno de sus miembros. Todas las 
decisiones del Consejo deben adoptarse en el Pleno, y se requiere el voto 
favorable de la mayoría absoluta de sus miembros para la aprobación y 
modificación del Estatuto Orgánico y de Funcionamiento del Consejo, para la 
adopción de cualquier acuerdo relativo al ámbito de las adjudicaciones de 
licencias de emisión de televisión o radio, para la imposición de sanciones muy 
graves y para la aprobación del informe anual. 

4. La constitución del Consejo Audiovisual de Navarra se realizará en el 
plazo de cuatro meses desde la entrada en vigor de la presente Ley Foral. 
Artículo 28.Transparencia en la titularidad de los medios de comunicación 
audiovisual. 

1. Las acciones, participaciones o títulos equivalentes de las Sociedades 
cuyo objeto sea la comunicación audiovisual deberán revestir forma nominativa 



y ser inscritas en el libro de accionistas de cada sociedad, e inscritas en el 
Registro que a estos efectos se crea en esta Ley Foral. 

2. Requerirán la previa autorización del Consejo Audiovisual de Navarra, 
todos los actos y negocios jurídicos que impliquen la transmisión, disposición o 
gravamen de las acciones a que se refiere el apartado anterior, así como la 
cesión o promesa de cesión de acciones, participaciones o títulos equivalentes 
que tenga como efecto la adquisición directa o indirecta de las acciones de una 
empresa cuyo objeto sea la comunicación audiovisual. 
Artículo 29.Creación del Registro de Titularidad de los Medios de 
Comunicación Audiovisuales. 

1. El Consejo Audiovisual de Navarra creará un Registro de Titularidad de 
los Medios de Comunicación Audiovisuales. 

En dicho Registro deberán inscribirse la correspondiente concesión o 
autorización y las sociedades titulares de las mismas, así como la aportación 
de la correspondiente escritura y Estatutos sociales. 

2. Cualquier modificación de la escritura o de los estatutos sociales de las 
sociedades titulares habrá de comunicarse a dicho Registro, así como la 
composición de sus órganos de administración. Tales circunstancias deberán 
ser comunicadas por el Registro Mercantil al Registro de Titularidad de los 
Medios de Comunicación Audiovisuales cuando no hayan sido previamente 
notificadas a este último por las sociedades titulares. 

3. Los actos o negocios jurídicos regulados en el artículo anterior deberán 
ser también inscritos en dicho Registro. 

4. El funcionamiento de este Registro se regulará en el Estatuto Orgánico y 
de Funcionamiento del Consejo Audiovisual de Navarra. 

 
Ap. 2 modificado por art. 1 de Ley Foral 17/2002, de 6 junio 
(LNA 2002, 201). 

Artículo 30.Compensaciones económicas. 
1. Los miembros del Consejo tendrán derecho a percibir las dietas y 

compensaciones que reglamentariamente se establezcan por su asistencia a 
las sesiones de trabajo del Consejo. Igualmente, por su participación como 
ponentes en los dictámenes, tendrán derecho a las compensaciones que al 
respecto se establezcan. 

2. Las compensaciones establecidas en el apartado anterior se extenderán a 
los expertos que participen en trabajos que sean encomendados por el 
Consejo. 
Artículo 31.Régimen económico-financiero. 

El Consejo Audiovisual de Navarra estará sujeto al régimen económico-
financiero aplicable a la Administración de la Comunidad Foral de Navarra. 

El Consejo formulará el anteproyecto de su presupuesto anual para su 
inclusión como programa independiente en el Proyecto de Ley Foral de 
Presupuestos Generales de Navarra. 
Artículo 32.Personal al Servicio del Consejo. 

El personal al servicio del Consejo Audiovisual de Navarra se proveerá 
conforme a los principios de mérito y capacidad y estará sujeto a la legislación 
aplicable al personal al servicio de las Administraciones Públicas de Navarra. 

 



Modificado por art. 2 de Ley Foral 17/2002, de 6 junio (LNA 
2002, 201). 

DISPOSICIONES ADICIONALES. 
 Primera. 

El Gobierno de Navarra habilitará los créditos necesarios para el 
funcionamiento del Consejo Audiovisual de Navarra hasta que éste disponga 
de su propio programa en el estado de gastos de los Presupuestos Generales 
de Navarra. 
 Segunda. 

Hasta que el Consejo Audiovisual de Navarra se dote de personal y de 
medios materiales, el Gobierno de Navarra adscribirá los medios necesarios 
para el correcto funcionamiento de aquél. 
 Tercera. 

Las funciones de control que la presente Ley Foral atribuye al Consejo 
Audiovisual de Navarra no se aplicarán respecto a los servicios de radiodifusión 
sonora en ondas métricas con modulación de frecuencia por medio de 
emisoras de titularidad municipal, cuyo control corresponde al Pleno de la 
Corporación Municipal, de conformidad con lo establecido en el artículo 4 de la 
Ley 11/1991 (RCL 1991, 918), de Organización y Control de las Emisoras 
Municipales de Radiodifusión sonora. 
 Cuarta. 

Las obligaciones contenidas en el capítulo II de la presente Ley Foral son 
complementarias de las establecidas en el capítulo II de la Ley 25/1994, de 12 
de julio, que también deberán cumplir los operadores de televisión sujetos a la 
presente Ley Foral. 

DISPOSICIÓN TRANSITORIA. 
1. Se realizarán dos primeras renovaciones parciales del Consejo 

Audiovisual de Navarra de conformidad con lo establecido en el apartado 
siguiente. 

2. A los dos años del nombramiento por vez primera de los miembros del 
Consejo Audiovisual de Navarra se procederá por sorteo, que realizará el 
propio Consejo, a la designación de un tercio de sus miembros excluido el 
Presidente que hayan de cesar y renovarse. Del mismo modo se procederá 
transcurridos otros dos años entre los miembros iniciales no designados en el 
primer sorteo. A partir de entonces se estará a lo dispuesto en el artículo 23 de 
la presente Ley Foral. 

3. Las renovaciones parciales previstas en la presente disposición transitoria 
no serán de aplicación al Presidente del Consejo. 

DISPOSICIÓN DEROGATORIA. 
Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se 

opongan a la presente Ley Foral. 
DISPOSICIONES FINALES. 

 Primera. 
Se faculta al Gobierno de Navarra para dictar las disposiciones que sean 

necesarias para el desarrollo, cumplimiento y aplicación de esta Ley Foral. 
 Segunda. 

La presente Ley Foral entrará en vigor al día siguiente de su publicación en 
el «Boletín Oficial de Navarra». 



 
Andalucía 
Ley 1/2004, de 17 diciembre 
PARLAMENTO DE ANDALUCÍA 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
I. 
En las sociedades avanzadas, los medios de comunicación audiovisual 

están alcanzando una creciente influencia en la vida y la formación de los 
ciudadanos, en sus modos de pensar y de valorar, en la socialización del 
conocimiento y de la cultura. En estos medios se centra la mayor parte de los 
consumos de información y ocio; revelándose, además, como instrumentos de 
extraordinaria importancia para la democratización y la cohesión social, cultural 
y territorial. 

El notable desarrollo del espacio audiovisual andaluz, la multiplicidad de la 
oferta y de las tecnologías utilizadas y su importancia cultural y económica 
hacen necesaria la creación de un organismo que, en el ámbito de la 
comunicación audiovisual de Andalucía, se encargue de velar por el respeto de 
los derechos y libertades reconocidos en la Constitución (RCL 1978, 2836; 
ApNDL 2875) y en el Estatuto de Autonomía para Andalucía (LAN 1982, 53), 
especialmente los referidos a la libertad de expresión y el derecho a la 
información veraz y su compatibilidad con los principios de pluralismo y libre 
concurrencia en el sector audiovisual, así como por el cumplimiento de las 
funciones de servicio público asignadas a los medios de comunicación 
audiovisual. 

Son derechos básicos constitucionales la libre expresión de ideas y 
opiniones, la producción y creación y la comunicación libre de información 
veraz por cualquier medio de difusión (artículo 20.1). Pero estos mismos 
derechos constitucionales se encuentran limitados por la relación de derechos 
y deberes fundamentales que la Constitución recoge en su Título Primero y, en 
especial, por aquellos que afectan al «derecho al honor, a la intimidad, a la 
propia imagen y a la protección de la juventud y de la infancia» (artículo 20.4). 

El derecho a una información libre y veraz, a la libre comunicación de 
ideas y producciones, al honor y la intimidad de las personas y la protección de 
la juventud y la infancia son derechos básicos que pueden resultar lesionados 
en el conjunto de un crecimiento desordenado del sistema audiovisual andaluz. 

El Estatuto de Autonomía para Andalucía, que recoge tales compromisos 
en defensa de los derechos y las libertades de los ciudadanos expresados por 
la Constitución Española, también asume «el desarrollo legislativo y la 
ejecución del régimen», específicamente, en materia audiovisual y, en general, 
de todos los medios de comunicación social (artículo 16). 

II. 
La presente Ley responde a la necesidad de contar con un referente 

social de prestigio, el Consejo Audiovisual de Andalucía, que propicie la 
conciliación de los intereses de los distintos agentes económicos, 
socioculturales e industriales y de los intereses generales de la ciudadanía 
andaluza y que colabore activamente en la tarea de garantizar la libertad de 
expresión, el derecho a la información veraz y la pluralidad informativa, 
garantizando el respeto a la dignidad humana y el principio constitucional de 
igualdad. 



La carencia actual de un referente similar en el ámbito del Estado 
complica la posibilidad -y la necesidad- de desplegar actuaciones integradas y 
homogéneas sobre los diferentes contenidos audiovisuales en un espacio 
audiovisual en el que no existen fronteras y que se caracteriza por su 
dinamismo y su gran repercusión social. No obstante, la Ley dota al Consejo 
Audiovisual de Andalucía de la flexibilidad necesaria para su coordinación con 
el órgano de ámbito nacional que pueda crearse en el futuro. 

El Consejo Audiovisual de Andalucía se configura, en el marco 
competencial que los artículos 13.1 y 16 del Estatuto de Autonomía atribuyen a 
la Comunidad Autónoma de Andalucía, como autoridad independiente 
encargada de velar por el respeto de los derechos, libertades y valores 
constitucionales y estatutarios, así como por el cumplimiento de la normativa 
vigente en el ámbito de los medios audiovisuales en Andalucía, en relación con 
los contenidos y publicidad audiovisuales. 

Su composición por personas de reconocido prestigio y competencia en el 
ámbito de la comunicación audiovisual, científico, educativo, cultural o social, la 
legitimidad democrática derivada de la elección de sus miembros por el 
Parlamento de Andalucía y su actuación independiente tanto de las autoridades 
públicas como de los poderes económicos confieren al Consejo Audiovisual de 
Andalucía las garantías de pluralidad, autonomía e imparcialidad en el ejercicio 
de sus funciones que le acreditan como órgano representante del interés 
general. 

Se configura así el Consejo Audiovisual de Andalucía como instancia 
capaz de adoptar sus propias decisiones y que propicia la intermediación entre 
las instituciones, los agentes del sistema audiovisual y la sociedad. 

III. 
La Ley se estructura en tres Capítulos. El Capítulo I establece las 

disposiciones generales, en las que se regula la creación y naturaleza, el 
ámbito y principios de actuación y las funciones a desarrollar por el Consejo 
Audiovisual de Andalucía, que se configura como una autoridad independiente, 
dotada de personalidad jurídica propia, plena capacidad y autonomía para el 
desarrollo de sus funciones. 

El Consejo Audiovisual de Andalucía ejerce sus funciones en el ámbito de 
los medios de comunicación audiovisual que comprende tanto los gestionados 
directamente por la Administración de la Junta de Andalucía como los 
gestionados en virtud de cualquier título habilitante otorgado por la misma, así 
como aquellos otros que, por aplicación de la normativa vigente, queden 
sometidos al ámbito de gestión y tutela de la Administración de la Junta de 
Andalucía. Igualmente ejerce sus funciones, en el marco previsto en esta Ley, 
en relación con aquellos otros medios que realicen emisiones específicas para 
Andalucía. Su actuación debe inspirarse en el respeto a los principios de 
libertad de expresión, información veraz, difusión y comunicación, de igualdad y 
no discriminación, y en la compatibilidad de dichos principios con los de 
pluralismo, objetividad, y libre concurrencia en el sector audiovisual. 

El último artículo del Capítulo I regula las funciones que se atribuyen al 
Consejo, entre las que se incluyen las de asesoramiento y consulta a las 
distintas instancias públicas con competencia en el sector audiovisual andaluz, 
de estudio e información, de vigilancia y control, de mediación y arbitraje, de 
fomento, formación y cooperación y de comunicación con la sociedad. 



El Capítulo II de la Ley se dedica a la estructura del Consejo, regulando la 
composición del mismo, que estará integrado por once miembros elegidos por 
el Parlamento de Andalucía por mayoría de tres quintos de sus miembros y que 
deberá respetar el principio de paridad de género. El Presidente será propuesto 
por el propio Consejo Audiovisual de Andalucía, de entre los miembros del 
mismo, y nombrado por el Consejo de Gobierno. Igualmente se determina la 
duración del mandato, que será de cinco años, limitada a un máximo de dos 
períodos, así como las causas de cese de los miembros del Consejo 
Audiovisual. Finalmente se regula su estatuto personal, fijándose el régimen de 
incompatibilidades y de dedicación exclusiva. 

Por su parte, el Capítulo III regula el funcionamiento y régimen jurídico del 
Consejo Audiovisual de Andalucía. Se prevén, como órgano de gobierno, el 
Pleno del Consejo, las funciones principales del Presidente y la exigencia de 
que todas las decisiones del Consejo se adopten por el Pleno. En lo que se 
refiere al régimen jurídico, el Consejo Audiovisual de Andalucía se regirá 
conforme a lo establecido en la propia Ley, en su Reglamento Orgánico y de 
Funcionamiento, así como por las normas reguladoras del régimen jurídico y de 
los procedimientos administrativos de la Administración Pública de la Junta de 
Andalucía, fijándose que sus actos ponen fin a la vía administrativa. 

Se establece que el Consejo Audiovisual ejercerá la potestad 
sancionadora que las leyes reguladoras de la comunicación audiovisual y de la 
publicidad otorguen a la Administración de la Junta de Andalucía en el ámbito 
de actuación y de las funciones que la Ley fija para el mismo. Los artículos 
finales del texto vienen a regular el régimen de contratación y patrimonio, de 
personal, así como los recursos económicos y el régimen presupuestario del 
Consejo Audiovisual de Andalucía, atribuyendo al mismo la potestad de 
aprobar su propio anteproyecto de presupuesto. 

La Ley cuenta finalmente con dos disposiciones adicionales, 
estableciendo la primera un plazo para la constitución del Consejo Audiovisual 
de Andalucía, una derogatoria, y dos finales, la primera de las cuales prevé un 
plazo para la presentación del proyecto de Reglamento Orgánico y de 
Funcionamiento al Consejo de Gobierno, que complementan su regulación. 

CAPÍTULO I 
Disposiciones generales 
Artículo 1.Creación y naturaleza. 
1. Se crea el Consejo Audiovisual de Andalucía como autoridad 

audiovisual independiente encargada de velar por el respeto de los derechos, 
libertades y valores constitucionales y estatutarios en el ámbito de los medios 
audiovisuales en Andalucía y por el cumplimiento de la normativa vigente en 
materia audiovisual y de publicidad, de acuerdo con los principios de actuación 
y funciones que establece la presente Ley. 

2. El Consejo Audiovisual de Andalucía se configura como una entidad 
pública con personalidad jurídica propia, con plena capacidad y autonomía 
orgánica y funcional para el ejercicio de sus funciones. 

3. Su relación con la Administración de la Junta de Andalucía se llevará a 
cabo a través de la Consejería competente en materia audiovisual. 

Artículo 2.Ámbito de actuación. 
1. El Consejo Audiovisual de Andalucía ejerce sus funciones en el ámbito 

de los medios de comunicación audiovisual de radiodifusión sonora, televisión y 
cualquier otro sistema de transmisión de sonido o imagen independientemente 



de su forma de emisión o tecnología empleada, tanto los gestionados 
directamente por la Administración de la Junta de Andalucía como los 
gestionados en virtud de cualquier título habilitante otorgado por la misma, así 
como aquellos otros que, por aplicación de la normativa vigente, queden 
sometidos al ámbito de gestión y tutela de la Administración de la Junta de 
Andalucía. 

2. Asimismo, ejerce sus funciones, en los términos previstos en esta Ley, 
en relación con aquellos otros medios que realicen emisiones específicas para 
Andalucía respecto de las mismas. 

Artículo 3.Principios de actuación. 
1. La actuación del Consejo Audiovisual de Andalucía y la de cada uno de 

sus miembros deberá inspirarse en el respeto a los principios de libertad de 
expresión, derecho al honor e intimidad, información veraz, difusión y 
comunicación, de igualdad y no discriminación, y en la compatibilidad de dichos 
principios con los de pluralismo, objetividad, y libre concurrencia en el sector 
audiovisual. 

2. En el ejercicio de sus funciones, impulsará los valores de tolerancia, 
igualdad, solidaridad y respeto a la dignidad humana, velando por que la 
actividad de los operadores del sector contribuya a reforzar la identidad del 
pueblo andaluz, su diversidad cultural y su cohesión social, económica y 
territorial. 

Artículo 4.Funciones del Consejo Audiovisual de Andalucía. 
Son funciones del Consejo Audiovisual de Andalucía: 
1. Velar por el cumplimiento de los principios constitucionales y 

estatutarios, en especial los referentes a los de pluralismo político, social, 
religioso, cultural, de objetividad y veracidad informativa, en el marco de una 
cultura democrática y de una comunicación libre y plural. 

2. Asesorar al Parlamento de Andalucía, al Consejo de Gobierno y a las 
Corporaciones Locales de Andalucía, en los términos que regule su 
Reglamento Orgánico y de Funcionamiento, en materias relacionadas con la 
ordenación y regulación del sistema audiovisual, así como elaborar los 
informes y dictámenes oportunos en materia de su competencia, tanto por 
iniciativa propia como a petición de las entidades mencionadas. 

3. Informar preceptivamente sobre los anteproyectos de ley y proyectos de 
reglamento relacionados con dichas materias. 

4. Informar preceptivamente y con carácter previo, a los efectos de 
garantizar el pluralismo y la libre concurrencia en el sector y prevenir 
situaciones de concentración de medios y abuso de posición dominante, sobre 
las propuestas de pliegos de condiciones relativas a los procedimientos de 
adjudicación de concesiones en materia audiovisual. 

A los mismos efectos, informar preceptivamente las propuestas 
presentadas en los concursos de otorgamiento de concesiones para la gestión 
de emisoras de radiodifusión sonora y de televisión, en lo que se refiere a la 
composición accionarial de los licitadores, a fin de garantizar el pluralismo y la 
libre competencia en el sector, para prevenir situaciones de concentración de 
medios y abuso de posición dominante. También deberá informar, con carácter 
previo, sobre las propuestas de resolución en los procedimientos de 
renovación, revocación, autorización de cambio de accionariado y transferencia 
de titularidad de concesiones en materia audiovisual. 



5. Adoptar, en el marco de las atribuciones reconocidas en la presente 
Ley, las medidas necesarias para neutralizar los efectos de la difusión o la 
introducción en la programación o la publicidad de mensajes o contenidos que 
atenten contra la dignidad humana y el principio de igualdad, muy 
particularmente cuando estos mensajes o contenidos hayan sido difundidos en 
horarios de audiencia de público infantil o juvenil, restableciendo los principios 
que se han visto lesionados. 

6. Salvaguardar los derechos de los menores, jóvenes, tercera edad, 
personas con discapacidad, inmigrantes y otros colectivos necesitados de una 
mayor protección, en lo que se refiere a los contenidos de la programación y a 
las emisiones publicitarias, potenciando el respeto a los valores de tolerancia, 
solidaridad y voluntariado, evitando la inducción de comportamientos violentos 
e insolidarios, así como facilitando accesibilidad a las personas con 
discapacidad auditiva o visual. 

7. Promover la igualdad de género en la Comunidad Autónoma de 
Andalucía a través de la promoción de actividades, modelos sociales y 
comportamientos no sexistas en el conjunto de las programaciones que se 
ofrecen en Andalucía, así como en la publicidad que se emita. 

8. Fomentar la defensa y promoción de las singularidades locales, así 
como del pluralismo de las tradiciones propias de los pueblos andaluces. 

9. Fomentar la emisión de programas audiovisuales de formación 
destinados preferentemente a los ámbitos infantil, juvenil, laboral, del consumo 
y otros de especial incidencia, como la información sexual, los riesgos que 
comporta el consumo de sustancias adictivas, así como la prevención de 
situaciones que puedan provocar enfermedades o discapacidad. 

10. Propiciar que el espacio audiovisual andaluz favorezca la capacidad 
emprendedora de los andaluces para lograr una comunidad socialmente 
avanzada, justa y solidaria, que promueva el desarrollo y la innovación. 

11. Interesar de las Administraciones Públicas con competencias en 
medios de comunicación audiovisual cuyas emisiones se difundan en 
Andalucía y no queden sujetas a la competencia del Consejo Audiovisual de 
Andalucía, la adopción de medidas correctoras ante conductas contrarias a la 
legislación vigente en materia de programación de contenidos y emisión de 
publicidad audiovisuales, en los casos en que proceda. 

12. Garantizar el cumplimiento de las funciones de servicio público 
asignadas a los medios de comunicación audiovisual, vigilando singularmente 
la emisión de espacios obligatorios, como las campañas de sensibilización y la 
publicidad gratuita. 

13. Incentivar la elaboración de códigos deontológicos y la adopción de 
normas de autorregulación. 

14. Recibir peticiones, sugerencias y quejas formuladas por los 
interesados, ya sean individuales o colectivas a través de las asociaciones que 
los agrupen, y canalizarlas, en su caso, ante los órganos competentes, 
manteniendo una relación constante y fluida con los distintos sectores de la 
sociedad andaluza. 

15. Solicitar de los anunciantes y empresas audiovisuales, por iniciativa 
propia o a instancia de los interesados, el cese o la rectificación de la 
publicidad ilícita o prohibida; y, cuando proceda, disponerlo, de conformidad 
con la legislación aplicable y en los supuestos que la misma establezca. 



16. Incoar y resolver, en el ámbito de sus competencias, los 
correspondientes procedimientos sancionadores por las infracciones de la 
legislación relativa a contenidos y publicidad audiovisuales. 

17. Cooperar con los órganos análogos de ámbito autonómico, estatal y 
europeo. 

18. Realizar estudios sobre los diversos aspectos del sistema audiovisual. 
19. Ejercer labores de mediación entre las instituciones, los agentes del 

sistema audiovisual y la sociedad; así como, en su caso, arbitrales de acuerdo 
con la normativa vigente. 

20. Acordar convenios de colaboración con los organismos de control de 
los medios audiovisuales creados por las restantes Comunidades Autónomas y 
a nivel estatal. 

21. Vigilar el cumplimiento de lo establecido en la presente Ley y en la 
normativa en materia de programación de contenidos audiovisuales y emisión 
de publicidad, incluidos el patrocinio y la televenta. 

22. Aquellas otras que por Ley le vengan atribuidas. 
CAPÍTULO II 
Estructura del Consejo Audiovisual de Andalucía 
Artículo 5.Composición. 
1. El Consejo Audiovisual de Andalucía estará integrado por once 

miembros, elegidos por el Parlamento de Andalucía por mayoría de tres quintos 
de sus miembros, y nombrados por el Consejo de Gobierno. 

2. El Presidente será propuesto por el Consejo Audiovisual de Andalucía, 
de entre los miembros del mismo, y nombrado por el Consejo de Gobierno. 

3. Los miembros del Consejo Audiovisual de Andalucía serán elegidos 
entre personas de reconocido prestigio profesional en el ámbito de la 
comunicación audiovisual, científico, educativo, cultural o social. 

4. El Consejo Audiovisual de Andalucía estará asistido por un Secretario 
General, que actuará con voz y sin voto. 

El Secretario General será propuesto por el Presidente del Consejo 
Audiovisual de Andalucía y su nombramiento se realizará por el Consejo de 
Gobierno. 

5. La composición del Consejo Audiovisual de Andalucía respetará el 
principio de paridad de género, pudiendo ser sólo seis de sus miembros 
personas del mismo sexo. Asimismo, dicho principio de composición paritaria 
deberá ser siempre observado en todos los supuestos de nombramiento de 
miembros del Consejo Audiovisual de Andalucía. 

Artículo 6.Duración del mandato de los miembros. 
1. El Presidente y los Consejeros del Consejo Audiovisual de Andalucía 

son nombrados por un período de cinco años. Los miembros del Consejo 
Audiovisual de Andalucía podrán ser reelegidos una sola vez por un nuevo 
período de la misma duración. 

2. En el supuesto de vacante sobrevenida, deberá nombrarse al nuevo 
miembro de conformidad con lo establecido en el artículo anterior, cuyo 
mandato concluirá en la fecha en que debería haber finalizado el del miembro a 
quien sustituya. 

3. Los miembros del Consejo Audiovisual de Andalucía continuarán en el 
ejercicio de sus funciones hasta que sean nombrados quienes hubieren de 
sucederles. 

Artículo 7.Causas de cese de los miembros. 



1. Los miembros del Consejo Audiovisual de Andalucía cesarán por 
alguna de las siguientes causas: 

a) Expiración del plazo de su mandato. 
b) Renuncia. 
c) Fallecimiento. 
d) Estar incurso en causa de incompatibilidad, sin perjuicio de lo dispuesto 

en el artículo 8.3 de esta Ley. 
e) Incapacidad declarada por sentencia firme. 
f) Incumplimiento grave en el ejercicio de sus funciones. 
g) Condena por delito doloso declarada por sentencia firme. 
2. El cese será acordado por el Consejo de Gobierno. 
En el supuesto previsto en la letra f) del apartado 1 de este artículo, se 

instruirá el procedimiento que se determine en el Reglamento Orgánico y de 
Funcionamiento, con audiencia del interesado e informe favorable del Pleno del 
Consejo Audiovisual de Andalucía, aprobado por mayoría absoluta de sus 
miembros. 

Artículo 8.Estatuto personal de los miembros del Consejo 
Audiovisual de Andalucía. 

1. Los miembros del Consejo Audiovisual de Andalucía tienen dedicación 
exclusiva, actúan con plena independencia y neutralidad y no están sometidos 
a instrucción o indicación alguna en el ejercicio de sus funciones. 

2. Los miembros del Consejo Audiovisual de Andalucía están sujetos al 
régimen de incompatibilidades de los altos cargos de la Administración de la 
Junta de Andalucía. La condición de miembro del Consejo Audiovisual de 
Andalucía es, asimismo, incompatible con el ejercicio de cualquier cargo de 
elección o designación política, con el desarrollo de actividades en las 
Administraciones Públicas y con el ejercicio de funciones de dirección o 
ejecutivas en partidos políticos, organizaciones sindicales o empresariales. 
Tampoco podrán tener directa ni indirectamente intereses en empresas 
audiovisuales, de cine, de vídeo, de prensa, de publicidad, de informática, de 
telecomunicaciones o de internet. 

3. Si un miembro se hallare incurso en alguna de las causas de 
incompatibilidad especificadas en este artículo, dispondrá de dos meses, a 
partir de la fecha de su nombramiento, para adecuar su situación a lo 
establecido en la presente Ley. 

CAPÍTULO III 
Funcionamiento del Consejo Audiovisual de Andalucía y régimen 

jurídico 
Artículo 9.Régimen de funcionamiento. 
1. El órgano de gobierno del Consejo Audiovisual de Andalucía es el 

Pleno del Consejo, formado por el Presidente y los Consejeros, y asistido por el 
Secretario General. 

2. El Presidente tiene la representación legal del Consejo Audiovisual de 
Andalucía, así como las facultades de convocar y presidir las reuniones del 
Pleno. Sin perjuicio de las facultades del Presidente, el Pleno del Consejo debe 
ser convocado si así lo solicita un mínimo de seis de sus miembros. 

3. Para que el Pleno del Consejo se constituya válidamente debe contar 
con la presencia del Presidente y al menos cinco Consejeros y con la 
asistencia del Secretario General. 



4. Todas las decisiones del Consejo Audiovisual de Andalucía deben 
adoptarse en el Pleno por mayoría simple, salvo las que se indican a 
continuación, para las cuales se requiere el voto favorable de la mayoría 
absoluta de sus miembros: 

-La propuesta al Consejo de Gobierno del nombramiento del Presidente 
del Consejo Audiovisual de Andalucía. 

-La aprobación del proyecto de su Reglamento Orgánico y de 
Funcionamiento, así como las propuestas de modificación del mismo. 

-La aprobación del informe anual. 
-La aprobación del informe previsto en el artículo 7.2 de esta Ley. 
5. El Presidente del Consejo Audiovisual de Andalucía dirime los empates 

en las votaciones del Pleno, mediante voto de calidad. 
6. Todos los miembros del Consejo Audiovisual de Andalucía deberán 

abstenerse de intervenir en aquellos asuntos en los que proceda, conforme a la 
normativa de aplicación. 

Artículo 10.Colaboración e información. 
1. La Administración de la Junta de Andalucía prestará la colaboración 

necesaria al Consejo Audiovisual de Andalucía para el mejor y más eficaz 
desarrollo de sus funciones. 

2. Para el cumplimiento de sus funciones, el Consejo Audiovisual de 
Andalucía podrá recabar los datos e informes que estime necesarios de las 
Administraciones Públicas, así como de los agentes del sector audiovisual y de 
las asociaciones, instituciones y organismos con él relacionados. 

3. El Reglamento Orgánico y de Funcionamiento preverá los mecanismos 
adecuados que garanticen el acceso de los ciudadanos a la información que 
genere el Consejo Audiovisual de Andalucía, de acuerdo con la normativa 
vigente. 

Artículo 11.Informe anual. 
El Consejo Audiovisual de Andalucía presentará al Parlamento de 

Andalucía un informe anual sobre su actuación. 
Artículo 12.Régimen sancionador. 
El Consejo Audiovisual de Andalucía ejercerá la potestad sancionadora 

que las Leyes Reguladoras de la Comunicación Audiovisual y de la Publicidad 
otorguen a la Administración de la Junta de Andalucía, en lo referente al ámbito 
de actuación y las funciones del Consejo Audiovisual de Andalucía 
establecidas en la presente Ley, elaborando también las correspondientes 
propuestas de sanción. 

Artículo 13.Régimen jurídico. 
1. El Consejo Audiovisual de Andalucía se regirá por lo dispuesto en esta 

Ley, en su Reglamento Orgánico y de Funcionamiento, así como por las 
normas reguladoras del régimen jurídico y de los procedimientos 
administrativos de la Administración Pública de la Junta de Andalucía. 

2. Los actos del Consejo Audiovisual de Andalucía ponen fin a la vía 
administrativa. 

Artículo 14.Reglamento Orgánico y de Funcionamiento. 
1. Dentro del marco establecido en la presente Ley, el Reglamento 

Orgánico y de Funcionamiento desarrollará las funciones, el régimen interior y 
de administración y las demás previsiones que sean necesarias para facilitar el 
adecuado funcionamiento del Consejo Audiovisual de Andalucía, pudiendo 
crear al efecto las Comisiones que se consideren convenientes. 



2. El Reglamento Orgánico y de Funcionamiento regulará las sustituciones 
del Presidente y Secretario General. 

3. Corresponde al Consejo Audiovisual de Andalucía la elaboración y 
aprobación del proyecto de su Reglamento Orgánico y de Funcionamiento, así 
como las propuestas de modificación del mismo. La aprobación del 
Reglamento Orgánico y de Funcionamiento y sus modificaciones se harán por 
Decreto del Consejo de Gobierno. 

Artículo 15.Contratación y patrimonio. 
1. El régimen de contratación y patrimonio del Consejo Audiovisual de 

Andalucía se ajustará, respectivamente, a las previsiones de la legislación de 
contratos y del patrimonio de las Administraciones Públicas. 

2. El patrimonio del Consejo Audiovisual de Andalucía estará integrado 
por los bienes y derechos que le sean adscritos o cedidos por la Comunidad 
Autónoma de Andalucía o cualquier otra Administración Pública, así como por 
cualesquiera otros bienes y derechos que adquiera o reciba por cualquier título. 

Artículo 16.Personal. 
1. El Consejo Audiovisual de Andalucía contará con el personal 

administrativo que se determine en la correspondiente relación de puestos de 
trabajo. 

2. El personal del Consejo Audiovisual de Andalucía podrá ser tanto 
personal funcionario como laboral, en los mismos términos y condiciones que 
los establecidos para el resto del personal de la Administración de la Junta de 
Andalucía, de conformidad con la legislación aplicable. 

Artículo 17.Recursos económicos. 
La financiación del Consejo Audiovisual de Andalucía se hará con cargo a 

los siguientes recursos: 
a) Las asignaciones presupuestarias establecidas en el Presupuesto de la 

Comunidad Autónoma de Andalucía. 
b) Las subvenciones que le sean concedidas. 
c) Los rendimientos de las publicaciones, estudios y demás actuaciones 

del Consejo. 
d) Contraprestaciones derivadas de los convenios firmados por el 

Consejo. 
e) Los rendimientos de los bienes o valores de su patrimonio. 
f) Cualesquiera otros que pudiera recibir en base a la normativa que le sea 

de aplicación. 
Artículo 18.Régimen presupuestario y control. 
1. Corresponde al Consejo Audiovisual de Andalucía aprobar el 

anteproyecto de su presupuesto, que se incorporará como sección al 
Anteproyecto de Presupuestos de la Comunidad Autónoma de Andalucía. 

2. El Consejo Audiovisual de Andalucía estará sometido al régimen de 
presupuestos establecido por la Ley 5/1983, de 19 de julio (LAN 1983, 1134), 
General de la Hacienda Pública de la Comunidad Autónoma de Andalucía, y 
por las Leyes del Presupuesto de cada ejercicio. 

3. El Consejo Audiovisual de Andalucía está sometido al régimen de 
intervención y contabilidad, de acuerdo con lo establecido en los Títulos V y VI 
de la Ley 5/1983, de 19 de julio, General de la Hacienda Pública de la 
Comunidad Autónoma de Andalucía, así como a las demás determinaciones 
establecidas al respecto en la citada Ley y disposiciones que la desarrollan. 

Disposición adicional primera.Plazo de constitución 



El Consejo Audiovisual de Andalucía se constituirá en el plazo de tres 
meses a partir de la entrada en vigor de la presente Ley. 

Disposición adicional segunda.Habilitación de créditos 
La Consejería de Economía y Hacienda, dentro de las disponibilidades 

presupuestarias, habilitará los créditos necesarios y realizará las oportunas 
modificaciones presupuestarias para la puesta en marcha, funcionamiento y 
ejercicio de las competencias del Consejo Audiovisual de Andalucía. 

Disposición derogatoria única.Derogación de normas 
Quedan derogadas cuantas normas de igual o inferior rango se opongan a 

lo establecido en la presente Ley. 
Disposición final primera.Proyecto de Reglamento Orgánico y de 

Funcionamiento 
El Consejo Audiovisual de Andalucía presentará al Consejo de Gobierno 

el proyecto de su Reglamento Orgánico y de Funcionamiento en el plazo de 
tres meses desde su constitución. 

Disposición final segunda.Entrada en vigor 
La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el 

«Boletín Oficial de la Junta de Andalucía». 



 
C. Madrid 
Ley 2/2001, de 18 abril 
ASAMBLEA DE MADRID 
BO. Comunidad de Madrid 4 mayo 2001, núm. 105, [pág. 8]; BOE 22 junio 

2001, núm. 149, [pág. 22288];  
 
 
  
TELEVISIÓN. Contenidos Audiovisuales y Servicios Adicionales 
BO. Junta de Andalucía 30 diciembre 2004, núm. 254, [pág. 29740];  
ACTIVIDAD AUDIOVISUAL. Creación del Consejo Audiovisual de 

Andalucía 
PREÁMBULO 
1. 
Los actuales medios de comunicación social y los servicios adicionales 

conexos constituyen uno de los pilares del desarrollo de la sociedad de la 
información que pueden contribuir a reforzar la estructura económica y social 
de un determinado territorio, porque ofrecen numerosas posibilidades para la 
aparición de nuevas formas de actividad productiva y la creación de empleo. 

La mejora de las técnicas de compresión de datos, en lo que se refiere al 
aprovechamiento del espectro radioeléctrico, unida a la utilización de la fibra 
óptica para las comunicaciones de cable, permiten una amplia variedad de 
servicios distintos de la televisión que, sin duda, van a contribuir a mejorar la 
calidad de vida de los ciudadanos. 

En este contexto, la Comunidad de Madrid quiere fomentar, por un lado, la 
fabricación y distribución de nuevos equipos de telecomunicaciones y, por otro, 
la creación y distribución de los contenidos audiovisuales cuyo mercado crece 
de forma continuada, lo que, a su vez, exige una regulación que vele por los 
intereses generales de los ciudadanos que van a ser usuarios y consumidores 
de estos nuevos servicios. 

2. 
La presente Ley persigue fundamentalmente dos objetivos, uno de 

carácter general y el otro referido específicamente a la televisión por cable. Por 
un lado, regula lo que se ha dado en llamar contenidos audiovisuales, 
respondiendo así a una inquietud bastante generalizada en torno a los efectos 
que puede tener la programación audiovisual, especialmente entre los 
menores. Dentro de esta regulación sobre contenidos, se establece un 
procedimiento para hacer efectivo el derecho de los espectadores a conocer 
con antelación suficiente la programación emitida por televisión. Por otro lado, 
trata de garantizar los principios de neutralidad, transparencia y no 
discriminación en el mercado de las telecomunicaciones por cable. En ambas 
vertientes está llamado a jugar un papel destacado el Consejo Audiovisual de 
la Comunidad de Madrid, que se configura como órgano de participación, 
asesoramiento y vigilancia. 

Las disposiciones de esta Ley no se aplicarán sólo a lo que suele 
entenderse convencionalmente por «televisión», sino que regirán además para 
lo que su artículo 3 denomina «servicios adicionales». Se ha considerado que 
este tipo de servicios de comunicaciones, entre los que se encuentran las 
bases de datos y otras prestaciones análogas, pueden introducir igualmente 



contenidos lesivos para los valores por cuya observancia deben velar los 
poderes públicos. 

La Ley se aplica a los servicios de televisión (y adicionales al de 
televisión) a los cuales se extiende la competencia de la Comunidad de Madrid, 
en función de dos criterios: titularidad del servicio y ámbito de cobertura. En 
función del primero, la norma se aplica a las programaciones correspondientes 
al Ente Público Radio Televisión Madrid (RTVM) de titularidad autonómica y a 
aquellos servicios que se presten en virtud de un título habilitante concedido 
por la Comunidad de Madrid, caso, por ejemplo, de los dos programas de 
televisión digital terrenal adjudicados en noviembre de 1999. En función del 
segundo, resulta de aplicación a los operadores de cable de las tres 
demarcaciones incluidas en el ámbito territorial de la Comunidad de Madrid, 
pese a que en este caso la concesión haya sido otorgada por la Administración 
del Estado. 

3. 
Dentro ya del Capítulo II, se establecen una serie de principios generales 

a los que debe ajustarse la programación de los medios audiovisuales de 
comunicación social. Se trata de unos principios muy similares a los que 
inspiran la programación de Radio Televisión Madrid a tenor de su Ley 
reguladora (artículo 13 de la Ley 13/1984, de 30 de junio [LCM 1984, 1694]). La 
naturaleza de estos principios, que entroncan directamente con la Constitución 
Española (RCL 1978, 2836; ApNDL 2875), justifica su extensión a todo tipo de 
operadores, abstracción hecha de su carácter público o privado. 

Las disposiciones que integran la Sección 2ª del Capítulo II se inspiran en 
la Ley 25/1994, de 12 de julio (RCL 1994, 1999), modificada por la Ley 
22/1999, de 7 de junio (RCL 1999, 1526), por la que se incorpora al 
ordenamiento jurídico español Directiva 89/552/CEE, de 3 de octubre (LCEur 
1989, 1386), modificada por la Directiva 97/36/CE, de 30 de junio (LCEur 1997, 
2260), sobre la coordinación de disposiciones legales, reglamentarias y 
administrativas de los Estados miembros, relativas al ejercicio de actividades 
de radiodifusión televisiva. Esta norma de la Unión Europea, conocida como 
directiva sobre la «televisión sin fronteras», al igual que la norma española de 
transposición, contienen una serie de disposiciones sobre protección de los 
menores frente a la programación televisiva (Capítulo V de la Directiva y IV de 
la Ley), que la presente Ley hace suyas por vía de remisión a la norma 
autonómica que actualmente regula esta materia: la Ley 6/1995, de 28 de 
marzo (LCM 1995, 115, 228), de Garantías de los derechos de la infancia y la 
adolescencia de la Comunidad de Madrid. Conviene advertir, no obstante, que 
también se establecen normas ajenas a lo que propiamente debe entenderse 
como protección de los menores, tal y como sucede con la prohibición de emitir 
programas que fomenten el odio, el desprecio o la discriminación, contenida en 
el segundo inciso del artículo 17.1 de la Ley 25/1994 y recogida en el artículo 9 
de esta Ley. 

La Sección 3ª del Capítulo II aborda el controvertido asunto de la 
«contraprogramación». De acuerdo con el artículo 18 de la Ley 25/1994, de 12 
de julio, «constituye un derecho de los telespectadores, en cuanto usuarios, el 
conocer, con antelación suficiente, la programación de televisión, incluidas las 
películas cinematográficas y la retransmisión de espectáculos». El 
procedimiento para hacer efectivo este derecho ha sido ya establecido, 
respecto de los operadores de televisión a los que se extiende la competencia 



del Estado, mediante el Reglamento aprobado por el Real Decreto 1462/1999, 
de 17 de septiembre (RCL 1999, 2461) («Boletín Oficial del Estado» de 29 de 
septiembre de 1999). La regulación introducida toma en consideración este 
precedente, si bien se ha optado por atribuir rango de Ley a estas previsiones 
en atención a su relevancia. 

El Capítulo II se cierra con la Sección 4ª, de la que destaca la medida de 
autorregulación consistente en que sean los propios operadores de televisión 
los obligados a aportar periódicamente a la Administración una declaración 
justificativa del cumplimiento de las normas que se les imponen. 

4. 
El Capítulo III difiere de los restantes en que sólo se refiere a una concreta 

modalidad de televisión: el cable. En este ámbito, el objetivo de la Ley consiste 
en evitar la aparición de situaciones de dominio de mercado y garantizar que 
las redes de cable estén abiertas a los programadores independientes. 

El punto de partida obligado de esta regulación viene dado por la 
normativa básica estatal, contenida en la Ley 42/1995, de 22 de diciembre 
(RCL 1995, 3443), de Telecomunicaciones por Cable, algunas de cuyas 
disposiciones, y singularmente, el artículo 10 y determinados apartados del 
artículo 11, fueron declaradas expresamente vigentes por la Disposición 
Derogatoria Única de la Ley 11/1998, de 24 de abril (RCL 1998, 1056, 1694), 
General de Telecomunicaciones. 

5. 
El Consejo Audiovisual de la Comunidad de Madrid es una de las 

novedades más significativas de la Ley. Se trata de un órgano de participación 
que cuenta con precedentes en otras Comunidades Autónomas, entre los que 
figuran el Consejo Audiovisual de Cataluña y el Consejo Asesor de las 
Telecomunicaciones y del Audiovisual de Galicia. 

En su composición, se pretende potenciar su carácter integrador. Para 
ello, se dispone la incorporación al Consejo tanto de expertos en la materia, 
designados por los grupos parlamentarios de la Asamblea de Madrid, como de 
responsables de la Administración autonómica más directamente vinculados a 
los sectores sociales afectados. Asimismo se establece la integración de la 
representación de la Oficina del Defensor del Menor, grupo social este 
especialmente protegido por la Ley, y de las organizaciones de consumidores y 
usuarios. 

Al Consejo se le atribuyen funciones consultivas, de seguimiento y de 
comunicación con la sociedad. Se le atribuyen además, siguiendo con ello la 
pauta marcada por los dos consejos autonómicos ya señalados, funciones de 
arbitraje en caso de conflicto entre los distintos operadores que intervienen el 
mercado audiovisual, siempre que las partes decidan voluntariamente 
someterse a dicho arbitraje. 

El segundo instrumento que prevé el Capítulo IV es la Comisión Técnica 
Audiovisual, que se configura como un órgano interno de carácter colegiado, 
encargado de desempeñar las funciones que esta Ley atribuye a la 
Administración autonómica. La Comisión será además el órgano de apoyo 
técnico del Consejo Audiovisual. 

6. 
La eficacia de una Ley depende en primer lugar de la aceptación social de 

sus determinaciones, pero depende también, inevitablemente, de la previsión 



de un régimen sancionador capaz de reaccionar frente a los eventuales 
incumplimientos de sus normas. 

El Capítulo V establece por ello el régimen sancionador aplicable en esta 
materia, que contiene un elenco amplio y preciso de infracciones, junto con las 
sanciones correspondientes y los demás extremos necesarios, de acuerdo con 
los principios de legalidad y de seguridad jurídica. 

7. 
En la última parte de esta Ley se incluye una Disposición Final Primera, 

mediante la cual se actualizan las previsiones de la Ley 6/1995 relativas a la 
programación televisiva, que habían quedado desajustadas respecto de la Ley 
Estatal 25/1994, de 12 de julio, tras las modificaciones introducidas en ésta por 
la Ley 22/1999, de 7 de junio. 

8. 
La presente Ley se dicta al amparo del artículo 27.11 del Estatuto de 

Autonomía de la Comunidad de Madrid (LCM 1983, 316), que le atribuye la 
competencia de desarrollo legislativo en materia de «prensa, radio, televisión y 
otros medios de comunicación social», en el marco de la legislación básica del 
Estado y en los términos que la misma establezca. 

CAPÍTULO I 
Disposiciones generales 
Artículo 1.Objeto. 
1. La presente Ley tiene por objeto la regulación de la programación de 

los medios audiovisuales de comunicación social y se dicta en el marco de la 
legislación básica establecida por el Estado al amparo del artículo 149.1.27 de 
la Constitución. 

2. Concretamente, esta Ley regula el contenido de la programación 
emitida por televisión, establece el procedimiento para hacer efectivo el 
derecho de los espectadores a conocer dicha programación con suficiente 
antelación y, en el ámbito específico de la televisión por cable, desarrolla el 
régimen aplicable a los operadores de cable y a los programadores 
independientes. 

Artículo 2.Finalidad. 
1. La finalidad de la presente Ley consiste en defender los intereses 

legítimos de los usuarios del servicio de televisión y conseguir una 
programación de calidad en el ámbito de la Comunidad de Madrid. 

2. La presente Ley persigue, asimismo, garantizar la aplicación de los 
principios de neutralidad, transparencia y no discriminación en la prestación del 
servicio de telecomunicaciones por cable. 

Artículo 3.Ámbito de aplicación. 
1. La presente Ley se aplica a la «televisión», tal y como se define este 

concepto por el artículo 3 de la Ley Estatal 25/1994, de 12 de julio, por la que 
se incorpora al ordenamiento jurídico español la Directiva 89/552/CEE, sobre la 
coordinación de disposiciones legales, reglamentarias y administrativas de los 
Estados miembros relativas al ejercicio de actividades de radiodifusión 
televisiva, modificada por la Ley Estatal 22/1999, de 7 de junio. 

La presente Ley se aplica, asimismo, a los «servicios adicionales» al de 
televisión, entendiendo por tales aquellos servicios de comunicaciones cuya 
finalidad sea la aportación de elementos de información u otras prestaciones, 
como servicios de facsímil, bancos de datos electrónicos y otros servicios 
similares. 



2. La presente Ley se aplica a los servicios de televisión y servicios 
adicionales a los que se extiende la competencia de la Comunidad de Madrid. 
Dicho ámbito comprende: 

a) Los servicios cuyo ámbito de cobertura no sobrepase el límite territorial 
de la Comunidad de Madrid. 

b) Los servicios gestionados directamente por la Comunidad de Madrid o 
por entidades a las que ésta les haya conferido un título habilitante. 

Artículo 4.Organización administrativa. 
1. La Administración de la Comunidad de Madrid ejercerá, a través de la 

Consejería que tenga atribuidas las competencias en materia de medios 
audiovisuales de comunicación social, las funciones previstas en esta Ley y las 
que atribuye a las Comunidades Autónomas la legislación básica vigente en 
este ámbito y, en particular, la Ley Estatal 25/1994, de 12 de julio. 

2. Se crean, como órganos especializados en la materia regulada por esta 
Ley, el Consejo Audiovisual de la Comunidad de Madrid y la Comisión Técnica 
Audiovisual. 

CAPÍTULO II 
El contenido de la programación 
SECCIÓN 1ª. Disposiciones Comunes 
Artículo 5.Ámbito de aplicación. 
1. A efectos del presente Capítulo, se entenderá por «operador de 

televisión» lo definido con esta expresión por el artículo 3 de la Ley Estatal 
25/1994, de 12 de julio, modificada por la Ley Estatal 22/1999, de 7 de junio. 

2. A efectos de este Capítulo, resultan irrelevantes el régimen de 
prestación del servicio, el carácter público o privado del operador y el medio de 
transmisión empleado. 

Artículo 6.Régimen jurídico. 
El contenido de la programación de televisión se ajustará a lo dispuesto 

por esta Ley y a lo establecido, con carácter básico, por la Ley Estatal 25/1994, 
de 12 de julio. 

Artículo 7.Principios generales. 
La programación de los medios audiovisuales de comunicación social se 

ajustará a los siguientes principios: 
a) El respeto a los valores y principios que informan la Constitución 

Española y el Estatuto de Autonomía de la Comunidad de Madrid y los 
derechos y libertades que reconocen y garantizan. 

b) El respeto al pluralismo político, religioso, social y cultural. 
c) El respeto al honor, la fama y la vida privada de las personas. 
d) El respeto y la promoción de los valores de igualdad y no discriminación 

por razón de nacimiento, raza, sexo, religión, opinión o cualquier otra condición 
o circunstancia personal o social, recogidos en el artículo 14 de la Constitución 
Española. 

e) La objetividad, veracidad e imparcialidad de las informaciones, así 
como la diferenciación en los contenidos y formatos de lo que es información, 
de lo que es publicidad o propaganda. 

f) La adecuada separación entre informaciones y opiniones y la 
identificación de quienes sustentan estas últimas y su libre expresión, con los 
límites establecidos por el artículo 20.4 de la Constitución Española. 

g) La protección de la juventud y de la infancia. 
h) La promoción de la igualdad entre el hombre y la mujer. 



i) La defensa y preservación del medio ambiente. 
SECCIÓN 2ª. Contenido de la Programación 
Artículo 8.Protección de los menores. 
En materia de protección de los menores frente a la programación 

televisiva, así como frente a la publicidad y la televenta, se estará a lo 
dispuesto por la Ley 6/1995, de 28 de marzo, de garantías de los derechos de 
la infancia y la adolescencia de la Comunidad de Madrid. 

Artículo 9.Obligaciones y prohibiciones. 
1. Las emisiones de televisión no incluirán programas que fomenten el 

odio, el desprecio o la discriminación por motivos de nacimiento, sexo, religión, 
nacionalidad, opinión o cualquier otra circunstancia personal o social. 

2. Las emisiones de televisión habrán de respetar, en todo caso, los 
preceptos constitucionales. 

SECCIÓN 3ª. Información sobre la Programación 
Artículo 10.Alcance del derecho a la información. 
1. Para hacer efectivo el derecho de información regulado en el vigente 

artículo 18 de la Ley Estatal 25/1994, de 12 de julio, los operadores de 
televisión habrán de hacer pública su programación diaria con una antelación 
de, al menos, once días respecto del día al que la citada programación se 
refiera. 

2. Se estimará cumplida la previsión establecida en el apartado anterior, 
desde el momento que el operador de televisión haga pública su programación 
por cualquier medio. 

Artículo 11.Contenido de la información. 
1. La programación a que se hace referencia en el artículo anterior deberá 

informar, como mínimo, sobre el título y el tipo o el género de todos los 
programas que se prevé emitir, salvo los de duración inferior a quince minutos. 
En el caso de largometrajes cinematográficos, identificará concretamente el 
título, el director y el año de producción. En las restantes obras de ficción, 
como películas para televisión, series, telecomedias y novelas, se indicará el 
título de la obra o el episodio a emitir y, en el supuesto de retransmisiones, el 
espectáculo concreto y, si éste fuere musical, los principales participantes que 
intervendrán en él. 

2. Lo dispuesto en el apartado anterior se entiende sin perjuicio de los 
acuerdos a los que se pueda llegar entre los operadores de televisión y los 
titulares de medios de comunicación, respecto del suministro de cualquier 
información adicional. 

3. Sólo serán posibles las modificaciones en la programación anunciada 
que sean consecuencia de sucesos ajenos a la voluntad del operador de 
televisión y que no hubieran podido ser razonablemente previstas, en el 
momento de hacerse pública la programación. 

SECCIÓN 4ª. Obligaciones de los Operadores de Televisión 
Artículo 12.Declaración de autorregulación. 
Los operadores de televisión deberán aportar al órgano administrativo 

competente la declaración justificativa del cumplimiento de las normas 
establecidas por los artículos 8, 9, 10 y 11. 

Artículo 13.Comunicaciones de interés público. 
Los operadores de televisión estarán obligados a difundir, gratuitamente y 

con indicación de su origen, las comunicaciones o declaraciones que el 



Gobierno de la Nación o el Gobierno de la Comunidad de Madrid estimen 
necesarias en razón de su interés público. 

Artículo 14.Derecho de réplica y protección de la intimidad. 
1. Toda persona natural o jurídica tiene derecho a rectificar la información 

difundida por televisión, en los términos establecidos por la Ley Orgánica 
2/1984, de 26 de marzo (RCL 1984, 841, 1018; ApNDL 3641), reguladora del 
derecho de rectificación. 

2. La protección civil del derecho al honor, a la intimidad personal y 
familiar y a la propia imagen se regirá por lo dispuesto en la Ley Orgánica 
1/1982, de 5 de mayo (RCL 1982, 1197; ApNDL 3639). 

CAPÍTULO III 
Los operadores de cable y los programadores independientes 
Artículo 15.Definiciones. 
A efectos de este Capítulo, se establecen las siguientes definiciones: 
a) Tendrán la consideración de «operadores de cable» quienes ostenten 

un título habilitante para la prestación de servicios de telecomunicaciones por 
cable. 

b) Son «programadores independientes» los definidos con estos términos 
por el párrafo segundo del artículo 10.1 de la Ley Estatal 42/1995, de 22 de 
diciembre, de Telecomunicaciones por Cable. 

Artículo 16.Situaciones de dominio. 
1. En aplicación de lo dispuesto por el artículo 10.3 de la Ley Estatal 

42/1995, de 22 de diciembre, cuando se presenten situaciones de dominio en 
el mercado de redes de cable en una determinada demarcación, la 
Administración de la Comunidad de Madrid dispondrá las medidas necesarias 
para garantizar a los usuarios una oferta variada de servicios competitivos. 

2. Las medidas deberán ser proporcionales, transparentes y no 
discriminatorias. 

3. Las medidas serán de obligado cumplimiento para las partes afectadas. 
Artículo 17.Programadores independientes. 
1. De conformidad con el artículo 10.1 de la Ley Estatal 42/1995, de 22 de 

diciembre, los operadores de cable estarán obligados a reservar, como mínimo, 
el 40 por 100 de la oferta audiovisual distribuida por su red a programadores 
independientes. 

2. A tal efecto, se aplicarán las siguientes reglas: 
a) El cómputo será mensual y se efectuará sobre el número total de 

canales ofertados en los servicios de difusión de televisión por cable. 
b) Excepcionalmente, y sólo en el supuesto de que no exista suficiente 

oferta audiovisual, la Administración de la Comunidad de Madrid podrá 
autorizar la reducción del porcentaje mínimo de reserva obligatoria, a solicitud 
del operador de cable interesado y con arreglo al procedimiento siguiente: 

-La carga de la prueba de la falta de disponibilidad de programación 
recaerá sobre el operador de cable. La prueba consistirá en acreditar que no ha 
recibido ofertas suficientes de programadores independientes, habiéndolo 
solicitado con difusión bastante y habiendo ofrecido un precio equitativo. 

-La reducción podrá autorizarse por un plazo de seis meses, prorrogable 
por el mismo tiempo a solicitud del interesado, el cual deberá acreditar que 
subsisten las circunstancias que motivaron la reducción. La prórroga podrá 
modificar el porcentaje establecido en la anterior resolución. 



-Antes de resolver, el órgano competente podrá realizar, si lo considera 
necesario, las comprobaciones necesarias para corroborar la efectiva carencia 
de oferta suficiente. 

c) El operador de cable deberá acreditar semestralmente el cumplimiento 
del porcentaje mínimo del 40 por 100 o, en su caso, del porcentaje reducido 
que tuviera autorizado. 

Artículo 18.Información a los programadores independientes. 
Los operadores de cable deberán suministrar a los programadores 

independientes, como mínimo, la siguiente información: 
a) Número de abonados suscritos en cada municipio a cada canal de 

difusión de televisión por cable de los programadores independientes. 
b) En caso de disponer de ella, los resultados de los análisis de audiencia 

sobre los canales de televisión por cable de los programadores independientes. 
c) Actividades de comercialización realizadas por el operador de cable 

respecto a los canales de televisión por cable de programadores 
independientes distribuidos por su red. 

d) Estructura de su oferta de servicios de difusión de televisión por cable y 
de la posición en ella de los canales de los programadores independientes. 

Artículo 19.Potestad de recabar información. 
1. Para el ejercicio de sus funciones, la Administración de la Comunidad 

de Madrid podrá recabar cuanta información requiera de los operadores de 
cable y de los programadores independientes, que estarán obligados a 
suministrarla. 

2. En particular, y a efectos de apreciar si se presentan las situaciones de 
dominio de mercado, los operadores de cable y los programadores 
independientes estarán obligados a presentar a la Administración de la 
Comunidad de Madrid copia de los contratos suscritos entre dichos agentes, 
así como la constitución de sociedades entre ambos sujetos para la 
comercialización de programas audiovisuales. 

CAPÍTULO IV 
El Consejo Audiovisual de la Comunidad de Madrid y la Comisión 

Técnica Audiovisual 
SECCIÓN 1ª. El Consejo Audiovisual de la Comunidad de Madrid 
Artículo 20.Creación, naturaleza y adscripción. 
1. El Consejo Audiovisual de la Comunidad de Madrid es el órgano de 

participación que asesora al Gobierno y desarrolla funciones de seguimiento, 
en la materia regulada por esta Ley. 

2. El Consejo Audiovisual de la Comunidad de Madrid (en lo sucesivo, el 
Consejo), que goza de autonomía en el ejercicio de sus funciones, estará 
adscrito a la Consejería competente en materia de medios audiovisuales de 
comunicación social, sin participar en la estructura jerárquica de ésta. 

Artículo 21.Composición. 
1. El Consejo estará formado por el Presidente, los Vocales y el 

Secretario. 
2. La presidencia recaerá en el titular de la Consejería de adscripción, que 

podrá delegarla en el titular de la Viceconsejería. 
3. Serán vocales del Consejo: 
a) Tres personas de reconocida competencia técnica y profesional, 

designadas por la Asamblea de Madrid a propuesta de los grupos 
parlamentarios. 



b) Cuatro representantes de los órganos de la Administración de la 
Comunidad de Madrid más directamente relacionados con la materia regulada 
por esta Ley, a propuesta del titular de la Consejería de adscripción. 

c) Un representante de la Oficina del Defensor del Menor. 
d) Un representante de las Organizaciones de Consumidores y Usuarios, 

designado por el Consejo de Consumo de la Comunidad de Madrid. 
4. Actuará como Secretario del Consejo un funcionario de la Consejería 

de adscripción, que asistirá a las reuniones con voz pero sin voto. 
Artículo 22.Nombramiento. 
Los miembros del Consejo serán nombrados y cesados mediante Acuerdo 

del Gobierno. 
Artículo 23.Funciones. 
Corresponden al Consejo las siguientes funciones: 
a) Asesorar al Gobierno de la Comunidad de Madrid en la materia 

regulada por esta Ley. 
b) Emitir informe con carácter preceptivo en los procedimientos de 

elaboración de normas que afecten a la materia regulada por la presente Ley. 
En el caso de la elaboración de los reglamentos, con su informe se 

entenderá cumplido el trámite de audiencia a los interesados previsto en la Ley 
Estatal 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno (RCL 1997, 2817). 

c) Emitir los informes facultativos que le solicite el Gobierno de la 
Comunidad y los informes y propuestas que el Consejo juzgue conveniente por 
propia iniciativa. 

d) Ser informado de los títulos habilitantes que conceda el Gobierno de la 
Comunidad de Madrid para la prestación de servicios audiovisuales. 

e) Recoger las demandas y sugerencias de los usuarios de los medios 
audiovisuales y mantener una relación constante y fluida con el ciudadano, los 
profesionales del sector y las asociaciones y entidades interesadas. 

f) El Consejo velará por el cumplimiento de los preceptos establecidos en 
esta Ley, y en particular, por el respeto por el pluralismo y los derechos 
fundamentales y el debido a la infancia y derechos del menor, así como a los 
asuntos relativos a la publicidad, a los contenidos y a las emisiones 
publicitarias. 

Artículo 24.Funciones de arbitraje. 
1. El Consejo ejercerá funciones de arbitraje a fin de garantizar a los 

usuarios una oferta de servicios competitivos, en los supuestos de situaciones 
de dominio de mercado, especialmente cuando afecten a las relaciones entre 
los diversos agentes vinculados a la prestación del servicio de una determinada 
demarcación de la red de cable, siempre que la cuestión le sea sometida por 
los interesados. 

2. En el desarrollo de esta función, el Consejo se ajustará al 
procedimiento previsto en la Sección 3ª del Capítulo II del Reglamento de la 
Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones, aprobado por el Real 
Decreto 1994/1996, de 6 de septiembre (RCL 1996, 2471) y, subsidiariamente, 
en la Ley Estatal 36/1988, de 5 de diciembre, de Arbitraje (RCL 1988, 2430 y 
RCL 1989, 1783). 

3. En todo caso, la sumisión a este arbitraje tendrá para los interesados la 
eficacia prevista en el artículo 11 de la citada Ley Estatal 36/1988, de 5 de 
diciembre. 

Artículo 25.Régimen jurídico. 



1. El régimen jurídico del Consejo será el establecido para los órganos 
colegiados en que participan organizaciones representativas de intereses 
sociales por el Capítulo II del Título II de la Ley Estatal 30/1992, de 26 de 
noviembre (RCL 1992, 2512, 2775 y RCL 1993, 246), de Régimen Jurídico de 
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, 
modificada por la Ley Estatal 4/1999, de 13 de enero (RCL 1999, 114, 329), 
completado con las reglas siguientes: 

a) El voto del Presidente será dirimente. 
b) En casos de vacante, ausencia, enfermedad, u otra causa legal, el 

Presidente será sustituido por el vocal del Consejo de mayor antigüedad y 
edad, por este orden, de entre sus componentes. 

c) La sustitución de los vocales titulares deberá ser comunicada a la 
Secretaría del Consejo por la organización que los hubiera designado. 

d) El régimen de convocatorias y los restantes aspectos de su 
organización y funcionamiento serán concretados por el propio Consejo. 

2. Los informes del Consejo no serán vinculantes. 
SECCIÓN 2ª. La Comisión Técnica Audiovisual 
Artículo 26.Creación y dependencia. 
La Comisión Técnica Audiovisual es el órgano administrativo de carácter 

colegiado, especializado en materia de medios audiovisuales de comunicación 
social e integrado en la Consejería competente en dicho ámbito. 

Artículo 27.Composición y nombramiento. 
Reglamentariamente se determinará la composición de la Comisión 

Técnica Audiovisual (en lo sucesivo, la Comisión) y el órgano competente para 
nombrar a sus miembros. 

Artículo 28.Funciones. 
1. La Comisión velará por el cumplimiento de las normas establecidas por 

esta Ley y, en particular, tendrá a su cargo las siguientes funciones: 
a) La adopción de las medidas en situaciones de dominio del mercado de 

redes de cable a que se refiere el artículo 16, incluida la posibilidad de 
proponer a las partes el arbitraje del Consejo, de acuerdo con los artículos 24 y 
29.2. 

b) La aplicación de la reserva obligatoria en favor de los programadores 
independientes establecida por el artículo 17, incluida la tramitación y 
resolución del procedimiento de autorización de la reducción del porcentaje de 
reserva. 

c) El control del cumplimiento de la obligación de aportar la declaración de 
autorregulación, a que se refiere el artículo 12. 

2. Asimismo, la Comisión ejercerá las siguientes funciones: 
a) Las funciones atribuidas a las Comunidades Autónomas por la Ley 

Estatal 25/1994, de 12 de julio, modificada por la Ley Estatal 22/1999, de 7 de 
junio, salvo las atribuidas expresamente a otros órganos. 

b) El control de las obligaciones de servicio público que recaigan sobre los 
operadores con título habilitante para la prestación de servicios audiovisuales. 

c) La adopción de las medidas necesarias para salvaguardar la libre 
competencia en el mercado, dentro del ámbito de aplicación de esta Ley, de 
acuerdo con los criterios de conexión que fije el legislador estatal y sin perjuicio 
de las funciones de los órganos de defensa de la competencia. 

3. La Comisión será el órgano competente para instruir expedientes 
sancionadores, en los términos establecidos por el Capítulo V de esta Ley. 



En el caso de los procedimientos incoados por posibles infracciones en 
materia de publicidad, la Comisión podrá proponer al órgano competente para 
la imposición que disponga como medida cautelar, el cese o la rectificación de 
las emisiones de publicidad ilícita o prohibida. 

Artículo 29.Relación con el Consejo. 
1. La Comisión prestará al Consejo Audiovisual el apoyo técnico que 

precise para el desarrollo de sus funciones. 
2. En caso de conflicto entre los distintos operadores que intervienen en el 

mercado audiovisual, la Comisión podrá proponer a las partes que se sometan 
voluntariamente al arbitraje del Consejo Audiovisual. 

Artículo 30.Régimen jurídico. 
1. El régimen jurídico aplicable a la Comisión será el establecido para los 

órganos colegiados el Capítulo II del Título II de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común, modificada por la Ley 4/1999, de 13 de 
enero. 

2. Las resoluciones de la Comisión agotarán la vía administrativa. 
Artículo 31.Potestad de recabar información. 
1. Para el ejercicio de sus funciones, la Comisión podrá recabar cuanta 

información requiera de las entidades que operen en el sector de las 
telecomunicaciones, que estarán obligadas a suministrarla. 

2. En particular, la Comisión podrá requerir la información prevista en el 
artículo 19. 

CAPÍTULO V 
Régimen sancionador 
Artículo 32.Inspección y control. 
1. Los funcionarios de la Comisión Técnica Audiovisual, en el ejercicio de 

sus funciones, tendrán la condición de agentes de la autoridad y podrán 
requerir de los operadores públicos o privados los datos que estimen 
necesarios. 

La información así obtenida será confidencial, y no podrá utilizarse para 
fines distintos a los previstos en esta Ley. 

2. A estos efectos, todos los operadores de televisión deberán archivar, 
durante un plazo de seis meses a contar desde la fecha de su primera emisión, 
todos los programas emitidos, incluidas la publicidad y la televenta, y registrar 
los datos relativos a tales programas. 

Artículo 33.Infracciones. 
1. Se consideran infracciones leves los incumplimientos de la presente 

Ley que no estén calificados como graves o muy graves en los apartados 
siguientes. 

2. Tienen la consideración de infracciones graves, de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 20.2, párrafo primero, de la Ley Estatal 25/1994, de 12 
de julio, modificada por la Ley Estatal 22/1999, de 7 de junio, en conexión con 
sus artículos 17.2, 17.3, 16, 18 y 19.3, las siguientes conductas: 

a) El incumplimiento de las condiciones de emisión de programas 
susceptibles de perjudicar el desarrollo de los menores, establecidas por el 
artículo 34.1.b) de la Ley Autonómica 6/1995, de 28 de marzo. 

b) El incumplimiento de la obligación de informar sobre la idoneidad de los 
programas para los menores mediante la advertencia regulada por el artículo 
34.1.c) de la Ley Autonómica 6/1995, de 28 de marzo. 



c) El incumplimiento de las normas de protección de los menores frente a 
la publicidad y la televenta, establecidas por el apartado 13 del artículo 99 de la 
Ley Autonómica 6/1995, de 28 de marzo. 

d) El incumplimiento de las normas relativas a la información sobre la 
programación, contenidas en la Sección 3ª del Capítulo II de esta Ley. 

e) El incumplimiento de la obligación de proporcionar información y 
archivar la programación en los términos previstos en el artículo 32 de esta 
Ley. 

3. Constituyen asimismo infracciones graves las siguientes conductas: 
a) El incumplimiento de la obligación de difundir las comunicaciones de 

interés público a que se refiere el artículo 13 de esta Ley. 
b) El incumplimiento de las medidas adoptadas por la Comisión Técnica 

Audiovisual, al amparo de lo dispuesto en los artículos 28.1.a) y 28.2.c) de esta 
Ley. 

c) El incumplimiento de la obligación de reservar como mínimo el 40 por 
100 de la programación a los programadores independientes, establecida en el 
artículo 17 de esta Ley. 

d) El incumplimiento de la obligación de facilitar información a la Comisión 
Técnica Audiovisual, establecida en el artículo 19 de esta Ley. 

e) El incumplimiento de las medidas cautelares a que se refiere el párrafo 
segundo del artículo 28, apartado 3 de esta Ley. 

4. Tienen la consideración de infracciones muy graves, de conformidad 
con lo establecido por el párrafo segundo del artículo 20.2 de la Ley Estatal 
25/1994, de 12 de julio, en conexión con su artículo 17.1, incisos primero y 
segundo, y 17.4,las siguientes conductas: 

a) El incumplimiento de la prohibición de emitir programas que puedan 
perjudicar seriamente el desarrollo de los menores, establecida por el artículo 
34.1.a) de la Ley Autonómica 6/1995, de 28 de marzo. 

b) El incumplimiento de la prohibición de emitir programas de que 
fomenten el odio, el desprecio o la discriminación, establecida por el apartado 1 
del artículo 9 de esta Ley. 

c) El incumplimiento de la obligación de que las emisiones respeten los 
preceptos constitucionales, establecida por el apartado 2 del artículo 9 de esta 
Ley. 

5. Tiene asimismo la consideración de infracción muy grave la comisión, 
en el plazo de un año, de dos o más infracciones graves sancionadas con 
carácter definitivo, de conformidad con lo establecido por el párrafo tercero del 
artículo 20.2 de la Ley Estatal 25/1994, de 12 de julio. 

Artículo 34.Sanciones. 
1. Las infracciones a lo previsto en la presente Ley serán sancionadas con 

multa comprendida entre 50.000 y 500.000 pesetas, en el caso de las leves; 
entre 500.001 y 50.000.000 de pesetas, en el caso de las graves; y entre 
50.000.001 y 100.000.000 de pesetas, en el caso de las muy graves. 

2. Cuando la concesión del título habilitante para la prestación del servicio 
audiovisual sea competencia de la Comunidad de Madrid, las infracciones muy 
graves a que se refieren los apartados 4.a) y 4.b) del artículo precedente, en 
razón de sus circunstancias, podrán dar lugar a la suspensión de la eficacia de 
dicho título y, en caso de reiteración, a la revocación del mismo. 

3. En todo caso, la cuantía de la sanción que se imponga, dentro de los 
límites indicados, se graduará teniendo en cuenta, además de lo previsto en el 



artículo 131.3 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de 
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, 
modificada por la Ley 4/1999, de 13 de enero, las circunstancias siguientes: 

a) La repercusión social de la infracción. 
b) El beneficio que haya reportado al infractor la conducta sancionada. 
c) La gravedad del incumplimiento. 
Artículo 35.Potestad. 
1. La potestad para sancionar las infracciones previstas en este capítulo 

corresponderá a la Administración de la Comunidad de Madrid. 
2. Corresponde asimismo a la Administración de la Comunidad de Madrid 

la potestad para sancionar las infracciones tipificadas por la Ley Estatal 
25/1994, de 12 de julio, cuya sanción atribuye dicha Ley a las Comunidades 
Autónomas. 

Artículo 36.Competencia. 
1. Con carácter general, la resolución de los expedientes sancionadores 

corresponderá al Director General competente en materia de medios 
audiovisuales de comunicación social, en el caso de las infracciones leves y 
graves; y al Consejero competente en dicho ámbito en el caso de las muy 
graves, salvo la adopción de las sanciones de suspensión o revocación del 
título habilitante, que corresponderá al Gobierno. 

Las resoluciones sancionadoras a que se refiere el párrafo anterior 
pondrán fin a la vía administrativa en todo caso. 

2. En el caso de las infracciones en materia de protección de menores, 
previstas en los apartados 2.a), 2.b), 2.c) y 4.a) del artículo 33, la incoación, 
instrucción y resolución de los expedientes sancionadores se ajustará a lo 
dispuesto por la Ley Autonómica 6/1995, de 28 de marzo. 

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, en el caso de la infracción 
muy grave prevista en el apartado 4.a) del artículo 33 de esta Ley, consistente 
en el incumplimiento de la prohibición de emitir programas que perjudiquen 
seriamente el desarrollo de los menores, la resolución del Gobierno por la que 
se imponga la sanción de suspensión o revocación del título habilitante se 
adoptará a propuesta de la Consejería competente en materia de medios de 
comunicación, a cuyo efecto el órgano que hubiera tramitado el expediente le 
remitirá las actuaciones, una vez concluido el trámite de audiencia y antes de 
formular la propuesta de resolución. 

Artículo 37.Procedimiento. 
El procedimiento sancionador aplicable será el establecido por el 

Reglamento general para el ejercicio de la potestad sancionadora por la 
Administración de la Comunidad de Madrid. 

Artículo 38.Prescripción. 
1. Las infracciones muy graves prescribirán a los tres años, las graves a 

los dos años y las leves al año. 
2. Las sanciones impuestas por faltas muy graves prescribirán a los tres 

años, las impuestas por faltas graves a los dos años y las impuestas por faltas 
leves al año. 

3. En cuanto al cómputo de los plazos de prescripción de las infracciones 
y de las sanciones, se estará a lo dispuesto por el artículo 132 de la Ley Estatal 
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones 
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, modificada por la Ley 
Estatal 4/1999, de 13 de enero. 



DISPOSICIONES ADICIONALES. 
 Primera.Organismos de autorregulación 
En caso de que la Administración de la Comunidad de Madrid tuviera 

conocimiento de una posible infracción en la materia a la que se refiere esta 
Ley, respecto de la cual estuviese actuando un organismo voluntario de 
autodisciplina, podrá esperar a la resolución de éste antes de iniciar el 
procedimiento sancionador. 

 Segunda.Constitución del Consejo 
El Consejo Audivisual de la Comunidad de Madrid se constituirá en el 

plazo de seis meses a partir de la entrada en vigor de esta Ley. 
DISPOSICIÓN DEROGATORIA. 
Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se 

opongan a lo dispuesto en la presente Ley. 
DISPOSICIONES FINALES. 
 Primera.Modificación de la Ley de garantías de los derechos de la 

infancia y la adolescencia de la Comunidad de Madrid 
Se modifican los artículos 34, 36, 99 y 100 de la Ley 6/1995, de 28 de 

marzo (LCM 1995, 115, 228), de Garantías de los derechos de la infancia y la 
adolescencia de la Comunidad de Madrid, en los términos que se señalan a 
continuación. 

Uno. El apartado 1 del artículo 34 de la Ley 6/1995, de 28 de marzo, de 
garantías de los derechos de la infancia y la adolescencia de la Comunidad de 
Madrid, queda redactado como sigue: 

 
«1. De conformidad con lo dispuesto por la Ley 25/1994, de 12 de julio, 

por la que se incorpora al ordenamiento jurídico español la Directiva 
85/522/CEE sobre la coordinación de disposiciones generales, reglamentarias 
y administrativas de los Estados miembros, relativas al ejercicio de actividades 
de radiodifusión televisiva, modificada por la Ley 22/1999, de 7 de junio, los 
operadores de televisión y servicios adicionales observarán las reglas 
siguientes: 

a) Las emisiones de televisión no incluirán programas ni escenas o 
mensajes de cualquier tipo que puedan perjudicar seriamente el desarrollo 
físico, mental o moral de los menores. 

b) La emisión de programas susceptibles de perjudicar el desarrollo físico, 
mental o moral de los menores sólo podrán realizarse entre las veintidós horas 
del día y las seis horas del día siguiente, y deberán ser objeto de advertencia 
sobre su contenido por medios acústicos y ópticos. 

Cuando tales programas se emitan sin codificar, deberán ser identificados 
mediante la presencia de un símbolo visual durante toda su duración. 

Lo aquí dispuesto será también de aplicación a las emisiones dedicadas a 
la publicidad, a la televenta y a la promoción de la propia programación. 

c) Al comienzo de la emisión de cada programa de televisión y al 
reanudarse la misma, después de cada interrupción para insertar publicidad y 
anuncios de televenta, una advertencia, realizada por medios ópticos y 
acústicos, y que contendrá una calificación orientativa, informará a los 
espectadores de su mayor o menor idoneidad para los menores de edad». 

Dos. El apartado 3 del artículo 36 de la Ley 6/1995, de 28 de marzo, de 
garantías de los derechos de la infancia y la adolescencia de la Comunidad de 
Madrid, queda redactado como sigue: 



 
«3. De conformidad con lo dispuesto por la Ley 25/1994, de 12 de julio, 

modificada por la Ley 22/1999, de 7 de junio, la publicidad por televisión no 
contendrá imágenes o mensajes que puedan perjudicar moral o físicamente a 
los menores. A este efecto, deberá respetar los siguientes principios: 

a) No deberá incitar directamente a tales menores a la compra de un 
producto o de un servicio explotando su inexperiencia o su credulidad, ni a que 
persuadan a sus padres o tutores, o a los padres o tutores de terceros, para 
que compren los productos o servicios de que se trate. 

b) En ningún caso, deberá explotar la especial confianza de los niños en 
sus padres, en profesores o en otras personas, tales como profesionales de 
programas infantiles o, eventualmente, en personajes de ficción. 

c) No podrá, sin un motivo justificado, presentar a los niños en situaciones 
peligrosas. 

d) En el caso de publicidad o de televenta de juguetes, éstas no deberán 
inducir a error sobre las características de los mismos, ni sobre su seguridad, ni 
tampoco sobre la capacidad y aptitudes necesarias en el niño para utilizar 
dichos juguetes sin producir daño para sí o a terceros. 

La televenta deberá respetar los requisitos que se prevén en este 
apartado y, además, no incitará a los menores a adquirir o arrendar 
directamente productos y bienes o a contratar la prestación de servicios». 

Tres. El apartado 12 del artículo 99 de la Ley 6/1995, de 28 de marzo, de 
garantías de los derechos de la infancia y la adolescencia de la Comunidad de 
Madrid, queda redactado como sigue: 

 
«12. La emisión de programación sin ajustarse a las reglas contenidas en 

los apartados b) y c) del artículo 34.1 y en el artículo 34.2. La responsabilidad 
corresponderá a los medios de comunicación infractores». 

Cuatro. Se añade un apartado 4º al artículo 100 de la Ley 6/1995, de 28 
de marzo, de garantías de los derechos de la infancia y la adolescencia de la 
Comunidad de Madrid, del siguiente tenor: 

 
«4º El incumplimiento de lo establecido por el artículo 34.1.a), referido a la 

inclusión en las emisiones de televisión de programas, escenas o mensajes de 
cualquier tipo que puedan perjudicar seriamente el desarrollo físico, mental o 
moral de los menores». 

 Segunda.Habilitación al Gobierno 
El Gobierno de la Comunidad de Madrid aprobará las normas 

reglamentarias de ejecución y desarrollo de la presente Ley. 
 Tercera.Entrada en vigor 
Esta Ley entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el «Boletín 

Oficial de la Comunidad de Madrid». 
 


